
LEY FEDERAL PARA LA ADMINISTRACION 
Y ENAJENACION DE BIENES 

DEL SECTOR PUBLICO

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

El siguiente punto del orden del día es la segunda lectura
del dictamen con proyecto de decreto por el que se expide
la Ley Federal para la Administración y Enajenación de
Bienes del Sector Público y se adiciona el Código Federal
de Procedimientos Penales.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
lectura del dictamen.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente. Se
dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Co-
misiones unidas de Justicia y Derechos Humanos y de Ha-
cienda y Crédito Público.

Honorable Asamblea: el pasado día 25 de abril, fue turna-
da a esta colegisladora la Minuta de la Cámara de Senado-
res con proyecto de "Decreto por el que se expide la Ley
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes
del Sector Público y se adiciona el Código Federal de Pro-
cedimientos Penales", elaborada con fundamento en los ar-
tículos 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 86 y 94, de la Ley Orgánica del Congreso

General de los Estados Unidos Mexicanos y 65, 87, 88 y 93
y demás relativos y aplicables del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos por parte de las comisiones unidas de Go-
bernación, Hacienda y Crédito Público y de Estudios
Legislativos, Segunda, misma que fue remitida, a su vez, a
las comisiones unidas de Justicia y Derechos Humanos y
de Hacienda y Crédito Público de esta Cámara de Diputa-
dos para su análisis, discusión y dictamen. 

El 17 de abril de 2001, fue turnada a la Comisión de Justi-
cia y Derechos Humanos de esta Cámara de Diputados, la
minuta con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 49 de la Ley Federal para la Administración de
Bienes Asegurados, Decomisados y Abandonados y refor-
ma los artículos 40 y 41 del Código Penal Federal y el 193
del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Asimismo, el 13 diciembre de 2001, fue turnada a las co-
misiones de Justicia y Derechos Humanos y Hacienda y
Crédito Público de esta colegisladora la minuta de la Cá-
mara de Senadores con "proyecto de decreto por el que se
reforma y adiciona la Ley Federal para la Administración
de Bienes Asegurados, Decomisados y Abandonados; y se
Adiciona el Código Fiscal de la Federación", elaborada por
las comisiones unidas de Hacienda y Crédito Público, de
Justicia y de Estudios Legislativos, de la Cámara de Sena-
dores. 

El 11 de abril del presente año, fue turnada a las comisio-
nes de Justicia y Derechos Humanos y de Hacienda y Cré-
dito Público la "iniciativa de decreto por el que se reforma
la Ley Federal para la Administración de Bienes Asegura-
dos, Decomisados y Abandonados", presentada por el
diputado José María Núñez Murillo, del grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Finalmente, el 8 de mayo de 2002 fue turnada a las comi-
siones de Justicia y Derechos Humanos y de Hacienda y
Crédito Público, la "iniciativa de decreto que reforma los
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artículos 48, 49, 50 y 51 y adiciona el artículo 50 bis de la
Ley Federal para la Administración de Bienes Asegurados,
Decomisados y Abandonados", presentada por el honora-
ble Congreso del estado de Jalisco. 

De acuerdo con las minutas e iniciativas citadas y con fun-
damento en los artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 87,
88 y demás relativos y aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y después de realizar el análisis y estu-
dio correspondiente tanto de las minutas del Senado de la
República, como de las iniciativas presentadas en la Cá-
mara de Diputados, las comisiones unidas de Justicia y De-
rechos Humanos y de Hacienda y Crédito Público presen-
tan a la consideración de esta honorable Asamblea el
siguiente

PROYECTO DE DICTAMEN 

Para la elaboración del presente proyecto de dictamen, es-
tas comisiones unidas procedieron al análisis y evaluación
de las minutas de iniciativas que se describen a continua-
ción: 

Descripción de la iniciativa

A) Minuta del H. Senado de la República del 17 de abril de
2001.

Con esta minuta, se pretende enterar a la Tesorería de la
Federación de los costos descontados de administración y
gastos de mantenimiento y conservación de los bienes ase-
gurados y destinarlos en partes iguales a apoyar los Presu-
puestos de Egresos del Poder Judicial de la Federación, de
la Procuraduría General de la República y de la Secretaría
de Salud. 

B) Minuta del H. Senado de la República del 13 de di-
ciembre de 2001. 

Esta minuta responde a la iniciativa presentada por la se-
nadora Yolanda González Hernández, del grupo parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, por medio
de la cual se expresa la necesidad de fortalecer al Servicio
de Administración de Bienes Asegurados (SERA), tanto en
lo que corresponde a su estructura orgánica, como en sus
funciones de control, supervisión y vigilancia de los bie-
nes asegurados y en la aplicación de los recursos prove-

nientes de la administración y enajenación de los mismos. 

De esta forma, se sugiere convertir al SERA en un orga-
nismo descentralizado con personalidad jurídica y patri-
monio propio, a fin de consolidar su autonomía técnica y
operativa y dar mayor transparencia y confianza en la ad-
ministración de los bienes bajo su responsabilidad. 

En tal sentido, se propone reformar los artículos 53, 53 A,
53 B, 56, 57, 58 y 58 A de la Ley Federal para la Admi-
nistración de Bienes Asegurados, Decomisados y Abando-
nados, donde se consigne lo relativo a la denominación,
domicilio legal, objeto del SERA como organismo descen-
tralizado, la constitución de su patrimonio, la integración y
facultades de su órgano de gobierno, las facultades de su
director general, los órganos de vigilancia, el régimen la-
boral al que quedarán sujetas las relaciones de trabajo en-
tre el SERA y sus servidores públicos, así como que los
bienes decomisados y abandonados en los términos de la
propia ley formen parte de su patrimonio y tenga plena fa-
cultad para dar destino a los mismos. 

Asimismo, con la reforma que se analiza se pretende evitar
erogaciones innecesarias al erario público federal, propi-
ciar condiciones favorables en materia de economía proce-
sal y mejorar el marco regulatorio de las atribuciones que
la ley confiere al SERA. 

Ahora bien, con objeto de hacer más eficiente la operación
del organismo, se propone por parte de la colegisladora, re-
formar el texto legal para que los aprovechamientos que
genere la enajenación de los bienes decomisados y aban-
donados se consideren productos en términos del Código
Fiscal de la Federación y que estos recursos puedan desti-
narse al fin específico que señale la ley sustantiva en la ma-
teria. 

Finalmente, considera procedente la incorporación de nue-
vas reglas en cuanto a los bienes a administrar, notificacio-
nes a realizar, así como sobre aquellas facultades que el or-
ganismo otorgue a administradores, depositarios e inter-
ventores y lo relativo a la constitución de un fideicomiso
que maneje los recursos del SERA. 

C) Iniciativa del diputado José María Núñez Murillo del 11
de abril de 2002. 

Para el desempeño de las funciones del Servicio de Admi-
nistración de Bienes Asegurados, Decomisados y Abando-
nados, la iniciativa plantea reformas para mejorar las con-
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diciones operativas transformando al SERA en un organis-
mo descentralizado, con lo cual se podrá evitar erogaciones
del erario público federal; además propone que dicho orga-
nismo sea autofinanciable, mediante condiciones favora-
bles en materia de economía procesal y mejorando su mar-
co regulatorio, en particular, en lo relativo a las
atribuciones que la Ley le confiere. 

En tal sentido, señala que para que la administración de los
bienes asegurados o decomisados sea eficiente y ágil, se
hace necesario que el servicio de administración cuente
con personalidad jurídica y patrimonio propio, que le per-
mita desarrollar sus operaciones con mayor certeza y segu-
ridad, así como una mayor autonomía de gestión para ad-
ministrar sus recursos. 

Cabe indicar que, en lo sustantivo, esta iniciativa concuer-
da con los objetivos y propósitos que contiene la minuta
del Senado de la República, antes referida, si bien, en aten-
ción al momento de su aprobación el mes de diciembre de
2001, algunos transitorios que fueron señalados con fechas
a partir del 1o. de enero del año en curso, la iniciativa aho-
ra, los propone actualizar. 

D) Iniciativa del H. Congreso del estado de Jalisco del 8 de
mayo de 2002. 

En general, la iniciativa en comento señala la necesidad de
que los bienes asegurados al crimen organizado dejen de
ser "recompensa" para el Poder Judicial y la Procuraduría
General de la República, para convertirse en factores de re-
sarcimiento para la sociedad. 

De igual forma, contempla un criterio de equidad para que,
las zonas donde más se hace presente el delito, sean aque-
llas a donde vuelvan los recursos confiscados, para lo cual
se propone determinado porcentaje para ser distribuido en
apoyo a las dependencias y entidades que combaten el de-
lito y donde se hayan asegurado dichos bienes o recursos. 

Se propone también que continúe la figura de bienes asig-
nados por medio de la cual la Procuraduría General de la
República y diversos órganos públicos puedan usar tales
bienes y, obtener su asignación definitiva, para lo cual se
contempla que se deberá contar con el consentimiento de
los congresos locales. 

Para ello, se plantea las reformas a los artículos 48, 49, 50
y 51, así como la adición del artículo 50-bis de la Ley Fe-
deral de Bienes Asegurados, decomisados y Abandonados. 

E) Minuta del H. Senado de la República del 25 de abril de
2002. 

Nuestra colegisladora considera que la presente propuesta
responde a la necesidad de contar con un mecanismo ágil,
transparente y sencillo para la venta de los bienes que no se
encuentran afectos a la prestación de servicios públicos,
que permita al Gobierno Federal eliminar costos de admi-
nistración e incluso allegarse de recursos financieros que
apoyen a cubrir el gasto público, optimizando de esta ma-
nera el ejercicio del mismo. 

Por otro lado, también toma en consideración que la actual
regulación respecto de la enajenación de bienes de los que
puede disponer el Ejecutivo Federal, resulta poco favora-
ble, en virtud de la gran cantidad de recursos que se deben
erogar en los procesos de venta, lo que origina que se ob-
tenga un valor de recuperación bajo, por lo que la adminis-
tración y proceso de venta de los mismos, resultan más
costosos que lo que se obtiene de su venta. 

Así mismo, nuestra colegisladora parte de la premisa que
actualmente existen diversos ordenamientos que estable-
cen procedimientos distintos para la enajenación de bienes,
entre los que destacan la Ley General de Bienes Naciona-
les, la Ley del Servicio de Tesorería de la Federación y el
Código Fiscal de la Federación; los cuales son reglamenta-
rios del artículo 134 constitucional en materia de enajena-
ciones; sin embargo, dichos ordenamientos no han logrado
dar solución a los problemas que en la práctica se presen-
tan, tales como la complejidad en los trámites de enajena-
ción y la falta de capacidad operativa de las instancias en-
cargadas de ellos, por lo que considera necesario establecer
un procedimiento simplificado para tales efectos. 

La iniciativa de ley propuesta originalmente a nuestra co-
legisladora constaba de cinco capítulos, a saber: 

• Capítulo I. Disposiciones generales. 

• Capítulo II. Del Proceso de Enajenación. 

• Capítulo III. Del Comité Central de Enajenación. 

• Capítulo IV. De la Transparencia e Información. 

• Capítulo V. De las Instancias Auxiliares. 

Sin embargo las comisiones dictaminadoras de nuestra co-
legisladora consideraron que la administración y enajena-
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ción de los bienes que están a disposición del Gobierno Fe-
deral es sumamente compleja, en virtud de los distintos or-
denamientos que regulan estas actividades. Por ello consi-
deraron necesario ampliar el tipo de bienes susceptibles de
ser enajenados conforme a la iniciativa de Ley del Proceso
Administrativo Simplificado de Enajenación, propuesta
originalmente. 

Por ello y a fin de dar una solución integral respecto a la
enajenación de bienes, sin que la misma quede limitada a
aquellos a que se refiere el artículo 3o., fracciones IV y VI
de la Ley General de Bienes Nacionales que se propuso en
la iniciativa de ley, dejan fuera de la aplicación de la mis-
ma, por ejemplo, los bienes muebles al servicio de las de-
pendencias cuando resulta conveniente darlos de baja; así
como los bienes que sin ser propiedad de la Federación, en
términos de la legislación aplicable, el Gobierno Federal,
sus entidades o dependencias, pueden disponer de ellos,
como es el caso de los bienes a que se refiere el artículo
157 de la Ley Aduanera, es por ello que resulta convenien-
te que se cuente con procesos ágiles para su administra-
ción, destrucción y/o enajenación. 

Asimismo, ampliaron el objeto en la citada iniciativa de
ley, a fin de que éste no se limite únicamente a la venta, si-
no a ser un instrumento que facilite también la donación,
administración y destrucción de los mismos. 

Actualmente existen diferentes instituciones y organismos
que se encuentran encargados de llevar a cabo la adminis-
tración y enajenación de los bienes a disposición del Go-
bierno Federal, tales como el Fideicomiso Liquidador de
Instituciones y Organizaciones Auxiliares de Crédito y el
Servicio de Administración de Bienes Asegurados, con in-
dependencia de que dichas actividades también se realizan
por todas las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal. Tales instancias administran y enaje-
nan únicamente los bienes respecto de los cuales son com-
petentes, lo que provoca que en todas las dependencias y
entidades se destinen recursos tanto humanos como mate-
riales para realizar dichas funciones, recursos que podrían
ahorrarse, al concentrar los bienes en un solo organismo
que se encargue de realizar las mismas. 

Por lo anterior, nuestra colegisladora reconsideró la impor-
tancia de buscar una reducción de los costos de adminis-
tración y custodia que se erogan por los bienes a disposi-
ción del Gobierno Federal, así como evitar la pérdida de
los mismos por no encontrar compradores que cumplan

con los requisitos para que proceda dicha venta o bien,
porque el procedimiento es lento y complicado. 

Por ello, derivado de un análisis más profundo de nuestra
legislación en materia de enajenaciones, observó que la
misma ha tenido pocas modificaciones, que no han incor-
porado en su contenido mecanismos de venta que conside-
ren la especialidad y complejidad que se tienen en ciertas
operaciones, como los negocios en marcha, la venta de ac-
ciones u otro tipo de bienes que por su naturaleza requie-
ren de procesos expeditos, pero a la vez especializados, pa-
ra poder cubrir las necesidades que se presentan. 

De este modo, nuestra colegisladora propone que en nues-
tra legislación se contemplen mecanismos alternos para
llevar a cabo la oferta pública y difundir los procedimien-
tos de venta que la tecnología ha incorporado en nuestra vi-
da moderna, reduciendo con ello de manera importante los
costos que tienen las publicaciones en el Diario Oficial de
la Federación y en los periódicos nacionales o locales, que
la legislación actualmente establece como obligatorias. 

De acuerdo con lo anterior, los integrantes de estas comi-
siones Unidas de Justicia y Derechos Humanos y de Ha-
cienda y Crédito Público coincidimos con nuestra colegis-
ladora ya que la minuta ofrece soluciones acertadas para
atender la problemática existente respecto de la necesidad
de agilizar la enajenación de los bienes, de contar con me-
canismos que faciliten su administración y destrucción,
previendo los mismos de manera integral, incorporando
además los siguientes aspectos: 

• Crear un organismo descentralizado denominado Servi-
cio de Administración y Enajenación de Bienes, a quien se
le otorgarían atribuciones para administrar, enajenar y/o
destruir los bienes. 

• Ampliar el tipo de bienes susceptibles de ser enajenados
conforme a la Ley. 

• Incluir en el objeto de la ley a la donación, administración
y destrucción de los bienes. 

• Fortalecer el marco relativo a las atribuciones que la Ley
conferirá al Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes, para propiciar condiciones de eficiencia en el de-
sempeño de sus funciones. 

• Dar transparencia a las funciones que se encomienden al
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, para
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lo cual se establece la obligación de éste de presentar in-
formes a las entidades transferentes, a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y a la Secretaría de Contraloría y
Desarrollo Administrativo. 

• Incorporar el sistema de entero bajo el concepto de in-
gresos netos a través de un fondo en el que se concentrarán
los recursos obtenidos de las enajenaciones. 

• Adicionar opciones para concretar la venta de los bienes
a efecto de que además de la licitación pública, se puedan
realizar procesos de subasta, remate y adjudicación di-
recta. 

• Incluir procedimientos de venta simplificados y más ági-
les, al reducirse los plazos para realizar los mismos. 

• Establecer un sistema flexible a fin de que los bienes sean
transferidos al Servicio de Administración y Enajenación
de Bienes cuando así lo determinen las leyes o cuando así
lo ordenen las autoridades judiciales. Siendo, en los demás
casos un sistema opcional, en el que las entidades transfe-
rentes determinarán la conveniencia de transferir los bien-
es a dicho organismo, o bien, de llevar a cabo por sí mis-
mas la administración, destrucción o enajenación
correspondientes, en cuyo caso aplicarán la normativa que
corresponda de acuerdo a los bienes de que se trate.

Aunado a lo señalado anteriormente, nuestra colegisladora
propone que los servicios que preste el Servicio de Admi-
nistración y Enajenación de Bienes no tengan costo para
las entidades transferentes evitándoles así erogaciones adi-
cionales por este concepto y que dicho organismo sólo re-
ciba el pago de los gastos en que haya incurrido por la ad-
ministración, destrucción o enajenación, lo que permitirá
optimizar el gasto público. 

Consecuencia de lo anteriormente expuesto y en virtud de
que es necesario contar con una sola entidad encargada de
la administración y enajenación de los bienes a disposición
del Gobierno Federal, nuestra colegisladora consideró con-
veniente llevar a cabo la abrogación de la Ley Federal pa-
ra la Administración de Bienes Asegurados, Decomisados
y Abandonados, así como la extinción del Fideicomiso Li-
quidador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares de
Crédito. Con ello, se evitará destinar recursos presupuesta-
rios adicionales para iniciar la operación del nuevo orga-
nismo descentralizado. 

Por lo anterior, a fin de armonizar los planteamientos antes
señalados y que nuestra legislación en materia de enajena-
ción de bienes debe regular, con objeto de dotar de agilidad
a los procedimientos relativos a aquella y lograr la transpa-
rencia que se pretende en la disposición de los recursos pú-
blicos federales, las comisiones unidas de nuestra colegis-
ladora proponen la emisión de la Ley Federal para la
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Públi-
co, la cual se integra de seis títulos, a saber: 

• Título Primero. Disposiciones Generales. 

• Título Segundo. De la Administración de Bienes. 

• Título Tercero. De la Devolución de Bienes en Adminis-
tración. 

• Título Cuarto. De los Procesos de Enajenación, con tres
capítulos: 

Capítulo I. Generalidades.

Capítulo II. Donación.

Capítulo III. Venta, con cuatro secciones: 

Sección I. Licitación pública.

Sección II. Subasta.

Sección III. Remate.

Sección IV. Adjudicación directa.

• Título Quinto. De la Destrucción de Bienes. 

• Título Sexto. Del Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes. 

TITULO PRIMERO 

Disposiciones Generales 

El Título Primero, relativo a las disposiciones generales,
prevé el objeto de la Ley, el cual consiste en regular la ad-
ministración, enajenación y destino de los bienes asegura-
dos y decomisados en los procedimientos penales federa-
les; los recibidos en dación en pago para cubrir toda clase
de créditos a favor del Gobierno Federal, de sus entidades
o dependencias, incluyendo los puestos a disposición de la
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Tesorería de la Federación o de sus auxiliares legalmente
facultados para ello; los que habiendo sido embargados por
las autoridades federales, hayan sido adjudicados a éstas;
los abandonados a favor del Gobierno Federal; los que es-
tando sujetos a uno de los procedimientos establecidos en
la legislación aduanera, en la legislación fiscal federal o en
otros ordenamientos jurídicos aplicables a las entidades
transferentes, deban ser vendidos, destruidos, donados o
asignados, en virtud de ser inflamables, no fungibles, pere-
cederos, de fácil descomposición o deterioro o por ser ani-
males vivos y vehículos; los que pasen a ser propiedad del
Fisco Federal; los títulos, valores, activos y demás dere-
chos que sean susceptibles de enajenación, cuando así se
disponga por las autoridades competentes; otros bienes del
dominio privado de la Federación sobre los que el Gobier-
no Federal, sus entidades o dependencias, tengan derecho
de propiedad; cualquier otro bien del que el Gobierno Fe-
deral, sus entidades o dependencias puedan disponer, en
términos de la legislación aplicable, así como los que de-
termine la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo den-
tro del ámbito de sus atribuciones y conforme a las dispo-
siciones legales aplicables. 

De acuerdo con lo previsto por el Título en comento, la in-
terpretación de la Ley, para efectos administrativos, corres-
pondería a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y a
la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo,
en el ámbito de sus respectivas competencias. Asimismo,
establece que se entenderá por autoridades transferentes,
para los efectos de la ley, a las autoridades aduaneras; la
Tesorería de la Federación; la Procuraduría General de la
República; las autoridades judiciales federales; las entida-
des paraestatales, incluidas las instituciones de banca de
desarrollo y las organizaciones auxiliares nacionales del
crédito; los fideicomisos públicos, tengan o no el carácter
de entidad paraestatal y las dependencias de la Administra-
ción Pública Federal. 

De conformidad con lo dispuesto en el Título Primero, los
bienes objeto de la Ley deben ser transferidos al Servicio
de Administración y Enajenación de Bienes, cuando así lo
determinen las leyes o cuando así lo ordenen las autorida-
des judiciales y, en los demás casos, las entidades transfe-
rentes determinarán, de conformidad con las disposiciones
aplicables para tal efecto, la conveniencia de transferir los
bienes a dicho organismo, o bien, de llevar a cabo por sí
mismas la administración, destrucción o enajenación co-
rrespondientes, en cuyo caso aplicarán la normativa que
corresponda de acuerdo a los bienes de que se trate. 

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes
puede administrar, enajenar o destruir directamente los
bienes que le sean transferidos o nombrar depositarios, li-
quidadores, interventores o administradores de los mismos,
así como encomendar a terceros la enajenación y destruc-
ción de éstos, los cuales serán preferentemente las depen-
dencias o entidades de la Administración Pública Federal,
o las autoridades estatales y municipales, previa solicitud o
acuerdo correspondiente, sin perjuicio de que puedan ser
designadas otras personas profesionalmente idóneas. 

En este Título se señala también que para que se pueda lle-
var a cabo la transferencia de los bienes al Servicio de Ad-
ministración y Enajenación de Bienes, las entidades trans-
ferentes deben cumplir ciertos requisitos, como entregar un
acta que incluya inventario con la descripción y el estado
en que se encuentren los bienes, así como señalar si los
bienes se entregan para su destrucción, administración, do-
nación y/o venta, solicitando, en su caso, al Servicio de
Administración y Enajenación de Bienes que ordene la
práctica del avalúo correspondiente. 

Conforme a las disposiciones del Título Primero en co-
mento, hasta que se realice la transferencia de los bienes al
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, éstos
se regirán por las disposiciones aplicables de acuerdo a su
naturaleza y la Ley del Proceso Administrativo Simplifica-
do de Enajenación, será aplicable desde que los bienes
sean transferidos al Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes y hasta que se realice la destrucción, enaje-
nación o termine la administración de los mismos. Asimis-
mo, se establece que habiéndose presentado cualquiera de
estos supuestos, se estará a las disposiciones aplicables pa-
ra el entero, destino y determinación de la naturaleza de los
ingresos correspondientes. 

Por lo anterior, se entiende que para los bienes que la Te-
sorería de la Federación o sus auxiliares transfieran al Ser-
vicio de Administración y Enajenación de Bienes, no apli-
carán el artículo 29 de la Ley del Servicio de Tesorería de
la Federación, relativo al plazo en el cual se tienen que
enajenar los bienes o ponerse a disposición de la Secretaría
de Contraloría y Desarrollo Administrativo, en virtud de
que la legislación aplicable al efecto, será la que se propo-
ne en la presente minuta. 

Asimismo, en congruencia con lo que establece el artículo
60 de la Ley General de Bienes Nacionales, los inmuebles
del dominio privado de la Federación serán transferidos al
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, suje-
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tándose al régimen jurídico establecido para los mismos en
dicho precepto. 

TITULO SEGUNDO 

De la Administración de Bienes 

El Título Segundo de la Ley, contiene las disposiciones rela-
tivas a la administración de los bienes objeto de la misma. 

De conformidad con lo dispuesto por este Título, el Servi -
cio de Administración y Enajenación de Bienes adminis-
trará los bienes que para tales efectos le entreguen las enti-
dades transferentes, que tengan un valor mayor al importe
de seis meses de salario mínimo general vigente para el
Distrito Federal. Dicha administración se realizará confor-
me a las disposiciones que se establecen en la Ley en co-
mento y, en tanto no exista resolución definitiva emitida
por autoridad administrativa o judicial competente que de-
termine el destino de dichos bienes, salvo que se trate de
los bienes que estando sujetos a uno de los procedimientos
establecidos en la legislación aduanera, en la legislación
fiscal federal o en otros ordenamientos jurídicos aplicables
a las entidades transferentes deban ser vendidos, destrui-
dos, donados o asignados en virtud de ser inflamables, no
fungibles, perecederos, de fácil descomposición o deterio-
ro o bien, cuando se trate de animales vivos o vehículos. 

Se establecen como excepciones respecto de la administra-
ción de bienes por parte del Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes, a las joyas, billetes y monedas de
curso legal, divisas, metales preciosos, los bienes numis-
máticos o filatélicos y los bienes con valor artístico o his-
tórico, los cuales se administrarán conforme a su legisla-
ción especial. Cabe destacar que todos los bienes asegu-
rados, incluyendo los antes mencionados, serán adminis-
trados por el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes. 

Respecto de los bienes que no son susceptibles de admi-
nistración, las entidades transferentes, de conformidad con
lo dispuesto por el Título Segundo de la Ley, procederán a
ordenar su asignación; destrucción; enajenación, de con-
formidad con los ordenamientos aplicables para cada tipo
de bien o donación a instituciones autorizadas para recibir
donativos deducibles en los términos de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, que lo requieran para el desarrollo
de sus actividades o bien a determinar un fin específico que
ofrezca la mayor utilidad para el Gobierno Federal. 

La administración de los bienes comprende su recepción,
registro, custodia, conservación y supervisión. Dichos bie-
nes serán conservados en el estado en que se hayan recibi-
do por el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes, para ser devueltos en las mismas condiciones, sal-
vo el deterioro normal que se les cause por el transcurso del
tiempo y podrán ser utilizados, destruidos o enajenados en
los casos y cumpliendo los requisitos establecidos en esta
Ley y su Reglamento. 

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes
una vez que le sean transferidos los bienes, puede nombrar
depositarios, liquidadores, interventores o administradores
de los mismos. 

Las armas de fuego, municiones y explosivos se excluyen
de la administración del Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes y se establece en este título que se
administrarán por la Secretaría de la Defensa Nacional, de-
biéndose observar lo dispuesto en la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos. 

Tratándose de narcóticos, flora y fauna protegidos, mate-
riales peligrosos y demás bienes cuya propiedad o posesión
se encuentre prohibida, restringida o especialmente regula-
da, se procederá en los términos de la legislación federal
aplicable. 

TITULO TERCERO 

De la Devolución de Bienes 
en Administración 

El Título Tercero regula la actuación del Servicio de Ad-
ministración y Enajenación de Bienes en los casos en que
proceda la devolución de los bienes objeto de la Ley. Para
tales efectos, se establece que cuando proceda la devolu-
ción de los mismos, la autoridad competente informará tal
situación al Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes a fin de que queden a disposición de quien acredite
tener derecho a ellos. Asimismo, se señala que la autoridad
competente notificará su resolución al interesado o al re-
presentante legal de conformidad con lo dispuesto por las
disposiciones aplicables, para que en el plazo señalado en
las mismas, a partir de la notificación, se presente a reco-
gerlos, bajo el apercibimiento que de no hacerlo los bienes
causarán abandono a favor del Gobierno Federal. De
acuerdo con lo anterior, la notificación y el plazo que se
otorgue, quedará regulado en la legislación aplicable de-
pendiendo del tipo de bien y autoridad de que se trate. 
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Conforme a las disposiciones previstas por el título que se
comenta, la devolución de los bienes incluirá la entrega de
los frutos que, en su caso, se hubieren generado. 

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, al
devolver empresas, negociaciones o establecimientos, ren-
dirá cuentas de la administración que hubiere realizado a la
persona que tenga derecho a ello y le entregará los docu-
mentos, objetos, numerario y, en general, todo aquello que
haya comprendido la administración. 

Del mismo modo, cuando se determine por la autoridad
competente la devolución de los bienes que hubieren sido
enajenados por el Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes o haya imposibilidad para devolverlos, de-
berá cubrirse a la persona que tenga la titularidad del dere-
cho de devolución, el valor de los mismos de conformidad
con la disposición aplicable. 

Este Título prevé la obligación del Servicio de Administra-
ción y Enajenación de Bienes de responder de los daños
derivados de la pérdida, extravío o deterioro de los bienes
que administre. 

Por otra parte, se señala que una vez que se enajenen los
bienes, así como sus frutos y productos, serán considerados
contribuciones, aprovechamientos o productos en los tér-
minos del Código Fiscal de la Federación. Asimismo, se
prevé que los ingresos que se obtengan de las ventas, una
vez descontados los costos de administración, gastos de
mantenimiento y conservación de los bienes, honorarios de
comisionados especiales que no sean servidores públicos
encargados de dichos procesos, así como los pagos de las
reclamaciones procedentes que presenten los adquirentes o
terceros, por pasivos ocultos, fiscales o de otra índole, ac-
tivos inexistentes, asuntos en litigio y demás erogaciones
análogas a las antes mencionadas o aquellas que determine
la Ley de Ingresos de la Federación u otro ordenamiento
aplicable y que realice el Servicio de Administración y de
Enajenación de Bienes conforme a la presente Ley, se en-
terarán por éste a la Tesorería de la Federación o a las en-
tidades paraestatales o a quien tenga derecho a ello, según
corresponda y se destinarán de conformidad con la legisla-
ción aplicable. 

Respecto del destino de los recursos que se obtengan por la
enajenación de bienes abandonados o decomisados en pro-
cedimientos penales federales, nuestra colegisladora consi-
dera conveniente que, en una segunda etapa, se analice la
posibilidad de que algún porcentaje de los mismos sea des-

tinado a realizar acciones en contra del narcotráfico y del
crimen organizado, a través de organismos no guberna-
mentales. 

TITULO CUARTO 

De los Procesos de Enajenación 

El Título Cuarto regula los procesos de enajenación y cons-
ta de tres capítulos; el primero de ellos contiene las dispo-
siciones generales; el segundo prevé las disposiciones rela-
tivas a la donación de los bienes objeto de la Ley y el
último de ellos, el cual se conforma de cuatro secciones, re-
gula los procesos de venta de los bienes. 

Capítulo I

Generalidades 

El Capítulo I, del Título Cuarto relativo a los procesos de
enajenación de los bienes objetos de la Ley, prevé como ta-
les, los siguientes: 

I. Donación.

II. Venta, la cual incluye la permuta o cualesquiera otra for-
ma de transmisión de la propiedad, a través de licitación
pública, subasta, remate o adjudicación directa.

Capítulo II

Donación 

El Capítulo II regula los supuestos en que podrán ser do-
nados los bienes objeto de la Ley, estableciendo que sólo
será en casos excepcionales, de conformidad con lo que es-
tablezcan para tal efecto las disposiciones aplicables y pre-
vio cumplimiento de los requisitos que, en su caso, preve-
an las mismas, tales como los relativos al monto, plazo o
tipo de bienes, los bienes pueden ser donados a favor de los
gobiernos de los estados o de los municipios, para que los
utilicen en los servicios públicos locales, en fines educati-
vos o de asistencia social o a instituciones autorizadas pa-
ra recibir donativos deducibles en los términos de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, que así lo requieran para el
desa-rrollo de sus actividades. 

Se prevé que para la donación de los bienes objeto de la
Ley, el Servicio de Administración y Enajenación de Bien-
es se apoyará de un Comité de Donaciones, el cual se inte-
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grará y regirá de acuerdo con lo que al respecto establezca
el reglamento de la misma. 

Capítulo III

Venta 

El Capítulo III del Título Cuarto contiene las disposiciones
relativas a la venta de los bienes objeto de la Ley y se com-
pone de cuatro secciones, la primera de ellas relativa a la
venta mediante licitación pública; la segunda, prevé la
venta a través de subasta; la tercera sección contiene dis-
posiciones relativas al remate de los bienes y la cuarta y úl-
tima sección contempla los supuestos relacionados con la
adjudicación directa. 

De acuerdo con las disposiciones contenidas en el Capí-
tulo III que se comenta, se establece como precio base de
venta de los bienes, el que señale el avalúo vigente; el
valor comercial; el valor de reposición o el valor de mer-
cado. 

El precio base de venta será fijado por la Comisión de Ava-
lúos de Bienes Nacionales o por peritos, instituciones de
crédito, agentes especializados o corredores públicos. En
todo caso, el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes deberá justificar las razones de la elección tanto del
método de valuación como del valuador. 

Es de hacerse notar que en virtud de la supletoriedad de or-
denamientos prevista en la Ley que se propone, a la com-
praventa que se realice en los términos de este capítulo le
serán aplicables las disposiciones del Código Civil Federal,
entre ellas las relativas a la contraprestación que recibirá el
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes por
los bienes que sean objeto de venta. 

Sección I

Licitación Pública 

La Sección I contiene las disposiciones relativas a la venta
de los bienes a través de licitación pública, para lo cual se
establece lo siguiente: 

1. Se lleva a cabo la convocatoria en la que se establecerá,
en su caso, el costo y la forma de pago de las bases. 

La publicación de la convocatoria podrá hacerse en el Dia-
rio Oficial de la Federación, en un diario de circulación na-

cional o por cualquier otro medio electrónico, óptico o de
cualquier otra tecnología que permita la expresión de la
oferta. 

Tratándose de títulos valor, créditos o cualquier bien co-
merciable en bolsas, mercados de valores o esquemas si-
milares, podrá utilizarse un medio de difusión distinto a
los señalados en el párrafo anterior, sujeto a que los valo-
res respectivos se encuentren inscritos en el Registro Na-
cional de Valores en los términos de la Ley del Mercado
de Valores. 

2. Se ponen a disposición de los interesados las bases. 

3. Se presenta la oferta de compra —en un plazo no supe-
rior a diez días hábiles contados a partir de la fecha de pu-
blicación de la convocatoria de la licitación—, salvo que
por la naturaleza de los bienes, el Servicio de Adminis-
tración y Enajenación de Bienes considere conveniente es-
tablecer un plazo mayor. 

4. Los licitantes entregarán sus ofertas de compra en sobre
cerrado en forma inviolable o por los medios electrónicos,
ópticos o de cualquier otra tecnología que garanticen la
confidencialidad de las ofertas hasta el acto de apertura.

5. La apertura de las ofertas de compra se realizará a más
tardar, al segundo día hábil siguiente a aquél en que venza
el plazo de presentación de ofertas de compra. 

6. La convocante en un plazo no mayor de tres días hábi-
les, contados a partir del acto de apertura de ofertas de
compra, procederá a la evaluación de las mismas. 

7. Concluido el análisis de las ofertas de compra, se proce-
derá de inmediato a emitir el fallo, que se dará a conocer
por el mismo medio en que se hubiera hecho la convocato-
ria o en junta pública, según se determine en las bases, ha-
ciendo del conocimiento público el nombre del ganador y
el monto de la oferta de compra ganadora. Asimismo, en su
caso, se deberá informar a la dirección electrónica de las
personas interesadas, que sus propuestas fueron desecha-
das y las causas que motivaron tal determinación. 

8. El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes
levantará un acta en la que se dejará constancia de la parti -
cipación de los licitantes. 
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9. En caso de empate en el proceso de licitación pública, el
bien se adjudicará al licitante que primero haya presentado
su oferta.

Sección II

Subasta 

La Sección II del Capítulo III, contempla el supuesto de su-
basta para la venta de los bienes objeto de la Ley, estable-
ciendo el desarrollo de la junta de postores en la que se ad-
judicarán los bienes subastados a los mejores oferentes,
bajo los siguientes términos: 

1. Un servidor público del Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes mostrará físicamente el bien, si ello
fuere posible. 

2. Los interesados mejorarán sus ofertas durante la cele-
bración de la subasta, a través de los medios que la convo-
cante haya autorizado. 

3. Los oferentes contarán con intervalos de tiempo que se
darán a conocer en forma previa al inicio del acto. 

4. El bien se adjudicará a la oferta que ofrezca las mejores
condiciones de precio y oportunidad.

Sección III

Remate 

En esta Sección se regula la venta de los bienes objeto de
la Ley, a través del remate, bajo los siguientes términos: 

1. La venta se anunciará por dos veces, con tres días hábi-
les de diferencia. 

2. Los avisos serán publicados en el Diario Oficial de la
Federación, en algún diario de circulación nacional o a tra-
vés de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tec-
nología. 

3. Si en la primera almoneda no hubiere postura legal, se
citará a otra, para lo cual dentro de los cinco días hábiles
siguientes se publicarán los avisos correspondientes por
una sola vez, de manera que entre la publicación del aviso
y la fecha del remate, medie un término que no sea mayor

de tres días hábiles. En la almoneda se tendrá como precio
inicial el precio base de venta del bien, con deducción de
un cinco por ciento.

4. Si en la segunda almoneda no hubiere postura legal, se
citará a la tercera almoneda y de igual manera se procede-
rá para las ulteriores. En cada una de las almonedas se de-
ducirá un 5% del precio que sirva de base. 

5. En el día del remate se revisarán las propuestas, dese-
chando las que no contengan postura legal y las que no es-
tuvieren debidamente garantizadas, declarándose una pos-
tura preferente y el servidor público del Servicio de
Administración y Enajenación de Bienes designado al
efecto, preguntará si alguno de los postores la mejora. En
caso de que alguno la mejore antes de transcurrir cinco mi-
nutos de hecha la pregunta, interrogara si algún postor pu-
ja la mejora y así sucesivamente se procede respecto a las
pujas que se hagan. En cualquier momento en que, pasados
cinco minutos de hecha cualquiera de las mencionadas pre-
guntas, no se mejorare la última postura o puja, se declara-
rá fincado el remate.

Sección IV

Adjudicación Directa 

Conforme a esta Sección, los bienes objeto de la Ley pue-
den enajenarse mediante adjudicación directa, previo dic-
tamen del Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes, en los siguientes casos: 

1. Se trate de bienes de fácil descomposición o deterioro o
de materiales inflamables, no fungibles, siempre que en la
localidad no se puedan guardar o depositar en lugares
apropiados para su conservación; 

2. Se trate de bienes cuya conservación resulte incosteable
para el Servicio de Administración y Enajenación de Bie-
nes; 

3. El valor de los bienes sea menor al equivalente a
150,000 unidades de inversión; 

4. Se trate de bienes que habiendo salido a subasta pública,
remate en primera almoneda o licitación pública, no se hu-
bieran presentado postores o 

5. Se trate de frutos que se generen por la administración
de empresas o propiedades en producción.
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TITULO QUINTO 

De la Destrucción de Bienes 

El Título Quinto de la ley, contiene las disposiciones rela-
tivas a la destrucción de los bienes objeto de la misma, pa-
ra lo cual se señala que el Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes podrá llevar a cabo la destrucción
de aquéllos en los casos que establezca el Reglamento de
la Ley y las disposiciones que regulen los bienes de que se
trate. 

Para los efectos anteriores, el título que nos ocupa señala
como bienes respecto de los cuales se podrá proceder a su
destrucción, los siguientes: 

1. Bienes decomisados o abandonados relacionados con la
comisión de delitos de propiedad industrial o derechos de
autor; 

2. Bienes que por su estado de conservación no se les pue-
da dar otro destino; 

3. Objetos, productos o sustancias que se encuentren en
evidente estado de descomposición, adulteración o conta-
minación que no los hagan aptos para ser consumidos o
que puedan resultar nocivos para la salud de las personas.
Debiéndose dar intervención inmediata a las autoridades
sanitarias para que, dentro del ámbito de sus atribuciones,
autoricen la destrucción de este tipo de bienes; 

4. Productos o subproductos de flora y fauna silvestre o
productos forestales, plagados o que tengan alguna enfer-
medad que impida su aprovechamiento, así como bienes o
residuos peligrosos, cuando exista riesgo inminente de des-
equilibrio ecológico o casos de contaminación con reper-
cusiones peligrosas para los ecosistemas o la salud pública.
En estos casos, deberá solicitarse la intervención de la au-
toridad competente, y 

5. Todos aquellos bienes, que las entidades transferentes
pongan a su disposición para su destrucción.

TITULO SEXTO 

Del Servicio de Administración 
y Enajenación de Bienes 

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, se
establece como un organismo descentralizado de la Admi-

nistración Pública Federal y tiene por objeto la administra-
ción, destrucción y/o enajenación de los bienes contempla-
dos en la Ley en comento, cuyo funcionamiento e integra-
ción se encuentra regulado por el Título Sexto de la misma. 

Dentro de las atribuciones del Servicio de Administración
y Enajenación de Bienes, están las de recibir, administrar,
enajenar y destruir los bienes de las entidades transferentes
conforme a lo previsto en la Ley, así como realizar todos
los actos de administración, pleitos y cobranzas y de domi-
nio respecto de los bienes objeto de la misma, aun y cuan-
do se trate de entidades paraestatales en proceso de desin-
corporación; administrar y enajenar los bienes, que previa
instrucción de autoridad competente, se le encomienden
por la naturaleza especial que guardan los mismos; optimi-
zar los bienes para darles un destino, de conformidad con
las disposiciones contenidas en el reglamento de la ley;
fungir como visitador, conciliador y síndico en concursos
mercantiles de conformidad con las disposiciones aplica-
bles; liquidar las empresas de participación estatal mayori-
taria y organismos descentralizados; ejecutar los mandatos
en nombre y representación del Gobierno Federal, inclu-
yendo todos los actos jurídicos que le sean encomendados;
manejar los créditos que el Gobierno Federal destine o ha-
ya destinado para otorgar su apoyo financiero a las institu-
ciones de crédito y organizaciones auxiliares del crédito,
así como la celebración de todos los actos necesarios para
la recuperación de tales créditos, bien sea que las institu-
ciones se rehabiliten o liquiden; extinguir los fideicomisos
públicos y privados; al igual que realizar todos los actos,
contratos y convenios necesarios para llevar a cabo las
atribuciones anteriores. 

De acuerdo con lo dispuesto por el Título Sexto, la admi-
nistración del Servicio de Administración y Enajenación
de Bienes estará a cargo de la junta de gobierno y del di-
rector general. La junta de gobierno se integra por los si-
guientes miembros: 

• El Secretario de Hacienda y Crédito Público, quien la pre-
sidirá; 

• Dos Subsecretarios de la citada dependencia; 

• El Tesorero de la Federación y 

• El Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de Va -
lores. 
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Se prevé la elaboración de informes anuales y bimestrales
por parte del Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes, para lo cual, el informe anual detallado es aquel
que deberá ser remitido a las entidades transferentes res-
pecto de los bienes que le hayan transferido. Asimismo, se
prevé la presentación del informe bimestral detallado, mis-
mo que será remitido a la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público y a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Ad-
ministrativo, en donde se detalle su operación, avances y
enajenación de los bienes. Dicho informe se debe incluir,
para su aprobación, en el informe que de la Cuenta Públi-
ca Federal presente la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. 

Por último, en el Título Sexto de la Ley se contempla que
el porcentaje de los recursos obtenidos por los procedi-
mientos de venta que al efecto determine el reglamento, así
como la totalidad de los frutos que generen los bienes que
administre el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes, una vez que, en ambos casos, se hayan descontado,
los costos de administración, gastos de mantenimiento y
conservación de los bienes, honorarios de comisionados
especiales que no sean servidores públicos encargados de
dichos procedimientos, así como los pagos de las reclama-
ciones procedentes que presenten los adquirentes o terce-
ros, por pasivos ocultos, fiscales o de otra índole, activos
inexistentes, asuntos en litigio y demás erogaciones análo-
gas a las antes mencionadas o aquellas que determine la
Ley de Ingresos de la Federación u otro ordenamiento apli -
cable, se destinarán a un fondo, el cual contará con dos
subcuentas generales, una correspondiente a los frutos y
otra a las ventas. 

Cada subcuenta general cuenta con subcuentas específi -
cas correspondientes a cada bien o conjunto de bienes en-
tregados en administración o a cada uno de los procesos
de venta, por lo que se podrá realizar el traspaso de los re-
cursos obtenidos de la subcuenta general a las diferentes
subcuentas. 

Los recursos de las subcuentas específicas, se entregarán al
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, o a
quien tenga derecho a recibirlos de conformidad con las
disposiciones aplicables. Tratándose de los bienes propie-
dad o al cuidado del Gobierno Federal, los recursos corres-
pondientes serán concentrados en la Cuenta General Mo-
neda Nacional de la Tesorería de la Federación, una vez
que, en términos de las disposiciones legales aplicables,
haya transcurrido el plazo legal para que, en su caso, se
presenten las reclamaciones que resulten procedentes. 

El porcentaje de los recursos obtenidos por los procedi-
mientos de venta que no deban ser depositados en el fondo
antes indicado serán entregados por el Servicio de Admi-
nistración y Enajenación de Bienes en los plazos que al
efecto determinen las disposiciones legales aplicables o, en
su caso, el Reglamento, a quien tenga derecho a recibirlos. 

Toda vez que es necesario contar con una sola entidad en-
cargada de la administración y enajenación de los bienes a
disposición del Gobierno Federal, en las disposiciones
transitorias nuestra colegisladora propone la abrogación de
la Ley Federal para la Administración de Bienes Asegura-
dos, Decomisados y Abandonados. Previendo igualmente
la extinción del Fideicomiso Liquidador de Instituciones y
Organizaciones Auxiliares de Crédito. 

En virtud de esta abrogación, nuestra colegisladora en el
artículo segundo del decreto, propone la adición de los ar-
tículos 182 y 182-A a 182-Q del Código Federal de Proce-
dimientos Penales, a efecto de regular en la legislación pe-
nal, el procedimiento específico respecto de su abandono,
decomiso y aseguramiento, rescatando las disposiciones
que al respecto prevé la actual Ley Federal para la Admi-
nistración de Bienes Asegurados, Decomisados y Abando-
nados, circunscribiendo el objeto de la Ley del Proceso
Administrativo Simplificado de Enajenación propuesta ori-
ginalmente, a la administración y enajenación de los bienes. 

Sobre la base anterior, los integrantes de las comisiones
unidas de Justicia y Derechos Humanos y de Hacienda y
Crédito Público nos permitimos las siguientes

Consideraciones de las comisiones unidas

En primer término, estas dictaminadoras consideran im-
portante señalar que se pronuncian por la minuta que abro-
ga la Ley Federal para la Administración de Bienes Ase-
gurados, Decomisados y Abandonados y que, en su lugar,
crea la Ley Federal para la Administración y Enajenación
de Bienes del Sector Público y el organismo descentraliza-
do denominado Servicio de Administración de Bienes Ase-
gurados, (SAE). 

En tal virtud, tanto la minuta de la colegisladora de fechas
17 de abril y 13 de diciembre de 2001, como las iniciativas
presentadas por el diputado José María Núñez Murillo y la
del honorable Congreso del estado de Jalisco, quedan su-
peradas en virtud de la abrogación de la Ley sobre la cual
plantean diversas reformas y adiciones. No obstante, se
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conviene en señalar que el nuevo ordenamiento recoge los
propósitos y aspectos fundamentales que contienen tales
propuestas. 

De esta forma, los integrantes de estas comisiones unidas
coincidimos con nuestra colegisladora, en el sentido de que
en la actualidad existen diversos ordenamientos que esta-
blecen procedimientos distintos para la enajenación de
bienes propiedad del Estado, por lo que es necesario unifi -
car dichos procedimientos en un solo ordenamiento, esta-
bleciendo un mecanismo simplificado para llevar a cabo la
enajenación de dichos bienes y propiciar una mejor y más
eficiente actuación del Gobierno Federal para llevarlas a
efecto. 

El hecho de unificar los principios y disposiciones en un
solo ordenamiento ya en sí resulta positivo, al facilitarse su
manejo e interpretación. En este sentido, la finalidad será
que se fortalezcan los programas y mecanismos de control,
vigilancia y conservación de los bienes de que trata la Ley,
a efecto de que se garantice su integridad y destino, princi-
palmente. 

Por ello, estamos de acuerdo en las modificaciones realiza-
das por nuestra colegisladora a la iniciativa de Ley del Pro-
ceso Administrativo Simplificado de Enajenación, como
fue presentada originalmente ya que los cambios introduci-
dos amplían los principios de seguridad jurídica sobre todo
en lo relativo a los procesos para la administración, des-
trucción y/o enajenación de bienes. 

La presente Ley, como ya se mencionó, crea un organismo
descentralizado denominado Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes, con atribuciones para administrar
enajenar y/o destruir los bienes que le sean transferidos o
nombrar depositarios, liquidadores, interventores o admi-
nistradores de los mismos, así como encomendar a terceros
la enajenación o destrucción de éstos, los cuales serán pre-
ferentemente las dependencias o entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, o las autoridades estatales y muni-
cipales, previa solicitud o acuerdo correspondiente, sin
perjuicio de que puedan designarse otras personas profe-
sionalmente idóneas. 

Por otro lado, se considera conveniente, al igual que la Cá-
mara de Senadores, que una vez abrogada la Ley Federal
para la Administración de Bienes Asegurados, Decomisa-
dos y Abandonados y que pasen a un nuevo organismo los
mandatos y operaciones que tiene actualmente el Fideico-
miso Liquidador de Instituciones y Organizaciones Auxi-

liares de Crédito, FIDELIQ los recursos financieros, hu-
manos y materiales del SERA y del FIDELIQ, sean confe-
ridos y pasen a formar parte del patrimonio del nuevo or-
ganismo descentralizado SAE. 

Por cuanto a las adiciones al Código Federal de Procedi-
mientos Penales de los artículos 182 y 182-A a 182-R, se
conviene con la colegisladora en la necesidad de precisar
los pasos a seguir tratándose del aseguramiento de los bie-
nes, donde se destaca la identificación de los mismos, las
medidas tendientes a evitar su destrucción y, la forma de
ponerlos a disposición de la autoridad competente para su
administración. 

Asimismo, se considera importante que tal aseguramiento
se notifique al afectado o a su representante legal dentro de
los 60 días siguientes a su ejecución, quienes, de no mani-
festar lo que a su derecho convenga, 90 días después de la
notificación, los bienes causarán abandono a favor del Go-
bierno Federal. 

De igual forma, con el fin de otorgar mayor seguridad a los
afectados, la notificación deberá ser en su domicilio o en el
lugar donde se encuentre recluido, precisándose el nombre
del servidor público que entregue tal notificación y, en el
supuesto de no encontrar al interesado en su domicilio, se
deberá levantar el acta correspondiente, dejándole un cita-
torio para presentarse al día siguiente. 

Las que dictaminan coinciden con la colegisladora que, tra-
tándose del aseguramiento de depósitos, títulos de crédito
y en general todo tipo de operaciones que las instituciones
financieras celebren con sus clientes, el ministerio público
dé aviso de inmediato al SAE y a la autoridad competente,
quienes deberán tomar las medidas necesarias para evitar
que los titulares lleven a cabo operaciones contrarias al
aseguramiento. 

Cabe indicar, que en todos los casos y, en función del tipo
de bien asegurado, deberá considerarse la opinión de la de-
pendencia que conozca de la materia, a fin de preservarlos
en buen estado. 

También conviene en señalar que el aseguramiento no será
causa para el cierre o suspensión de actividades de empre-
sas, negociaciones o establecimientos con actividades líci-
tas. 

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de las comi-
siones unidas de Justicia y Derechos Humanos y de Ha-
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cienda y Crédito Público que suscriben, sometemos al ple-
no de esta soberanía el siguiente

DECRETO 

Por el que se expide la Ley Federal para la Administración
y Enajenación de Bienes del Sector Público y se adiciona
el Código Federal de Procedimientos Penales 

ARTICULO PRIMERO. Se expide la siguiente

LEY FEDERAL PARA LA ADMINISTRACION 
Y ENAJENACION DE BIENES DEL 

SECTOR PUBLICO 

TITULO PRIMERO 

Disposiciones Generales 

Artículo 1o. La presente Ley es de orden público, de ob-
servancia general en toda la República y tiene por objeto
regular la administración y destino, por parte del SAE, de
los bienes siguientes: 

I. Los asegurados y decomisados en los procedimientos pe-
nales federales; 

II. Los recibidos en dación en pago para cubrir toda clase
de créditos a favor del Gobierno Federal, de sus entidades
o dependencias, incluyendo los puestos a disposición de la
Tesorería de la Federación o de sus auxiliares legalmente
facultados para ello; 

III. Los que habiendo sido embargados por autoridades fe-
derales, hayan sido adjudicados a las entidades transferen-
tes conforme a las leyes aplicables; 

IV. Los que sean abandonados a favor del Gobierno Fede-
ral; 

V. Los que estando sujetos a uno de los procedimientos es-
tablecidos en la legislación aduanera, en la legislación fis-
cal federal o en otros ordenamientos jurídicos aplicables a
las entidades transferentes, deban ser vendidos, destruidos,
donados o asignados, en virtud de ser inflamables, no fun-
gibles, perecederos, de fácil descomposición o deterioro,
así como cuando se trate de animales vivos y vehículos; 

VI. Los que pasen a ser propiedad del Fisco Federal; 

VII. Los títulos, valores, activos y demás derechos que
sean susceptibles de enajenación, cuando así se disponga
por las autoridades competentes; 

VIII. Los bienes del dominio privado de la Federación y
los que constituyan el patrimonio de las entidades paraes-
tatales; 

IX. Cualquier bien que, sin ser propiedad de la Federación,
en términos de la legislación aplicable, el Gobierno Fede-
ral, sus entidades o dependencias puedan disponer de él y 

X. Los demás que determinen la Secretaría y la Contralo-
ría dentro del ámbito de sus atribuciones y conforme a las
disposiciones legales aplicables.

Los bienes a que se refiere este artículo deberán ser trans-
feridos al SAE cuando así lo determinen las leyes o cuan-
do así lo ordenen las autoridades judiciales. En los demás
casos, las entidades transferentes determinarán de confor-
midad con las disposiciones aplicables para tal efecto, la
conveniencia de transferir los bienes al SAE o bien, de lle-
var a cabo por sí mismas la administración, destrucción o
enajenación correspondientes, en cuyo caso aplicarán la
normativa que corresponda de acuerdo a los bienes de que
se trate. 

El SAE podrá administrar, enajenar o destruir directamen-
te los bienes que le sean transferidos o nombrar deposita-
rios, liquidadores, interventores o administradores de los
mismos, así como encomendar a terceros la enajenación y
destrucción de éstos. 

Los depositarios, liquidadores, interventores o administra-
dores, así como los terceros a que hace referencia el párra-
fo anterior, serán preferentemente las dependencias o enti-
dades de la Administración Pública Federal, o las
autoridades estatales y municipales, previa solicitud o
acuerdo correspondiente, sin perjuicio de que puedan ser
designadas otras personas profesionalmente idóneas. 

Hasta que se realice la transferencia de los bienes al SAE,
éstos se regirán por las disposiciones aplicables de acuerdo
a su naturaleza. 

La presente Ley será aplicable desde que los bienes sean
transferidos al SAE y hasta que se realice la destrucción,
enajenación o termine la administración de los mismos.
Habiéndose presentado cualquiera de estos supuestos, se
estará a las disposiciones aplicables para el entero, destino
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y determinación de la naturaleza de los ingresos corres-
pondientes. 

Los bienes inmuebles del Gobierno Federal que se trans-
fieran al SAE continuarán sujetos al régimen jurídico que
establece la Ley General de Bienes Nacionales. 

La interpretación de los preceptos de esta Ley, para efectos
administrativos, corresponderá a la Secretaría y a la Con-
traloría, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Autoridades aduaneras: las que de acuerdo con el Regla-
mento Interior de la Secretaría, el Reglamento Interior del
Servicio de Administración Tributaria y demás disposicio-
nes aplicables tienen competencia para ejercer las faculta-
des que la Ley Aduanera establece; 

II. Bienes: los bienes mencionados en el artículo 1o. de esta
Ley; 

III. Bienes incosteables: aquéllos cuyo valor sea menor al
importe de seis meses de salario mínimo general vigente
para el Distrito Federal, así como aquellos que, de confor-
midad con lo que al respecto disponga el reglamento, ten-
gan un valor comercial inferior a sus costos de administra-
ción; 

IV. Contraloría: la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo; 

V. Entidades transferentes: las autoridades aduaneras; la
Tesorería de la Federación; la Procuraduría; las autoridades
judiciales federales; las entidades paraestatales, incluidas
las instituciones de banca de desarrollo y las organizacio-
nes auxiliares nacionales del crédito; los fideicomisos pú-
blicos, tengan o no el carácter de entidad paraestatal y las
dependencias de la Administración Pública Federal, que en
términos de las disposiciones aplicables transfieran para su
administración y/o enajenación los bienes a que se refiere
el artículo 1o. de esta Ley al SAE. 

Tratándose de inmuebles cuya administración competa a la
Contraloría, se entenderá como entidad transferente, exclu-
sivamente a esa dependencia; 

VI. Interesado: la persona que conforme a derecho, tenga
interés jurídico sobre los bienes a que se refiere el artículo

1o. de esta Ley o, en su caso, aquella que tenga interés en
participar en los procedimientos de enajenación previstos
en la misma; 

VII. Junta de gobierno: la Junta de Gobierno del SAE; 

VIII. Ministerio Público: el Ministerio Público de la Fede-
ración; 

IX. Procuraduría: la Procuraduría General de la República; 

X. Reglamento: el Reglamento de esta Ley, que al efecto
emita el Presidente de la República; 

XI. SAE: El organismo descentralizado de la Administra-
ción Pública Federal, denominado Servicio de Administra-
ción y Enajenación de Bienes, previsto en el Título Sexto
de la presente Ley, y 

XII. Secretaría: la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

Artículo 3o. Para la transferencia de los bienes al SAE las
entidades transferentes deberán: 

I. Entregar acta que incluya inventario con la descripción y
el estado en que se encuentren los bienes, en la que se se-
ñale si se trata de bienes propiedad o al cuidado de la enti -
dad transferente, agregando original o copia certificada del
documento en el que conste el título de propiedad o del que
acredite la legítima posesión y la posibilidad de disponer
de los bienes. La junta de gobierno determinará los docu-
mentos adicionales que permitan realizar una transferencia
ordenada y transparente de los bienes; 

II. Identificar los bienes con sellos, marcas, cuños, fierros,
señales u otros medios adecuados; 

III. Señalar si los bienes se entregan para su administra-
ción, venta, donación y/o destrucción, solicitando, en su
caso, al SAE que ordene la práctica del avalúo correspon-
dientey 

IV. Poner los bienes a disposición del SAE, en la fecha y
lugares que previamente se acuerden con éste.

Artículo 4o. El SAE integrará una base de datos con el re-
gistro de los bienes, que podrá ser consultada por la autori-
dad judicial federal, la Procuraduría, las dependencias y
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entidades de la Administración Pública Federal, autorida-
des del fuero común encargadas de la procuración e impar-
tición de justicia, así como por las personas que acrediten
un interés legítimo para ello. 

TITULO SEGUNDO 

De la administración de bienes 

Artículo 5o. El SAE administrará los bienes que para ta-
les efectos le entreguen las entidades transferentes, que
tengan un valor mayor al importe de seis meses de salario
mínimo general vigente para el Distrito Federal. Dicha
administración se realizará de conformidad con las dispo-
siciones de la presente Ley, en tanto no exista resolución
definitiva emitida por autoridad administrativa o judicial
competente que determine el destino de dichos bienes,
salvo que se trate de los referidos en la fracción V del ar-
tículo 1o. de esta Ley. 

Se encuentran exceptuados de la administración a que se
refiere el párrafo anterior, las joyas, billetes y monedas de
curso legal, divisas, metales preciosos, los bienes numis-
máticos o filatélicosy los bienes con valor artístico o histó-
rico, los cuales serán administrados conforme a las dispo-
siciones aplicables por la entidad que corresponda, según
el caso, salvo que las autoridades competentes determinen
lo contrario. 

Respecto de los bienes que no son susceptibles de admi-
nistración en los términos de este artículo, las entidades
transferentes, de conformidad con las disposiciones aplica-
bles, procederán a ordenar su asignación; destrucción;
enajenación, de conformidad con los ordenamientos apli-
cables para cada tipo de bien o donación a instituciones au-
torizadas para recibir donativos deducibles en los términos
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que lo requieran pa-
ra el desarrollo de sus actividades; o bien a determinar un
fin específico que ofrezca la mayor utilidad para el Go-
bierno Federal. 

Los bienes muebles e inmuebles que se encuentren al ser-
vicio de las entidades transferentes, no podrán ser transfe-
ridos para su administración al SAE en los términos del
presente Título. 

Artículo 6o. Todos los bienes asegurados, incluyendo las
joyas, billetes y monedas de curso legal, divisas, metales
preciosos, los bienes numismáticos o filatélicos y los bie-

nes con valor artístico o histórico, serán administrados por
el SAE. 

Artículo 7o. La administración de los bienes comprende su
recepción, registro, custodia, conservación y supervisión.
Serán conservados en el estado en que se hayan recibido
por el SAE, para ser devueltos en las mismas condiciones,
salvo el deterioro normal que se les cause por el transcurso
del tiempo. Dichos bienes podrán ser utilizados, destruidos
o enajenados en los casos y cumpliendo los requisitos esta-
blecidos en esta Ley y en el Reglamento, para lo cual, en
su caso, el SAE podrá llevar a cabo los actos conducentes
para la regularización de dichos bienes, de conformidad
con las disposiciones aplicables para tal efecto. 

Artículo 8o. Los depositarios, liquidadores, interventores
o administradores, que reciban bienes en depósito, inter-
vención, liquidación o administración, están obligados a
rendir al SAE un informe mensual sobre los mismos y a
darle todas las facilidades para su supervisión y vigilancia. 

Artículo 9o. Las armas de fuego, municiones y explosivos
serán administrados por la Secretaría de la Defensa Nacio-
nal. En todo caso deberá observarse, además, lo dispuesto
en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

Tratándose de narcóticos, flora y fauna protegidos, mate-
riales peligrosos y demás bienes cuya propiedad o posesión
se encuentre prohibida, restringida o especialmente regula-
da, se procederá en los términos de la legislación federal
aplicable. 

Los bienes que resulten del dominio público de la Federa-
ción, de los estados, del Distrito Federal o de los munici-
pios, se restituirán a la dependencia o entidad correspon-
diente, de acuerdo con su naturaleza y a lo que dispongan
las normas aplicables. 

Artículo 10. Se hará constar en los registros públicos que
correspondan, de conformidad con las disposiciones apli-
cables, el nombramiento del depositario, interventor, liqui-
dador o administrador de los bienes. 

Artículo 11. El SAE, o el depositario, interventor, liquida-
dor o administrador de los bienes contratarán seguros para
el caso de pérdida o daño de los mismos. 

Artículo 12. A los frutos o rendimientos de los bienes du-
rante el tiempo que dure la administración, se les dará el
mismo tratamiento que a los bienes que los generen. 
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En todo caso, los recursos que se obtengan de la adminis-
tración de los bienes se destinarán a resarcir el costo de
mantenimiento y administración de los mismos y el rema-
nente, si lo hubiera, se depositará en el fondo a que se re-
fiere el artículo 89 y se entregará a quien en su momento
acredite tener derecho en términos de las disposiciones
aplicables. 

Artículo 13. Respecto de los bienes, el SAE y en su caso
los depositarios, interventores, liquidadores o administra-
dores que haya designado tendrán, además de las obliga-
ciones previstas en esta Ley, las que señala el Código Civil
Federal para el depositario. 

Para la debida conservación y en su caso buen funciona-
miento de los bienes, incluyendo el de los inmuebles desti-
nados a actividades agropecuarias, empresas, negociacio-
nes y establecimientos, el SAE tendrá todas las facultades
y obligaciones de un mandatario para pleitos y cobranzas,
actos de administración, para otorgar y suscribir títulos de
crédito y, en los casos previstos en esta Ley, actos de do-
minio. 

Los depositarios, interventores, liquidadores o administra-
dores que el SAE designe, tendrán, dentro de las siguien-
tes, sólo las facultades que éste les otorgue: 

I. Poder general para pleitos y cobranzas y actos de admi-
nistración en los términos del artículo 2554, primero y se-
gundo párrafos, del Código Civil Federal. 

II. Poder especial para pleitos y cobranzas, con las cláusu-
las especiales a que se refiere el artículo 2587 del Código
Civil Federal. 

III. Poder para actos de administración en materia laboral
con facultades expresas para articular y absolver posicio-
nes de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 786 de la Ley
Federal del Trabajo, con facultades para administrar las re-
laciones laborales y conciliar de acuerdo con lo dispuesto
en los artículos 11 y 876 fracciones I y VI de la misma
ley, así como comparecer en juicio en los términos de los
artículos 692, fracciones I, II y III, y el 878 de la Ley re-
ferida. 

IV. Poder para otorgar y suscribir títulos de crédito, en los
términos del artículo 9o. de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito.

Las facultades a que se refiere este artículo se podrán ejer-
citar ante cualquier autoridad jurisdiccional, sea civil, pe-
nal, administrativa, laboral, militar, federal, estatal o muni-
cipal. 

Las facultades previstas en este artículo se otorgarán a los
depositarios, interventores, liquidadores o administradores,
por parte del SAE, de acuerdo a lo que éstos requieran para
el adecuado ejercicio de sus atribuciones. 

Artículo 14. El SAE, así como los depositarios, liquidado-
res, administradores o interventores de los bienes darán to-
das las facilidades para que las autoridades competentes
que así lo requieran, practiquen con dichos bienes todas las
diligencias que resulten necesarias. 

Artículo 15. Los bienes serán custodiados y conservados
en los lugares que determine el SAE. 

Artículo 16. Los bienes a que se refiere la fracción V del
artículo 1o. de esta Ley y los que sean incosteables, serán
destruidos o enajenados por el SAE a través de los proce-
dimientos previstos en el Título Cuarto de esta Ley. 

Artículo 17. Los depositarios, liquidadores, interventores
y administradores designados por el SAE no podrán enaje-
nar o gravar los inmuebles a su cargo. En todo caso, se res-
petarán los derechos de terceros. 

Artículo 18. Los inmuebles susceptibles de destinarse a
actividades lícitas que sean entregados al SAE, serán ad-
ministrados a fin de mantenerlos productivos o, en su caso,
hacerlos productivos. 

Artículo 19. El SAE nombrará un administrador para las
empresas, negociaciones o establecimientos objeto de esta
Ley. 

El administrador de los bienes a que se refiere el párrafo
anterior, tendrá las facultades necesarias, en términos de
las disposiciones aplicables, para mantenerlos en operación
y buena marcha, pero no podrá enajenar ni gravar los bienes
que constituyan parte del activo fijo de la empresa, negocia-
ción o establecimiento. 

La Junta de Gobierno podrá autorizar al administrador que
proceda a la suspensión o cierre definitivo de las empresas,
negociaciones o establecimientos, cuando las actividades
de éstos resulten incosteables y por consecuencia se proce-
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derá a la disolución, liquidación, concurso mercantil, quie-
bra, fusión, escisión o venta, según sea el caso. 

Artículo 20. Tratándose de empresas, negociaciones o es-
tablecimientos que no cuenten con las licencias, autoriza-
ciones, permisos, concesiones o cualquier otro tipo de re-
quisito necesario para operar lícitamente, el administrador
procederá a su regularización. Si ello no fuere posible, pro-
cederá a la suspensión, cancelación y liquidación de dichas
actividades en cuyo caso tendrá, únicamente para tales
efectos, las facultades necesarias para la enajenación de ac-
tivos, la que realizará de acuerdo con los procedimientos
previstos en el Título Cuarto de esta Ley. 

Artículo 21. El administrador tendrá independencia res-
pecto del propietario, los órganos de administración, asam-
bleas de accionistas, de socios o partícipes, así como de
cualquier otro órgano de las empresas, negociaciones o es-
tablecimientos que se le otorguen en administración. El ad-
ministrador responderá de su actuación únicamente ante el
SAE y, en el caso de que incurra en responsabilidad penal,
se estará a las disposiciones aplicables. 

Artículo 22. La Junta de Gobierno podrá autorizar a los
depositarios, administradores o interventores a que se re-
fiere el artículo 8o. de esta Ley para que éstos utilicen los
bienes que hayan recibido, lo que en su caso harán de con-
formidad con lo que al respecto establezca el Reglamento,
así como los lineamientos que expida dicha junta. 

La Junta de Gobierno fijará el monto de la contraprestación
que los depositarios, administradores o interventores deban
cubrir por el uso que se otorgue de acuerdo con el párrafo
anterior. Dicha contraprestación se considerará como fruto
de los bienes. 

El SAE podrá otorgar, previa autorización de la Junta de
Gobierno, los bienes en depósito a las dependencias, enti-
dades paraestatales o a la Procuraduría, cuando así lo soli-
cite por escrito el titular de dichas instancias o el servidor
público en quien delegue esta función y, en su caso, les au-
torizará mediante comodato la utilización de dichos bienes
para el desarrollo de sus funciones. 

Los depositarios, administradores o interventores rendirán
al SAE un informe mensual pormenorizado sobre la utili-
zación de los bienes, en los términos que al efecto esta-
blezca el SAE. 

Artículo 23. Cuando proceda la devolución de los bienes
que se hayan utilizado conforme al artículo anterior, el de-
positario, administrador o interventor cubrirá los daños
ocasionados por su uso. 

El seguro correspondiente a estos bienes deberá cubrir la
pérdida y los daños que se originen por el uso de los mismos. 

TITULO TERCERO 

De la Devolución de Bienes en Administración 

Artículo 24. Cuando proceda la devolución de los bienes
la autoridad competente informará tal situación al SAE, a
efecto de que queden a disposición de quien acredite tener
derecho a ellos. La autoridad competente notificará su re-
solución al interesado o al representante legal, de confor-
midad con lo previsto por las disposiciones aplicables, para
que en el plazo señalado en las mismas a partir de la notifi-
cación, se presente a recogerlos, bajo el apercibimiento que
de no hacerlo los bienes causarán abandono a favor del Go-
bierno Federal. 

Artículo 25. El SAE, al momento en que el interesado o
su representante legal se presenten a recoger los bienes,
deberá: 

I. Levantar acta en la que se haga constar el derecho del in-
teresado o de su representante legal a recibir los bienes; 

II. Realizar un inventario de los bienes, y

III. Entregar los bienes al interesado o a su representante
legal.

Artículo 26. La devolución de los bienes incluirá la entre-
ga de los frutos que, en su caso, hubieren generado. 

La devolución de numerario comprenderá la entrega del
principal y de sus rendimientos durante el tiempo en que
haya sido administrado, conforme a los términos y condi-
ciones que corresponda de conformidad con las disposicio-
nes aplicables. 

El SAE al devolver empresas, negociaciones o estableci-
mientos, rendirá cuentas de la administración que hubiere
realizado a la persona que tenga derecho a ello y le entre-
gará los documentos, objetos, numerario y, en general, todo
aquello que haya comprendido la administración. 
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Previo a la recepción de los bienes por parte del interesa-
do, se dará oportunidad a éste para que revise e inspeccio-
ne las condiciones en que se encuentren los mismos, a
efecto de que verifique el inventario a que se refiere el ar-
tículo 25 de esta Ley y, en su caso, se proceda conforme a
lo establecido por el artículo 28 de la misma. 

Artículo 27. Cuando conforme a lo previsto en el artículo
24 de esta Ley, se determine por la autoridad competente la
devolución de los bienes que hubieren sido enajenados por
el SAE o haya imposibilidad para devolverlos, deberá cu-
brirse con cargo al fondo previsto en el artículo 89, a la per-
sona que tenga la titularidad del derecho de devolución, el
valor de los mismos de conformidad con las disposiciones
aplicables. 

Artículo 28. El SAE será responsable de los daños deriva-
dos de la pérdida, extravío o deterioro inusual de los bienes
que administre. Quien tenga derecho a la devolución de
bienes que se hubieran perdido, extraviado o deteriorado,
podrá reclamar su pago al SAE. 

Artículo 29. Los frutos y productos de los bienes serán
enajenados por el SAE, de conformidad con los procedi-
mientos previstos en el Título Cuarto de esta Ley, con
excepción de lo dispuesto por el tercer párrafo del artí-
culo 39 de esta Ley. 

Una vez que se enajenen los bienes, así como sus frutos y
productos, serán considerados contribuciones, aprovecha-
mientos o productos en los términos del Código Fiscal de
la Federación. 

Artículo 30. Los ingresos que se obtengan de las ventas a
que se refiere el artículo anterior, una vez descontados los
costos de administración, gastos de mantenimiento y con-
servación de los bienes, honorarios de comisionados espe-
ciales que no sean servidores públicos encargados de di-
chos procedimientos, así como los pagos de las
reclamaciones procedentes que presenten los adquirentes o
terceros, por pasivos ocultos, fiscales o de otra índole, ac-
tivos inexistentes, asuntos en litigio y demás erogaciones
análogas a las antes mencionadas o aquellas que determine
la Ley de Ingresos de la Federación u otro ordenamiento
aplicable y que realice el SAE conforme a la presente Ley,
se destinarán a un fondo para su posterior entrega a la Te-
sorería de la Federación, a las entidades paraestatales o a
quien tenga derecho a ello, según corresponda y serán des-
tinados de conformidad con la legislación aplicable. 

TITULO CUARTO 

De los Procedimientos de Enajenación 

Capítulo I

Generalidades 

Artículo 31. Los procedimientos de enajenación previstos
en esta Ley, son de orden público y tienen por objeto ena-
jenar de forma económica, eficaz, imparcial y transparente
los bienes que sean transferidos al SAE; asegurar las mejo-
res condiciones en la enajenación de los bienes; obtener el
mayor valor de recuperación posible y las mejores condi-
ciones de oportunidad, así como la reducción de los costos
de administración y custodia a cargo de las entidades trans-
ferentes. 

Los procedimientos de enajenación serán los siguientes: 

I. Donación, y

II. Compraventa, que incluye la permuta y cualesquiera
otras formas jurídicas de transmisión de la propiedad, a tra-
vés de licitación pública, subasta, remate o adjudicación di-
recta.

Para la realización de las enajenaciones a que se refieren
las fracciones anteriores, el SAE tendrá todas las facultades
y obligaciones de un mandatario para pleitos y cobranzas,
actos de administración, actos de dominio y para otorgar y
suscribir títulos de crédito. 

Los terceros a que se refiere el artículo 38 de esta Ley, a
quienes el SAE encomiende la enajenación de los bienes
tendrán, en su caso, de las facultades señaladas en el artícu-
lo 13 fracciones I a la III de este ordenamiento, sólo las que
el mencionado organismo descentralizado les otorgue. 

Tratándose de bienes que la Tesorería de la Federación o
sus auxiliares legalmente facultados, obtengan en dación
en pago y se transfieran al SAE para su enajenación, no se
aplicará el plazo a que se refiere la Ley del Servicio de Te-
sorería de la Federación. 

Artículo 32. Estarán impedidas para participar en los pro-
cedimientos de enajenación regulados por esta Ley, las per-
sonas que se encuentren en los supuestos siguientes: 
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I. Las inhabilitadas para desempeñar un empleo, cargo o
comisión en el servicio público; 

II. Las que no hubieren cumplido con cualquiera de las
obligaciones derivadas de los procedimientos previstos en
esta Ley, por causas imputables a ellas; 

III. Aquéllas que hubieren proporcionado información que
resulte falsa o que hayan actuado con dolo o mala fe, en al-
gún procedimiento realizado por la Administración Públi-
ca Federal para la adjudicación de un bien; 

IV. Aquéllas que hubieren participado en procedimientos si-
milares con el Gobierno Federal y se encuentren en situación
de atraso en el pago de los bienes por causas imputables a
ellos mismos; 

V. Aquéllas a las que se les declare en concurso civil o mer-
cantil; 

VI. Los terceros a que se refiere el artículo 38 de esta Ley,
respecto de los bienes cuya enajenación se les encomiende; 

VII. Los agentes aduanales y dictaminadores aduaneros,
respecto de los bienes de procedencia extranjera; 

VIII. Los servidores públicos del SAE y los de las entida-
des transferentes que por sus funciones hayan tenido acce-
so a información privilegiada, y

IX. Las demás que por cualquier causa se encuentren im-
pedidas para ello por disposición de Ley.

Para los efectos de las fracciones III y IV, el SAE llevará
un registro de las personas que se ubiquen en los supuestos
previstos por las mismas. 

Artículo 33. Cualquier procedimiento de enajenación o
acto que se realice en contra de lo dispuesto en este tí -
tulo será nulo de pleno derecho. 

Los servidores públicos que participen en la realización de
los procedimientos de enajenación previstos en esta Ley,
serán responsables por la inobservancia de las disposicio-
nes establecidas en la misma, en términos de la Ley Fede-
ral de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos, sin perjuicio de la responsabilidad penal que co-
rresponda conforme a las leyes. 

Capítulo II 

De la Donación 

Artículo 34. En casos excepcionales, de conformidad con
lo que establezcan para tal efecto las disposiciones aplica-
bles y previo cumplimiento de los requisitos que, en su ca-
so, prevean las mismas, tales como los relativos al monto,
plazo o tipo de bienes, éstos podrán ser donados a favor de
los gobiernos de los estados, de los municipios o del Dis-
trito Federal, para que los utilicen en los servicios públicos
locales, en fines educativos o de asistencia social o a insti-
tuciones autorizadas para recibir donativos deducibles en
los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que lo
requieran para el desarrollo de sus actividades. 

Artículo 35. Para la donación de los bienes, el SAE se apo-
yará del Comité de Donaciones, el cual se integrará y regi-
rá de acuerdo con lo que al respecto se establezca en el Re-
glamento. 

Capítulo III 

De la Venta 

Artículo 36. El SAE podrá vender los bienes que le sean
transferidos, siempre que el precio no sea una cantidad me-
nor al valor en que fueron recibidos, con adición a los gas-
tos de administración o venta generados, excepto cuando el
valor de avalúo actualizado sea menor, en cuyo caso, éste
será el precio mínimo de venta. Tratándose del procedi-
miento de remate, se estará a lo dispuesto por los artículos
57, 59 y 60 de este ordenamiento. 

Artículo 37. El SAE podrá vender los bienes que se le
transfieran una vez que se hayan cubierto los requisitos co-
rrespondientes, de acuerdo a los procedimientos a que se
refiere el artículo 38 de esta Ley. 

El precio base de venta de los bienes será: 

I. El que señale el avalúo vigente;

II. El valor comercial; 

III. El valor de reposición, o 

IV. El valor de mercado.
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El precio base será fijado por la Comisión de Avalúos de
Bienes Nacionales o por peritos, instituciones de crédito,
agentes especializados o corredores públicos. En todo caso,
el SAE deberá justificar las razones de la elección tanto del
método de valuación como del valuador. 

El SAE estará facultado para mantener en reserva el precio
base de venta hasta el acto de presentación de ofertas de
compra, en aquellos casos en que se considere que dicha
reserva coadyuvará a estimular la competitividad entre los
interesados y a maximizar el precio de venta. 

Artículo 38. El SAE podrá vender los bienes a través de
los siguientes procedimientos: 

I. Licitación pública; 

II. Subasta; 

III. Remate, o 

IV. Adjudicación directa.

El SAE podrá encomendar la enajenación de los bienes a
que se refiere este capítulo, a las dependencias o entidades
de la Administración Pública Federal, a las autoridades es-
tatales o municipales o a personas, empresas o institucio-
nes especializadas en la promoción y venta de los mismos,
cuando estime que su intervención, permitirá eficientar el
procedimiento de venta, así como aumentar las alternativas
de compradores potenciales y maximizar los precios. 

Los terceros a que se refiere el párrafo anterior, al concluir
la enajenación que se les encomiende están obligados a
rendir al SAE un informe sobre la misma y a darle todas las
facilidades para su supervisión y vigilancia. 

En la venta de los bienes, que se realice conforme a los
procedimientos referidos, el SAE, así como los terceros se-
ñalados en los párrafos anteriores, deberán atender a las ca-
racterísticas comerciales de las operaciones, las sanas prác-
ticas y usos bancarios y mercantiles. 

Artículo 39. La venta de los bienes se realizará preferente-
mente a través del procedimiento de licitación pública. 

Los procedimientos de subasta y de remate se podrán lle-
var a cabo en los siguientes casos: 

I. Cuando así lo establezcan otras disposiciones legales; 

II. Cuando el valor de enajenación de los bienes no exceda
de los montos que se establezcan para tal efecto en el re-
glamento; 

III. Cuando a juicio del SAE estos procedimientos asegu-
ren las mejores condiciones al Estado, o 

IV. En los demás casos que se prevean en el reglamento.

En estos casos y en el procedimiento de adjudicación di-
recta a que se refiere el artículo 68 de esta Ley, el SAE de-
berá acreditar bajo su responsabilidad que dichos procedi-
mientos aseguran las mejores condiciones para el Estado,
conforme a lo previsto en el artículo 31 de este ordena-
miento. 

Tratándose de los frutos que se generen por la administra-
ción de empresas o propiedades en producción, la enajena-
ción se realizará mediante adjudicación directa, conforme
a lo dispuesto por la Sección Cuarta del presente capítulo. 

Artículo 40. El SAE se abstendrá de formalizar alguna
venta, cuando de la información proporcionada por autori-
dad competente se tengan elementos para presumir que los
recursos con los que se pagará el bien correspondiente, no
tienen un origen lícito. 

Artículo 41. En las ventas que realice el SAE, debe pac-
tarse preferentemente el pago en una sola exhibición. La
Junta de Gobierno emitirá los lineamientos para la venta en
varias exhibiciones, las que considerarán las condiciones
de mercado en operaciones similares, así como las garantí-
as que en su caso procedan. 

Artículo 42. El SAE podrá establecer penas convenciona-
les a cargo del adjudicatario por atraso en sus obligaciones
de pago. 

Artículo 43. El pago de los bienes deberá realizarse en el
plazo de cinco días hábiles contados a partir del día en que
se dé a conocer la adjudicación. 

La entrega y recepción física de los bienes muebles deberá
realizarse dentro de los cinco días hábiles posteriores a la
fecha en que se cubra la totalidad de su importe. 
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Se dará posesión de los bienes inmuebles en la fecha en
que sea cubierta la totalidad del pago de los mismos, salvo
que se trate de operaciones a plazo. 

El envío de las instrucciones para la escrituración corres-
pondiente no podrá exceder de un plazo superior a 30 días
naturales contados a partir del día siguiente de la fecha de
adjudicación, salvo causa debidamente justificada. Duran-
te dicho plazo el comprobante de pago, así como el instru-
mento en el que conste la adjudicación del bien, serán los
documentos que acrediten los derechos del adquirente. 

En caso de que la entrega recepción de los bienes y la es-
crituración en el caso de inmuebles no se efectúe por cau-
sas imputables al comprador, éste asumirá cualquier tipo de
riesgo inherente a los mismos, salvo que obedezca a causas
atribuibles al SAE. 

Sección I 

Licitación Pública 

Artículo 44. La licitación pública se realizará a través de
convocatoria en la que se establecerá, en su caso, el costo
y la forma de pago de las bases, mismo que será fijado en
atención a la recuperación de las erogaciones por publica-
ción de la convocatoria y por los documentos que al efecto
se entreguen. Los interesados podrán revisar las bases, en
su caso, previo pago de las mismas. 

La publicación de la convocatoria podrá hacerse en el Dia-
rio Oficial de la Federación, en un diario de circulación na-
cional o por cualquier otro medio electrónico, óptico o de
cualquier otra tecnología que permita la expresión de la
oferta. 

Tratándose de títulos valor, créditos o cualquier bien co-
merciable en bolsas, mercados de valores o esquemas si-
milares, podrá utilizarse un medio de difusión distinto a
los señalados en el párrafo anterior, sujeto a que los valo-
res respectivos se encuentren inscritos en el Registro Na-
cional de Valores en los términos de la Ley del Mercado
de Valores. 

Artículo 45. En las convocatorias se incluirá cuando me-
nos: 

I. El nombre, denominación o razón social de la entidad
transferente; 

II. La descripción, condición física y ubicación de los
bienes. En caso de bienes muebles, adicionalmente se
señalarán sus características, cantidad y unidad de me-
dida y en tratándose de bienes inmuebles la superficie
total, linderos y colindancias; 

III. La descripción de los documentos que amparen la pro-
piedad, titularidad o posibilidad de disponer de los bienes
para su enajenación; 

IV. El precio base del bien, salvo en los casos a que se re-
fiere el último párrafo del artículo 37; 

V. La forma en que se deberá realizar el pago por el adqui-
rente; 

VI. Tratándose de bienes muebles, el plazo máximo en que
deberán ser retirados los bienes por el adquirente y en caso
de bienes inmuebles, la fecha en que se podrá disponer de
los mismos. 

En ambos casos se deberá indicar que, de no presentarse el
interesado para los efectos conducentes en la fecha esta-
blecida, se le generarán gastos de administración, almace-
namiento y custodia; 

VII. Lugar, fecha, horarios y condiciones requeridas para
mostrar fotografías, catálogos, planos o para que los inte-
resados tengan acceso a los sitios en que se encuentren los
bienes para su inspección física, cuando proceda; 

VIII. Lugar, fecha y hora en que los interesados podrán ob-
tener las bases de licitación y en su caso, el costo y forma
de pago de la misma; 

IX. Fecha límite para que los interesados se inscriban a la
licitación; 

X. Forma y monto de la garantía de seriedad de ofertas y
de cumplimiento de las obligaciones que se deriven de los
contratos de compraventa que, en su caso, deberán otorgar
los interesados, de conformidad con las disposiciones esta-
blecidas por la Ley del Servicio de la Tesorería de la Fede-
ración; 

XI. La existencia, en su caso, de gravámenes, limitaciones
de dominio, o cualquier otra carga que recaiga sobre los
bienes; 
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XII. La fecha, hora y lugar o en su caso, plazo para la ce-
lebración del acto del fallo; 

XIII. Criterios para la evaluación de las ofertas de compra
y para la adjudicación; 

XIV. La indicación de que se deberá suscribir convenio de
confidencialidad cuando se trate de bienes que por su natu-
raleza impliquen el manejo de información confidencial o
privilegiada; 

XV. La indicación de que ninguna de las condiciones esta-
blecidas en las bases de licitación, así como las proposi-
ciones presentadas por los licitantes, podrán ser negocia-
das; 

XVI. La indicación de que no podrán participar las personas
que se encuentren en los supuestos previstos en el artículo 32
de la Ley; 

XVII. Penas convencionales por mora o incumplimiento en
el pago, y 

XVIII. Las sanciones que procederán en caso de incumpli-
miento por parte del oferente.

Artículo 46. Se considerará desierta la licitación cuando se
cumpla cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Ninguna persona adquiera las bases; 

II. Nadie se registre para participar en el acto de apertura
de ofertas, o 

III. Que las ofertas de compra que se presenten no sean
aceptables.

Se considera que las ofertas de compra no son aceptables
cuando no cubran el precio base de venta del bien o no
cumplan con la totalidad de los requisitos establecidos en
la convocatoria y en las bases. 

Artículo 47. Las bases estarán a disposición de los intere-
sados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria
y hasta cinco días naturales previos al acto de presentación
de ofertas de compra y contendrán como mínimo lo si-
guiente: 

I. La referencia exacta de la convocatoria a la cual corres-
ponden las mismas; 

II. Los elementos a que se refieren las fracciones II, VII, X,
XIII, XVII y XVIII del artículo 45 de esta Ley; 

III. Los documentos por los cuales el interesado acreditará
su personalidad jurídica; 

IV. Instrucciones para elaborar y entregar o presentar ofer-
tas de compra, haciendo mención de que dichas ofertas de-
berán ser en firme; 

V. Lugar, fecha y hora en que los interesados podrán obte-
ner las bases de licitación y en su caso, el costo y forma de
pago de la mismas; 

VI. Los criterios claros y detallados para la adjudicación
del bien; 

VII. Forma y términos para la formalización de la opera-
ción y entrega física del bien. En el caso de inmuebles, los
gastos, incluyendo los de escrituración, serán por cuenta y
responsabilidad absoluta del adquirente. Tratándose de
contribuciones, éstas se enterarán por cada una de las par-
tes que las causen; 

VIII. El señalamiento de las causas de descalificación de la
licitación; 

IX. La indicación de que ninguna de las condiciones de las
bases de licitación, así como las proposiciones presentadas
por los licitantes, podrán ser negociadas; 

X. La indicación de que no podrán participar las personas
que se encuentren en los supuestos previstos en el artículo
32 de la Ley; 

XI. La indicación de que el fallo se dará a conocer por el
mismo medio en que se hubiera hecho la convocatoria o en
junta pública, según se determine, y 

XII. Cualquier otra que de acuerdo a la naturaleza de los
bienes o su condición de venta señale el SAE.

Artículo 48. El plazo para la presentación de las ofertas de
compra no podrá ser mayor a diez días hábiles contados a
partir de la fecha de publicación de la convocatoria de la li-
citación, salvo que por la naturaleza de los bienes, el SAE
considere conveniente establecer un plazo mayor. 

El SAE retendrá las garantías que se hubieren presentado, de
conformidad con las disposiciones establecidas por la Ley
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del Servicio de la Tesorería de la Federación, hasta que se
emita el fallo. A partir de esa fecha, procederá a la devolu-
ción de las garantías a cada uno de los interesados, salvo la
de aquél a quien se hubiere adjudicado el bien, misma que se
retendrá como garantía de cumplimiento de la obligación y
podrá aplicarse como parte del precio de venta. 

Artículo 49. Los actos de presentación y de apertura de
ofertas de compra se llevarán a cabo conforme a lo si-
guiente: 

I. Los licitantes entregarán sus ofertas de compra en sobre
cerrado en forma inviolable, o por los medios electrónicos,
ópticos o de cualquier otra tecnología que garanticen la
confidencialidad de las ofertas hasta el acto de apertura; 

II. La apertura de las ofertas de compra se realizará a más
tardar, al segundo día hábil siguiente a aquél en que venza
el plazo de presentación de ofertas de compra; 

III. La convocante en un plazo no mayor de tres días hábi-
les, contados a partir del acto de apertura de ofertas de
compra, procederá a la evaluación de las mismas, con ple-
no apego a lo dispuesto por el artículo 31 de esta Ley. 

Concluido el análisis de las ofertas de compra, se procede-
rá de inmediato a emitir el fallo; 

IV. El fallo se dará a conocer por el mismo medio en que
se hubiera hecho la convocatoria o en junta pública, según
se determine en las bases, haciendo del conocimiento pú-
blico el nombre del ganador y el monto de la oferta de
compra ganadora. Asimismo, en su caso, se deberá infor-
mar a la dirección electrónica de las personas interesadas,
por correo certificado con acuse de recibo u otros medios
que determine para tal efecto el SAE, que sus propuestas
fueron desechadas y las causas que motivaron tal determi-
nación y 

V. El SAE levantará acta en la que se dejará constancia de
la participación de los licitantes, del monto de sus ofertas
de compra, de las ofertas aceptadas o desechadas, de las ra-
zones por las que en su caso fueron desechadas, del precio
base de venta, del nombre del ganador por cada bien, del
importe obtenido por cada venta, así como de aquellos as-
pectos que en su caso sean relevantes y dignos de consig-
nar en dicha acta.

Artículo 50. En caso de empate en el procedimiento de li-
citación pública, el bien se adjudicará al licitante que pri-
mero haya presentado su oferta. 

Artículo 51. El adjudicatario perderá en favor del SAE, la
garantía que hubiere otorgado si, por causas imputables a
él, la operación no se formaliza dentro del plazo a que se
refiere el artículo 43, quedando el SAE en posibilidad de
adjudicar el bien al participante que haya presentado la se-
gunda oferta de compra más alta que no hubiere sido des-
calificada y así sucesivamente, en caso de que no se acep-
te la adjudicación, siempre que su postura sea mayor o
igual al precio base de venta fijado. 

En el supuesto de que la falta de formalidad de la adjudi -
cación sea imputable al SAE, el licitante ganador podrá so-
licitar que le sean reembolsados los gastos no recuperables
en que hubiera incurrido, derivados del procedimiento de
licitación pública, siempre que éstos sean razonables, estén
debidamente comprobados y se relacionen directamente
con la licitación de que se trate. 

El atraso del SAE en la formalización de la operación de
compraventa, prorrogará en igual plazo la fecha de cum-
plimiento de las obligaciones asumidas por ambas partes. 

Sección II

De la Subasta 

Artículo 52. El SAE, de acuerdo con lo dispuesto por el ar-
tículo 39 de esta Ley llevará a cabo el procedimiento de su-
basta pública, el cual deberá efectuarse dentro de los diez dí-
as hábiles siguientes a la publicación de la convocatoria. 

Artículo 53. La junta de postores en la que se adjudicarán
los bienes subastados a los mejores oferentes, se desarro-
llará en los siguientes términos: 

I. Un servidor público del SAE mostrará físicamente el
bien objeto de subasta siempre que la naturaleza del mismo
lo permita; 

II. Los interesados podrán mejorar sus ofertas durante la
celebración de la subasta, para lo cual deberán manifestar-
lo en forma escrita, a través de los formatos que para tal
efecto proporcione en el acto de subasta el SAE, en pre-
sencia del resto de los participantes y del encargado de la
subasta, quien tendrá la obligación de asentar tales situa-
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ciones al igual que todo lo que ocurra en la subasta, en el
acta que al efecto lleve a cabo; 

III. Los oferentes contarán con intervalos de tiempo que se
darán a conocer en forma previa al inicio del acto, los que
servirán para ir mejorando la última postura manifestada, y 

IV. El bien se adjudicará a la oferta que ofrezca las mejo-
res condiciones de precio y oportunidad.

En las bases de la subasta se establecerán las instrucciones
para presentar ofertas de compra. 

Artículo 54. Sin perjuicio de la aplicación de las disposi-
ciones previstas en los capítulos I y III del presente Título,
serán aplicables a la subasta las disposiciones que corres-
pondan a la licitación pública, en lo que no contravengan a
su regulación específica. 

Sección III

Del Remate 

Artículo 55. El procedimiento de remate se realizará de
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 39 de esta Ley. To-
do remate de bienes será público y deberá efectuarse den-
tro de los diez días hábiles siguientes a su convocatoria. 

Artículo 56. Para la realización del remate de los bienes se
anunciará su venta por dos veces, con tres días hábiles de
diferencia. Los avisos se publicarán en el Diario Oficial de
la Federación, en algún diario de circulación nacional o a
través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra
tecnología. 

Artículo 57. Postura legal es la que cubre, al menos, las
dos terceras partes del precio base de venta del bien. 

Artículo 58. Las posturas se formularán por escrito o por
cualquier otro medio electrónico, óptico o de cualquier otra
tecnología que permita la expresión de la oferta, manifes-
tando, el mismo postor o su representante con facultades
suficientes: 

I. El nombre, capacidad legal y domicilio del postor, y 

II. La cantidad que se ofrezca por los bienes.

El oferente, al formular su postura, deberá entregar al SAE
en el acto del remate, el diez por ciento de aquélla, en che-

que cerficado o efectivo. Dicho organismo descentralizado
retendrá el importe referido hasta que se declare fincado el
remate y después de esa fecha lo regresará a los oferentes
que no hayan resultado ganadores. El diez por ciento de la
postura ganadora se aplicará al pago del bien adjudicado. 

Artículo 59. Si en la primera almoneda no hubiere postura
legal, se citará a otra, para lo cual dentro de los cinco días
hábiles siguientes se publicarán los avisos correspondien-
tes, por una sola vez, de manera que entre la publicación
del aviso y la fecha del remate, medie un término que no
sea mayor de tres días hábiles. En la almoneda se tendrá
como precio inicial el precio base de venta del bien, con
deducción de un cinco por ciento 

Artículo 60. Si en la segunda almoneda no hubiere postu-
ra legal, se citará a la tercera en la forma que dispone el ar-
tículo anterior y de igual manera se procederá para las ul-
teriores, cuando obrare la misma causa, hasta efectuar
legalmente el remate. En cada una de las almonedas se de-
ducirá un cinco por ciento del precio que, en la anterior, ha-
ya servido de base. 

Artículo 61. Si el postor no cumpliere sus obligaciones, el
SAE declarará sin efecto el remate para citar, nuevamente,
dentro de los cinco días hábiles siguientes a partir de de-
clarado desierto el remate, a la misma almoneda y el pos-
tor perderá el diez por ciento exhibido, el que se aplicará,
como pena, a favor del SAE. 

Artículo 62. El postor no puede rematar para un tercero, si-
no con poder bastante, quedando prohibido hacer postura
sin declarar, el nombre de la persona para quien se hace. 

Artículo 63. Los postores tendrán la mayor libertad para
hacer sus propuestas. 

Artículo 64. El SAE decidirá de plano conforme a las dis-
posiciones aplicables, bajo su responsabilidad, cualquier
asunto que se suscite, relativo al remate. 

Artículo 65. El día del remate, a la hora señalada, se pasa-
rá lista a los postores iniciándose el remate. A partir de ese
momento, no se admitirán nuevos postores. Acto seguido,
se revisarán las propuestas, desechando, las que no conten-
gan postura legal y las que no estuvieren debidamente ga-
rantizadas. 

Artículo 66. Calificadas de legales las posturas, se dará
lectura de ellas, por el funcionario del SAE que sea desig-
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nado para tales efectos, para que los postores presentes
puedan mejorarlas. Si hay varias posturas legales, se decla-
rará preferente la que importe mayor cantidad y si varias se
encontraren exactamente en las mismas condiciones, la
preferencia se establecerá por sorteo, que se realizará en
presencia de los postores asistentes al remate. 

Artículo 67. Declarada preferente una postura, el servidor
público del SAE designado al efecto, preguntará si alguno
de los postores la mejora. En caso de que alguno la mejore
antes de transcurrir cinco minutos de hecha la pregunta, in-
terrogará si algún postor puja la mejora y así sucesivamen-
te, se procederá con respecto a las pujas que se hagan. En
cualquier momento en que, pasados cinco minutos de he-
cha cualquiera de las mencionadas preguntas, no se mejo-
rare la última postura o puja, se declarará fincado el rema-
te en favor del postor que hubiere hecho aquélla. 

No procederá recurso ni medio de impugnación alguno
contra la resolución que finque el remate. 

Sección IV

Adjudicación Directa 

Artículo 68. Los bienes podrán enajenarse mediante adju-
dicación directa, previo dictamen del SAE, el cuál se emi-
tirá de acuerdo con lo que al respecto disponga el Regla-
mento, que deberá constar por escrito, en los siguientes
casos: 

I. Se trate de bienes de fácil descomposición o deterioro, o
de materiales inflamables, o no fungibles, siempre que en
la localidad no se puedan guardar o depositar en lugares
apropiados para su conservación; 

II. Se trate de bienes cuya conservación resulte incosteable
para el SAE; 

III. El valor de los bienes sea menor al equivalente a
150,000 unidades de inversión; 

IV. Se trate de bienes que habiendo salido a subasta públi-
ca, remate en primera almoneda o a licitación pública, no
se hubieran presentado postores; o 

V. Se trate de los frutos a que se refiere el último párrafo
del artículo 39 de esta Ley.

TITULO QUINTO

De la Destrucción de Bienes 

Artículo 69. El SAE podrá llevar a cabo la destrucción de
los bienes en los casos que establezca el Reglamento y las
disposiciones que regulen los bienes de que se trate. 

En toda destrucción se deberán observar las disposiciones
de seguridad, salud, protección al medio ambiente y demás
que resulten aplicables. 

La destrucción de los narcóticos y precursores químicos, se
sujetará a lo dispuesto en el Código Penal Federal y el Có-
digo Federal de Procedimientos Penales. 

En todas las destrucciones, el SAE deberá seleccionar el
método o la forma de destrucción menos contaminante, a
fin de minimizar los riesgos que pudieren ocasionar emi-
siones dañinas para el ser humano, así como para su entor-
no. Asimismo, el método de destrucción que se seleccione
no deberá oponerse a las normas oficiales expedidas por
los Gobiernos Federal, estatales y municipales. 

Artículo 70. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo an-
terior, se consideran como bienes respecto de los cuales el
SAE podrá proceder a su destrucción los siguientes: 

I. Bienes decomisados o abandonados relacionados con la
comisión de delitos de propiedad industrial o derechos de
autor; 

II. Bienes que por su estado de conservación no se les pue-
da dar otro destino; 

III. Objetos, productos o sustancias que se encuentren en
evidente estado de descomposición, adulteración o conta-
minación que no los hagan aptos para ser consumidos o
que puedan resultar nocivos para la salud de las personas.
En estos casos, deberá darse intervención inmediata a las
autoridades sanitarias para que, dentro del ámbito de sus
atribuciones, autoricen la destrucción de este tipo de
bienes; 

IV. Productos o subproductos de flora y fauna silvestre o
productos forestales, plagados o que tengan alguna enfer-
medad que impida su aprovechamiento, así como bienes o
residuos peligrosos, cuando exista riesgo inminente de de-
sequilibrio ecológico o casos de contaminación con reper-
cusiones peligrosas para los ecosistemas o la salud pública.
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En estos casos, deberá solicitarse la intervención de la au-
toridad competente, y

V. Todos aquellos bienes, que las entidades transferentes
pongan a su disposición para su destrucción.

Artículo 71. Para la destrucción de bienes se estará a lo
dispuesto por la Ley del Servicio de Tesorería de la Fede-
ración y su reglamento, requiriéndose adicionalmente la
autorización previa del director general del SAE. 

Artículo 72. Con independencia de lo que al respecto dis-
pone la Ley del Servicio de Tesorería de la Federación y su
reglamento, el SAE deberá integrar un expediente para
proceder a la destrucción de los bienes correspondientes, el
cual deberá contener la siguiente documentación: 

I. Oficio de la dependencia o entidad facultada para autori-
zar la destrucción de los bienes, en los casos en que sea ne-
cesario obtenerla. 

II. Oficio de autorización del director general del SAE. 

III. Notificación a la Procuraduría, a la Autoridad Judicial
que conozca del procedimiento o, en su caso, a las Autori-
dades Aduaneras, de la destrucción de bienes, para que los
Agentes del Ministerio Público o la autoridad judicial re-
caben, cuando sea factible, las muestras necesarias para
que obren en la averiguación previa o expediente corres-
pondiente. 

IV. Acta de la destrucción del bien, que deberán suscribir
los servidores públicos facultados del SAE, así como otras
autoridades que deban participar y un representante del ór-
gano interno de control en el SAE, quien en ejercicio de sus
atribuciones se cerciorará de que se observen estrictamen-
te las disposiciones legales aplicables al caso.

Artículo 73. El SAE llevará el registro y control de todos
los bienes que haya destruido, así como de aquellos que
hayan sido destruidos por otras autoridades a petición suya
en el ámbito de sus respectivas atribuciones; el Director
General del SAE deberá informar a la Junta de Gobierno
sobre cualquier operación de destrucción de bienes que se
haya llevado a cabo en estos términos. 

Artículo 74. Los gastos en que incurra el SAE derivados
de los procedimientos de destrucción se considerarán como

costos de administración de los bienes, en términos del ar-
tículo 30 de esta Ley. 

Artículo 75. Tratándose de bienes relacionados con la co-
misión de delitos o infracciones relativos a propiedad in-
dustrial o derechos de autor, el SAE, antes de proceder a su
destrucción, deberá verificar la resolución definitiva que
declare que se ha cometido una infracción administrativa o
un delito, en términos de la Ley de la Propiedad Industrial
y la Ley Federal del Derecho de Autor y que el Instituto Me-
xicano de la Propiedad Industrial o, en su caso, el Instituto
Nacional del Derecho de Autor hayan decidido poner los
bienes a disposición de la autoridad judicial competente. 

Tratándose de los bienes cuya importación esté prohibida o
sean objeto de ilícitos, el SAE, antes de proceder a su des-
trucción, deberá verificar con las autoridades aduaneras la
resolución definitiva que declare que se ha cometido una
infracción o delito, en términos de la Ley Aduanera. 

TITULO SEXTO 

Del SAE 

Artículo 76. El SAE será un organismo descentralizado de
la Administración Pública Federal, con personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios, con domicilio en el Distrito Fede-
ral, el cual tendrá por objeto la administración y enajena-
ción de los bienes señalados en el artículo 1o. de esta Ley. 

El SAE estará agrupado en el sector coordinado por la Se-
cretaría. 

Artículo 77. El patrimonio del SAE está integrado por: 

I. Los bienes muebles, inmuebles y demás derechos que le
sean asignados; 

II. Los recursos que le sean asignados en el decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación; 

III. Cualquier otro ingreso que la autoridad competente o
las disposiciones aplicables, destinen al SAE.

Artículo 78. Para el cumplimiento de su objeto, el SAE
contará con las siguientes atribuciones: 

I. Recibir, administrar, enajenar y destruir los bienes de las
entidades transferentes conforme a lo previsto en la pre-
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sente Ley. Así como, realizar todos los actos de adminis-
tración, pleitos y cobranzas y de dominio respecto de los
bienes, aun y cuando se trate de entidades paraestatales en
proceso de desincorporación, en aquellos casos en que así
lo determine la Secretaría; 

II. Administrar y enajenar los bienes, que previa instruc-
ción de autoridad competente, se le encomienden por la na-
turaleza especial que guardan los mismos; 

III. Optimizar los bienes para darles un destino, de confor-
midad con las disposiciones contenidas en el Reglamento; 

IV. Fungir como visitador, conciliador y síndico en concur-
sos mercantiles y quiebras de conformidad con las disposi-
ciones aplicables; 

V. Liquidar las empresas de participación estatal mayorita-
ria y organismos descentralizados de la Administración
Pública Federal, así como toda clase de sociedades mer-
cantiles, sociedades o asociaciones civiles; 

VI. Ejecutar los mandatos en nombre y representación del
Gobierno Federal, incluyendo todos los actos jurídicos que
le sean encomendados; 

VII. Manejar los créditos que el Gobierno Federal destine
o haya destinado para otorgar su apoyo financiero a las ins-
tituciones de crédito y organizaciones auxiliares del crédi-
to, así como la celebración de todos los actos necesarios
para la recuperación de tales créditos, bien sea que las ins-
tituciones se rehabiliten o liquiden; 

VIII. Extinguir los fideicomisos públicos y privados, y 

IX. Realizar todos los actos, contratos y convenios necesa-
rios para llevar a cabo las atribuciones anteriores.

Artículo 79. La administración del SAE estará a cargo de: 

I. La Junta de Gobierno, y 

II. El Director General.

Artículo 80. La Junta de Gobierno se integrará de la si-
guiente manera: 

I. El Secretario de Hacienda y Crédito Público, quien la
presidirá; 

II. Dos Subsecretarios de la Secretaría; 

III. El Tesorero de la Federación, y 

IV. El Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores.

Los integrantes de la Junta de Gobierno designarán y acre-
ditarán a su respectivo suplente, quién deberá contar con,
al menos, el nivel jerárquico equivalente al de Director Ge-
neral de la Administración Pública Federal Centralizada. 

La Junta de Gobierno contará con un Secretario Técnico y
un prosecretario. El secretario técnico, tendrá la represen-
tación de la misma para todos sus efectos legales, rendirá
los informes previos y justificados en los juicios de ampa-
ro en que la propia junta sea señalada como autoridad res-
ponsable. 

El Secretario Técnico y el Prosecretario de la Junta de Go-
bierno, asistirán a las sesiones con voz pero sin voto. 

La Junta de Gobierno se reunirá una vez cada tres meses,
cuando menos, de acuerdo con un calendario que será
aprobado en la primera sesión ordinaria del ejercicio, pu-
diéndose además celebrar reuniones extraordinarias, con-
forme a lo previsto en el Estatuto Orgánico del SAE. Sus
reuniones serán válidas con asistencia de por lo menos la
mitad más uno de sus miembros y siempre que la mayoría
de los asistentes sean representantes de la Administración
Pública Federal. Las resoluciones se tomarán por la mayo-
ría de votos de los miembros presentes, teniendo el Presi-
dente voto de calidad para el caso de empate. 

Artículo 81. La Junta de Gobierno tendrá las facultades si-
guientes: 

I. Establecer en congruencia con los programas sectoriales,
las políticas generales y definir las prioridades a las que de-
berá sujetarse el SAE;

II. Aprobar con sujeción a las disposiciones aplicables, las
políticas, bases y programas generales, que regulen los
convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar el SAE
con terceros para obras públicas, adquisiciones, arrenda-
mientos y prestación de servicios. El Director General y, en
su caso, los servidores públicos que sean competentes en
términos de la legislación de la materia, realizarán tales ac-
tos bajo su responsabilidad y con sujeción a las directrices
que les hayan sido fijadas por la Junta de Gobierno; 
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III. Analizar y aprobar en su caso, los informes periódicos
que rinda el director general con la intervención que co-
rresponda a los comisarios; 

IV. Determinar los lineamientos generales para la debida
administración y enajenación de los bienes señalados en el
artículo 1o. de la presente Ley, así como para evitar que se
alteren, deterioren, desaparezcan o destruyan; 

V. Determinar los lineamientos generales a los que deberán
ajustarse los depositarios; administradores, liquidadores o
interventores en la utilización de los bienes, así como los
terceros a que se refiere el artículo 1o. de esta Ley; 

VI. Dictar los lineamientos relativos a la supervisión de la
base de datos a que se refiere el artículo 4o. de esta Ley;

VII. Aprobar los programas y presupuestos del SAE, pro-
puestos por el director general, así como sus modificacio-
nes, en términos de la legislación aplicable; 

VIII. Aprobar anualmente, previo informe de los comisa-
rios y dictamen de los auditores externos, los estados fi -
nancieros del SAE y autorizar la publicación de los mis-
mos; 

IX. Aprobar el estatuto órgánico del SAE y la estructura or-
gánica básica del mismo, así como las modificaciones que
procedan a éstos; 

X. Nombrar y remover a propuesta del director general, a
los servidores públicos del SAE que ocupen cargos con las
dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél,
aprobar la fijación de sus sueldos y prestaciones y a los de-
más que señale el Estatuto Orgánico, conforme a las dis-
posiciones que emita la Secretaría para tal efecto; 

XI. Nombrar y remover al secretario técnico y prosecreta-
rio de la propia Junta de Gobierno; 

XII. Autorizar los diferentes procedimientos de venta de
conformidad con el reglamento de la presente Ley; 

XIII. Emitir los lineamientos necesarios para la destrucción
de los bienes en los términos de la presente Ley y el Re-
glamento, así como para las demás actividades relaciona-
das con el objeto del SAE; 

XIV. Emitir los lineamientos para la venta en varias exhi-
biciones, para lo cual considerará las condiciones de mer-
cado en operaciones similares; 

XV. Designar y facultar a las personas que realizarán las
notificaciones en representación del SAE en términos de la
legislación penal aplicable, y

XVI. Las demás que se señalen en esta Ley y otras dispo-
siciones jurídicas aplicables.

Artículo 82. El Director General del SAE deberá remitir
bimestralmente a la Secretaría y a la contraloría, un infor-
me en donde se detalle su operación, avances en los proce-
dimientos a que se refiere esta Ley, así como respecto de la
enajenación de los bienes que fueron puestos a su disposi-
ción. 

Dicho informe deberá ser incluido, para su aprobación, en
el informe que de la Cuenta Pública Federal presente la Se-
cretaría, con objeto de verificar si el SAE realizó sus fun-
ciones de conformidad con lo previsto en esta Ley, y las de-
más disposiciones aplicables. 

Artículo 83. El SAE rendirá un informe anual detallado a
las entidades transferentes, respecto de los bienes que cada
una le haya transferido. 

Artículo 84. El SAE contará con un órgano de vigilancia
integrado por un Comisario Público y un Suplente, desig-
nados por la Contraloría, quienes tendrán a su cargo las
atribuciones que les confieren los artículos 60 de la Ley Fe-
deral de las Entidades Paraestatales, 29 y 30 de su regla-
mento y demás disposiciones aplicables. 

El Comisario asistirá, con voz pero sin voto, a las sesiones
de la Junta de Gobierno del SAE. 

Artículo 85. El SAE contará con una contraloría interna,
denominada Organo Interno de Control, al frente de la cual
estará el Contralor Interno, Titular de dicho órgano, mismo
que será designado en los términos del artículo 37 fracción
XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral y que en el ejercicio de sus facultades, se auxiliará
por los titulares de las áreas de responsabilidades, audito-
ría, y quejas, designados en los mismos términos. 

El Titular del órgano de control interno, así como los de sus
áreas de auditoría, quejas y responsabilidades dependerán
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de la Contraloría. Dicho órgano desarrollará sus funciones
conforme a los lineamientos que emita esta última. 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior,
en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercerán las
facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales, la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos y en los demás ordena-
mientos legales y administrativos aplicables, conforme a lo
previsto por el artículo 47 fracciones III y IV del Regla-
mento Interior de la Contraloría. 

Artículo 86. El Director General del SAE será designado
por el titular de la Secretaría, previo acuerdo del Ejecutivo
Federal, debiendo recaer en la persona que cumpla con los
siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, que no adquie-
ra otra nacionalidad y esté en pleno goce y ejercicio de sus
derechos civiles y políticos; 

II. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio, cu-
yo ejercicio requiera conocimientos y experiencia en mate-
ria administrativa; 

III. No encontrarse en alguno de los impedimentos para ser
miembro del órgano de gobierno que señalan las fracciones
II, III y V del artículo 19 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales y

IV. No formar parte de las instituciones autorizadas para re-
cibir donativos deducibles en los términos de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta.

Artículo 87. El Director General del SAE tendrá las facul-
tades siguientes: 

I. Representar al SAE para todos los efectos legales, inclu-
yendo los laborales y delegar esa representación en los tér-
minos que señale su Estatuto Orgánico; 

II. Rendir los informes previos y justificados en los juicios
de amparo cuando sea señalado como autoridad responsa-
ble; 

III. Administrar el presupuesto del SAE, de conformidad
con las disposiciones aplicables. En caso de ser necesarias
erogaciones de partidas no previstas en el presupuesto, el

Director General deberá previamente obtener la aproba-
ción de la Junta de Gobierno; 

IV. Dirigir y coordinar las actividades del SAE, de confor-
midad con lo dispuesto en esta Ley, en el Reglamento y en
los acuerdos que al efecto apruebe la Junta de Gobierno; 

V. Asistir, con voz pero sin voto, a las sesiones de la Junta
de Gobierno; 

VI. Nombrar y remover depositarios, interventores o admi-
nistradores de los bienes de manera provisional y someter
a consideración de la Junta de Gobierno el nombramiento
definitivo; 

VII. Ejecutar los acuerdos de la Junta de Gobierno; 

VIII. Presentar a la Junta de Gobierno para su aprobación,
los programas y presupuestos del SAE; 

IX. Proponer a la Junta de Gobierno el nombramiento o re-
moción de los servidores públicos de las dos jerarquías ad-
ministrativas inferiores a la del propio director general, así
como nombrar y contratar a los demás empleados del SAE; 

X. Rendir los informes a la Junta de Gobierno relacionados
con la administración y manejo de los bienes; respecto de
la administración, enajenación o destino, así como del de-
sempeño de los depositarios, liquidadores, interventores o
administradores designados y de los terceros a que se re-
fiere el artículo 1o. de esta Ley; 

XI. Establecer los métodos que permitan el óptimo aprove-
chamiento de los bienes del SAE; 

XII. Recabar información y elementos estadísticos que re-
flejen el estado de las funciones del SAE, para así poder
mejorar su gestión; 

XIII. Establecer los sistemas de control necesarios para al-
canzar las metas u objetivos propuestos; 

XIV. Establecer los mecanismos de evaluación que desta-
quen la eficiencia y la eficacia con que se desempeñe la en-
tidad y presentar a la Junta de Gobierno por lo menos dos
veces al año la evaluación de gestión con el detalle que pre-
viamente se acuerde con la Junta de Gobierno y escuchan-
do al comisario público, y 
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XV. Las demás que señalen esta Ley u otras disposiciones
aplicables o las que mediante acuerdo de la Junta de Go-
bierno, le sean otorgadas.

Artículo 88. Las relaciones de trabajo entre el SAE y sus
servidores públicos se regularán por la Ley Federal del
Trabajo, Reglamentaria del Apartado A) del artículo 123
constitucional y las condiciones de trabajo que al efecto se
establezcan. Los trabajadores del SAE quedan incorpora-
dos al régimen del Instituto Mexicano del Seguro Social. 

Artículo 89. El porcentaje de los recursos obtenidos por
los procedimientos de venta a que se refiere el artículo 38
de esta Ley, que al efecto determine el Reglamento, así co-
mo la totalidad de los frutos que generen los bienes que ad-
ministre el SAE, una vez descontados, en ambos casos, los
costos de administración, gastos de mantenimiento y con-
servación de los bienes, honorarios de comisionados espe-
ciales que no sean servidores públicos encargados de di-
chos procedimientos, así como los pagos de las recla-
maciones procedentes que presenten los adquirentes o ter-
ceros, por pasivos ocultos, fiscales o de otra índole, activos
inexistentes, asuntos en litigio y demás erogaciones análo-
gas a las antes mencionadas o aquellas que determine la
Ley de Ingresos de la Federación u otro ordenamiento apli -
cable, se destinarán a un fondo, el cual contará con dos
subcuentas generales, una correspondiente a los frutos y
otra a las ventas. 

Cada subcuenta general contará con subcuentas específicas
correspondientes a cada bien o conjunto de bienes entrega-
dos en administración o a cada uno de los procedimientos
de venta indicados en el párrafo anterior, por lo que se po-
drá realizar el traspaso de los recursos obtenidos de la sub-
cuenta general a las diferentes subcuentas. 

Los recursos de las subcuentas específicas, serán entrega-
dos por el SAE a quien tenga derecho a recibirlos de con-
formidad con las disposiciones aplicables. Tratándose de
los bienes propiedad o al cuidado del Gobierno Federal, los
recursos correspondientes serán concentrados en la Cuenta
General Moneda Nacional de la Tesorería de la Federación,
una vez que, en términos de las disposiciones legales aplica-
bles, haya transcurrido el plazo legal para que, en su caso, se
presenten las reclamaciones que resulten procedentes. 

El porcentaje de los recursos obtenidos por los procedi-
mientos de venta que no deban ser depositados en el fondo
a que se refiere este artículo, serán entregados por el SAE

en los plazos que al efecto determinen las disposiciones le-
gales aplicables o, en su caso, el reglamento, a quien tenga
derecho a recibirlos. Tratándose de los bienes propiedad o
al cuidado del Gobierno Federal, los recursos correspon-
dientes serán concentrados en la cuenta a que se refiere el
párrafo anterior. 

ARTICULO SEGUNDO. Se adicionan los artículos 182
y 182-A a 182-R del Código Federal de Procedimientos
Penales, para quedar como sigue: 

"Artículo 182. Al realizar el aseguramiento, los Agentes
del Ministerio Público con el auxilio de la Agencia Federal
de Investigaciones o bien, los actuarios y demás funciona-
rios que designe la autoridad judicial para practicar la dili-
gencia, según corresponda, deberán: 

I. Levantar acta que incluya inventario con la descripción y
el estado en que se encuentren los bienes que se aseguren; 

II. Identificar los bienes asegurados con sellos, marcas, cu-
ños, fierros, señales u otros medios adecuados; 

III. Proveer las medidas conducentes e inmediatas para evi-
tar que los bienes asegurados se destruyan, alteren o desa-
parezcan; 

IV. Solicitar que se haga constar el aseguramiento en los re-
gistros públicos que correspondan de acuerdo con lo dis-
puesto por el artículo 182-D de este código, y 

V. Una vez que hayan sido satisfechos los requisitos ante-
riores, poner los bienes a disposición de la autoridad com-
petente para su administración, dentro de las 72 horas si-
guientes, en la fecha y los lugares que previamente se
acuerden con dicha autoridad, de conformidad con las dis-
posiciones aplicables.

La autoridad que inicie el acto de aseguramiento está
obligada a concluirlo en los términos previstos por este
Capítulo. 

Los bienes asegurados durante la averiguación previa o el
proceso penal, que puedan ser objeto de prueba, serán ad-
ministrados por el Servicio de Administración y Enajena-
ción de Bienes, de conformidad con la legislación aplica-
ble. 

Artículo 182-A. La autoridad judicial o el Ministerio Pú-
blico que decreten el aseguramiento deberán notificar al in-
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teresado o a su representante legal dentro de los sesenta días
naturales siguientes a su ejecución, entregando o poniendo
a su disposición, según sea el caso, una copia certificada
del acta a que se refiere la fracción I del artículo anterior,
para que manifieste lo que a su derecho convenga. 

En dicha notificación se apercibirá al interesado o a su re-
presentante legal para que no enajene o grave los bienes
asegurados. 

En la notificación deberá apercibirse al interesado o a su
representante legal, que de no manifestar lo que a su dere-
cho convenga, en un término de 90 días naturales siguien-
tes al de la notificación, los bienes causarán abandono a fa-
vor del Gobierno Federal. 

Artículo 182-B. Las notificaciones a que se refiere este ca-
pítulo se practicarán como sigue: 

I. Personalmente, con el interesado o su representante le-
gal, de conformidad con las reglas siguientes: 

a) La notificación se practicará en el domicilio del intere-
sado. En caso de que el interesado se encuentre privado de
su libertad, la notificación personal se hará en el lugar don-
de se encuentre detenido; 

b) El notificador deberá cerciorarse del domicilio, entregar
copia de la resolución que se notifique y recabar nombre y
firma de la persona con quien se entienda la diligencia,
asentando los datos del documento oficial con el que se
identifique. Asimismo, se deberán asentar en el acta de no-
tificación, los datos de identificación del servidor público
que la practique; 

c) De no encontrarse la persona en la primera notificación,
se le dejará citatorio en el domicilio designado para que es-
pere al notificador al día hábil siguiente, en la hora deter-
minada en el citatorio y de no encontrarse la persona o de
negarse a recibir la notificación, se fijará instructivo en un
lugar visible del domicilio, señalando el notificador tal cir-
cunstancia en el acta de notificación, y

d) En todos los casos deberá levantarse acta circunstancia-
da de la diligencia que se practique. 

II. Por edictos, cuando se desconozca la identidad o domi-
cilio del interesado, en cuyo caso se publicará por una sola
ocasión en el Diario Oficial de la Federación y en un pe-

riódico de circulación nacional. Los edictos deberán conte-
ner un resumen de la resolución por notificar.

Las notificaciones personales surtirán efectos el día en que
hubieren sido practicadas y las efectuadas por edictos el día
de su publicación. 

El interesado deberá señalar domicilio para oír y recibir no-
tificaciones. 

Los plazos establecidos en este Capítulo empezarán a co-
rrer el día siguiente a aquél en que haya surtido efectos la
notificación respectiva. 

Artículo 182-C. Cuando los bienes que se aseguren hayan
sido previamente embargados, intervenidos, secuestrados o
asegurados, se notificará el nuevo aseguramiento a las au-
toridades que hayan ordenado dichos actos. Los bienes
continuarán en custodia de quien se haya designado para
ese fin y a disposición de la autoridad judicial o del Minis-
terio Público para los efectos del procedimiento penal. 

De levantarse el embargo, intervención, secuestro o asegu-
ramiento previos, quien los tenga bajo su custodia, los en-
tregará a la autoridad competente para efectos de su admi-
nistración. 

Los bienes asegurados no podrán ser enajenados o grava-
dos por sus propietarios, depositarios, interventores o ad-
ministradores, durante el tiempo que dure el aseguramien-
to en el procedimiento penal, salvo los casos expresamente
señalados por las disposiciones aplicables. 

El aseguramiento no implica modificación alguna a los
gravámenes existentes con anterioridad sobre los bienes. 

Artículo 182-D. Se hará constar en los registros públicos
que correspondan, de conformidad con las disposiciones
aplicables: 

I. El aseguramiento de bienes inmuebles, derechos reales,
aeronaves, embarcaciones, empresas, negociaciones, esta-
blecimientos, acciones, partes sociales, títulos bursátiles y
cualquier otro bien o derecho susceptible de registro o
constancia, y 

II. El nombramiento del depositario, interventor o admi-
nistrador, de los bienes a que se refiere la fracción anterior.

Año III, Primer Periodo, 31 de octubre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados158



El registro o su cancelación se realizarán sin más requisito
que el oficio de la autoridad judicial o del Ministerio Pú-
blico. 

Artículo 182-E. A los frutos o rendimientos de los bienes
durante el tiempo del aseguramiento, se les dará el mismo
tratamiento que a los bienes asegurados que los generen. 

Artículo 182-F. El aseguramiento de bienes no implica que
éstos entren al erario público federal. 

Artículo 182-G. La moneda nacional o extranjera que se
asegure, embargue o decomise, será administrada por el
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes,
quien deberá depositarla en la Tesorería de la Federación. 

Los términos y condiciones de esos depósitos serán deter-
minados por la Tesorería de la Federación. 

En caso de billetes o piezas metálicas que por tener marcas,
señas u otras características, sea necesario conservar para
fines de la averiguación previa o el proceso penal, la auto-
ridad judicial o el Ministerio Público así lo indicará al Ser-
vicio de Administración y Enajenación de Bienes para que
éste los guarde y conserve en el estado en que los reciba.
En estos casos, los depósitos no devengarán intereses. 

Artículo 182-H. La autoridad judicial o el Ministerio Pú-
blico que asegure depósitos, títulos de crédito y, en gene-
ral, cualesquiera bienes o derechos relativos a operaciones,
que las instituciones financieras establecidas en el país ce-
lebren con sus clientes, dará aviso inmediato a la autoridad
encargada de la administración de los bienes asegurados y
a las autoridades competentes, quienes tomarán las medi-
das necesarias para evitar que los titulares respectivos rea-
licen cualquier acto contrario al aseguramiento. 

Artículo 182-I. Las especies de flora y fauna de reserva
ecológica que se aseguren, serán provistas de los cuidados
necesarios y depositadas en zoológicos o en instituciones
análogas, considerando la opinión de la Secretaría del Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales. 

Artículo 182-J. Las obras de arte, arqueológicas o históri-
cas que se aseguren, serán provistas de los cuidados nece-
sarios y depositadas en museos, centros o instituciones cul-
turales, considerando la opinión de la Secretaría de
Educación Pública. 

Artículo 182-K. Tratándose de delitos culposos ocasiona-
dos con motivo del tránsito de vehículos, éstos se entrega-
rán en depósito al conductor o a quien se legitime como su
propietario o poseedor. 

Artículo 182-L. Los inmuebles que se aseguren podrán
quedar en posesión de su propietario, poseedor o de algu-
no de sus ocupantes, siempre y cuando no se afecte el inte-
rés social ni el orden público. Quienes queden en posesión
de los inmuebles no podrán enajenar o gravar los inmue-
bles a su cargo y en caso de que generen frutos o produc-
tos, estarán obligados en los términos de los artículos 12 y
15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación
de Bienes del Sector Público. En todo caso, se respetarán
los derechos legítimos de terceros. 

Artículo 182-M. El aseguramiento no será causa para el
cierre o suspensión de actividades de empresas, negocia-
ciones o establecimientos con actividades lícitas. 

Artículo 182-N. La devolución de bienes asegurados pro-
cede en los casos siguientes: 

I. En la averiguación previa, cuando el Ministerio Público
resuelva el no ejercicio de la acción penal, la reserva, o se
levante el aseguramiento, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables, y 

II. Durante el proceso, cuando la autoridad judicial no de-
crete el decomiso o levante el aseguramiento, de conformi-
dad con las disposiciones aplicables.

Artículo 182-Ñ. Cuando proceda la devolución de bienes
asegurados, éstos quedarán a disposición de quien acredite
tener derecho a ellos. La autoridad judicial o el Ministerio
Público notificará su resolución al interesado o al repre-
sentante legal dentro de los treinta días siguientes, para que
en el plazo de tres meses a partir de la notificación se pre-
sente a recogerlos, bajo el apercibimiento que de no hacer-
lo los bienes causarán abandono a favor del Gobierno Fe-
deral. 

Cuando se haya hecho constar el aseguramiento de los
bienes en los registros públicos, la autoridad judicial o el
Ministerio Público ordenará su cancelación. 

Artículo 182-O. La devolución de los bienes asegurados
incluirá la entrega de los frutos que, en su caso, hubieren
generado. 
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La devolución de numerario comprenderá la entrega del
principal y de sus rendimientos durante el tiempo en que
haya sido administrado, a la tasa que cubra la Tesorería de
la Federación por los depósitos a la vista que reciba. 

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, al
devolver empresas, negociaciones o establecimientos, ren-
dirá cuentas de la administración que hubiere realizado a la
persona que tenga derecho a ello y le entregará los docu-
mentos, objetos, numerario y, en general, todo aquello que
haya comprendido la administración. 

Previo a la recepción de los bienes por parte del interesa-
do, se dará oportunidad a éste para que revise e inspeccio-
ne las condiciones en que se encuentren los mismos, a
efecto de que verifique el inventario a que se refiere el ar-
tículo 25 de la Ley Federal para la Administración y Ena-
jenación de Bienes del Sector Público y, en su caso, se pro-
ceda conforme a lo establecido por el artículo 28 de la
misma. 

Artículo 182-P. Cuando se determine por la autoridad
competente la devolución de los bienes que hubieren sido
previamente enajenados de conformidad con la Ley Fede-
ral para la Administración y Enajenación de Bienes del
Sector Público o exista la imposibilidad de devolverlos, di-
cha devolución se tendrá por cumplida entregando el valor
de los bienes al realizarse el aseguramiento más los rendi-
mientos correspondientes, calculados a la tasa referida en
el artículo 182-O de este Código. 

Artículo 182-Q. La autoridad judicial, mediante sentencia
en el proceso penal correspondiente, podrá decretar el de-
comiso de bienes, con excepción de los que hayan causado
abandono en los términos de este Código. 

Artículo 182-R. Los recursos que se obtengan por la ena-
jenación de los bienes decomisados en procesos penales fe-
derales, a que se refiere la fracción I del artículo 1o. de la
Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bien-
es del Sector Público, así como por la enajenación de sus
frutos y productos, serán entregados conforme a lo dis-
puesto en el artículo 89 de la citada Ley, en partes iguales,
al Poder Judicial de la Federación, a la Procuraduría Gene-
ral de la República y a la Secretaría de Salud. 

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Salud de-
berán destinarse a programas de prevención y rehabilita-
ción de farmacodependientes." 

ARTICULOS TRANSITORIOS 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los 180
días naturales contados a partir del día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley Federal para la Administración
de Bienes Asegurados, Decomisados y Abandonados. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas, que se opongan a lo dispuesto
en el presente decreto. 

Cuarto. Los asuntos iniciados ante el Servicio de Admi-
nistración de Bienes Asegurados, que a la fecha de entrada
en vigor de este decreto se encuentren en trámite, se segui-
rán tramitando hasta su conclusión por el SAE. 

Los recursos que deriven de los asuntos a que se refiere el
párrafo anterior, recibirán el tratamiento previsto en este
decreto. 

Quinto. Las referencias al Servicio de Administración de
Bienes Asegurados que hagan las leyes y demás disposi-
ciones, se entenderán hechas al SAE. 

Sexto. El Reglamento de la Ley Federal para la Adminis-
tración y Enajenación de Bienes del Sector Público, así co-
mo el Estatuto Orgánico del SAE, deberán ser emitidos con
la debida oportunidad para que entren en vigor el mismo
día que el presente decreto. 

El Director General del SAE deberá ser nombrado, a más
tardar, a los 10 días hábiles siguientes al de la entrada en
vigor del presente decreto. 

Séptimo. Los recursos financieros y materiales asignados
al Servicio de Administración de Bienes Asegurados, pa-
sarán a formar parte del patrimonio del SAE. 

Octavo. Los mandatos y demás operaciones que hasta an-
tes de la fecha de entrada en vigor del presente decreto, ten-
ga encomendados el Fideicomiso Liquidador de Institucio-
nes y Organizaciones Auxiliares de Crédito, se entenderán
conferidos al SAE, salvo que dentro de los treinta días na-
turales siguientes a la fecha indicada, el mandante o quien
haya girado las instrucciones correspondientes manifieste
por escrito ante el SAE su voluntad de dar por concluido el
mandato. Asimismo, los recursos financieros, humanos y
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materiales asignados al citado fideicomiso, pasarán a for-
mar parte del patrimonio del SAE. 

Dentro del plazo a que se refiere el transitorio primero de
este decreto, se deberán realizar todas las acciones condu-
centes a efecto de extinguir el Fideicomiso Liquidador de
Instituciones y Organizaciones Auxiliares de Crédito. 

Noveno. Las referencias a la Ley Federal para la Adminis-
tración de Bienes Asegurados, Decomisados y Abandona-
dos que hagan las leyes y demás disposiciones, se entende-
rán hechas a la Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Público. 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 23 de oc-
tubre de 2002.— Por la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos: diputados; José Elías Romero Apis, presidente;
Roberto Zavala Echavarría, Fernando Pérez Noriega,
Germán Arturo Pellegrini Pérez, David Augusto Sotelo
Rosas, secretarios; Eduardo Andrade Sánchez, Flor Añor-
ve Ocampo, Francisco Cárdenas Elizondo, Manuel Galán
Jiménez, Rubén García Farías, Ranulfo Márquez Hernán-
dez, José Manuel Medellín Milán, José de Jesús Reyna
García, Juan Manuel Sepúlveda Fayad, Benjamín Avila
Márquez, Enrique Garza Tamez, Gina Andrea Cruz Blac-
kledge, Lucio Fernández González, Alejandro Enrique Gu-
tiérrez Gutiérrez, Silvia América López Escoffie, María
Guadalupe López Mares, Vicente Pacheco Castañeda,
Nelly Campos Quiroz, Víctor Hugo Sondón Saavedra ,
Martha Ruth del Toro Gaytán, Genoveva Domínguez Ro-
dríguez, Tomás Torres Mercado, José Manuel del Río Vir-
gen, Arturo Escobar y Vega, Norma Patricia Riojas Santa-
na y Enrique Priego Oropeza.

Por la Comisión de Hacienda y Crédito Público: diputados:
Oscar Guillermo Levín Coppel, presidente; Jorge Alejan-
dro Chávez Presa, José Manuel Minjarez Jiménez, César
Alejandro Monraz Sustaita, Rosalinda López Hernández,
secretarios; Enrique Alonso Aguilar Borrego, Manuel
Añorve Baños, Miguel Arizpe Jiménez, Florentino Castro
López, Enrique Octavio de la Madrid Cordero, Roberto Ja-
vier Fuentes Domínguez, Guillermo Hopkins Gámez, Sal-
vador Rocha Díaz, Reyes Antonio Silva Beltrán, José Luis
Ugalde Montes, José Francisco Yunes Zorrilla, Francisco
de Jesús de Silva Ruiz, Abelardo Escobar Prieto, Francis-
co García Cabeza de Vaca, Julián Hernández Santillán,
Diego Alonso Hinojosa Aguerrevere, Humberto Muñoz
Vargas, Luis Alberto Pazos de la Torre, Francisco Raúl Ra-
mírez Avila, Arturo San Miguel Cantú, Hugo Adriel Zepe-
da Berrelleza, José Antonio Magallanes Rodríguez, Emilio

Ulloa Pérez, Francisco Agundis Arias, Gustavo Riojas
Santana y José Narro Céspedes.»

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

En consecuencia tiene el uso de la palabra en nombre de las
comisiones unidas para fundamentar el dictamen, en térmi-
nos del artículo 108 del Reglamento Interior, el señor
diputado José Elías Romero Apis, hasta por 10 minutos. 

Esta Presidencia consulta a las señoras y a los señores
diputados si existe algún orador que desee incribirse para
su discusión en lo general. 

No habiendo oradores que se inscriban para su discusión en
lo general, ruego a la Secretaría...

Ruego a la Secretaría abrir el sistema electrónico de vota-
ción hasta por 10 minutos, para recabar la votación en lo
general y pregunto a la Asamblea si hay algún artículo que
deseen reservar para su votación en lo particular. 

El diputado Romero Apis, sí diputado. 

El diputado José Elías Romero Apis (desde su curul):

Para fundamentar el dictamen.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Ah, para fundamentar el dictamen. 

Diputado Diego Cobos.

El diputado Diego Cobo Terrazas (desde su curul):

Gracias, señor Presidente, para reservarme el artículo 13.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Diputado Tomás Torres. 

El diputado Tomás Torres Mercado (desde su curul):

Gracias, señor Presidente, para reservar, los listo: el artícu-
lo 5o. penúltimo y último párrafos, artículo 5o., más que
5o., me refiero a la Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Público. 
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El artículo 19 señor Presidente, segundo párrafo, última
parte, de la propia ley, señor Presidente. 

El artículo 22, tercer párrafo.

El artículo 24 y el artículo 80.

Señor Presidente, nos referíamos a la Ley Federal para la
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Públi-
co. También el título de este ordenamiento se lo reserva un
servidor. 

Por último...

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

A ver, perdón. ¿el título qué?

El diputado Tomás Torres Mercado (desde su curul):

De este ordenamiento, del ordenamiento sujeto a votación. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

¿La denominación de la ley dice usted?

El diputado Tomás Torres Mercado (desde su curul):

La denominación de la ley.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Correcto porque el título es parte de la ley.

El diputado Tomás Torres Mercado (desde su curul):

Y del Código Federal de Procedimientos Penales, señor
Presidente, el artículo 182-q.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Muy bien, gracias.

Antes de proceder a la votación, en virtud de que el dipu-
tado José Elías Romero Apis había sido inscrito por las co-
misiones para fundamentar el dictamen, se le concede el
uso de la palabra hasta por 10 minutos.

El diputado José Elías Romero Apis: 

Con su venia, señor Presidente; honorable Asamblea:

Concurro a esta tribuna en representación de las comisio-
nes de Justicia y Derechos Humanos y de Hacienda y Cré-
dito Público, a efecto de fundamentar el dictamen que se
somete a la consideración de esta honorable Asamblea.

Este dictamen deviene de una minuta enviada por el Sena-
do de la República, a efecto no sólo de reformar el Código
Federal de Procedimientos Penales, sino adicionalmente de
expedir una Ley Federal para la Administración y Enaje-
nación de los Bienes del Sector Público.

Una parte importante de los bienes a los que se refiere el
ordenamiento que hoy se pone a la consideración de esta
Asamblea son de origen ilícito, son producto de la crimi-
nalidad organizada, que es un signo característico y distin-
tivo de los tiempos que estamos viviendo en nuestro país y
en muchas otras latitudes.

Una sola década fue suficiente para cambiar el panorama
del crimen organizado en nuestro país.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Un segundo, señor orador. Ruego a los señores diputados
guardar compostura y escuchar al orador, quien fundamen-
ta la presentación del dictamen. 

Adelante, por favor.

El diputado José Elías Romero Apis: 

Muchas gracias, señor Presidente. 

Muy particularmente en lo que corresponde al narcotráfico,
que es la forma de crimen organizado más conspicua y de
mayor arraigo en nuestro panorama delincuencial.

Hacia 1982 el tráfico internacional de algunos narcóticos,
como la cocaína, se contaba por gramos, se desplazaba en
vehículos comerciales y oculto en la más diversa variedad
de artículos y prendas de uso común.

En 10 años después ese microtráfico era historia olvidada
y leyenda lejana ante el embate de un tráfico internacional
que en los tiempos actuales se cuantifica todos los días en
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toneladas, se desplaza en turboaviones propios y con una
conspicuidad asociada a la corrosión moral.

Desde luego las respuestas de estado han sido vertiginosas
y han sido intensas, pero el desafío de la humanidad en este
sentido no tiene precedente en la lucha contra el crimen.

La movilización pública en muchos países ha implicado lo
que sólo implicaría un estado de guerra. Un fenómeno de-
lincuencial con capacidad organizativa para operar simul-
táneamente en todo un continente o en más de uno, con re-
cursos que en ocasiones superan las posibilidades finan-
cieras de los países en los que actúan y con una penetración
en las esferas del poder y del dinero hasta ahora incompa-
rable.

Es de suponer el reciclaje de los excedentes financieros del
crimen organizado ha producido una acumulación de ri-
queza ilícita estacionada en los principales centros finan-
cieros y con una capacidad de incremento incomparable
hasta hace unos cuantos años.

Es razonables estimar que la oferta para satisfacer la de-
manda ilícita de estupefacientes en los próximos cuatro o
cinco años ya está producida, almacenada y dispuesta para
su distribución.

Baste mencionar que esos excedentes provienen de hechos
tan significativos como que el día de hoy un gramo de oro
vale 100 pesos mientras que el día de hoy un gramo de co-
caína vale 250 pesos. Por primera vez en la historia de la
humanidad los hombres pueden producir a voluntad, algo
que pueda valer hasta casi tres veces lo que el oro.

Es por eso que las respuestas de estado han requerido inci-
dir en algunos aspectos fundamentales de la columna ver-
tebral del crimen organizado y muy particularmente de su
capacidad de reciclamiento financiero. Por ello se ha teni-
do que actuar en contra de sus bienes, por eso se han ase-
gurado y posteriormente decomisado y por eso es necesa-
rio que estos bienes con instrumentos jurídicos modernos,
ágiles y eficientes puedan ser a su vez enajenados para con-
tribuir al ingreso del estado en la medida en la que el pro-
pio estado con dinero de los contribuyentes tiene que hacer
frente a la delincuencia organizada.

De ahí la necesidad de instrumentos como el que se pone a
consideración de esta honorable Asamblea y que deviene
—debo mencionarlo—, de un concienzudo esfuerzo de
análisis por parte de los diputados integrantes tanto de la

Comisión de Hacienda y Crédito Público, como de la Co-
misión de Justicia y Derechos Humanos.

En la lucha contra el crimen, señores diputados, no existe
ni el "vacío" ni la "tierra de nadie". La "tierra de nadie" es
una creación fantástica de los ingenuos.

El espacio que no lo ocupa la ley lo ocupa el crimen, pero
nunca queda vacío.

No debemos caer en la complacencia ni en la inconciencia
que nos haga ceder los espacios de la ley cuya recuperación
cuesta mucho tiempo, mucho esfuerzo y mucho sufrimien-
to.

Es cuanto, señor Presidente. Muchas gracias, honorable
Asamblea.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Muchas gracias, señor diputado Romero Apis.

Ruego a la Secretaría consultar a la Asamblea si el dicta-
men se encuentra suficientemente discutido en lo general.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si el dictamen se encuentra
suficientemente discutido en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Suficientemente discutido.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Muchas gracias.

En virtud de que han sido reservados la denominación del
ordenamiento en discusión los artículos: 13, 5o., 22, 24, y
80 de la, perdón, el 19 de la Ley Federal para la Adminis-
tración y Enajenación de Bienes del Sector Público, así co-
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mo el artículo 182-q del Código Federal de Procedimientos
Penales, se reservan para su discusión en lo particular.

Ruego a la Secretaría ordenar la apertura del sistema elec-
trónico para la votación en lo general hasta por 10 minutos,
de los artículos no reservados. Señores diputados, se vota-
rán en lo general y en lo particular los artículos no reserva-
dos.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos para proceder
a la votación en lo general y en lo particular de los artícu-
los no impugnados.

(Votación.)

Se emitieron 380 votos en pro, cero en contra.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos
no impugnados por 380 votos.

Esta Presidencia informa que se han reservado para la dis-
cusión en lo particular los siguientes artículos:

Por el grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, el artículo 13 de la ley.

Por el grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, la denominación de la ley y los artículos 5o.
penúltimo y último párrafos, 19 párrafo segundo última
parte, 22 tercer párrafo, 24 y 80 de la propia ley y el artículo
182-Q del Código Federal de Procedimientos Penales.

Por lo tanto, pasamos a la discusión en lo particular.

Para referirse a los artículos reservados del proyecto de ley
y del Código Federal de Procedimientos Penales, tiene el
uso de la palabra el diputado Tomás Torres Mercado, del
grupo parlamentario del PRD.

El diputado Tomás Torres Mercado:

Gracias, señora Presidenta.

Comprendo, comprendo que el dictamen a votación tiene
su origen en la colegisladora de esta Cámara de Diputados,
es decir, proviene ya votada de la Cámara de Senadores.
Justifico la bondad del contenido de este ordenamiento, en
el sentido de que tiene fundamentalmente no sólo adminis-
trar, sino obviar en la administración de bienes asegurados
por autoridades investigatorias, por autoridades aduaneras
o hacendarias del país. No tiene caso en nuestra realidad de
que el aseguramiento de bienes en lapsos prolongados y ca-
rentes de reglas proporcionen solamente incierto destino
para esos bienes y además de que se ejerza, si no mal lo re-
cuerdo, un presupuesto superior a los 200 millones de pe-
sos anual, sólo para este fin.

Reconocemos entonces la bondad del ordenamiento en su
conjunto y por eso lo hemos votado a favor en lo general.

He reservado, compañeras y compañeros diputados, la de-
nominación del ordenamiento. Si me permiten su atención,
es Ley Federal para la Administración y Enajenación de
Bienes del Sector Público. Administración y enajenación
de bienes del sector público me parece técnicamente ina-
decuado.

La Administración Pública de este país, por disposición de
su Ley Orgánica, se compone en entidades y dependencias
en fideicomisos, en organismos auxiliares de crédito, pero
en algunos casos por la naturaleza jurídica de esas partes de
la Administración Pública tienen su propio patrimonio y su
propia personalidad jurídica. Pero además los bienes de la
nación no son del sector público, concepto que puede ser
utilizado para efectos de sectorización o asignación de pre-
supuesto. Los bienes de la nación son: bienes del dominio
público de la Federación y bienes del dominio privado.

Por esa virtud y a reserva de consideraciones sobre el tema,
es que en todo caso esta Ley debe referirse, sería el texto
propuesto: "Ley Federal para la Administración y Enaje-
nación de Bienes a cargo del Sector Público"; si esto sal-
va —les decía—, la naturaleza de la Administración Públi-
ca Federal.

He reservado el artículo 5o. de este ordenamiento en el pe-
núltimo y el último párrafos.

Por lo que toca al penúltimo, se establece, porque es el ob-
jeto de la ley, que estos bienes asegurados y decomisados
en procedimientos penales, es decir, bienes asegurados por
el Ministerio Público de la Federación o decomisados por
la autoridad judicial, léase jueces de distrito o magistrados
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de los tribunales unitarios, en sentencia judicial, se señala
que se procederá a su asignación y en la parte final o bien
a determinar un fin específico que ofrezca la mayor utili-
dad para el Gobierno Federal.

El que habla y porque además esta norma emana de una
problemática real, considera que debe agregarse: "para los
gobiernos de los estados o municipios, anteponiendo prin-
cipios de equidad para la asignación". Es una forma de qui-
tarle incluso responsabilidad a este organismo que los ad-
ministrará y de darles mayor utilidad, sobre todo en las
localidades en donde los eventos delictivos acaecen. En-
tonces, ése sería el texto a adicionar del penúltimo párrafo.

Repito, señor Secretario: "es para el Gobierno Federal,
para los gobiernos de los estados o de los municipios, an-
teponiendo criterios de equidad para la asignación".

Compañeros diputados: el último párrafo del numeral 5
que estoy abordando y que me he reservado, establece lite-
ralmente: "los bienes muebles e inmuebles que se encuen-
tren al servicio de las entidades transferentes, es decir, los
que los aseguraron o decomisaron, no podrán ser transferi-
dos para su administración al SAE en los términos del pre-
sente título". Enfatizo: "los bienes muebles e inmuebles
que se encuentren al servicio de las entidades transferentes
no serán objeto de esta Ley". Entonces, para qué genera-
mos estas reglas de conducta, porque los vehículos auto-
motores que tenga la policía o el inmueble ocupado por la
policía o el Ministerio Público, en general cualquier bien
que se le pueda dar uso que ya esté a la disposición del Mi-
nisterio Público de la Federación o de alguna corporación
policiaca o de la autoridad judicial, ya no cabe regularla en
términos de esta Ley; es absurdo.

Ley sólo para lo que no, sólo para lo que no juzgue a su
servicio el Ministerio Público de la Federación, eventual-
mente el Poder Judicial de la Federación. Lo digo con res-
peto, me parece que el segundo no incurre en esas con-
ductas.

Entonces sería suprimir el último párrafo del texto del ar-
tículo 5o. en comento. 

He reservado el artículo 19, compañeras y compañeros
diputados y a la mejor cuesta trabajo algunos temas de es-
ta naturaleza por ser y no lo digo en modo alguno con des-
dén, por ser de técnica jurídica. El artículo 19, segundo pá-
rrafo, señala: "que el administrador de los bienes a que se
refiere el párrafo anterior, es decir, de las empresas, nego-

ciaciones o establecimientos objeto de la ley, tendrá las fa-
cultades necesarias en términos de las disposiciones apli-
cables para mantenerlos en operación y en buena marcha".

Y agrega: "pero no podrá enajenar ni gravar los bienes que
constituyan parte del activo fijo de la empresa". Por técni-
ca esta negativa a gravarlos cuando menos a gravarlos, es
contradictoria con lo que establece el artículo 13, fracción
IV puesto que este señala que “los administradores podrán
otorgar y suscribir títulos de crédito en los términos del ar-
tículo 9o. de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito".

Pero, además, el artículo 20 agrega: "que en tratándose de
empresas, negociaciones o establecimientos a los que nos
referimos, los administradores tendrán facultades necesa-
rias para la enajenación de activos, la que realizará de
acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 4o. de
esta Ley", es decir, que es de congruencia legislativa y por
ende propongo que el segundo párrafo, señor Secretario, en
su segunda parte debe ser suprimido a partir de donde reza
"... pero no podrá enajenar y gravar... " esa parte se supri-
me. Segundo párrafo 19, última parte.

El artículo 22 , tercer párrafo establece: "que el SAE podrá
otorgar, previa autorización de la Junta de Gobierno, los
bienes en depósito a las dependencias, entidades paraesta-
tales o a la Procuraduría cuando así o solicite por escrito el
titular de dichas instancias".

Propongo se adicione: "…dice entidades paraestatales o a
la Procuraduría, a los gobiernos de los estados o munici-
pios cuando así lo soliciten". 

Por la razón en la bondad decía del uso, sugiero con respe-
to la supresión del artículo 24 relativa al Título Tercero de
la devolución de bienes en administración. 

En el pacto político social que contempla el ordenamiento
máximo de este país, en la Constitución Federal y en las
constituciones de todos los países más o menos democráti-
cos, hay dos partes fundamentales; una que tiene que ver
con las facultades de la autoridad, con la estructura de có-
mo se componen los poderes del Estado, habrá de com-
prender la Asamblea que como la reserva la estoy abor-
dando en una sola participación, entonces habría que sumar
el tiempo que sea preciso para concluir.

Gracias compañero diputado...
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Digo que habrá que suprimir el 24 porque hay garantías
fundamentales que todo gobernado tiene frente a la autori-
dad y esas garantías son, de seguridad jurídica, de libertad,
de juicio previo, de modo que, el que el artículo 24 esta-
blezca formas y reglas distintas a las leyes en donde se ase-
guren los bienes, me refiero al Código Federal de Procedi-
mientos Penales o a las reglas del abandono que contempla
el Código Civil, no puede una disposición de carácter ad-
ministrativo como ésta que de modo imperativo…"que la
autoridad competente notificará su resolución al interesado
o al representante legal de conformidad con lo previsto por
las disposiciones aplicables para que en el plazo señalado
en las mismas a partir de la notificación se presente a reco-
gerlo".

Esto no está mal. Que diga que el procedimiento se siga
conforme a las reglas y formas de aquellas leyes, pero
"…la sanción en términos de esta Ley bajo el apercibi -
miento que de no hacerlo los bienes causarán abandono a
favor del Gobierno Federal".

Les dejo el tema no sólo de la reserva para su considera-
ción sino para la reflexión, sabedores de los procedimien-
tos de notificación pero una ley de esta naturaleza se so-
brepone a las garantías que les he mencionado.

Vamos a tenernos un poco de paciencia, a mí me gustaría… 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Tomás Torres, permítame un segundo.

Compañeros legisladores le hemos permitido al diputado
Tomás Torres utilizar más tiempo porque su reserva es por
varios artículos; si le diéramos el tiempo preciso para cada
uno de los artículos, él tendría un excedente de tiempo su-
perior, así es que yo les ruego tomar en consideración que
ésta ha sido la decisión de la Mesa.

Continúe diputado.

El diputado Tomás Torres Mercado: 

Gracias, señora Presidenta.

Y concluyo ya brevemente. Reservé el artículo 80, les co-
mento compañeras diputadas y diputados, que la adminis-
tración del SAE estará a cargo de la Junta de Gobierno y de
un director general. La Junta de Gobierno se integrará de la
siguiente manera: Secretario de Hacienda y Crédito Públi-

co, quien preside y dos secretarios de esta Secretaría; el te-
sorero de la Federación y el presidente de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, éste último pudiera estar de
sobra, yo no le encuentro ninguna justificación.

Pero quien no debe faltar, seguramente serán, cuando me-
nos en lo que toca a bienes asegurados y confiscados, no
puede estar fuera un representante de la Procuraduría Ge-
neral de la República y un representante del Consejo de la
Judicatura de la Federación. Son los proveedores naturales
en lo que hace al artículo 1o., fracción I de la ley para quien
haya tenido oportunidad de su lectura.

Sugiero entonces adicionar al artículo 80 una fracción V
que diga: "un representante de la Procuraduría General de
la República; adicionar la fracción VI un representante del
Consejo de la Judicatura Federal".

Por economía en el argumento y en el uso de la tribuna,
propongo la supresión del artículo 182-Q, pero como no
fue objeto de reserva el P, sería motivo sólo del comentario
y digo por obvio de tiempo porque fíjense ustedes qué pro-
puesta de la barbarie jurídica en una ley. 

Este es el Código Federal de Procedimientos Penales: "la
autoridad judicial mediante sentencia en el proceso penal
correspondiente podrá decretar el decomiso de bienes, con
excepción de los que haya causado abandono en los térmi-
nos de este código".

Hay que correlacionarlo necesariamente con el artículo
182: "quien tiene facultad constitucional y legal es la auto-
ridad judicial para el decreto del decomiso como una for-
ma de sanción o de punibilidad a las conductas delictivias".

Dejo ahí los comentarios. Le aprecio señora Presidenta su
diligencia en la conducción y mi gratitud al Secretario por
haber recogido los textos propuestos. 

Muchas gracias por su atención.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Muchas gracias diputado. 

Tiene la palabra el diputado Fernando Pérez Noriega, a
nombre de la comisión. 
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El diputado Fernando Pérez Noriega: 

Con el permiso de la Presidencia:

A nombre de las mesas directivas de las comisiones que
dictaminaron esta minuta que viene del Senado, en primer
término queremos felicitar al diputado Tomás Torres, del
Partido de la Revolución Democrática, el análisis tan deta-
llado de este dictamen que está a consideración de todos
ustedes.

Desde luego lamentamos que no haya estado con nosotros
en las reuniones en donde se debatió este tema y en donde
se aprobó el dictamen y por lo tanto no pudimos analizar
cada una de las propuestas que nos está presentando en es-
te momento en la tribuna.

Desde luego todos los partidos políticos representados en
esta Cámara de Diputados deben de reconocer la bondad
del fin que persigue esta Ley, en donde finalmente lo que
se busca es organizar en forma clara el manejo de los bien-
es asegurados, el manejo de los bienes que se abandonan y
pasan a ser propiedad del Gobierno mexicano. Se busca
darle transparencia a la administración, se busca darle
transparencia a su enajenación.

Suenan muy razonables la mayoría de los argumentos pre-
sentados por el diputado Tomás Torres, suenan lógicos y
parecería ser que muchos de ellos son atendibles, pero pa-
ra eso, tomando en consideración la importancia de esta
Ley hay que analizarlos con mucho detalle. 

A nombre de las mesas directivas de las comisiones que
dictaminaron, me gustaría proponer al diputado Tomás To-
rres que en forma conjunta preparáramos un análisis más
detallado de estas propuestas que ha presentado, el que se
presente a la brevedad posible por los partidos políticos
aquí representados, una iniciativa que reforme esta Ley, pe-
ro por la importancia de la misma desde el punto de vista
no solamente presupuestal, sino también por la importan-
cia de que ya se implemente la forma de operar de la mis-
ma, le demos en este momento, aprobemos en este mo-
mento los artículos reservados para efecto de que en forma
lo más expedita posible nos pongamos de acuerdo, presen-
temos esta modificación, la aprobemos en esta Cámara y la
mandemos al Senado.

Si él está de acuerdo a esta invitación, creo que podríamos
construir un instrumento fundamental que va a servir para
la administración y procuración de justicia, además para

evitar que el Estado mexicano siga erogando cantidades
millonarias de dinero por administración de bienes que tie-
ne asegurados y que no puede enajenar en forma expedita.

Con estos argumentos yo le pediría al proponente que reti-
rara sus objeciones, con este compromiso que tenemos de
hacer un análisis a detalle y adecuado de las propuestas
presentadas.

Por su atención, compañeras y compañeros diputados, mu-
chas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

Activen el sonido en la curul del diputado Tomás Torres.

El diputado Tomás Torres Mercado (desde su curul): 

Gracias, señora Presidenta.

En principio, tengo la costumbre de asistir y de cumplir
con mi responsabilidad a las convocatorias de este pleno y
de las comisiones de las que formo parte. No referiría mi
ausencia en la semana inmediata anterior.

Por otra parte, estaría en posición de declinar las reservas,
señora Presidenta, para proceder a la votación, asumiendo
que la posición de las comisiones unidas y un servidor co-
mo diputado en lo individual, hiciéramos la presentación
conjunta y consensada de una iniciativa para salvar estos
aspectos en mejor momento y no obstaculizar la entrada en
vigor de este ordenamiento por las bondades que hemos
acotado, registrando ese compromiso, que si no formal, sí
de diputados responsables de una función.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

Esta Presidencia reconoce la posición del diputado promo-
vente y registra como un compromiso de las comisiones, la
presentación de una iniciativa que recabe el consenso de
los integrantes de las comisiones y que tenga como ele-
mentos aquellos que presentó el diputado Tomás Torres en
sus reservas en lo particular una vez analizados por los in-
tegrantes de las comisiones.
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El diputado Amador Rodríguez Lozano (desde su curul):

Señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Activen el sonido en la curul del diputado Amador Rodrí-
guez.

El diputado Amador Rodríguez Lozano (desde su curul):

Gracias, señora Presidenta.

Solamente para acotar parte de su comentario anterior, que
no exclusivamente sea una iniciativa en la que se recabe los
comentarios de los miembros de las comisiones, sino de los
legisladores que tengan algo que aportar, porque esto no es
un problema exclusivamente de las comisiones, sino, si ya
se está aprobando aquí el acuerdo y se está recociendo que
esta Ley tiene grandes defectos, pero que es necesario de
que se apruebe por razones que no conozco, en todo caso
que ese compromiso conlleve que se haga una iniciativa
consensada por todos los diputados.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Muy bien, diputado Amador Rodríguez.

Yo le ruego a las comisiones y específicamente a la Comi-
sión de Justicia, que puedan informar a los legisladores de
este proceso de construcción de la iniciativa para quienes
así lo deseen, puedan participar.

Se ofrece el uso de la palabra la diputado Diego Cobo Te-
rrazas, que había reservado en lo particular el artículo 13
de la ley.

El diputado Diego Cobo Terrazas:

Muchas gracias, diputada Presidenta; compañeras y com-
pañeros diputados:

Los integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México votamos a favor de esta Ley en lo
general, convencidos de que este instrumento jurídico per-
mitirá dar certidumbre en la administración de los bienes
asegurados y decomisados y de aquellos que la propia ley
establece.

Sin embargo nos hemos querido reservar el artículo 13 pa-
ra proponer una adición que tiene que ver los animales. Co-
mo ustedes saben, los animales son considerados por las
leyes bienes y por lo tanto son sujetos de esta Ley.

Ya hemos tenido otras experiencias en las que la autoridad
en actuaciones judiciales o incluso administrativas, asegu-
ran o decomisan animales y que en el transcurso de estos
procedimientos administrativos o penales, estos organis-
mos, estos seres vivos son descuidados en su trato.

Es el caso, por ejemplo, de los decomisos que se realizan
en el aeropuerto internacional de la Ciudad de México
cuando se llegan a detectar animales protegidos, sujetos de
otras disposiciones legales o podemos pensar incluso en
animales domésticos como el ganado u otros animales con-
siderados bienes.

Y en ese sentido es la propuesta que hace el Partido Verde
Ecologista de México, de adicionar un tercer párrafo al ar-
tículo 13 y el tercero pasaría a ser el cuarto y así sucesiva-
mente, que dijera lo siguiente:

“Tratándose de animales la autoridad o depositarios de los
mismos deberán garantizar en todo momento su bienestar
otorgándoles un manejo y trato humanitarios.”

Esa sería la propuesta que el grupo parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México quisiera ver incluidos en
esta disposición; sin embargo con lo que aquí ya se ha di-
cho, es voluntad de los diputados integrantes, de mi grupo
parlamentario, declinar la propuesta y sumarnos a una po-
sible iniciativa que en conjunto pueda incluir nuestra pro-
puesta, en aras de que la propia ley pueda entrar en vigor y
no obstaculicemos así la correcta administración de los
bienes asegurados y decomisados.

Muchas gracias, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias.

Diputado Cobo, esta Presidencia consulta con usted si está
en disposición a que su reserva siga el mismo destino que
planteó a las comisiones, para las reservas presentadas por
el diputado Tomás Torres.
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El diputado Diego Cobo Terrazas:

Así es, Presidenta, se declina.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias.

En virtud de que se han retirado las reservas específicas, le
ruego a la Secretaría consulte a la Asamblea si hay algún
orador en pro o en contra.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si existe algún orador en pro o en contra del dictamen.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

De la discusión de los artículos reservados.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

De la discusión de los artículos reservados en este dicta-
men.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Consulte a la Asamblea si están suficientemente discuti-
dos.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se consulta a la Asamblea en votación económica, si se en-
cuentra suficientemente discutido.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, suficientemente dis-
cutidos.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

En consecuencia, se ponen a votación los artículos 13 de la
ley, la denominación de la ley y los artículos 5o., penúlti-
mo y último párrafos; 19, párrafo segundo, última parte; 22
tercer párrafo, 24, 80 de la propia ley, el artículo 182-Q del

Código Federal de Procedimientos Penales en los términos
que están presentados en el dictamen.

Proceda la Secretaría a hacer los avisos correspondientes y
abra el registro electrónico hasta por 10 minutos.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos, para proce-
der a la votación de los artículos reservados, tal y como es-
tán inicialmente en el dictamen.

(Votación.)

Se emitieron 370 votos en pro, cinco en contra y 13 abs-
tenciones.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Aprobados por 370 votos en pro, los artículos reserva-
dos y quedan tal como están en el texto del dictamen.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto por el que se expide la Ley Federal para la Ad-
ministración y Enajenación de Bienes del Sector Públi-
co y se adiciona el Código Federal de Procedimientos
Penales. Pasa al Ejecutivo para los efectos constitucio-
nales.

Para ilustrar a la Asamblea, les informamos que esta Mesa
Directiva levantará la sesión a las tres de la tarde y que
continúan dictámenes a votación en tablero electrónico.

PERMISO AL PRESIDENTE PARA AUSENTARSE
DEL TERRITORIO NACIONAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Los siguientes puntos del orden del día son relativos a dic-
támenes de segunda lectura, pero antes, dado que ha sido
distribuido el dictamen de la Comisión de Relaciones Ex-
teriores por el que se concede autorización al Presidente
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente
Fox Quesada, para ausentarse del territorio nacional del 10

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 31 de octubre de 2002169



al 16 de noviembre del 2002 con el fin de participar en el
V Aniversario de la Cumbre de Microcrédito, a realizarse
en New York, Estados Unidos de América el día 10 de no-
viembre; del 11 al 15 de noviembre de 2002, con objeto de
efectuar una gira de trabajo por Europa, que incluye visitas
oficiales y de trabajo al Reino Unido de la Gran Bretaña e
Irlanda del Norte, del 11 al 12 de noviembre.

A la República de Irlanda el 13 de noviembre de 2002, así
como a la República de Francia, del 14 al 15 del mismo
mes y el 16 de noviembre del 2002 a fin de participar en la
XII Conferencia Iberoamericana de Jefes de Estado y de
Gobierno, en Bávaro, República Dominicana.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Comisión de
Relaciones Exteriores.

Honorable Asamblea: a la Comisión de Relaciones Exte-
riores de la Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, le fue turnada para su
estudio y dictamen correspondiente, la iniciativa de decre-
to por la que se solicita autorización para que el Presiden-
te Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Vi-
cente Fox Quesada, pueda ausentarse del territorio
nacional del 10 al 16 de noviembre de 2002, con el fin de
participar en el V aniversario de la Cumbre de Microcrédi-
to, a realizarse en Nueva York, Estados Unidos de Améri-
ca el día 10 de noviembre; del 11 al 15 de noviembre de
2002, con objeto de efectuar una gira de trabajo por Euro-
pa, que incluye visitas oficiales y de trabajo al Reino Uni-
do de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte del 11 al 12 de
noviembre; a la República de Irlanda el 13 de noviembre,
así como a la República de Francia el 14 y 15 del mismo
mes y el 16 de noviembre de 2002, a fin de participar en la
XII Conferencia Iberoamericana de Jefes de Estado y de
Gobierno, en Bávaro, República Dominicana. 

Los diputados federales, miembros de la Comisión de Re-
laciones Exteriores de la Cámara de Diputados de la LVIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 88 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 39, 45 párrafo
sexto, incisos d, e y f; así como en el tercero transitorio,
fracción IV inciso a de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; y en los artículos
60, 87, 88, 93 y 94 del Reglamento Interior para el Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos, analizan
la iniciativa y presentan este dictamen con base en los si-
guientes

ANTECEDENTES

1. Con fecha 11 de abril de 2002, el Director General de
Gobierno de la Secretaría de Gobernación, envió a la Cá-
mara de Senadores la iniciativa de decreto para conceder
autorización al Presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos, Vicente Fox Quesada, para ausentarse en varias oca-
siones del territorio nacional, de conformidad con lo dis-
puesto por los artículos 71 fracción I, y 88 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

2. El día 16 de abril del año en curso, la Mesa Directiva de
la Cámara de Senadores, dispuso que tal iniciativa fuera
turnada a las comisiones unidas de Gobernación; de Rela-
ciones Exteriores Organismos Internacionales; de Relacio-
nes Exteriores Europa y Africa y de Relaciones Exteriores,
América Latina y el Caribe. Diversos permisos de los soli-
citados por el Ejecutivo Federal fueron dictaminados; sin
embargo, aún quedaban pendientes por estudiar y, en su ca-
so, autorizar, las iniciativas de decreto por la que se solici-
ta autorización para que el Presidente de los Estados Uni-
dos Mexicanos, Vicente Fox Quesada, pueda ausentarse
del territorio nacional del 10 al 16 de noviembre de 2002,
a fin de realizar una visita oficial al Reino Unido de Gran
Bretaña e Irlanda del Norte, una visita de Estado a la Re-
pública de Francia; así como participar en la XII Cumbre
Iberoamericana que se celebrará en Bávaro, República Do-
minicana. En consecuencia, con fecha 3 de septiembre del
año en curso, la Mesa Directiva de la Cámara de Senado-
res turnó dicha iniciativa a las comisiones unidas de Go-
bernación y de Relaciones Exteriores, Europa y Africa; y
de Relaciones Exteriores, América Latina y el Caribe.

3. Con fecha 10 de octubre de 2002, el subsecretario de En-
lace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, remitió a
la Cámara de Senadores un oficio complementario al refe-
rido en el inciso anterior, por medio del cual presenta una
nueva iniciativa de decreto por el que se solicita autoriza-
ción para que el Presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos, Vicente Fox Quesada, pueda ausentarse del territorio
nacional del 10 al 16 de noviembre de 2002, con el fin de
participar en el V aniversario de la Cumbre de Microcrédi-
to, a realizarse en Nueva York, Estados Unidos de Améri-
ca; del 11 al 15 de noviembre de 2002, con objeto de efec-
tuar una gira de trabajo por Europa, que incluye visitas
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oficiales y de trabajo al Reino Unido de la Gran Bretaña e
Irlanda del Norte del 11 al 12 de noviembre, a la Repúbli-
ca de Irlanda el 13 de noviembre, así como a la República
de Francia el 14 y 15 del mismo mes; y finalmente el 16 de
noviembre de 2002, a fin de participar en la XII Conferen-
cia Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, en
Bávaro, República Dominicana. 

4. En sesión ordinaria del 10 de octubre del 2002, la Mesa
Directiva de la Cámara de Senadores turnó dicha iniciativa
a las comisiones unidas de Gobernación, de Relaciones Ex-
teriores, América del Norte, de Relaciones Exteriores, Eu-
ropa y Africa y de Relaciones Exteriores, América Latina
y el Caribe de dicha Cámara.

5. En fecha 24 de octubre de 2002, el presente proyecto de
decreto, fue discutido y aprobado en la Cámara de Senado-
res y fue remitida a la Cámara de Diputados del honorable.
Congreso de la Unión.

6. El 29 de octubre de 2002, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados turnó a ésta comisión el
expediente con la minuta proyecto de decreto que concede
autorización al ciudadano Vicente Fox Quesada, Presiden-
te Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, para
ausentarse del territorio nacional del 10 al 16 de noviembre
de 2002, con el fin de participar en el V aniversario de la
Cumbre de Microcrédito, a realizarse en Nueva York, Es-
tados Unidos de América el día 10 de noviembre; del 11 al
15 de noviembre de 2002, con objeto de efectuar una gira
de trabajo por Europa, que incluye visitas oficiales y de tra-
bajo al Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Nor-
te del 11 al 12 de noviembre; a la República de Irlanda el
13 de noviembre, así como a la República de Francia el
14 y 15 del mismo mes; y el 16 de noviembre de 2002, a
fin de participar en la XII Conferencia Iberoamericana de
Jefes de Estado y de Gobierno en Bávaro, República Do-
minicana.

De acuerdo con las disposiciones vigentes tanto en la Ley
Orgánica del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en el Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso, esta comisión de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión es competente para estu-
diar, analizar y dictaminar la minuta con proyecto de de-
creto antes señalada.

Esta comisión emite su dictamen, haciendo un análisis de
la minuta con proyecto de decreto en estudio, tomando en
cuenta las siguientes

CONSIDERACIONES

Cumbre de Microcrédito, Nueva York. EUA

Es reconocido el papel que juegan las micro y pequeñas
empresas en el desarrollo global, ya sea en los países desa-
rrollados, como en las economías emergentes o en vías de
desarrollo, múltiples ejemplos de ello se encuentran en na-
ciones prósperas como Italia o Japón y casos específicos de
políticas públicas orientadas con éxito por sus gobiernos al
desenvolvimiento de estas empresas multiplicadoras del
empleo y del ingreso.

El objetivo principal de esta Cumbre de Microcrédito, que
surgió en 1997, es alcanzar en nueve años a 100 millones
de las familias más pobres, a quienes se les proporcione
crédito y otros servicios financieros y comerciales, para
que puedan trabajar por cuenta propia para antes del año
2005.

El 15 de diciembre de 1998, la Asamblea General de las
Naciones Unidas proclamó el año 2005, como el "Año In-
ternacional del Microcrédito" y pidió que se aprovechara la
ocasión que ofrecía la conmemoración del año para dar im-
pulso a los programas de microcrédito en todo el mundo.
Asimismo, pidió a quienes trabajan en programas de erra-
dicación de la pobreza que tomaran medidas adicionales
para proporcionar a un número cada vez mayor de perso-
nas que viven en la pobreza créditos y servicios conexos,
destinados a fomentar por cuenta propia el trabajo y las ac-
tividades de generación de ingresos. Se invitó a los gobier-
nos, a las organizaciones no gubernamentales, al sector pri-
vado y a los medios de difusión a que enfatizaran el papel
que desempeña el microcrédito en la erradicación de la po-
breza, su aportación al desarrollo social y el efecto positi-
vo que tienen en la vida de quienes están marginados del
desarrollo.

Esta Comisión de Relaciones Exteriores resalta la impor-
tancia que tiene el V aniversario de la Cumbre de Micro-
crédito, a celebrarse del 10 al 13 de noviembre de este año,
donde se espera la participación de más de 3 mil delegados
incluyendo a Jefes de Estado y de Gobierno y de otros dig-
natarios, en la cual se ofrecerá una oportunidad a micro-
empresarios, promotores, donantes, y otros sectores com-
prometidos con el objetivo de la cumbre, para evaluar el
progreso, identificar nuevos retos y reafirmar su compro-
miso en esta campaña de nueve años. Por ello, considera-
mos conveniente la presencia del titular del Poder Ejecuti-
vo en esta reunión que representa una oportunidad para
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intercambiar puntos de vista y experiencias en el campo de
los microcréditos, con objeto de enviar un mensaje a la co-
munidad internacional sobre la importancia que concede
México a este mecanismo de financiamiento.

Visita oficial al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda
del Norte

Las relaciones diplomáticas con el Reino Unido constitu-
yen una de las prioridades de la política exterior mexicana
de vinculación con Europa, por el papel diferenciado que
cumple esta nación insular con el resto del continente.

Las relaciones bilaterales caracterizadas por su estabilidad
y espíritu de franca cooperación, se han visto fortalecidas
en los últimos años gracias al diálogo político entre ambas
partes. México ha sabido desarrollar una presencia desta-
cada en los ámbitos político, comercial, cultural y finan-
ciero de la Gran Bretaña.

El Reino Unido fue uno de los más entusiastas promotores
de México en su ingreso al Acuerdo de Libre Comercio
con la Unión Europea y es el segundo inversionista más
fuerte en México, después de los Estados Unidos, con una
inversión acumulada de 8 mil millones de dólares. 

Respecto al mecanismo de libre comercio, actualmente se
comienzan a percibir los resultados de este acuerdo y de la
reducción de aranceles, cuya primera ronda los eliminó
hasta en un 30%, impactando de manera positiva a las em-
presas mexicanas y británicas que mantienen un intercam-
bio comercial. El año pasado el comercio de México hacia
el Reino Unido aumentó un 54%. Por el momento, se cuen-
ta con un intercambio comercial de 1 mil millones de dóla-
res en ambas direcciones, pero se espera se incremente es-
ta cifra en un 50% para el año 2004.

En el rubro de la inversión británica generadora de empleo
en México, al mes de diciembre de 2001 se contaba con el
registro de 703 empresas, es decir, el 3% del total de so-
ciedades con inversión extranjera directa (IED) estableci-
das en México (23,110). Los inversionistas británicos par-
ticipan mayoritariamente en el capital social de 577
empresas (82.1%) y minoritariamente en las restantes 126
(17.9%). De acuerdo a su localización geográfica, las em-
presas con inversión del Reino Unido se localizan princi-
palmente en el Distrito Federal, el Estado de México,
Quintana Roo, Jalisco y Nuevo León.

La visita oficial del Presidente Vicente Fox a ese país, se
realizará en reciprocidad a aquella que llevó a cabo el Pri-
mer Ministro Anthony Blair en agosto de 2001, y permiti-
rá mantener un intercambio de opiniones sobre diferentes
temas de la llamada Nueva Agenda Internacional, como
Derechos Humanos, terrorismo, medio ambiente, combate
al crimen organizado, así como sobre el fortalecimiento del
multilateralismo, entre otros.

Los que integramos la Comisión de Relaciones Exteriores
al analizar este programa coincidimos en que contempla
encuentros y entrevistas con los principales actores políti -
cos, económicos y sociales del Reino Unido. Que Incluyen
reuniones con el Primer Ministro y una visita de cortesía a
la Jefa de Estado, la Reina Isabel II, así como con altos fun-
cionarios y parlamentarios británicos. Asimismo, se ha es-
tablecido una intensa agenda de promoción económico-co-
mercial destinada a reforzar nuestros vínculos económicos
y promover la inversión extranjera directa a nuestro país;
las coinversiones; la transferencia de tecnología y el incre-
mento de oportunidades de negocios y colaboración con
los diversos agentes económicos de esa nación. De igual
forma, se tiene prevista una importante agenda cultural que
contempla la inauguración de una magna exposición de ar-
te precolombino en la Real Academia de Londres, así co-
mo diversas conferencias en foros económicos y políticos
de gran relevancia en la capital de ese país.

Visita a la República de Irlanda

El Presidente Fox llevará a cabo una gira de un día por la
República de Irlanda, en reciprocidad a la visita oficial que
realizó a México la Presidenta Mary McAleese, en abril de
1999.

En la década pasada las relaciones México-Irlanda alcan-
zaron una etapa de acercamiento y profundización. Con el
establecimiento de las representaciones diplomáticas de
ambos países, las relaciones bilaterales han reflejado un
cambio cualitativo que reconoce ventajas cooperativas a
todos niveles y en los ámbitos político, económico, educa-
tivo y cultural.

En el plano multilateral, ambos países han encontrado mar-
cadas coincidencias en temas como: el narcotráfico, dere-
chos humanos, desarme y liberalización comercial. De
igual forma, el importante papel que juega Irlanda en la
Unión Europea y el destacado papel económico-financiero
de la comunidad irlandesa en el exterior, son factores que
han fortalecido la proyección internacional de ese país,

Año III, Primer Periodo, 31 de octubre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados172



abriendo nuevas perspectivas para el desarrollo de la cola-
boración bilateral y multilateral. La participación de Méxi-
co en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte,
la entrada en vigor del Acuerdo Global México-EU y el pa-
pel destacado de nuestro país en América Latina, han for-
talecido la importancia que Irlanda le concede al mismo.

En el plano comercial, Irlanda se situó como el noveno so-
cio comercial de México. En 1999, el intercambio comer-
cial bilateral ascendió a 396.7 millones de dólares (mdd),
las importaciones alcanzaron 329.7 millones de dólares
(mdd) y las exportaciones se ubicaron en 67 millones de
dólares (mdd), con un déficit para nuestro país de 262.7
millones de dólares (mdd). En el año de 2001, México fue
el principal socio comercial de Irlanda en América Latina,
representando un tercio del comercio total irlandés con la
región.

El Gobierno de Irlanda ha manifestado su apoyo para pro-
gramas bilaterales orientados al desarrollo de la educación
superior y realiza tareas para incrementar la promoción y
difusión de la cultura, mantiene una activa participación en
la agenda internacional y coincide con México como
miembro no permanente del Consejo de Seguridad de la
Organización de las Naciones Unidas.

Por los razonamientos anteriores, consideramos de impor-
tancia esta visita, dado que pretende desarrollar una tarea
de promoción económica y estimular las relaciones cultu-
rales entre ambos países. Coincidimos en que los contactos
personales entre Jefes de Estado son instrumentos eficaces
en el fortalecimiento de las relaciones internacionales. El
Presidente Vicente Fox sostendrá encuentros con persona-
lidades políticas, económicas y culturales de ese país para
examinar temas de interés común, se reunirá con la Presi-
denta McAleese y con el Primer Ministro Bertie Ahern,
con quienes abordará la situación en Iraq y en Medio
Oriente, la lucha contra el terrorismo, los derechos huma-
nos y el medio ambiente, el combate al crimen organizado
y el fortalecimiento del multilateralismo. Sostendrá en-
cuentros con representantes del sector empresarial y finan-
ciero y tendrá la oportunidad de dirigirse a los ciudadanos
irlandeses a través de una entrevista que se transmitirá por
la televisión de ese país.

Visita de Estado a la República de Francia

México y Francia han mantenido una relación diplomática
que tiene casi dos siglos de existencia. Al inicio del Siglo
XIX, establecieron relaciones diplomáticas y comerciales y

años después pudieron superar sus diferencias a través de
acuerdos internacionales. La relación franco-mexicana, se
ha consolidado a través del tiempo por los lazos históricos
y culturales que unen a sus pueblos.

México asigna a Francia una gran importancia en su estra-
tegia de diversificación, tanto por su peso político y eco-
nómico, como por su posición de influencia en los foros
regionales y globales. Dado el papel que juega este país en
la Europa Comunitaria, fue la estrategia mexicana para re-
cibir el importante apoyo francés durante el proceso de ne-
gociación para el Acuerdo de Asociación Económica, Con-
certación Política y Cooperación entre México y la Unión
Europea, firmado en Bruselas en 1997.

En la actualidad, las relaciones entre México y Francia se
caracterizan por un clima de franqueza y cordialidad mu-
tuas, que se refleja en una creciente cooperación, debido en
parte a la nueva configuración económica y política del en-
torno internacional, donde el país galo mantiene una posi-
ción propia sobre temas políticos y de seguridad, sin me-
noscabo de su vinculación con "La Europa de los Quince".
Esto ha llevado a que ambas naciones mantengan coinci-
dencias importantes en materia de política exterior, espe-
cialmente en lo referente a la construcción de un régimen
mundial equilibrado basado en el derecho internacional y
en la preeminencia de las decisiones dentro de la Organi-
zación de las Naciones Unidas, donde los gobiernos de
México y Francia tienen un asiento en el Consejo de Segu-
ridad, el primero de ellos de carácter bianual y el segundo
de manera permanente.

En el campo de la economía internacional, Francia desem-
peña un papel central por la importancia de sus inversiones
y la consolidación de sus empresas multinacionales en to-
dos los mercados mundiales. Respecto a México, es el
quinto socio comercial y su cuarto socio inversionista en
los países de la Unión Europea con más de 600 empresas
francesas en nuestro país.

La visita en comento, reforzará el proceso de contactos al
más alto nivel con los miembros de los poderes ejecutivos,
de legisladores de ambos congresos, de gobernadores de
diferentes entidades federativas y alcaldes de provincias
francesas, así como de representativos de los sectores aca-
démico, cultural, empresarial y de organizaciones sociales
impulsadas por ambos gobiernos. De esta forma, la rela-
ción política de México con Francia ha estado basada en
una interlocución de muy alto nivel, realizada de manera
permanente.
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La iniciativa menciona que, durante esta gira internacional,
el Presidente Vicente Fox se reunirá con su homólogo Jac-
ques Chirac y con el Primer Ministro Jean-Pierre Raffarin,
quienes recientemente tomaron posesión de sus cargos, por
lo que será posible establecer un programa de acción de
largo plazo hasta el 2006. De igual forma, se reunirá con
los presidentes del Senado y de la Asamblea Nacional y
con otros actores políticos de enorme importancia para
consolidar la presencia económica y cultural de nuestro país
en la agenda francesa.

Se tiene prevista una importante agenda de promoción eco-
nómico-comercial, encaminada a fomentar a México como
destino de comercio e inversiones, y se desarrollará un
programa cultural que permita reforzar la estrategia de di-
fusión de la cultura mexicana, ampliamente estimada en
esta nación.

XII Cumbre Iberoamericana, Bávaro, República Domi-
nicana

La relación de México con Latinoamérica debe mantener-
se como una de las más altas prioridades de la política ex-
terior nacional, región con la que nos une, no sólo la pro-
ximidad geográfica, sino también una herencia histórica y
cultural, que vincula de manera singular nuestra identidad
y destinos comunes. Por otra parte, con España y Portugal
nos vincula, además de los principios y valores culturales,
intereses comunes que han sido favorables para México,
como se ha demostrado dentro de los foros comunitarios
europeos.

En este contexto, la presencia del Presidente de México en
la XII Cumbre Iberoamericana, que tendrá lugar en la Re-
pública Dominicana el 15 y 16 de noviembre de 2002, per-
mitirá dar continuidad a esta estrategia multilateral y re-
gional de México, enriqueciendo su presencia en una área
que no es ajena a las inestabilidades de la arquitectura fi-
nanciera internacional y a las disparidades del desarrollo.

La Cumbre Iberoamericana, después de más de una década
de experiencias y compromisos compartidos, se ha institu-
cionalizado como un espacio actual, de dimensiones inter-
continentales, para impulsar una agenda de interés político,
económico y social. 

Anualmente en dicha Cumbre se discute un tema central,
que en este caso versará sobre el turismo sustentable. De-
bido a los ingresos percibidos por este rubro y la cantidad
de personas dedicadas al mismo, esta actividad significa

para las regiones latinoamericana e ibérica, un porcentaje
considerable de su Producto Interno Bruto (PIB) y de su
población económicamente activa; además representa ven-
tajas comparativas a nivel mundial como oferentes de pro-
ductos sustentables, cuyo efecto repercute en otros sectores
de la economía como el artesanal, agropecuario, industrial
y de bienes y servicios en general.

Sin perjuicio de lo anterior, el encuentro abarca la discu-
sión de otros asuntos de gran trascendencia para Iberoamé-
rica, como el de la educación. Hacer efectivo el ejercicio
del derecho a una educación básica de calidad para todos,
es una condición para la gobernabilidad democrática. La
cumbre permitirá reafirmar que la cobertura y calidad de la
educación constituye la más alta prioridad, que las políticas
de educación compensatoria deben ser dirigidas a los gru-
pos más vulnerables de la sociedad, de tal manera que la
educación contribuya efectivamente a la superación de la
pobreza. Con este fin, en la declaración de la pasada Cum-
bre celebrada en la ciudad de Lima, Perú, e intitulada "Uni-
dos para Construir el Mañana", los Jefes de Estado y de
Gobierno reafirmaron el compromiso de realizar esfuerzos
para que, a más tardar en el año 2015, todos los niños de
Iberoamérica tengan acceso a una educación inicial tem-
prana y a la educación primaria gratuita y obligatoria, sus-
tentada, entre otros, en los valores de la paz, la libertad y la
democracia; y en los principios de la no discriminación,
equidad, pertenencia, calidad y eficacia.

Por lo tanto, la presencia del titular del Poder Ejecutivo en
esta cumbre es congruente con la posición de México de
reforzar la diplomacia multilateral; reafirmar el interés
prioritario por la región latinoamericana. Coincide con el
reconocimiento del papel que España y Portugal juegan en
la estrategia de inserción de México en Europa y el interés
político, económico y cultural de estas naciones por la re-
gión iberoamericana y, en general, reiterar los beneficios
que trae una política exterior más activa y diversificada.

Los diputados federales integrantes de la Comisión de Re-
laciones Exteriores acordamos recomendar al pleno de la
Cámara de Diputados que, conforme a la práctica ya esta-
blecida, solicite al Ejecutivo, una vez concluidos los viajes
autorizados por el Congreso de la Unión, informe a este ór-
gano Legislativo el resultado de los mismos.

Por lo antes expuesto y fundado, sometemos a la conside-
ración de esta honorable Asamblea la aprobación del si-
guiente
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PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede autorización al ciudadano Vi-
cente Fox Quesada, Presidente Constitucional de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para ausentarse del territorio na-
cional del 10 al 16 de noviembre de 2002, con el fin de
participar en el V Aniversario de la Cumbre de Microcré-
dito, a realizarse en Nueva York, Estados Unidos de Amé-
rica el día 10 de noviembre; del 11 al 15 de noviembre de
2002, con objeto de efectuar una gira de trabajo por Euro-
pa, que incluye visitas oficiales y de trabajo al Reino Uni-
do de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte del 11 al 12 de
noviembre; a la República de Irlanda el 13 de noviembre,
así como a la República Francesa del 14 al 15 del mismo
mes; y el 16 de noviembre de 2002, a fin de participar en
la XII Conferencia Iberoamericana de Jefes de Estado y de
Gobierno en Bávaro, República Dominicana.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación. 

México, DF, a 31 de octubre de 2002.— Diputados: Gus-
tavo Carvajal Moreno, presidente, PRI; Francisco Javier
Sánchez Campuzano, PRI (rúbrica); Tarcisio Navarrete
Montes de Oca, PAN (rúbrica); José Carlos Borunda Za-
ragoza, PAN (rúbrica); Erika Elizabeth Spezia Maldonado,
secretarios, PVEM (rúbrica); Sergio Acosta Salazar, PRD;
Samuel Aguilar Solís, PRI; Alberto Anaya Gutiérrez, PT;
Hilda Josefina Amalia Anderson Nevárez, PRI (rúbrica);
Eduardo Arnal Palomera, PAN (rúbrica); Edilberto J.
Buenfil Montalvo, PRI; María Elena Chávez Palacios,
PAN; Jorge Alejando Chávez Presa, PRI; Víctor Emanuel
Díaz Palacios, PRI (rúbrica); Lucio Fernández González,
PAN (rúbrica); Adrián Salvador Galarza González, PAN;
Raúl Covarrubias Zavala, PAN; Augusto Gómez Villanue-
va, PRI; Raúl Gracia Guzmán, PAN (rúbrica); Efrén Leyva
Acevedo, PRI; José Ramón Mantilla y González de la Lla-
ve, PAN (rúbrica); Miguel Angel Moreno Tello, PRI (rúbri-
ca); José Luis Novales Arellano, PAN (rúbrica); Bernardo
Pastrana Gómez, PAN; María de los Angeles Sánchez Li-
ra, PRD (rúbrica); Heidi Gertud Storsberg Montes, PAN
(rúbrica); Emilio Ulloa Pérez, PRD; Eddie Varón Levy, PRI
(rúbrica); José Socorro Velazquez Hernández, PRI (rúbri-
ca); Gustavo Riojas Santana, PRS.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Este dictamen queda de primera lectura.

REPUBLICA DE BULGARIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Los siguientes puntos del orden del día son la segunda lec-
tura de los dictámenes relativos a las solicitudes de permi-
so de los ciudadanos Adrián Franco Zavada, Verónica Eli-
zabeth Avilés Lobato, Alexander Alberto Michel Braun
Magallón, Jorge Hefferan Romero, Carlos Hernández Mu-
ñoz, Arturo Carreón Cura y Mario Alberto Martínez Rojas,
para prestar servicios a gobiernos extranjeros. 

Consulte la Secretaría a la Asamblea si se les dispensa la
lectura a los dictámenes. 

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se les dispensa la lectura a los dictámenes. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Se les dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea: en oficio fechado el 10 de octubre
del año en curso, el licenciado Adrián Franco Zevada soli-
cita el permiso constitucional necesario para que pueda
prestar servicios como asesor jurídico (abogado de con-
fianza) en la Embajada de Bulgaria en México. 

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión el día 17 de octubre se turnó a la sus-
crita comisión, para su estudio y dictamen, el expediente
relativo. 

CONSIDERANDO 

a) Que el peticionario acredita su nacionalidad mexicana
con la copia certificada de su acta de nacimiento; 

b) Que los servicios que el propio interesado prestará en la
Embajada de Bulgaria en México serán como asesor jurí-
dico (abogado de confianza); y 
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c) Que la solicitud se ajusta a lo establecido en la fracción
II del apartado C del artículo 37 constitucional.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la Asamblea el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO 

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano Adrián
Franco Zevada para prestar servicios como asesor jurídico
(abogado de confianza) en la Embajada de Bulgaria en
México. 

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión.— México, DF, a 18 de octubre
de 2002.— Diputados: Armando Salinas Torre, presidente;
José Antonio Hernández Fraguas, Víctor Manuel Gandarilla
Carrasco, Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta, secre-
tarios; Manuel Añorve Baños, José Francisco Blake Mora,
Tomás Coronado Olmos , Gina Andrea Cruz Blackledge,
Graciela Cuevas Barrón, Arturo Escobar y Vega, Omar
Fayad Meneses, María Teresa Gómez Mont y Urueta, Fe-
derico Granja Ricalde, Lorenso Rafael Hernández Estra-
da, Efrén Leyva Acevedo, Jaime Mantecón Rojo, Miguel
Angel Martínez Cruz, Rodrigo David Mireles Pérez, José
Narro Céspedes, Ricardo Augusto Ocampo Fernández,
Germán Arturo Pellegrini Pérez, José Jesús Reyna García,
Eduardo Rivera Pérez, Jorge Esteban Sandoval Ochoa,
César Augusto Santiago Ramírez, David Augusto Sotelo
Rosas, Ricardo Torres Origel, Néstor Villarreal Castro y
Roberto Zavala Echavarría.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

En consecuencia se pide a la Secretaría poner a discusión
los proyectos de decreto. 

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Está a discusión el proyecto de decreto que concede per-
miso al ciudadano licenciado Adrián Franco Zevada, para
prestar servicios como asesor jurídico en la Embajada de
Bulgaria, en México. 

Está a discusión el dictamen... No habiendo quien haga uso
de la palabra, se reserva para su votación nominal en con-
junto.

REINO DE LOS PAISES BAJOS

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea: en oficios de fechas 6 y 12 de sep-
tiembre del año en curso, los ciudadanos Verónica Eliza-
beth Avilés Lobato, Alexander Alberto Michael Braune
Magallón, Jorge Hefferan Romero, Carlos Hernández Mu-
ñoz, Arturo Carreón Cura y Mario Alberto Martínez Rojas
solicitan el permiso constitucional necesario para que pue-
dan prestar servicios de carácter administrativo en la Em-
bajada de los Países Bajos en México.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión el 22 de octubre del año en cur-
so se turnó a la suscrita comisión, para su estudio y dicta-
men, el expediente relativo. 

CONSIDERANDO 

a) Que los peticionarios acreditan su nacionalidad mexica-
na con la copia certificada del acta de nacimiento; 

b) Que los servicios que los propios interesados prestarán
en la Embajada de los Países Bajos en México serán de ca-
rácter administrativo; y 

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la frac-
ción II del apartado C de los artículos 37 constitucional y 60,
segundo párrafo, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta comisión se permite someter a la con-
sideración de la honorable Asamblea el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO 

Artículo primero. Se concede permiso a la licenciada Ve -
rónica Elizabeth Avilés Lobato para prestar servicios como
asesora del departamento económico en la Embajada de los
Países Bajos en México.

Artículo segundo. Se concede permiso al licenciado Ale-
xander Alberto Michael Braune Magallón para prestar ser-
vicios como asesor principal y jefe adjunto del departa-
mento económico en la Embajada de los Países Bajos en
México.
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Artículo tercero. Se concede permiso al licenciado Jorge
Hefferan Romero para prestar servicios como asesor del
departamento económico en la Embajada de los Países Ba-
jos en México. 

Artículo cuarto. Se concede permiso al ciudadano Carlos
Hernández Muñoz para prestar servicios como asesor del
departamento económico en la Embajada de los Países Ba-
jos en México. 

Artículo quinto. Se concede permiso al ciudadano Arturo
Carreón Cura para prestar servicios como chofer del emba-
jador en la Embajada de los Países Bajos en México.

Artículo sexto. Se concede permiso al ciudadano Mario
Alberto Martínez Rojas para prestar servicios como chofer
del departamento agrícola en la Embajada de los Países Ba-
jos en México. 

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión.— México, DF, a 23 de octu-
bre de 2002.— Diputados: Armando Salinas Torre, presi-
dente; José Antonio Hernández Fraguas, Víctor Manuel
Gandarilla Carrasco, Luis Miguel Gerónimo Barbosa
Huerta, secretarios; Manuel Añorve Baños, José Francisco
Blake Mora, Tomás Coronado Olmos, Gina Andrea Cruz
Blackledge, Graciela Cuevas Barrón, Arturo Escobar y
Vega, Omar Fayad Meneses, María Teresa Gómez Mont y
Urueta, Federico Granja Ricalde, Lorenso Rafael Hernán-
dez Estrada, Efrén Leyva Acevedo, Jaime Mantecón Rojo,
Miguel Angel Martínez Cruz, Rodrigo David Mireles Pé-
rez, José Narro Céspedes, Ricardo Augusto Ocampo Fer-
nández, Germán Arturo Pellegrini Pérez, José Jesús Reyna
García, Eduardo Rivera Pérez, Jorge Esteban Sandoval
Ochoa, César Augusto Santiago Ramírez, David Augusto
Sotelo Rosas, Ricardo Torres Origel, Néstor Villarreal
Castro y Roberto Zavala Echavarría.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Está a discusión el proyecto de decreto que concede per-
miso a los ciudadanos Verónica Elizabeth Avilés Lobato,
Alexander Alberto Michel Braun Magallón, Jorge Heffe-
ran Romero, Carlos Hernández Muñoz, Arturo Carreón
Cura y Mario Alberto Martínez Rojas, para prestar servi-
cios de carácter administrativo en la Embajada de los Paí-
ses Bajos en México. 

Está a discusión el dictamen en lo general... No habiendo
quien haga uso de la palabra, para los efectos del artículo

134 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, se pregunta
a la Asamblea si se va a reservar algún artículo para discu-
tirlo en lo particular.

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, se va a proceder a recoger la vo-
tación nominal de este proyecto de decreto y el anterior-
mente reservado, en un solo acto. 

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico por 10
minutos para proceder a la votación de los proyectos de de-
creto. 

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. 

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos, para tomar la
votación nominal de los proyectos de decreto. 

(Votación.)

Se emitieron 377 votos en pro, cero en contra y tres abs-
tenciones.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobados los proyectos de decreto por 377 votos.

Pasan al Senado para los efectos constitucionales.

Ruego a la Secretaría dar lectura a la comunicación de la
Mesa Directiva.

REGISTRO DE ASISTENCIA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Mesa Direc-
tiva.

Acuerdo de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
relativo al sistema electrónico de registro de asistencia.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 31 de octubre de 2002177



La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, al tenor de los siguientes

CONSIDERANDOS

I. Que en términos del artículo 20 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la
Mesa Directiva conduce las sesiones de la Cámara de Di-
putados y asegura su debido desarrollo.

II. Que según lo dispuesto por el artículo 25 de la Ley Or-
gánica, los secretarios de la Mesa Directiva tienen como
atribución asistir al Presidente de la Mesa Directiva y de
forma expresa tienen a su cargo la supervisión del sistema
electrónico de asistencia y votación.

III. Que en términos del artículo 23 numeral 1 inciso b el
Presidente tiene como atribución citar a las sesiones de la
Cámara de Diputados, en cuyo caso, se ha realizado dicho
citatorio de forma regular, salvo casos excepcionales, a las
10:00 horas para el inicio de las sesiones ordinarias.

IV. Que se considera conveniente para los trabajos legisla-
tivos que las sesiones ordinarias empiecen a la hora seña-
lada para su inicio, a fin de que se puedan desahogar los
asuntos registrados para el orden del día respectivo.

V. Que en reunión de la Conferencia para la Dirección y
Programación de los Trabajos Legislativos, celebrada el 24
de octubre del 2002, la Presidencia de la Cámara comentó
con los coordinadores de los grupos parlamentarios la per-
tinencia de iniciar con oportunidad las sesiones de pleno,
cuestión en la que los coordinadores de los grupos parla-
mentarios expresaron su total coincidencia.

Expuestos los considerandos anteriores, se adoptan los si-
guientes

ACUERDOS

Primero. Se instruye a los secretarios de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados para que el sistema electró-
nico de asistencia, sea abierto a las 8:30 horas y cerrado
con instrucción de la Presidencia, media hora después del
término del citatorio que a la sesión de que se trate, haya
hecho la Mesa Directiva o sea, cuando se cite a las 10:00
horas, el sistema electrónico de registro de asistencia se ce-
rrará a las 10:30 horas (previa instrucción de la Presiden-

cia) y así respectivamente según el horario del citatorio a la
sesión ordinaria.

Segundo. En sesiones no ordinarias o en otras que se cele-
bren en horarios diversos, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva dictará oportunamente el trámite de apertura y cierre
del registro electrónico de asistencia.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente acuerdo entrará en vigor el día martes 5
de noviembre del 2002.

Dado en el Palacio Legislativo, a 30 de octubre del 2002.—
Diputados: Beatriz Paredes Rangel, Presidenta; Eric Eber
Villanueva Mukul, María Elena Alvarez Bernal, Jaime
Vázquez Castillo, vicepresidentes de la Mesa Directiva;
Adela Cerezo Bautista, Rodolfo Dorador Pérez Gavilán y
Adrián Rivera Pérez, secretarios de la Mesa Directiva.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

De enterado y publíquese en la Gaceta Parlamentaria.

LEY FEDERAL DE JUEGOS CON APUESTA 
SORTEOS Y CASINOS

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Pasamos al capítulo de excitativas.

Tiene la palabra el diputado Salvador Cosío Gaona, del
grupo parlamentario del PRI, para presentar una excitativa
a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.

El diputado Salvador Cosío Gaona: 

Con la venia de la Presidencia; compañeras y compañeros
legisladores: 

El suscrito, diputado federal por el V distrito de Jalisco,
con cabecera en Puerto Vallarta, a nombre propio y de 182
legisladores que conmigo firman de diversos partidos polí-
ticos y que somos integrantes de la Comisión de Turismo o
representantes de entidades con vocación económica turís-
tica o simplemente legisladores que buscamos la ordena-
ción legislativa, presento esta excitativa a la Comisión de
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Gobernación y Seguridad Pública a efecto de emplazarla a
emitir el dictamen correspondiente para que sea presentado
ante el pleno el dictamen de iniciativa de la Ley de Juegos
y Sorteos.

La ley en comento, que data del año 1947, surge en un mar-
co de condiciones de prohibición que han cambiado. La in-
observancia y lagunas de dicha ley han propiciado corrup-
ción e impunidad, permitiendo la proliferación de prácticas
ilegales.

La ley actual carece del reglamento correspondiente y exis-
ten diversos ordenamientos aplicándose al respecto que re-
quieren su análisis, ya que son un marco muy endeble en
materia legal.

En el año 1999, febrero 26, el diputado Isaías González
Cuevas, del grupo parlamentario del PRI, a nombre de di-
versos diputados de distintos partidos políticos, presentó
ante el pleno de esta Cámara iniciativa de Ley Federal de
Juegos con Apuestas y Sorteos.

Se acordó que la Comisión de Turismo elaborara una opi-
nión fundada y motivada al respecto y se enviara de inme-
diato a la Comisión de Gobernación para su dictamen.

Después de varias consultas públicas, dicha opinión se
emitió y fue remitida a la comisión dictaminadora.

En esta legislatura la Comisión de Turismo retomó en su
agenda el asunto y a instancias de ella se motivó a la Co-
misión de Gobernación para continuar los trabajos de dic-
taminación y se formó un grupo plural de diputados de am-
bas comisiones que hicimos un trabajo de discusión, de
análisis, y se presentó ya a la Comisión de Gobernación un
documento para que lo discuta, lo debata y en su caso lo
presente a este pleno.

Actualmente las actividades en materia de juegos y sorteos
están, como ya dije en un principio, fuera de control y se
requiere sean reguladas, vigiladas, autorizadas y controla-
das para que se lleven a cabo con honestidad y con apego
al marco legal.

La discusión de este asunto se ha desviado en cuestiones de
moral pública, pero en cambio tenemos que la informali-
dad y el nulo control que existe sobre el juego lo convierte
en un elemento de riesgo, tal como está ahora desarrollán-
dose, y en México se cuentan por miles los establecimien-

tos clandestinos irregulares y a veces hasta insalubres y pe-
ligrosos donde se efectúan juegos de azar con apuesta, que
constituyen una total expresión de ilegalidad y lesionan el
interés público. No están regulados, no pagan impuesto, y
yo creo que es la ley la que debe propiciar que esto salga
de la clandestinidad y que esté bajo el control.

Lo que planteamos, compañeras y compañeros, es que la
Comisión de Gobernación, que tiene ya elementos, que tie-
ne ya un documento planteado, someta al pleno de su co-
misión y en su caso presente ya en los tiempos legales su
dictamen ante este pleno de la Cámara de Diputados.

La forma en que habrá de regularse será sin duda sujeta a
debate. ¿Cuál será la mejor situación para ello?

De lo que estamos ciertos es que en la manera en que está,
con una legislación endeble, estamos en la ilegalidad tole-
rada y queremos pasar a la legalidad controlada y regulada
por una ley adecuada a los tiempos modernos de México.

Por ello los firmantes de esta excitativa que somos, insisto,
182 diputados del PRI, del PAN, del PRD, del Partido Ver-
de, del Partido del Trabajo, de Convergencia e indepen-
dientes, planteamos:

Unico. Se tenga por presentada esta solicitud de excitativa
a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública para
que de inmediato presente su dictamen respecto de la ini-
ciativa de Ley Federal de Juegos con Apuesta y Sorteos. 

Muchas gracias. 

«Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Salvador Cosío Gaona, diputado federal por el V distrito de
Jalisco, con cabecera en Puerto Vallarta, a nombre propio y
de quienes conmigo firman, diputados federales de diver-
sos partidos políticos de está LVIII Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión que somos miembros de la Co-
misión de Turismo, y/o representantes de entidades con
vocación económica de fomento turístico, y legisladores
que buscamos la modernización legislativa para el progre-
so de la nación, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 39, 45, párrafo sexto, inciso e, de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
solicitamos respetuosamente a esta Presidencia, tenga a
bien formular una excitativa a la Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública, a efecto de emplazarla a emitir el dic-
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tamen correspondiente, a fin que de inmediato sea presen-
tada ante el pleno de este órgano legislativo la iniciativa de
Ley Federal de Juegos con Apuestas y Sorteos.

ANTECEDENTES

La Ley de Juegos y Sorteos vigente, que data de 1947, sur-
gió en un marco de condiciones de prohibición, que a lo
largo de más de 50 años han cambiado sustancialmente. La
inobservancia y lagunas de dicha ley, han propiciado co-
rrupción e impunidad permitiendo la proliferación de prác-
ticas ilegales.

La ley actual carece de reglamento correspondiente y, exis-
ten otros diversos ordenamientos aplicándose, al respecto
que requieren ser analizados ya que constituyen un endeble
marco legal para la autoridad que, se ve motivada por eso
a actuar con un amplio margen de discrecionalidad.

Por ello, el 26 de febrero de 1999 el diputado Isaías Gon-
zález Cuevas, del Partido Revolucionario Institucional y a
nombre de diversos diputados federales de distintos grupos
parlamentarios, presentó ante el pleno de esta Cámara, una
iniciativa de Ley Federal de Juegos con Apuesta, Sorteos y
Casinos.

Se acordó que la Comisión de Turismo elaborara una opi-
nión fundada y motivada al respecto, y que se enviara a la
Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para
el dictamen correspondiente. Después de varias consultas
públicas, dicha opinión se emitió positivamente y fue re-
mitida de inmediato a la comisión dictaminadora.

Al inicio de esta legislatura, la Comisión de Turismo reto-
mó en su agenda el asunto de la mencionada ley. Así, a ins-
tancias de ella se motivó a la Comisión de Gobernación a
continuar con los trabajos, y esta comisión, a quien le co-
rresponde dictaminar, conformó un grupo plural de trabajo
integrado por diputados de ambas comisiones legislativas,
los que realizaron su tarea y entregaron en forma conjunta
un proyecto de dictamen, que fue producto de un esfuerzo
coordinado de análisis y consulta responsable con la opi-
nión de legisladores de los diversos partidos así como con
representantes de los distintos sectores productivos y so-
ciales, así como el apoyo de expertos, por lo que conside-
ramos que se está en condiciones de poderse dictaminar
por la propia Comisión de Gobernación, a fin de que el ho-
norable pleno conozca, y debata esta iniciativa de ley tan
importante para México en el momento actual de su des-
arrollo económico.

CONSIDERACIONES

Las actividades en materia de juegos con apuesta y sorteos
deben ser reguladas, vigiladas, autorizadas y controladas
para que se realicen con honestidad y estricto apego al
principio de legalidad.

La regulación del juego siempre se ha desviado en discu-
siones de moral pública. Se ha considerado, erróneamente,
como un fin en sí misma y no un medio para promover me-
joras en la economía y en el ámbito social. Ante estos fal-
sos argumentos, es necesario reafirmar que la ley, y no su
ausencia, constituye el mejor instrumento para conducir las
relaciones entre los individuos, las instituciones y las na-
ciones.

En cambio, la informalidad y el nulo control sobre el jue-
go lo convierten en un elemento de riesgo para la sociedad,
además de la pérdida económica que ello representa, ya
que se renuncia a la perspectiva de integrar esta actividad
al desarrollo.

En México se cuentan por miles los establecimientos clan-
destinos, irregulares y a veces hasta insalubres y peligro-
sos, donde se efectúan juegos de azar con apuesta, que
constituyen una total expresión de ilegalidad y que lesio-
nan el interés público. Los efectos inmediatos, o duraderos
de toda prohibición acaban por revertirse en detrimento de
la ley y de la sociedad, por lo que es indispensable estable-
cer un marco normativo que, al reconocer la realidad, en-
cauce estas actividades dándoles su justa dimensión en el
entorno social y esclareciendo los tonos oscuros que la ile-
galidad, la corrupción y la discrecionalidad les dan.

La ley debe propiciar, ante todo, que al salir de la clandes-
tinidad y la simulación todas estas actividades produzcan
bienestar económico a la comunidad, paguen impuestos y
generen empleos permanentes y bien remunerados.

Consideraciones de derecho

Por todo lo anterior y con fundamento en el artículo 21,
fracción XVI y 87 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, los suscritos presentan esta solicitud para que esta Pre-
sidencia de la Cámara de Diputados formule excitativa a la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública a efecto de
que dictamine, a la brevedad posible, respecto a la iniciati-
va en mención.
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Por lo antes expuesto, a usted, señora Presidenta de la Cá-
mara de Diputados, atentamente solicitamos:

Unico. Tenga por presentada esta solicitud de excitativa a
la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública para que
de inmediato presente su dictamen respecto de la iniciativa
de Ley Federal de Juegos con Apuesta y Sorteos.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, a 29 de octubre de
2000.— Suscriben la presente excitativa a la Comisión de
Gobernación y Seguridad Pública para que presente su dic-
tamen respecto de la iniciativa de Ley Federal de Juegos
con Apuesta y Sorteos los diputados: Jaime Larrázabal
Bretón, Flor Añorve Ocampo, Salvador Cosío Gaona, Ma-
nuel Añorve Baños, Edilberto J. Buenfil Montalvo, Héctor
N. Esquiliano Solís, Ismael Estrada Colín, Federico Gran-
ja Ricalde, Jaime Hernández González, Jaime Mantecón
Rojo, Enrique Martínez Orta Flores, José Manuel Quinta-
nilla R., Miguel Vega Pérez, Agustín Trujillo Iñiguez, Jose-
fina Hinojosa Herrera, Luis Gerardo Rubio Valdez, Miguel
Angel Moreno Tello, Jorge Carlos Ramírez Marín, José Ig-
nacio Mendicuti Pavón, Feliciano Calzada Padrón, Raúl
González Villalva, Rosa Elena Baduy Isaac, Rafael Servín
Maldonado, Angel Meixueiro González, Juan Manuel Se-
púlveda Fayad, Fernando Díaz de la Vega, Gerardo Sosa
Castelán, Raúl Sicilia Salgado, Celia Martínez Bárcenas,
Luis Eduardo Jiménez Agraz, César Augusto Santiago Ra-
mírez, Oscar Levín Coppel, Salvador Rocha Díaz, Irma Pi-
ñeyro Arias, Jaime Alcántara Silva, Carlos Aceves del Ol-
mo, Roberto Zavala Echavarría, Lorena Martínez
Rodríguez, Timoteo Martínez Pérez, José A. Hernández
Fraguas, Marcos P. López Mora, José Antonio Magallanes
Rodríguez, Humberto Muñoz Vargas, José Ramírez Game-
ro, Enrique Ramos Robles, Eréndira Cova Brindis, Gui-
llermo Díaz Gea, Aarón Irizar López, Samuel Aguilar So-
lís, José Yunes Zorrilla, José Soto Martínez, José S.
Velázquez Hernández, José Feliciano Moo y Can, César
Duarte Jáquez, Roberto E. Bueno Campos, José Manuel
del Río Virgen, Tomás Ríos Bernal, Hilario Esquivel Mar-
tínez, Martha Silvia Sánchez González, Ranulfo Márquez
Hernández, Celestino Bailón Guerrero, Juan N. Callejas
Arrollo, Víctor E. Díaz Palacios, Cutberto Cantorán Espi-
nosa, Roque Gracia Sánchez, Simón Villar Martínez, Li-
brado Treviño Gutiérrez, Oscar A. del Real Muñoz, Lour-
des Gallardo Pérez, Silvia Romero Suárez, Alejandro Cruz
Gutiérrez, Alfredo Ochoa Toledo, Antonio Silva Beltrán
Reyes, Hermilo Monroy Pérez, Esperanza Santillán Casti-
llo, María Elena Chapa Hernández, Amador Rodríguez
Lozano, Enrique Priego Oropeza, Hilda Anderson Nevá-

rez, Enrique Aguilar Borrego, Juan M. Martínez Nava,
Manuel Galán Jiménez, Raúl H. González Villalva, Manuel
Garza González, María de las Nieves García, Jesús de la
Rosa Godoy, Víctor M. Gandarilla Carrasco, Jesús Burgos
Pinto, Efrén Leyva Acevedo, Jorge Schettino Pérez, Neme-
sio Domínguez Domínguez, Jaime Rodríguez López, Laura
Pavón Jaramillo, Víctor A. García Dávila, Elías Dip Ra-
me, Silverio López Magallanes, Víctor R. Infante Gonzá-
lez, Jorge Luis García Vera, Adela Cerezo Bautista, Fran-
cisco Cárdenas Elizondo, José Elías Romero Apis,
Benjamín Ayala Velázquez, José Armín Valdés Torres,
Raúl Cervantes Andrade, Salvador Castañeda Salcedo,
Beatriz Cevantes Mandujano, Maricruz Cruz Morales, Ar-
turo León Lerma, Juan Leyva Mendívil, J. Félix Salgado
Macedonio, José Delfino Garcés Martínez, Pedro Miguel
Rosaldo Salazar, Albino Mendieta Cuapio, José Manuel
Minjarez Jiménez, Rafael Ramírez Sánchez, María Teresa
Gómez Mont y Urueta, Pablo Jesús Arnaud Carreño, Gui-
llermo Hopkins Gámez, María del Rosario Oroz Ibarra,
Jaime Martínez Veloz, Elías Martínez Rufino, Alfonso O.
Elías Cardona, Rosario Tapia Medina, Bonifacio Castillo
Cruz, Manuel Duarte Ramírez, Arturo Escobar y Vega,
Diego Cobo Terrazas, Olga P. Chozas y Chozas, José R.
Escudero Barrera, Erika Spezia Maldonado, Concepción
Salazar González, José A. Arévalo González, María Tere-
sa Campoy Ruy Sánchez, Francisco Arano Montero y Jai-
me Aceves Pérez.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputado.

De conformidad con lo que establece el artículo 21 frac-
ción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
realiza una excitativa a la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública para que emita el dictamen corres-
pondiente.

ARTICULO 89 CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra la diputada María Elena Chávez Palacios,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar una excitativa a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales.
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La diputada María Elena Lourdes Chávez Palacios: 

Con su permiso, señor Presidenta:

Excitativa a la Comisión de Puntos Constitucionales para
que dictamine la iniciativa de reformas a la fracción X del
artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Ciudadana Presidenta de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión:

La suscrita, en mi calidad de diputada federal de la LVIII Le-
gislatura de este honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 87, 21 fracción
XVI y demás relativos del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, solicito respetuosamente de esta Presidencia, tenga a
bien formular la excitativa a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales a efecto de que se dictamine a la brevedad para su
presentación ante el pleno de este órgano legislativo el dic-
tamen de la iniciativa de reforma al artículo 89 fracción X de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de los antecedentes siguientes:

ANTECEDENTES

El 30 de abril del 2002 a nombre del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional, se presentó ante el pleno de
esta Cámara la iniciativa de reforma a la fracción X del ar-
tículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con el fin de establecer expresamente el respe-
to a los derechos humanos como límite y principio rector
de nuestra política exterior.

Asimismo el 10 de octubre del presente año el grupo par-
lamentario del Partido Acción Nacional presentó excitativa
para que se dictamine dicha iniciativa.

Por haber transcurrido el plazo que tienen las comisiones
para que dictaminen los asuntos que se les turnan, toda vez
que aún no se emite el dictamen correspondiente de la ini-
ciativa en comento, los diputados integrantes de la fracción
parlamentaria de Acción Nacional insistimos y hacemos
énfasis en la necesidad de impulsar y promover los princi-
pios humanistas en el ejercicio de la política exterior de
nuestro país, impulsando los valores democráticos como
forma de gobierno, incentivando la promoción y protec-
ción de los derechos humanos en las relaciones internacio-
nales del Estado mexicano, siendo precisamente objeto de
esta iniciativa que dentro de las facultades conferidas al
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en lo que se

refiere a la dirección de la política exterior se observe co-
mo un principio normativo más la promoción y protección
de los derechos humanos y valores democráticos.

CONSIDERACIONES

La creación y fortalecimiento de la normatividad básica ha
permitido la satisfacción en la aplicación de un sinnúmero
de acciones cimentadas en la necesidad de las personas por
conocer y disfrutar sus derechos elementales. Esta norma-
tividad ha sido básica para la instrumentación de diversos
documentos de carácter internacional y nacional que en
este momento son guía en las actividades de la defensa,
promoción, divulgación, enseñanza y aprendizaje de los
derechos humanos.

Estos derechos han avanzado en su cobertura, pasando por
la diversidad de los sectores sociales hasta ubicarlos en las
sociedades globalizadoras, motivo por el cual los derechos
económicos, sociales y culturales se reconocen y salva-
guardan por primera vez en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos de 1917, extendiéndose a otras
naciones del mundo en años subsecuentes.

En México a partir de la década de los años setenta se pro-
yectó una nueva generación de los derechos humanos, con-
cibiendo al ser humano, además de titular de los derechos,
como sujeto de obligaciones de cara al patrimonio común
como la paz, la libre determinación de los pueblos, el de-
sarrollo integral de las personas y la procuración de un am-
biente sano entre otros.

Es en virtud de lo anterior que se hace necesario incorpo-
rar estos derechos humanos como concepto constitucional
y doctrinario en el catálogo de principios de la política ex-
terior, exaltando el principio original que la soberanía resi-
de en el pueblo, por lo que los gobiernos deben velar por
respetar sus derechos.

A nadie escapa que los procesos de transformación de
nuestra democracia conlleven responsabilidades naciona-
les e internacionales, por lo que asumirlos supone la nece-
sidad de encarar nuestras obligaciones y adaptación al
mundo en que vivimos. En este sentido los derechos hu-
manos y la democracia son imprescindibles para el desa-
rrollo equilibrado y pacífico de cualquier sociedad, así co-
mo para la relación entre las naciones. De ahí la imperiosa
necesidad de establecer como principio normativo en la
conducción de la política exterior la promoción y protec-
ción de los derechos humanos y los valores democráticos.
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Debemos tomar en consideración que es un hecho irrever-
sible y cada vez más generalizado que las relaciones inter-
nacionales están y estarán condicionadas por el respeto y
protección de los estados y sus gobiernos a los derechos
humanos. En tal sentido, esta iniciativa propone el ejerci-
cio del poder soberano del Estado mexicano en plena vi-
gencia, respeto y protección de los derechos humanos, así
como la promoción de la democracia como principios rec-
tores de su política exterior, en consonancia y congruencia
de su vocación y determinación interna.

Consideraciones de Derecho

Que dadas las circunstancias que no se ha dictaminado la
iniciativa presentada ante el pleno en fecha 30 de abril del
2002 y que además fue motivo de excitativa el 10 de octu-
bre del año en curso para que la comisión competente dic-
tamine la misma, hoy concurrimos ante esta honorable
Asamblea invocando la fracción XVI del artículo 21 del
Reglamento del Gobierno Interior del Congreso General
para que sea la Presidencia de esta mesa directiva quien
emplace para el día determinado a la Comisión de Puntos
Constitucionales para que emita el dictamen correspon-
diente a la iniciativa de las reformas a la fracción X del ar-
tículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Por lo expuesto y fundado ante usted señora Presidenta de
la Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura del Con-
greso de la Unión, muy atentamente le pido: 

Unico. En los términos, antecedentes y consideraciones
expuestos, así como de la conformidad de los preceptos le-
gales invocados, se sirva excitar por segunda ocasión a la
Comisión de Puntos Constitucionales para que presenten el
dictamen correspondiente a la iniciativa de reformas a la
fracción X del artículo 89 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos en la fecha que le sea señalada.

Gracias. Es cuanto.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Gracias, diputada Chávez Palacios.

De conformidad con lo que establece el artículo 21 frac-
ción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
realiza una excitativa a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales para que emita el dictamen correspondiente.

En virtud de que es la segunda excitativa se fija, a más
tardar, el día 4 de diciembre para que lo presente a la
Asamblea.

PENSIONES ALIMENTICIAS

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Tiene la palabra la diputada Silvia América López Escof-
fie, en el capítulo de proposiciones, para presentar una pro-
posición a nombre de integrantes de la Comisión de Equi-
dad y Género, con punto de acuerdo para exhortar a las
legislaturas locales para que se implementen las medidas
necesarias de carácter legal que favorezcan un procedi-
miento expedito en materia de alimentos contra el deudor
alimentario.

La diputada Silvia América López Escoffie: 

Señora Presidenta; compañeros diputados, con su permiso:

Consideraciones

Acción Nacional se pronuncia a favor de la salvaguarda de
los derechos fundamentales, de los integrantes del núcleo
familiar, encontrandose entre ellos, el derecho a la aliman-
tación, habitación, educación y en general a una vida digna.

Por constitucional el estado tiene un compromiso ineludi-
ble para que los integrantes del núcleo familiar, mismo que
se traduce en la obligación de implementar las acciones ne-
cesarias tendientes a combatir, sancionar y prevenir a tra-
vés de medidas protectoras en los planos de lo jurídico,
económico, legislativo, político y social, toda práctica que
atente o menoscabe sus derechos fundamentales, tales co-
mo la inobservancia de la obligación del acreedor alimen-
tista, para suministrar los elementos necesarios para el ade-
cuado desarrollo y ascendiente que así lo requiera, cuando
éstos por alguna imposibilidad debidamente justificada no
pueden allegarse de los elementos necesarios para tal fin,
obligación consagrada en el derecho a los alimentos.

En efecto, alimento, abrigo, techo, asistencia en caso de en-
fermedad, formación intelectual y en general los elementos
necesarios para su subsistencia, constituyen elementos que
necesita todo acreedor alimentista para sobrevivir. Es por ello
que el derecho a los alimentos deriva del derecho a la vida
que posee toda persona y que gravita en el núcleo familiar.
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Ahora bien, existen los procedimientos para ocurrir ante un
juez de lo familiar y solicitar o demandar el pago de una
pensión alimenticia, por no tener bienes o ingresos y estar
imposibilitado para obtenerlos y asegurar la supervivencia.
No obstante, éstos en muchos de los casos presentan defi-
ciencias que impiden el ejercicio del derecho que se tiene a
los alimentos, quedando desprotegidos, exponiendo la vida,
la integridad, la salud y la seguridad. 

Al tenor de lo expuesto en los párrafos anteriores, es conve-
niente hacer la precisión de que lo que busca el acreedor ali-
mentista son recursos para susistir y si no tiene éstos, menos
los tendrá para contratar los servicios de una persona espe-
cializada que pueda representarlo de la mejor manera posible,
al igual que no puede cubrir el costo de las publicaciones ne-
cesarias en caso de que el deudor reemplazara su domicilio
para no cumplir con los requisitos y formalidades estableci-
das en la ley para acceder a la justicia local.

Es de mencionarse también que para resolver el problema
del acceso a los juzgados familiares, para ver satisfechas
las pretensiones, no basta con la supresión de formalidades
y se deben contemplar otros aspectos como el hecho de que
las instituciones que se dedican a la defensoría de oficio no
proporcionan un servicio competente, eficiente, profesio-
nal y gratuito, en la mayoría de las veces por la deficiente
actuación de estas instituciones.

Menores de edad, discapacitados y otros han quedado ex-
puestos a que sus derechos alimentarios se vean nulifica-
dos. No basta la norma sustantiva que reconoce un dere-
cho, se necesita de una defensoría adecuada que reclame su
cumplimiento.

Por otra parte, no es desconocido que no siempre el deudor
tiene ingresos fijos y periódicos por el desempeño de un em-
pleo y lo que ha limitado que la acción jurisdiccional no sea
lo suficientemente eficaz, ya que ante la omisión de un em-
pleador o patrón cierto y determinado, hace que muchas de
las veces no se pueda ordenar el descuento por parte de éste
de las cantidades relativas a las pensiones alimenticias, por lo
que es indispensable que se revise la conveniencia de esta-
blecer el aseguramiento del deudor alimentante, para garanti-
zar el cumplimiento de sus obligaciones y que se realice por
un periodo razonable para proteger a los grupos vulnerables.

Al dejar de cumplir con las obligaciones alimenticias no se
está sólo frente a un incumplimiento civil, pues las conse-
cuencias del mismo implican exponer a un peligro a las
personas más que bienes u otros derechos de los mismos,

por lo que en este sentido la respuesta que se le dé al pro-
blema que nos ocupa debe ser bien estudiada, para que así
se asegure la protección de los grupos vulnerables y se le
den mejores condiciones posibles para su subsistencia y
desarrollo. También que se inhiba el cumplimiento a las
obligaciones alimenticias.

Por lo anteriormente expuesto y por la importancia que re-
presenta la protección a los derechos familiares, se presen-
ta el siguiente 

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Que esta Cámara de Diputados exhorte a las legis-
laturas locales con respeto a su autonomía para que dentro
del ámbito de su competencia se implementen las medidas
necesarias de carácter legislativo que: 

a) Favorezcan un procedimiento ágil en materia de alimen-
tos suprimiendo en su caso las formalidades establecidas
en los mismos que obstruyen el cumplimiento del pago de
las pensiones alimenticias y provocan el incumplimiento
de esta obligación;

b) Que se constituya u organicen instituciones de defenso-
ría que proporcionen una adecuada y eficiente representa-
ción y asesoría a aquellas personas que la requieran para
ejercer sus derechos alimenticios;

c) Que se prevean en las legislaciones adjetivas correspon-
dientes las figuras de aseguramiento de bienes y en su caso
del remate de los mismos para efecto de garantizar el cum-
plimiento de las obligaciones alimenticias;

d) Que se tipifiquen dentro de las legislaciones penales co-
rrespondientes aquellas conductas en donde el deudor ali-
mentante busca hacer fraude a la ley para no cumplir con
la obligación impuesta por autoridad judicial consistente
en proporcionar alimentos a su hacedor y si ya estuviera ti-
pificado que se aumenten las sanciones correspondientes

e) A efecto de trabajar los mecanismos necesarios e idóne-
os para que se gestione la asignación del presupuesto sufi-
ciente a las instituciones que fortalecerán en sus rubros de
trabajo como el Poder Judicial Estatal específicamente en-
cargada de la gestión, trámites de pensión alimenticia y
otras que existen dedicadas a la atención de problemas ju-
rídicos en la materia que hoy planteamos ante el pleno.
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Dejo el punto de acuerdo a esta Secretaría, muchas gracias
por el tiempo recibido, señora Presidenta. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Gracias, señora diputada.

Publíquese íntegramente en la Gaceta Parlamentaria y
túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos.

FONDO DE APORTACIONES PARA LA 
INFRAESTRUCTURA SOCIAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado José Francisco Yunes Zorrilla,
del grupo parlamentario del PRI para presentar una propo-
sición con punto de acuerdo para revisar los cálculos para
la asignación del Fondo de Aportaciones para la Infraes-
tructura Social de los estados y municipios de la Ley de
Coordinación Fiscal.

El diputado José Francisco Yunes Zorrilla: 

Con su permiso, señora Presidenta; señoras y compañeros
diputados:

Consolidar un verdadero federalismo fiscal y fortalecer las
finanzas públicas de los municipios mexicanos de siempre
han sido banderas enarboladas por los militantes del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Con respecto a esta posición, el diputado Pedro Manterola
Sainz y su servidor atraemos como tema de trabajo de esta
soberanía, un tema vinculado y por eso realza su importan-
cia con el desempeño futuro de los municipios.

Está fuertemente relacionado con la variación en los recur-
sos provenientes del Fondo de Aportación para la Infraes-
tructura Social del ramo 033 del Presupuesto de Egresos de
la Federación.

Para ponerlo en tesitura, compañeros Diputados, el proble-
ma es que de un año a otro, de un ejercicio fiscal al subse-
cuente, un municipio puede ver fuertemente aumentado su
recurso disponible como los puede ver, lamentablemente
en detrimento de su población disminuido.

Estas variaciones que para este año afectaron en forma di-
recta a más de 51 municipios del Estado de Veracruz y con
quienes nos hemos solidarizado y considerando el proble-
mático escenario que como consecuencia de esta razón han
tenido que enfrentar, traemos a consideración de todos us-
tedes varias preocupaciones.

La disminución de los recursos provenientes de este Fondo
nos preocupan porque, de manera directa, impiden el des-
arrollo de la realización de obra pública.

De la misma manera, estas variaciones generan un am-
biente de gran incertidumbre lesionando la planeación ad-
ministrativa, los programas de obras y de manera más cla-
ra y más rotunda porque inhiben fuertemente, inevita-
blemente el desarrollo de las regiones.

Sabemos todos que la pobreza es una consecuencia de un
desarrollo insuficiente;

Sabemos todos que la única vía para poder achicar la dis-
tancia entre las regiones ricas de las regiones pobres será
atacando de manera directa el nivel de escolaridad recono-
ciendo la proporción que en la cadena productiva guarda la
actividad agrícola y específicamente invirtiendo en infraes-
tructura que permita superar las barreras comerciales y
acercar los productos de esas regiones a los mercados.

Por estas circunstancias creemos se debe resolver este pro-
blema de variación y de incertidumbre a través de, princi-
palmente, dos vertientes de análisis: una, vinculada con la
fórmula propuesta por el artículo 34 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, en donde existen elementos para presuponer
que si bien el mecanismo de asignación de esta fórmula en
un inicio ayuda a resolver aquellos municipios y aquellos
estados que enfrentan fuertes rezagos en infraestructura,
posteriormente, lamentablemente, castiga a aquellos muni-
cipios y aquellos estados que hubiesen avanzado en la lu-
cha contra estos desafíos sociales.

Esto sin lugar a dudas implicará la participación de nos-
otros en la corrección de esta fórmula en el artículo men-
cionado y tendrá que tomar forma en una futura iniciativa;
en la otra vertiente de análisis consiste en conocer los da-
tos mediante los cuales se lleva a cabo esta estimación con
respecto a la fórmula en mención y es por eso que a través
de este punto de acuerdo solicitamos conocer, por parte de
la Secretaría de Desarrollo Social, las variables que utilizan
para poder estimar los porcentajes de participación del fon-
do de infraestructura social. 
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Y en este sentido, por lo anteriormente expuesto y reite-
rando nuestra solidaridad con la institución municipal y
nuestro deseo por estar siempre al lado de los municipios
de México, presentamos el siguiente punto de acuerdo. Li-
teralmente dice como sigue:

Artículo único. Que la Secretaría de Desarrollo Social,
además de cumplir con lo dispuesto en el artículo 34 de la
Ley de Coordinación Fiscal relativo a publicar en el Diario
Oficial de la Federación la norma establecida para las ne-
cesidades básicas, presente a esta soberanía la información
usada para desarrollar el calculo del porcentaje del que par-
ticipan los estados y municipios del fondo de aportaciones
para la infraestructura social, así como también nos expli-
quen el procedimiento a través del cual se obtuvo la men-
cionada norma establecida para cada una de las necesida-
des básicas consideradas por la Ley de Coordinación Fiscal
en el proceso de definición de la masa carencial por hogar.

Muchas gracias por su atención y dejo esto a sus órdenes.

«Punto de acuerdo en relación con el cálculo del Fondo de
aportaciones para la Infraestructura social, a partir de las
definiciones de la "Norma Establecida para cada Necesi-
dad Básica"

La presente es una proposición que busca alcanzar un pun-
to de acuerdo entre los diputados miembros de la LVIII Le-
gislatura Federal, sobre un tema por demás oportuno: el co-
nocimiento de los datos que son necesarios para definir la
participación porcentual de estados y municipios en los re-
cursos que le serán distribuidos del Fondo de Aportaciones
para la Infraestructura Social, previstos en el ramo 33 del
Presupuesto de Egresos de la Federación.

De manera específica, nos interesa descubrir cuáles son las
causas por las cuales varían los criterios de asignación de
los recursos de ese fondo, de un ejercicio presupuestal a
otro, provocando con ello fuertes aumentos en las cantida-
des recibidas por unos estados y municipios, en detrimen-
to de drásticas disminuciones en las partidas disponibles de
algunos otros. Lo anterior sucede a pesar de la preocupa-
ción de los diputados federales por aumentar siempre, du-
rante la discusión del Presupuesto de Egresos, el monto a
distribuir de dicho fondo.

Creemos que estas variaciones podrían explorarse a partir
de dos hipótesis. La primera, estaría relacionada con pro-

blemas inherentes a la fórmula de asignación propuesta en
el artículo 34 de la Ley de Coordinación Fiscal. Existen ra-
zones para suponer que la lógica de esa fórmula, en princi-
pio beneficia a los estados y municipios con grandes reza-
gos en infraestructura básica, analfabetismo y bajos niveles
de ingreso, pero castiga con una menor dotación de recur-
sos públicos a aquellas administraciones que se hubieran
preocupado por superar dichos rezagos(1). Al respecto, esta
hipótesis está siendo atendida por un grupo de diputados
que nos hemos abocado al estudio de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, toda vez que es competencia de esta soberanía
y cuyas propuestas de modificaciones les serán presentadas
en breve.

Sin embargo, la segunda hipótesis recaería, no en los efec-
tos de la fórmula de asignación del artículo 34 de la Ley de
Coordinación Fiscal, sino en un probable mal cálculo de
las variables o de la información que ésta requiere para ob-
tener la participación porcentual que, del Fondo de Apor-
tación para la Infraestructura Social, le corresponde a cada
estado y cada municipio. En consecuencia, el uso de infor-
mación incorrecta al momento de aplicar ese algoritmo,
podría propiciar, en perjuicio de algún estado o municipio,
una ingente disminución en los montos susceptibles de ser
ejercidos por estas instancias.

En este sentido, no es posible calcular la participación por-
centual a través de la fórmula en mención, sin incorporar
una variable denominada: "norma establecida para la nece-
sidad básica (Zw)", la cual es definida por la Secretaría de
Desarrollo Social, para cada una de éstas. Por tanto, el pro-
pósito de solicitarle a los funcionarios de ésta Secretaría la
información relativa sobre la manera cómo se obtienen
esas variables, tiene por objeto, distinguir entre las dos hi-
pótesis antes expuestas, para saber cuál de ellas explica por
qué, a lo largo de este año, varios municipios recibieron
menos recursos provenientes del Fondo de Aportaciones
para la infraestructura social, que los recibidos durante el
ejercicio anterior y, así buscar su corrección.
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(1) Como ejemplo podríamos citar la decisión de un Gobierno municipal

para usar parte importante de su presupuesto con el propósito de ampliar

la cobertura de hogares conectados a la red de drenaje y alcantarillado. Si

esto sucediera, entonces al disminuir, como consecuencia de esa acción gu-

bernamental. el número de hogares sin drenaje dentro de la demarcación

municipal, la fórmula en comento, para el próximo ejercicio, asignará una

menor cantidad de recursos provenientes del Fondo de Infraestructura

Social municipal para ese municipio. Por tanto, podrían estarse propi-

ciando una perversión de incentivos a futuro.



ANTECEDENTES

Desde el inicio de la presente legislatura, entre quienes in-
tegramos la fracción parlamentaria del Partido Revolucio-
nario Institucional en la Cámara de Diputados, ha impera-
do un especial interés por fortalecer el federalismo fiscal y,
significativamente, por consolidar las finanzas públicas
municipales. La realización de obra pública en el orden lo-
cal, en un altísimo porcentaje de municipios, depende de
los recursos federales asignados en el ramo 33 del Presu-
puesto de Egresos, por medio del Fondo de Aportaciones
para la Infraestructura Social (FAIS) y del Fondo de Apor-
taciones para el Fortalecimiento de Municipios y Demar-
caciones Territoriales del Distrito Federal (Fortamudf.)

De esta forma, la mayoría de los municipios en el país es-
tarán en posición de satisfacer las demandas sociales de sus
habitantes, en la medida en la cual, oportunamente, conoz-
can sus techos financieros y éstos, además, no disminuyan
en el transcurso de un año para el otro. Esto tiene realce,
cuando se acepta que la convergencia económica de las re-
giones puede inducirse con la interacción de tres elemen-
tos: el incremento del nivel de escolaridad, la actividad
agrícola en la estructura productiva y la provisión de in-
fraestructura básica en aras de la superación de las barreras
comerciales (2). Elementos que, por cierto, se convierten en
el objetivo esencial de los fondos de aportaciones federa-
les.

Por tanto, a los diputados del Partido Revolucionario Insti-
tucional nos preocupa sobremanera, los decrementos sufri-
dos por algunos municipios, posiblemente atribuibles a la
información empleada por la Secretaría de Desarrollo So-
cial para realizar los cálculos del FAIS. Nos preocupa mu-
cho, porque la cantidad de recursos federales aprobados en
el ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación
2002, fue superior, en términos reales, a los aprobados pa-
ra el ejercicio fiscal inmediato anterior, con el simple obje-
tivo de evitar que ningún estado, ni municipio, padecieran
durante este año tan difícil situación. Sabemos que una dis-
minución de recursos para los ayuntamientos, significa in-
terrumpir obras en curso, incumplir compromisos sociales
y atentar contra el desarrollo de esas regiones, incubando
marginación e iniquidad.

Para entender mejor el ambiente de incertidumbre y los re-
sultados perniciosos de las variaciones en cuestión, recu-
rriremos a las cifras del FAIS en relación con los munici-
pios veracruzanos durante el año 2002. Mientras que en el
estado de Veracruz algunos municipios se vieron altamen-
te favorecidos por los criterios de asignación del FAIS en
este ejercicio, otros municipios de gran importancia sufrie-
ron una intensa disminución en sus recursos. El caso más
dramático lo experimentó el municipio de Banderilla, don-
de la caída de su presupuesto por concepto del FISM, fue
del orden del 35.6%, al recibir $2.386,449.00, cuando el
año inmediato anterior recibió $6.232,527.00.

En esta misma situación se involucran los municipios de
Otatitlán, El Higo, Espinal, Astacinga, Citlaltépetl, Tampi-
co el Alto, Minatitlán, Alpatlahuac, San Juan Evangelista,
Xoxocotla, Alvarado, Jesús Carranza, Tlacotalpan, Tres
Valles, Ixhuatlán del Sureste, Cuichapa, Ixhuacán de los
Reyes, Ayahualulco, Landero y Coss, Chiconamel, Sole-
dad de Doblado, José Azueta, Yanga, Soconusco, Tlalixco-
yan, Tuxpan, Amatitlán, Cotaxtla, Tantima, Playa Vicente,
Acayucan, Cosamaloapan, Puente Nacional, Ixmatlahua-
can, Platón Sánchez, Acatián, Coetzala, Tamalín, Acajete,
Ixcatepec, Naranjos-Amatlán, Tatahuicapan de Juárez, Za-
cualpan, Aquila, Acula, Miahutlán, Jilotepec, Adalberto
Tejeda, Tierra Blanca, Pánuco y algunos otros cuya varia-
ción es negativa, aunque de menor(3).

Atendiendo las consideraciones anteriores, los diputados
federales del PRI trabajamos ambos frentes en busca de co-
rregir estas variaciones, con objeto de brindarles mayor
certidumbre a los municipios afectados.

Artículo 34 de la Ley de Coordinación Fiscal

El presente artículo define el mecanismo de distribución
del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, a
través de una participación porcentual en los recursos que
conforman el fondo por parte de los estados. Esta partici-
pación porcentual se obtiene de dividir la masa carencial
por estado entre la masa carencial nacional y al resultado
se le multiplica por 100.

En este sentido, la masa carencial nacional es el resultado
de sumar la masa carencial de cada estado, mientras que la
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(2) Alberto Díaz Cayeros. Desarrollo Económico e Inequidad Regional: ha-

cia un nuevo Pacto Federal en México, p13. Convergencia Económica es

la tendencia de las regiones pobres a crecer más rápido que las ricas, con

la consiguiente reducción de la brecha que las separa.

(3) Información obtenida por la Coordinación de Programas de Desarro-

llo Social y Humano (Coprodesh), del Gobierno del estado de Veracruz-

Llave.



masa carencial de cada estado se obtiene de la suma de la
masa carencial de cada hogar en condiciones de pobreza
extrema, dentro del territorio estatal.

De igual forma, la masa carencial del hogar en pobreza ex-
trema en el estado es el resultado de elevar al cuadrado al
índice global de pobreza (IGP) y multiplicarlo por el nú-
mero de habitantes del hogar en condiciones de pobreza
extrema.

Por su parte, para obtener el índice global de pobreza, se
deben integrar en su cálculo varios componentes. En pri-
mer lugar, distinguir cinco necesidades básicas: ingreso per
capita por hogar (w1), nivel promedio de escolaridad por
hogar (w2), disponibilidad de espacio en el hogar (w3),
disponibilidad de drenaje (w4) y disponibilidad de energía
eléctrica y combustible para cocinar en el hogar (w5). Por
otra parte, a cada una de estas necesidades, la ley les asig-
nan una ponderación distinta, siendo .4616 para la prime-
ra, .1250 para la segunda, .2386 para la tercera, .0608 para
la cuarta y .1140 para la última.

En segundo lugar, se requiere para obtener el índice global
de pobreza, la medición de una brecha con respecto a la
norma establecida de pobreza extrema para cada una de las
necesidades básicas descritas. Esta brecha es el resultado
de restar la norma establecida de pobreza de la necesidad
básica, de la observación por hogar para cada una de las ne-
cesidades básicas y luego dividir el resultado entre la mis-
ma norma establecida de pobreza de la necesidad básica en
cuestión.

Pj= (Zw - Xjw) / Zw

En donde:

Pj; = Brecha respecto a la norma de pobreza extrema para
la necesidad básica w para hogar j.

ZW = Norma establecida para la necesidad básica w.

XjW = Valor observado en cada hogar j, para la necesidad
básica w.

Es precisamente la variable ZW, denominada norma esta-
blecida para la necesidad básica w, el dato por el cual soli-
citamos la explicación del procedimiento para su obten-
ción, porque sin este valor no puede concluirse el
desarrollo de la fórmula.

Finalmente, el IGP se calcula sumando la brecha de pobre-
za extrema para la primera necesidad básica, multiplicado
por el ponderador de esa necesidad básica, más la brecha
de pobreza extrema para la segunda necesidad básica, mul-
tiplicada por el ponderador de la segunda necesidad básica
y así prolongar la sumatoria hasta llegar a la quinta necesi-
dad básica.

CONSIDERACIONES

Primero. Consideramos oportuno solicitar, a los funciona-
rios de la Secretaría de Desarrollo, la información corres-
pondiente con el procedimiento por medio del cual se ob-
tiene la norma establecida para cada una de las necesidades
básicas descritas en la Ley de Coordinación Fiscal. El mo-
tivo de esta solicitud consiste en deslindar la naturaleza de
las variaciones en los porcentajes en los que participan los
estados y municipios del Fondo de Aportaciones para la In-
fraestructura Social, entre los datos que incorpora la fór-
mula de asignación o los resultados arrojados por la fór-
mula en sí misma.

Segundo. Consideramos que si las razones explicativas de
las variaciones anuales en los porcentajes que le corres-
ponde a cada estado y municipio, se hallaran en la fórmula
en mención, entonces en breve presentaremos las modifi-
caciones correspondientes a la Ley de Coordinación Fiscal.

Tercero. Consideramos que los municipios requieren de un
ambiente de certidumbre con respecto a los techos finan-
cieros que ejercerá periodo tras periodo. Sin esta mínima
certidumbre, poco avanzará en la planeación administrati-
va y en la elaboración de los programas de obra, proyec-
tando desconcierto frente a la población.

Finalmente, consideramos en categoría de inadmisible, que
un municipio observe fuertemente disminuida la cantidad
que le es asignada, de un ejercicio fiscal a otro, para cum-
plir los compromisos de obra pública dentro de la demar-
cación. Este escenario atenta, en forma directa, contra la
capacidad municipal de proveer obra pública, de responder
sin dilación a las demandas sociales y de fomentar el desa-
rrollo de esas regiones, tan necesario para corregir desi-
gualdades y promover integraciones.

Por lo anteriormente expuesto, presentamos, con funda-
mento en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno
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Interior del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, la
siguiente proposición de

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Que la Secretaría de Desarrollo Social, además de
cumplir con lo dispuesta en el artículo 34 de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, relativo a publicar en el Diario Oficial de
la Federación, la norma establecida para las necesidades
básicas, presente a esta soberanía, la información usada pa-
ra desarrollar el cálculo del porcentaje, del que participan
los estados y municipios del Fondo de Aportaciones para la
Infraestructura Social, así como también nos expliquen el
procedimiento a través del cual se obtuvo la mencionada
norma establecida para cada una de las necesidades bási-
cas, consideradas por la Ley de Coordinación Fiscal, en el
proceso de definición de la msa carencial por hogar.

Palacio Legislativo, a 31 de octubre de 2002.- Diputados:
Pedro Manterola Sáinz, José Franco Yunes Zorrillo y José
Manuel del Río Virgen.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Gracias diputado Yunes. 

Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

El diputado José Manuel del Río Virgen (desde su curul):

Señora Presidenta, le ruego considere mi solidaridad con la
propuesta del diputado, por favor.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Se solidariza el diputado Del Río Virgen con el punto de
acuerdo, para que se recabe su firma.

LEY ORGANICA DE LA FINANCIERA RURAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Esta Presidencia informa que atendiendo la solicitud y por
ser lógico, estamos modificando el turno dictado a la ini-
ciativa de Ley Orgánica de la Financiera Rural y el turno
definitivo queda como sigue: a las comisiones de Hacien-
da y Crédito Público, Agricultura y Ganadería y de
Desarrollo Rural. Ese es el turno para la iniciativa de la
Ley Orgánica de la Financiera Rural.

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA 
GENERAL DE LA REPUBLICA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se ha distribuido el dictamen con proyecto de Ley Orgáni-
ca de la Procuraduría General de la República preparado
por las comisiones unidas de Justicia y Derechos Humanos
y de Gobernación y Seguridad Pública.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.—
LVIII Legislatura.— Comisiones unidas de Justicia y De-
rechos Humanos de Gobernación y Seguridad Pública.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A las Comisiones Unidas de Justicia y Derechos Humanos,
y de Gobernación y Seguridad Pública, de la LVIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados, del H. Congreso de la
Unión fue turnada para su estudio y dictamen la iniciativa
de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, presentada por el Ejecutivo Federal. 

Estas Comisiones Unidas, de conformidad en lo estableci-
do en el artículo 39, numerales 1 y 2, fracciones XVI y
XVIII, 45, numerales 6, inciso f) y g) y demás relativos a
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 55, 56, 60, 87, 88 y 93 del Reglamento
para el Gobierno Interior del mismo Órgano Federal, se
somete a la consideración de los integrantes de esta Ho-
norable Asamblea el presente dictamen. 

METODOLOGÍA 

A) En un primer apartado denominado ANTECEDENTES,
se establece una breve referencia relacionada con el origen
de la propuesta del Ejecutivo Federal que se analiza; 

B) En un segundo apartado denominado DESCRIPCIÓN
DE LA INICIATIVA, se plantean de manera sucinta los ar-
gumentos del Ejecutivo Federal respecto de cada uno de las
Capítulos que abarca la Iniciativa de Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República; 

C) En el apartado de CONSIDERACIONES, las Comisio-
nes Dictaminadoras exponen los motivos que dieron lugar
al presente dictamen, y 
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D) En el apartado de MODIFICACIONES, se exponen los
argumentos por los cuales se realizan los cambios que se
consideraron pertinentes. 

ANTECEDENTES 

1.- Mediante oficio número DGG/211/1357/02 de fecha 18
de abril de 2002, suscrito por el Director General de Go-
bierno de la Secretaría de Gobernación, se presentó ante el
H. Congreso de la Unión, por conducto de la Cámara de
Diputados como cámara de origen, la iniciativa de Ley Or-
gánica de la Procuraduría General de la República. 

2.- En sesión celebrada el 23 de abril de 2002, la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, turnó a la Comisión de Justicia y Derechos Hu-
manos la iniciativa en cuestión para su estudio y dictamen. 

3.- Mediante oficio No. D.G.P.L. 58-11-1-866 de 7 de ju-
nio de 2002, la Mesa Directiva de esta H. Legislatura ins-
truyó la ampliación del turno a favor de la Comisión de
Gobernación y Seguridad Pública. 

4.- Con fecha 24 octubre de 2002, las Comisiones Unidas
de Justicia y Derechos Humanos y de Gobernación y Se-
guridad Pública sesionaron a efecto de analizar y discutir la
citada iniciativa y emitir el dictamen correspondiente, el
cual se somete a la consideración y, en su caso, aprobación
de esta Honorable Asamblea. 

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA 

Señala el Ejecutivo Federal en la exposición de motivos de
su iniciativa, que “La inseguridad y la violencia asociada a
los delitos es uno de los principales problemas que sin lu-
gar a dudas enfrenta actualmente el Gobierno de la Repú-
blica y la sociedad. Cada día se observa con mayor preo-
cupación un clima de incertidumbre y desconfianza de la
población hacia las instituciones de procuración de justicia
y de seguridad pública, así como una percepción generali-
zada de que los delitos no son castigados por las autorida-
des encargadas de la impartición de justicia; es decir, se
vive una verdadera sensación de impunidad.” 

De conformidad con el Plan Nacional de Desarrollo 2001-
2006, para el Ejecutivo Federal resulta imprescindible dise-
ñar un modelo de administración que permita orientar las ta-
reas asignadas a la Procuraduría General de la República “de
acuerdo con la demanda de los servicios de procuración de
justicia; establecer la cooperación interinstitucional e inter-

nacional como norma de trabajo; desarrollar con transparen-
cia los procesos de decisión y planeación; evaluar sistemáti-
camente la calidad y eficacia en las funciones encomendadas
por el orden jurídico, y generar los sistemas de control en el
cumplimiento de metas y objetivos institucionales. Estas ac-
ciones conllevarán a la intolerancia de la corrupción, la in-
eficacia, la incapacidad, la desorganización y, finalmente,
redundarán en la reversión de la impunidad.” 

Asimismo, considera que “es necesario rediseñar los pro-
cesos, procedimientos y operaciones de la Procuraduría
General de la República, mediante programas y herramien-
tas de planeación, control y evaluación con la finalidad de
elevar los índices de efectividad, así como asegurar el lo-
gro de los objetivos institucionales mediante el compromi-
so profesional del Ministerio Público de la Federación y
sus órganos auxiliares.” 

En este contexto, presenta una iniciativa de Ley que com-
prende diez capítulos, denominados de la siguiente mane-
ra: Disposiciones Generales; Bases de organización; De los
auxiliares del Ministerio Público de la Federación; De la
suplencia y representación del Procurador General de la
República; Del Servicio de Carrera de Procuración de Jus-
ticia Federal; De los procesos de evaluación de los servi-
dores públicos; De los derechos de los agentes del Minis-
terio Público de la Federación, de la policía federal
investigadora y peritos; De las causas de responsabilidad
de los agentes del Ministerio Público de la Federación,
agentes de la policía federal investigadora y peritos; De las
sanciones de los agentes del Ministerio Público de la Fede-
ración, agentes de la policía federal investigadora y peritos
y, Disposiciones Finales. 

En siete apartados, el iniciador explica el contenido de su
iniciativa, destacándose lo siguiente: 

“I. Reestructuración de las Facultades de la Procuradu-
ría General de la República, del Ministerio Público de la
Federación y del Titular de la Institución. 

La Ley vigente establece las facultades que corresponden
de manera personal al Procurador General de la República
y al Ministerio Público de la Federación, no así a la Insti-
tución en sí misma. Muchas de las facultades que corres-
ponden a la Institución se encuentran atribuidas errónea-
mente al Ministerio Público de la Federación, sin observar
que la Procuraduría General de la República está a cargo
del despacho de múltiples asuntos que estrictamente no
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corresponden a las funciones ministeriales, ni al Procurador
General de la República en forma personal e indelegable. 

Por lo anterior, se propone sistematizar las funciones que co-
rresponden al Ministerio Público de la Federación, a la Pro-
curaduría General de la República y al Procurador General
de la República en forma indelegable, en tres apartados. 

Por cuanto hace a las atribuciones del Ministerio Público
de la Federación, se estima que la ley vigente señala sus fa-
cultades de manera dispersa y poco sistemática. Por ello, se
sugiere agrupar las atribuciones del Ministerio Público de
la Federación en un solo artículo que, de forma coherente,
separe dichas atribuciones en diversos apartados. 

De esta manera, se establecen las atribuciones del Ministe-
rio Público de la Federación relativas a la investigación y
persecución de los delitos del orden federal, en tres aparta-
dos referentes a las funciones en materia de averiguación
previa, actuación ante los órganos jurisdiccionales y aten-
ción a víctimas u ofendidos. 

El último apartado señalado constituye un paso de la ma-
yor trascendencia, ya que por primera vez se sistematizan
las funciones ministeriales respecto a la atención de las víc-
timas y ofendidos, de conformidad con la reforma al artí-
culo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, por la cual se adicionó un apartado “B” rela-
cionado con las garantías individuales de quienes son agra-
viados por la comisión de delitos. 

También se señalan las funciones del Ministerio Público de
la Federación como vigilante de la observancia de la cons-
titucionalidad y legalidad; intervención en los juicios de
amparo; intervención ante la autoridad judicial como re-
presentante de la Federación en los negocios en que ésta
sea Parte o tenga interés jurídico, e intervención en las ex-
tradiciones de indiciados, procesados y sentenciados, así
como en el cumplimiento y aplicación de instrumentos in-
ternacionales en el ámbito de su competencia, entre otras. 

A la Procuraduría General de la República se le otorgan
atribuciones en materia de respeto a los derechos humanos,
incluyendo el fomento de una cultura de legalidad y la
atención a las visitas, quejas, propuestas de conciliación y
recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos y de organismos internacionales en la materia;
participación en el Sistema Nacional de Planeación Demo-
crática conforme a las disposiciones aplicables; participa-
ción en el Sistema Nacional de Seguridad Pública, en tér-

minos de la ley de la materia, y celebración de tratados,
acuerdos e instrumentos de alcance internacional en asun-
tos concernientes a las atribuciones de la Institución, con la
intervención que en su caso corresponda a las dependen-
cias de la Administración Pública Federal, entre otras. 

Por lo que hace a las facultades que de manera expresa otor-
gan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y demás ordenamientos aplicables al Procurador Gene-
ral de la República, se propone que la Ley Orgánica de la
Institución enumere las atribuciones personales de su Titu-
lar, entre las que destacan la intervención en las acciones de
inconstitucionalidad y controversias constitucionales; solici-
tar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que conozca
de amparos directos o en revisión que por su interés y tras-
cendencia así lo ameriten; denunciar ante la propia Corte la
sustentación de tesis que estime contradictorias, y proponer
al Ejecutivo proyectos de iniciativas de ley o de reformas le-
gislativas, así como la celebración de instrumentos interna-
cionales en las materias competencia de la Institución. 

Cabe destacar que la Iniciativa conserva la atribución per-
sonal del Procurador para la celebración de los convenios
a que se refiere el artículo 119 de la Constitución Federal,
relativo a la colaboración entre la Federación, el Distrito
Federal y los Estados de la República en materia de entre-
ga de indiciados, procesados o sentenciados, y práctica del
aseguramiento y entrega de objetos, instrumentos o pro-
ductos del delito, así como de otras diligencias. 

Fuera de los convenios anteriores, se otorga la facultad de
celebrar acuerdos, bases de colaboración y otros conve-
nios, tanto al Procurador como a otros servidores públicos
conforme a lo que determine el Reglamento de la Ley. Ello,
en virtud de que la ley vigente no es clara en cuanto a las
atribuciones de los delegados de la Procuraduría en las en-
tidades federativas y de otros servidores públicos, para ce-
lebrar esta clase de instrumentos. 

Cabe destacar que muchos instrumentos de coordinación y
colaboración deben ser celebrados por las autoridades ope-
rativas, sin que para ello sea necesaria la intervención di-
recta del Titular de la Institución, sino que basta con su
acuerdo o autorización para tal efecto. 

También debe destacarse la atribución expresa e indelega-
ble del Procurador General de la República para celebrar
acuerdos interinstitucionales con órganos gubernamentales
extranjeros u organismos internacionales, en términos de la
Ley sobre la Celebración de Tratados. 
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Lo anterior, en virtud de que la Ley sobre la Celebración de
Tratados otorga la atribución de celebrar acuerdos interins-
titucionales a las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal y, como se señaló con anterioridad,
la Procuraduría General de la República ya no es una de-
pendencia federal, por lo que la atribución antes mencio-
nada resultaba poco clara. 

Se señala de manera clara que el Procurador General de la
República deberá resolver en definitiva sobre el no ejerci-
cio de la acción penal; la cancelación o reclasificación de
órdenes de aprehensión; la formulación de conclusiones no
acusatorias, y las consultas que los Agentes del Ministerio
Público de la Federación formulen, o las prevenciones que
la autoridad judicial acuerde, respecto de la omisión de for-
mular conclusiones en el término legal, de conclusiones
presentadas en proceso o de actos cuya consecuencia sea el
sobreseimiento del proceso penal antes de que se pronun-
cie sentencia. 

El Procurador podrá delegar esta atribución en otros servi-
dores públicos de la Institución, sin perjuicio de que el Re-
glamento de la Ley faculte para ello a los titulares de otras
unidades administrativas. 

II. Bases de Organización de la Procuraduría General de
la República. 

La estructura vigente de la Procuraduría General de la Re-
pública se centra en un concepto de desconcentración terri-
torial de las funciones del Ministerio Público de la Federa-
ción, mediante el establecimiento de delegaciones de la
Institución en las entidades federativas, las cuales se agru-
pan en zonas. De conformidad con el Reglamento de la
Ley vigente, existen tres zonas cada una a cargo de un Sub-
procurador. 

Cabe destacar que las zonas respectivas comprenden áreas
geográficas discontinuas; es decir, una misma zona puede
agrupar a las delegaciones en Estados de la República ubi-
cados en el norte, centro y sur del país. Ahora bien, dado
que una de las características de la delincuencia organiza-
da se refiere a la constante modificación de sus métodos de
operación, como es el caso de las rutas utilizadas por los
traficantes de personas, drogas y armas, entre otros delitos,
resulta necesario modificar la estructura actual de la Insti-
tución, con objeto de lograr una mayor coordinación en el
combate a la delincuencia. 

(..........) 

Por lo anterior, la propuesta de nueva estructura de la Ins-
titución parte de un adecuado equilibrio entre dos criterios
básicos: la especialización y la desconcentración territorial
y funciona1. 

Conforme a los criterios mencionados, se propone que la
Nueva Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Re-
pública establezca las bases para el establecimiento de uni-
dades administrativas especializadas en la investigación y
persecución de géneros de delitos, atendiendo a las diver-
sas manifestaciones de la delincuencia organizada, así co-
mo a la naturaleza y complejidad de los diversos delitos fe-
derales. 

Las unidades administrativas especializadas responden a
una realidad práctica, dado que la amplitud y complejidad
de las diversas figuras delictivas, la sofisticación en la co-
misión de los delitos, las dificultades diversas de los me-
dios de comisión, obligan a una especialización temática.
En la actualidad, por ejemplo, es imposible que un mismo
agente del Ministerio Público de la Federación tenga am-
plios conocimientos, en forma simultánea, de los delitos fi -
nancieros y fiscales; delitos ambientales, delitos contra la
propiedad industrial y los derechos de autor, y otros. 

Asimismo, dadas las características particulares de la de-
lincuencia organizada, es indispensable contar con unida-
des administrativas especializadas en la persecución y des-
mantelamiento de las organizaciones delictivas. 

A este respecto, cabe destacar que en la presente Iniciativa
se propone una disposición transitoria con objeto de acla-
rar que la unidad especializada a que se refiere el artículo
8º de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, se
conformará en términos del Reglamento de la Ley Orgáni-
ca de la Procuraduría General de la República. 

Con relación a lo anterior, en la presente Iniciativa se esta-
blecen las bases legales para contar no sólo con una, sino
con varias unidades administrativas especializadas para la
atención de géneros de delitos de delincuencia organizada.
Dichas unidades abarcarán la investigación y persecución
de Delitos contra la Salud, de Terrorismo y de Acopio y
Tráfico de Armas, de Operaciones con Recursos de Proce-
dencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de Moneda,
de Secuestros, de Tráfico de Menores, Indocumentados y
órganos, de Asalto y Robo de Vehículos, sin perjuicio de
que el Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría
General de la República y el Titular de la Institución esta-
blezcan y modifiquen las estructuras respectivas, para dar
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una respuesta ágil y eficaz en el combate a la delincuencia
organizada de conformidad con las necesidades del servicio. 

Ahora bien, es necesario que estas unidades especializadas
cuenten con los mecanismos de colaboración y coordina-
ción entre sí y con las demás unidades administrativas de
la Procuraduría General de la República. Por ello, deberá
existir una unidad de coordinación superior que, junto con
las unidades de investigación y persecución de géneros de
delitos de delincuencia organizada, conformarán una gran
estructura sistematizada y especializada en la materia. 

En este orden de ideas, se propone que en la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada se conserven las fun-
ciones sustantivas del Ministerio Público de la Federación
para la investigación y persecución de este tipo de mani-
festaciones delictivas, y que sea la Ley Orgánica de la Pro-
curaduría General de la República la que determine las ba-
ses legales para la organización y funcionamiento de las
unidades administrativas a cargo del desempeño de tales
funciones. 

Por lo que se refiere al sistema de desconcentración terri-
torial y funcional, se propone el establecimiento de delega-
ciones de la Institución en las entidades federativas, las
cuales contarán con agencias del Ministerio Público de la
Federación que atenderán los asuntos que les corresponda
en las circunscripciones territoriales que determine el Pro-
curador, de conformidad con criterios de incidencia delic-
tiva, densidad de población, características geográficas y la
correcta distribución de las cargas de trabajo. 

Cabe destacar que se conserva la posibilidad de que las
delegaciones de la Procuraduría en las entidades federati-
vas sean adscritas a unidades administrativas a cargo de
su coordinación, supervisión y evaluación, cuando el Pro-
curador lo estime conducente para el mejor despacho de
los asuntos, atendiendo a las disponibilidades presupues-
tales. 

Las unidades desconcentradas tendrán atribuciones en ma-
teria de integración de averiguaciones previas, ejercicio o
no de la acción penal, reserva, incompetencia, acumula-
ción, control de procesos, intervención en juicios de ampa-
ro, prevención del delito, servicios a la comunidad y servi-
cios administrativos, además de las funciones que el
Procurador considere conveniente desconcentrar para acer-
car los servicios de procuración de justicia federal a la po-
blación. 

Cabe destacar que el Procurador General de la República,
como Titular de la Institución y del Ministerio Público de
la Federación, deberá dictar los ordenamientos administra-
tivos internos que garanticen la coordinación entre las uni-
dades administrativas especializadas y las desconcentra-
das, a fin de mantener los principios de dependencia
jerárquica y unidad de actuación. 

Como parte de la desconcentración territorial, se enco-
mienda a las delegaciones de la Institución la integración
de un sistema de información, que permita conocer con
oportunidad la legislación del Distrito Federal y de los Es-
tados integrantes de la Federación, a fin de que, en su ca-
so, el Procurador General de la República promueva la ac-
ción de inconstitucionalidad respectiva, de conformidad
con sus atribuciones como vigilante de la constitucionali-
dad y legalidad. 

Es necesario precisar que el ordenamiento legal en la ma-
teria establece un listado limitativo de delitos que pueden
ser cometidos por miembros de la delincuencia organizada,
en el cual se incluyen el terrorismo, delitos contra la salud,
falsificación o alteración de moneda, operaciones con re-
cursos de procedencia ilícita, acopio y tráfico de armas, trá-
fico de indocumentados, tráfico de órganos, asalto, secues-
tro, tráfico de menores y robo de vehículos. Además,
existen otras formas de manifestación delictiva que, si bien
no están incluidas en el listado de delitos antes referido, no
por ello dejan de ser ejecutados de manera organizada. 

Por lo anterior y en virtud de la constante sofisticación de
la delincuencia, particularmente la organizada, la Iniciativa
faculta al Procurador General de la República para crear
otras unidades especializadas cuando lo estime pertinente,
toda vez que la investigación y persecución de los delitos
requiere de la actualización y especialización permanente
de las estructuras de organización de la Procuraduría. 

Asimismo, se faculta también al Procurador para crear fis-
calías especiales, cuyo objeto será el conocimiento, aten-
ción y persecución de delitos específicos, que por su tras-
cendencia, interés y características así lo ameriten. Cabe
precisar que estas fiscalías, por su naturaleza propia, serán
de carácter temporal, ya que sus funciones terminarán una
vez concluidos los procedimientos penales relativos a los
delitos específicos para los cuales hubieren sido creadas. 

Por otra parte, cabe destacar que la Iniciativa vincula las es-
tructuras de las unidades administrativas especializadas y las
unidades desconcentradas, con las categorías de agentes
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del Ministerio Público de la Federación, de la policía fede-
ral investigadora y de los peritos, de conformidad con el
Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal. 

Esta disposición es de la mayor trascendencia, toda vez que
se garantiza la debida congruencia entre los ascensos del
Servicio de Carrera, con la ocupación de plazas de mayor
responsabilidad, así como entre las funciones encomenda-
das con el cargo desempeñado. Ello, sin lugar a dudas, re-
dundará tanto en un mayor interés de los servidores públi-
cos por desarrollarse profesionalmente dentro de la
Institución, como en el otorgamiento de cargos superiores
para quienes reúnan los conocimientos y experiencia nece-
sarios para su desempeño. 

En el Capítulo relativo a las Bases de Organización de la
Procuraduría, se señalan los servidores públicos que debe-
rán ser nombrados por el Titular del Ejecutivo Federal, así
como los demás servidores públicos que serán nombrados
y removidos libremente por el Procurador General de la
República. Estos últimos constituyen al personal de con-
fianza y, por lo tanto, en principio, no serán considerados
como miembros del Servicio de Carrera de Procuración de
Justicia Federal, sin perjuicio de que en términos de las
normas reglamentarias, se puedan otorgar licencias al per-
sonal de carrera para ocupar cargos superiores, al término
de los cuales podrán reincorporarse al Servicio de Carrera. 

Los Subprocuradores, Oficial Mayor y Visitador General
serán nombrados por el Ejecutivo Federal a propuesta del
Procurador General de la República. 

Respecto de los Subprocuradores que deban suplir al Pro -
curador General de la República en sus ausencias, excu-
sas o faltas temporales, se establece que deberán reunir
los requisitos que para éste establece el artículo 102,
Apartado A de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

III. Auxiliares del Ministerio Público de la Federación. 

De conformidad con el artículo 21 de la Constitución Polí -
tica de los Estados Unidos Mexicanos, el Ministerio Públi-
co se auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad
y mando inmediato. Tradicionalmente esta policía se cono-
cía como Policía Judicial en virtud de que en algún mo-
mento de la historia fue dependiente de las autoridades ju-
diciales. 

Mediante la presente Iniciativa se propone eliminar el con-
cepto de Policía Judicial Federal previsto en la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de la República vigente y,
en su lugar, establecer el concepto de policía federal inves-
tigadora. 

Lo anterior no es un mero cambio de nombre, sino que res-
ponde a una novedosa estructura tendiente a sustituir el
modelo reactivo de persecución de los delitos, por un ver-
dadero esquema de investigación científica con base en los
últimos avances tecnológicos. 

Asimismo, es preciso fortalecer a la Policía Investigadora
con objeto de lograr una mayor coordinación, dado que a
lo largo del tiempo y en virtud de las cargas de trabajo se
dio una dispersión en los esfuerzos policiales de la Institu-
ción. Primero, por la división territorial en zonas según la
estructura vigente de la Institución y, segundo, por la exis-
tencia de diversas unidades administrativas de carácter po-
licial, tales, como la policía antinarcóticos, policía antise-
cuestros, policía en materia de delincuencia organizada y
aquellas adscritas a las delegaciones en las entidades fede-
rativas. 

Es por ello que se requieren establecer las bases para una
nueva Policía, capaz de concentrar los esfuerzos sobre la
base de un modelo corporativo y coordinado, que inicie sus
actividades a partir de la planeación policial, análisis tácti-
co, despliegue regional y operaciones especiales. 

Cabe destacar que un primer paso se dio mediante la refor-
ma al Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría
General de la República por la cual se estableció la Agen-
cia Federal de Investigación, con objeto de satisfacer las
necesidades urgentes de reorganización del cuerpo policial
a cargo de auxiliar al Ministerio Público de la Federación. 

Por cuanto hace a los auxiliares suplementarios del Minis-
terio Público de la Federación, se propone establecer ex-
presamente a la Policía Federal Preventiva; al Ministerio
Público del Fuero Común, así como a los cuerpos policia-
les del Distrito Federal, de los Estados de la República y de
los Municipios; el personal del Servicio Exterior Mexica-
no acreditado en el extranjero; los capitanes, patrones o en-
cargados de naves o aeronaves nacionales, y los funciona-
rios de las entidades y dependencias de la Administración
Pública Federal. 
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IV. Suplencia y Representación del Procurador General
de la República. 

Las facultades encomendadas a la Procuraduría General de
la República por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica de la Institución y de-
más leyes adjetivas, propicia que su Titular tenga frecuen-
temente que viajar ya sea a diversas entidades federativas
o al extranjero, lo que ocasiona su falta o ausencia tempo-
ral en lugar en que se encuentra la sede la Institución, mo-
tivo por el cual no puede ejercer de manera rápida e inme-
diata las potestades personales encomendadas por la
Constitución o las leyes relativas. 

Derivado de lo anterior, es necesario establecer en la Ley
los supuestos en materia de suplencia del Procurador Ge-
neral de la República, a fin de dejar en claro que las fun-
ciones de la Institución y, particularmente, las delicadas ta-
reas de carácter personal del Procurador no pueden
suspenderse ni obstaculizarse por la ausencia temporal de
la persona, puesto que ello supondría que las atribuciones
están conferidas a la persona y no así al órgano que la mis-
ma encarna. 

Por ello, se establece que en las excusas, ausencias y faltas
temporales del Procurador General de la República, éste
será suplido por los Subprocuradores en los términos que
disponga el Reglamento de la Ley, y quienes ejercerán las
atribuciones que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y los ordenamientos legales otorgan de
manera indelegable al Procurador. 

Debe advertirse que la suplencia es una figura jurídica ne-
cesaria para la continuación del despacho de los asuntos
que competen a la Institución. Dicha figura es muy dife-
rente de la delegación de facultades y de la representación,
las cuales no pueden actualizarse tratándose de atribucio-
nes personales. 

En caso de sostener el criterio contrario, en el sentido de
considerar inaceptable la suplencia del Procurador, se cae-
ría en el absurdo de que las atribuciones que le correspon-
den de manera personal por disposición de la Constitución
y de la ley, no podrían ser ejercitadas, aún durante el tiem-
po que media entre su nombramiento por el Ejecutivo Fe-
deral y la ratificación del Senado de la República, dejando
pues acéfala la Institución del Ministerio Público de la Fe-
deración. 

En caso de mantenerse el criterio señalado, indudablemen-
te se afectaría y se pondría en riesgo el efectivo y continuo
ejercicio de la función pública otorgada por la Ley Supre-
ma de la Federación al Procurador General de la Repúbli-
ca, como garante de constitucionalidad y legalidad. 

La imposibilidad de planear y prever todos los casos en que
el Procurador General de la República debe ausentarse,
además del carácter improrrogable y fatal de los plazos y
términos judiciales, no debe traducirse en un factor insal-
vable para el orden jurídico que impida al Titular de la Ins-
titución ejercer las facultades personales que le confieren
las leyes relativas. 

De igual forma, se establece la figura jurídica de la repre-
sentación del Procurador General de la República por los
servidores públicos o agentes del Ministerio Público de la
Federación que para el efecto se designen ante las autori-
dades judiciales o administrativas. Por ejemplo, en asuntos
laborales y administrativos, entre otros supuestos. 

Esta representación obedece a la distribución de las cargas
de trabajo del Titular de la Procuraduría General de la Re-
pública, en función de la buena marcha de la Institución,
mediante la cual las funciones de la misma no se verán en-
torpecidas. 

V. Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal. 

La Procuraduría General de la República tradicionalmente
enfrentó diversas limitantes en materia de recursos huma-
nos para el debido ejercicio de sus funciones. Sin embargo,
en el presente ejercicio fiscal, la H. Cámara de Diputados
otorgó a la Procuraduría un incremento sustancial tanto en
el número de plazas de personal sustantivo, como en los sa-
larios y demás prestaciones que habrá de otorgársele. 

Por lo anterior, resulta de la mayor importancia establecer
de manera clara y puntual las normas que regulan el Servi-
cio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, los
miembros que integran el mencionado Servicio, los requi-
sitos para ingresar al mismo, así como las disposiciones re-
ferentes a la permanencia, formación y ascenso del Servi-
cio de referencia, a efecto de aprovechar al máximo los
recursos autorizados. 

En suma, se dota a los miembros del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal (agentes del Ministerio Pú-
blico de la Federación, de la policía federal investigadora y
peritos) los principios básicos para su mejor actuación, ta-
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les como la permanencia en el empleo y la capacitación y
profesionalización constantes, lo que permitirá la optimi-
zación de recursos con los que dispone la Institución. 

En la presente Iniciativa se establecen los presupuestos
esenciales del Servicio de Carrera que serán desarrolladas
por las normas reglamentarias correspondientes. En este
sentido, se propone que el Servicio de Carrera de Procura-
ción de Justicia Federal se integre por tres etapas básicas:
el ingreso, la cual abarcará los requisitos y procedimientos
de selección, formación, capacitación y adscripción inicial;
desarrollo, que abarcará los requisitos y procedimientos de
actualización, especialización, estímulos y reconocimien-
tos, cambios de adscripción, desarrollo humano, evaluacio-
nes de control de confianza y del desempeño, ascensos y
sanciones; y terminación del servicio, que comprenderá las
causas y procedimientos de separación del servicio. 

El Servicio de Carrera responde a una de las estrategias del
Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, en el Objetivo Rec-
tor número 8 “Garantizar una procuración de justicia pronta,
expedita, apegada a derecho y de respeto a los derechos hu-
manos”, relativa a la depuración, desarrollo y dignificación
de los responsables de la procuración de justicia. 

El Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal
se desarrollará desde la óptica del desarrollo humano del
personal de la Procuraduría General de la República. Este
Servicio no sólo contribuirá a la profesionalización del per-
sonal, sino que indudablemente permitirá reducir los índi-
ces de corrupción. 

La Iniciativa establece las bases generales sobre las cuales
habrá de reglamentarse el Servicio de Carrera. Al respecto,
se señala que se organizará tomando en consideración lo
dispuesto en la Ley General que Establece las Bases de Co-
ordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y
demás disposiciones aplicables, con el propósito de homo-
logar los estándares de capacitación y profesionalización
de los servidores públicos en materia de procuración de
justicia en los ámbitos federal y del fuero común. 

El Servicio de Carrera tendrá el carácter de obligatorio y
permanente y le regirá por los principios de legalidad, efi-
ciencia, profesionalismo, honradez, lealtad e imparcialidad
y de respeto a los derechos humanos. Estas disposiciones
pretenden garantizar la constante profesionalización en el
servicio de procuración de justicia, sobre la base de los
principios constitucionales de actuación de los servidores
públicos. 

Además, se prevé la existencia de un sistema de rotación
de agentes del Ministerio Público de la Federación, de la
policía federal investigadora y de los peritos, como medida
necesaria para evitar que los servidores públicos se vean
orillados a intervenir en prácticas corruptas. 

Las normas reglamentarias del Servicio de Carrera de Pro-
curación de Justicia Federal deberán determinar los perfi-
les, categorías y funciones de los agentes del Ministerio
Público de la Federación, de la policía federal investigado-
ra y de los peritos. En todo caso, se establece que el ingre-
so y los ascensos en el Servicio de Carrera deberán reali -
zarse mediante concursos de oposición, con objeto de
asegurar la selección de los servidores públicos más aptos. 

Por cuanto hace a la primera etapa del Servicio de Carrera,
se establecen claramente los requisitos de ingreso, entre los
cuales destaca la obligación de acreditar el proceso de eva-
luación inicial de control de confianza, el cual abarcará los
exámenes que se establezcan en el Reglamento. 

Es importante señalar que se conserva la facultad del Pro-
curador General de la República para designar, en casos
excepcionales, agentes del Ministerio Público de la Fede-
ración especiales o visitadores, así como agentes de la po-
licía federal investigadora y peritos especiales, dispensan-
do la presentación de los cursos de ingreso, siempre que se
trate de personas con amplia experiencia profesional. 

En todo caso, los servidores públicos a que se refiere el pá-
rrafo anterior deberán acreditar el proceso de evaluación
inicial de control de confianza. Además, estos servidores
públicos no serán miembros del Servicio de Carrera, pero
les serán aplicables las obligaciones previstas en la Ley pa-
ra los miembros de Carrera, y estarán obligados a partici-
par en los cursos de actualización y especialización que se
llevan a cabo con miras a su mejoramiento profesional, así
como a sujetarse a los procesos de evaluación periódicos
de control de confianza y del desempeño. 

Se propone la modificación de la organización del Conse-
jo de Profesionalización del Servicio de Carrera de Procu-
ración de Justicia Federal, con objeto de simplificarlo, to-
da vez que la actual integración por veintitrés miembros
provoca que dicho órgano colegiado sea poco práctico y
lento en sus decisiones; por ello, son necesarias reglas de
operación y funcionamiento del citado órgano colegiado
más ágiles, que permitan la consolidación del Servicio de
Carrera. 
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Asimismo, los Comités de Zona del actual Consejo de Pro-
fesionalización del Ministerio Público de la Federación, en
la práctica se han limitado a constituir la primera instancia
del procedimiento de remoción de servidores públicos, de-
jando de lado las verdaderas funciones de auxiliares del ci-
tado Consejo para las cuales fueron creados. 

Cabe destacar que el citado Consejo de Profesionalización
del Ministerio Público de la Federación se sustituye por el
Consejo de Profesionalización del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal, con lo cual se pretende
abarcar de manera integral el Servicio de Carrera, inclu-
yendo las ramas policial y pericial. Este nuevo órgano co-
legiado será la instancia normativa, así como de desarrollo
y evaluación de dicho Servicio de Carrera. 

Entre las atribuciones que la Iniciativa otorga al Consejo
antes citado, se encuentran las de normar, desarrollar y eva-
luar el Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Fe-
deral y establecer políticas y criterios generales; aprobar
las convocatorias para el ingreso y ascenso del personal de
Carrera, así como los resultados de los concursos respecti-
vos; recomendar al Procurador General de la República la
adscripción inicial y los cambios de adscripción del perso-
nal de Carrera; resolver en única instancia los procedi-
mientos de separación del Servicio de Carrera y de remo-
ción; establecer criterios y políticas generales de
capacitación, formación, actualización y especialización
del personal de Carrera; dictar las normas necesarias para
la regulación de su organización y funcionamiento; esta-
blecer los órganos y comisiones que deban auxiliarlo en el
desempeño de sus funciones y las demás que le otorguen
las normas reglamentarias del Servicio de Carrera. 

Uno de los aspectos novedosos y de la mayor importancia
de la nueva Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República que se somete a consideración de esa H. Sobe-
ranía, consiste en establecer las causas de terminación del
Servicio de Carrera. En este sentido, se propone que las
causas generales de terminación del servicio se dividan en
ordinarias, que comprenderán la renuncia, la incapacidad
permanente, la jubilación y la muerte del miembro del Ser-
vicio de Carrera, y las extraordinarias, que abarcarán la se-
paración del Servicio por incumplimiento de los requisitos
de ingreso y permanencia en la Institución y la remoción. 

Por cuanto hace a las causas ordinarias de separación del
Servicio cabe destacar la de incapacidad permanente, la
cual responde a una realidad práctica, dado que en diversos

supuestos se actualizan causas de imposibilidad física o
material para continuar en la prestación del servicio. 

Respecto de las causas extraordinarias de terminación del
Servicio de Carrera, cabe destacar la separación por el in-
cumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia.
Al respecto, es preciso advertir que conforme a la Ley Or -
gánica de la Procuraduría General de la República vigen-
te, así como su Reglamento, dichas causales de separa-
ción del servicio dan lugar a la sanción de remoción como
consecuencia del procedimiento de responsabilidad admi-
nistrativa. 

El proyecto de nueva Ley Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral de la República parte de una base distinta que se es-
tima más acorde con la realidad. En este sentido, propone
que el incumplimiento de los requisitos de ingreso y per-
manencia por parte de los miembros de Carrera no sea con-
siderado como causa de responsabilidad que amerite la im-
posición de una sanción administrativa, como puede ser la
de remoción. 

Por el contrario, el incumplimiento de requisitos de perma-
nencia conlleva precisamente la separación del Servicio
por imposibilidad para continuar en él, dado que la perso-
na respectiva no cumple con los presupuestos legales que
garanticen a la sociedad el cumplimiento eficaz de las fun-
ciones de procuración de justicia. Ello es muy distinto a la
imposición de una sanción administrativa. Por ejemplo, la
falta de aprobación del proceso de evaluación de control de
confianza, lo que da lugar a la ausencia del perfil físico,
médico y ético del servidor público, mas no así al incum-
plimiento de una obligación que dé lugar a causa de res-
ponsabilidad. 

Por lo anterior, se propone separar con claridad los proce-
dimientos de separación del servicio por incumplimiento
de los requisitos de ingreso y permanencia y el procedi-
miento de remoción como sanción administrativa. 

Respecto del primero, se establecen una serie de etapas que
permitirán al Consejo de Profesionalización verificar que
el servidor público ha dejado de cumplir los requisitos de
ingreso y permanencia, cuya resolución deberá ser emitida
previa audiencia del interesado y en forma fundada y mo-
tivada. 

Respecto de la de remoción, se prevé un procedimiento si-
milar a los establecidos en las normas de responsabilidades
de los servidores públicos que culmina en la imposición de
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una sanción administrativa y que, por lo mismo, deviene de
haber incurrido en una causa de responsabilidad o en el in-
cumplimiento de una obligación prevista en ley, como pue-
de ser la aceptación de compensaciones, pagos o gratifica-
ciones distintas al salario del servidor público. 

VI. Proceso de Evaluación de los Servidores Públicos de
la Procuraduría General de la República. 

La presente Iniciativa propone establecer con toda claridad
que los miembros del Servicio de Carrera de Procuración
de Justicia Federal, así como los agentes del Ministerio Pú-
blico de la Federación especiales o visitadores, los agentes
de la policía federal investigadora y los peritos de designa-
ción especial, y los servidores públicos que determine el
Procurador mediante Acuerdo, deberán someterse a los
procesos de evaluación de control de confianza y del des-
empeño en los términos de las disposiciones aplicables. 

Los procesos de evaluación se regulan en un capítulo espe-
cífico distinto del relativo al Servicio de Carrera de Procu-
ración de Justicia Federal, máxime si se considera que mu-
chos servidores públicos ajenos al servicio de carrera,
deben someterse a las evaluaciones en virtud de la infor-
mación sensible que manejan en el cumplimiento de sus
funciones. 

La Iniciativa propone que los exámenes que habrán de con-
formar los procesos de evaluación se establezcan en las
disposiciones reglamentarias aplicables, con lo cual se pre-
tende otorgar cierta flexibilidad para los casos en que, por
la naturaleza de las funciones respectivas y los avances
tecnológicos, puedan incorporarse novedosos medios de
evaluación. 

Por otra parte, se considera que la incorporación de los pro-
cesos de evaluación en la Ley Orgánica de la Procuraduría
General de la República, dota del marco legal necesario pa-
ra instaurar los procedimientos que permitan verificar que
la actuación de los servidores públicos se sujeta a los es-
tándares mínimos de legalidad, eficiencia, profesionalis-
mo, honradez, lealtad, imparcialidad y respeto a los dere-
chos humanos que exige la sociedad en materia de
procuración de justicia federal. 

Cabe destacar que estos procesos de evaluación, como se
señaló anteriormente, son considerados requisitos de per-
manencia en el Servicio de Carrera de Procuración de Jus-
ticia Federal. Por lo tanto, los servidores públicos que re-

sulten no aptos en dichas evaluaciones, dejarán de prestar
sus servicios en la Procuraduría General de la República. 

En el caso de los miembros del Servicio de Carrera de Pro-
curación de Justicia Federal deberá agotarse el procedi-
miento de separación del servicio correspondiente. Los
agentes del Ministerio Público de la Federación especiales
o visitadores, los agentes de la policía federal investigado-
ra y los peritos que resulten no aptos en los procesos de
evaluación, serán dados de baja mediante la terminación de
los efectos de su nombramiento. 

Los servidores públicos respecto de los cuales el Procura-
dor General de la República haya determinado la sujeción
a los procesos de evaluación y resulten no aptos, serán da-
dos de baja mediante la terminación de los efectos de su
nombramiento, de conformidad con las disposiciones apli-
cables en materia de trabajadores de confianza al servicio
del Estado. 

La Iniciativa establece claramente que los resultados de los
procesos de evaluación serán confidenciales, con excep-
ción de lo dispuesto en las normas aplicables, así como en
aquellos casos en que deban presentarse en procedimientos
administrativos o judiciales. 

Lo anterior, sin perjuicio de que los resultados de los pro-
cesos de evaluación se den a conocer a los servidores pú-
blicos que, en su caso, deban iniciar el procedimiento de
separación del Servicio de Carrera, de conformidad con lo
dispuesto en la propia Ley y en las disposiciones regla-
mentarias de dicho Servicio. 

VII. Derechos, obligaciones y causas de responsabilidad
de los agentes del Ministerio Público de la Federación, de
la Policía federal investigadora y peritos. 

Toda vez que la estrategia de dignificación del personal a
cargo de la procuración de justicia federal, parte de la base
del desarrollo humano desde un punto de vista integral, se
estima necesario no sólo establecer las causas de responsa-
bilidad como tradicionalmente se hacía en los ordenamien-
tos legales anteriores, sino también incorporar los derechos
del personal ministerial, policial y pericial. 

(..........) 

Por cuanto hace a los deberes del personal, destaca la obli-
gación de sujetarse a las evaluaciones señaladas en el apar-
tado anterior. Se señalan entre otras causas de responsabi-
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lidad administrativa de los agentes del Ministerio Público
de la Federación, de la policía federal investigadora y de
los peritos, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que
hubiere lugar, no cumplir, retrasar o perjudicar por negli-
gencia la debida actuación del Ministerio Público; realizar
o encubrir conductas que atenten contra la autonomía de la
autoridad ministerial; distraer de su objeto el equipo para
fines propios o ajenos; no solicitar los dictámenes pericia-
les; no trabar el aseguramiento de bienes, objetos, instru-
mentos del delito, e incumplir las obligaciones inherentes a
su cargo. 

Entre las obligaciones respectivas, destacan las de impedir,
por los medios que tuvieran a su alcance y en el ámbito de
sus atribuciones, que se infrinjan, toleren o permitan actos
de tortura física o psicológica u otros tratos o sanciones
crueles, inhumanos o degradantes; abstenerse de ordenar o
realizar la detención o retención de persona alguna sin
cumplir los requisitos previstos en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; preservar en secreto los
asuntos que, por razón de sus funciones, conozca y abste-
nerse, en el desempeño de sus funciones, de auxiliarse por
personas no autorizadas por la ley, entre otras. 

Asimismo, se establece la obligación de los agentes del
Ministerio Público de la Federación, de la policía federal
investigadora y de los peritos, para desempeñar empleo,
cargo o comisión en la Administración Pública Federal de
cualquier naturaleza, en los gobiernos de las entidades fe-
derativas y los municipios, así como trabajos o servicios en
instituciones privadas, salvo los de carácter docente y
aquellos que autorice la Institución. 

Tampoco podrán ejercer la abogacía por si o por interpósi-
ta persona, salvo en los casos de familiares directos; ni las
funciones de tutor, curador o albacea judicial, así como las
de depositario, apoderado judicial, síndico, administrador,
interventor en quiebra o concurso, notario, corredor, comi-
sionista, árbitro o arbitrador. 

Las funciones públicas y privadas antes descritas evidente-
mente pueden constituir conflictos de interés respecto de
las funciones desempeñadas en la Procuraduría General de
la República y, precisamente por ello, se consideran in-
compatibles con el servicio de procuración de justicia fe-
deral. 

La Iniciativa propone un catálogo de sanciones administra-
tivas que podrán aplicarse a los agentes del Ministerio Pú-
blico de la Federación y, en lo conducente, a los agentes de

la policía federal investigadora y a los peritos, las cuales
incluyen la amonestación pública o privada, la suspensión
temporal en el servicio y la remoción, para el caso de las
faltas calificadas como graves por la ley. 

En el caso de los agentes de la policía federal investiga-
dora, en virtud de su propia naturaleza, también se les po-
drán imponer correctivos disciplinarios que consistirán en
arresto por no más de treinta y seis horas en el lugar des-
tinado al efecto y con pleno respeto a sus derechos huma-
nos, así como la retención en el servicio o privación de
permisos de salida, el cual tendrá por objeto impedir que
el agente policial abandone su lugar de adscripción hasta
por quince días naturales. 

Las sanciones administrativas anteriores serán impuestas
por los superiores jerárquicos del servidor público infrac-
tor, para lo cual deberán observar, en lo conducente, el pro-
cedimiento de remoción que corresponde instruir al Conse-
jo de Profesionalización. 

En el caso de los correctivos disciplinarios aplicables a los
agentes de la policía federal investigadora, procederá el re-
curso de rectificación ante el Consejo de Profesionaliza-
ción. Dicho recurso no tendrá el efecto de suspender el co-
rrectivo, pero tendrá por objeto que éstos no aparezcan en
la hoja de servicios del servidor público. 

El procedimiento de remoción de agentes del Ministerio
Público de la Federación, de la policía federal investigado-
ra y de los peritos, que será instruido por los órganos auxi-
liares del Consejo de Profesionalización, conforme a las
disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal. 

Cabe destacar que el procedimiento de remoción tendrá co-
mo única instancia el Consejo de Profesionalización del
Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, to-
da vez que se suprimen los comités de zona del Consejo de
Profesionalización del Ministerio Público de la Federación
previsto en la ley Orgánica de la Procuraduría General de
la República Vigente. 

Lo anterior, no menoscaba en forma alguna el derecho de
defensa del servidor público, toda vez que está en aptitud
de impugnar la remoción ante las instancias judiciales
competentes, mediante los procedimientos respectivos. 

Cabe destacar que en tanto se sustancia el procedimiento
de remoción, los servidores públicos podrán ser suspendidos
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en el ejercicio de sus funciones. Esta disposición tiene por
objeto evitar que los servidores públicos respecto de los
cuales se tengan dudas razonables en cuanto a su actuación
apegada a los principios de legalidad, eficiencia, profesio-
nalismo, honradez, lealtad e imparcialidad, continúen pres-
tando sus servicios en la Institución, toda vez que ello, en
caso de que se les considere responsables, pone en peligro
las investigaciones, los procesos penales y demás funcio-
nes propias del Ministerio Público de la Federación. 

Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de que los servi-
dores públicos respectivos resulten absueltos de las causas
de responsabilidad que se les imputen, sean restituidos en
su cargo y se les cubran todas las prestaciones que hubie-
ren dejado de percibir durante la suspensión. 

Los agentes del Ministerio Público de la Federación, de la
policía federal investigadora y los peritos, así como los de-
más servidores públicos de la Institución seguirán sujetos a
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos. 

La Iniciativa que se somete a consideración de esa H. So-
beranía, prevé que los servidores públicos de la Institución,
distintos a los miembros del Servicio de Carrera de Procu-
ración de Justicia Federal, estarán sujetos a las categorías y
funciones previstas en la Ley Federal de Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. 

El último Capítulo de la presente Iniciativa establece la fa-
cultad del Procurador General de la República para esta-
blecer los Consejos Asesores y de Apoyo que coadyuven
en la solución de la problemática que implican las distintas
actividades de la Institución. 

También se establecen las facultades del Ministerio Pú-
blico de la Federación para expedir copias certificadas de
las constancias y registros que obren en su poder, cuando
exista mandamiento de autoridad competente que funde y
motive su requerimiento, o cuando lo soliciten el denun-
ciante o querellante, la víctima u ofendido, el indiciado o
su defensor, y quienes tengan interés jurídico para el ejer-
cicio de derecho o el cumplimiento de obligaciones pre-
vistas por la ley. 

La facultad anterior está limitada por la obligación de re-
serva de actuaciones para el caso de delitos de delincuen-
cia organizada con base en la legislación de la materia. 

Finalmente, con objeto de facilitar las funciones de procu-
ración de justicia, se prevé que la desobediencia o resisten-
cia para el cumplimiento de las órdenes debidamente fun-
dadas del Ministerio Público de la Federación, darán lugar
a las medidas de apremio o a la imposición de las correc-
ciones disciplinarias correspondientes en términos de las
disposiciones aplicables.” 

Los integrantes de estas Comisiones Unidas que suscriben
el presente dictamen, exponemos las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

I.- En la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos del 5 de febrero de 1917 se instauró la figura del
Ministerio Público como órgano encargado de la investiga-
ción y persecución de los delitos, entre otros propósitos,
con el fin de desvincularlo de la figura del juez de instruc-
ción, dados los excesos y arbitrariedades en que había in-
currido dicha autoridad judicial al reunir las facultades de
acusación y resolución de los procesos penales. 

Por cuanto hace a la organización de los Poderes de la
Unión, la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos de 1917 estableció que el Ministerio Público de la
Federación quedaría sujeto al mando y dirección de un Pro-
curador General de la República. 

A partir de dicha norma suprema y hasta la fecha, se han
expedido diversos ordenamientos legales tendientes a esta-
blecer las bases de organización y funcionamiento del Mi-
nisterio Público de la Federación, integrado en la Procura-
duría General de la República. Todas estas leyes han
establecido las bases para una mejor articulación de la au-
toridad ministerial, con el fin esencial de que las estructu-
ras correspondientes fuesen acordes con los factores crimi-
nógenos y las circunstancias sociales en constante cambio. 

De esta manera las diversas leyes orgánicas del Ministerio
Público de la Federación, y tiempo después de la Procura-
duría General de la República, han pretendido establecer
mecanismos de administración tendientes a combatir con
mayor eficiencia los delitos del orden federal, según las
circunstancias sociales de cada época, así como acercar los
servicios de procuración de justicia a la población. 

El 10 de mayo de 1996 fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación la Ley Orgánica de la Procuraduría Gene-
ral de la República vigente, en la que se establecieron las
bases de organización administrativa del Ministerio Público
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de la Federación, atendiendo a diversos criterios como la
manifestación de los hechos delictivos a través de organi-
zaciones criminales y de medios de comisión cada vez
más sofisticados; los fenómenos de colusión entre las au-
toridades de seguridad pública y de procuración de justi-
cia con las organizaciones criminales; las características
geográficas del país con el propósito de facilitar la parti-
cipación ciudadana en las funciones del Ministerio Públi-
co de la Federación; y la necesidad de una mayor profe-
sionalización de los servidores públicos de la Institución,
entre otros. 

II.- Se coincide con la apreciación del iniciador, en el senti-
do de que existe una sensación generalizada en la sociedad
de que se vive un clima de inseguridad y de violencia, como
también que los delitos cometidos no son perseguidos por
las autoridades de procuración de justicia, ni son castigados
los delincuentes por los órganos jurisdiccionales. 

Lo anterior, en gran medida se desprende de la falta de una
estructura administrativa de organización y funcionamien-
to del Ministerio Público de la Federación, acorde con las
circunstancias sociales que se viven actualmente y con la
realidad del fenómeno delictivo, cada vez más organizado,
más violento y más sofisticado. 

Es por ello que se reconoce la necesidad de expedir una
nueva Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Re-
pública, que establezca las bases de organización y funcio-
namiento de las autoridades de procuración de justicia en
el orden federal, con el objeto de estar en aptitud de res-
ponder adecuadamente a las necesidades y requerimientos
de la sociedad en el combate al delito y el abatimiento de
la impunidad. 

Además, es preciso establecer un nuevo régimen legal de
carácter flexible, que permita a la Institución adecuarse de
manera ágil a las circunstancias sociales cambiantes, parti-
cularmente por lo que se refiere a los factores criminóge-
nos que dan lugar a los fenómenos delictivos. 

En virtud de las nuevas formas de manifestación delictiva,
como las relacionadas con la delincuencia organizada, las
estructuras administrativas actuales de la Procuraduría Ge-
neral de la República se han visto rebasadas, y por lo tan-
to, es una necesidad imperiosa diseñar nuevos esquemas
que permitan al Estado hacer frente, con eficiencia y efica-
cia, a las exigencias y reclamos de la sociedad en materia
de procuración de justicia, y el abatimiento de la impuni-
dad; es decir, en la justa demanda social de que quienes

cometan un delito se les procese y condene a compurgar las
penas que les sean impuestas, de conformidad con los or-
denamientos legales sustantivos y adjetivos en materia pe-
nal, con pleno respeto a los derechos humanos. 

La reorganización de la Procuraduría General de la Repú-
blica con base en los principios antes señalados, permitirá
una mayor eficiencia del Ministerio Público de la Federa-
ción en el ejercicio de las atribuciones que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ordena-
mientos legales aplicables le otorgan. Además, contribuirá
por un lado al combate frontal de la corrupción y por otro,
a la profesionalización de los servidores públicos, hecho
que tarde o temprano estribará en el aumento de la con-
fianza ciudadana. 

Es evidente que la reestructuración de la Procuraduría Ge-
neral de la República y de las bases legales para la actua-
ción del Ministerio Público de la Federación no resolverán
por sí mismos los problemas de inseguridad e impunidad
que se viven actualmente. Por lo que adicionalmente se de-
be de dar una adecuada estructura administrativa que favo-
rezca la organización y coordinación de todas las autorida-
des en la materia. Lo anterior constituye un principio
elemental para que a la brevedad posible empiecen a refle-
jarse los resultados en el combate a la delincuencia en to-
das sus modalidades. 

MODIFICACIONES A LA INICIATIVA 

Una vez analizado el contenido normativo de la Iniciativa
en estudio, estas Comisiones dictaminadoras sugirieron
cambios a la misma, indispensables para garantizar a la so-
ciedad el combate eficaz a los fenómenos de la criminali -
dad y de impunidad. Las modificaciones realizadas tienen
que ver con la finalidad de mejorar la redacción de algunos
artículos, evitar posibles imprecisiones que hicieran impo-
sible su aplicación; así como situaciones con las cuales no
se coincidió con la Iniciativa y fueron objeto de modifica-
ción. Por ello, se exponen las razones que dieron lugar a
esas modificaciones así como una redacción alterna que ha
sido incorporada al articulado de la ley. 

Las modificaciones realizadas son: 

Artículo 1.- Se consideró procedente agregar un segundo
párrafo a este artículo para señalar en la ley una serie de
principios rectores en el ejercicio de las funciones y accio-
nes en materia de procuración de justicia, en ese sentido, se
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propone un segundo párrafo al presente artículo con la si-
guiente redacción: 

La certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad y profe-
sionalismo, serán principios rectores en el ejercicio de las
funciones y acciones en materia de procuración de justicia. 

Artículo 4.- Fracción I, Apartado A), inciso b) de la Ini-
ciativa, no hay sintonía con la fracción IV del mismo pre-
cepto, ya que en el primero se alude al concepto de “enti-
dades federativas” y en el segundo a “entidades federativas
y al Gobierno del Distrito Federal”, ocasionando con ello
confusión al respecto, ya que en el primero pareciera no in-
cluir al Distrito Federal, originando con ello entrar a un de-
bate doctrinal que en otras ocasiones ya se ha suscitado. 

Situación que se repite en los artículos 7; 20, fracción II,
inciso b); y 55, fracción I. 

Asimismo, en el artículo 4°, fracción II, inciso b), párrafo
segundo de la Iniciativa, se considera que el término
“acuerdo expreso” para el desistimiento que debe otorgar
el Ejecutivo Federal respecto de casos relevantes, puede
ser desafortunado, ya que se genera poca certeza al respec-
to, en virtud de que el acuerdo expreso puede no implicar
necesariamente que esto sea por escrito sino de manera
verbal, situación que se considera debe ser corregida. 

Se propone la redacción siguiente: 

Artículo 4.- ....... 

I. ......... 

A) 

b) Investigar los delitos del orden federal, así como los de-
litos del fuero común respecto de los cuales ejercite la fa-
cultad de atracción, conforme a las normas aplicables, con
la ayuda de los auxiliares a que se refiere el artículo 20 de
esta Ley, y otras autoridades, tanto federales como del Dis-
trito Federal y de los Estados integrantes de la Federación,
en los términos de las disposiciones aplicables y de los
convenios de colaboración e instrumentos que al efecto se
celebren; 

II. ... 

b) .......... 

Tratándose de asuntos que revistan interés y trascenden-
cia para la Federación, el Procurador General de la Repú-
blica mantendrá informado al Ejecutivo Federal de los ca-
sos relevantes, y requerirá de su acuerdo por escrito para
el desistimiento;

Artículo 5.- Las Comisiones Unidas, a fin de incrementar
la confianza de los ciudadanos en las labores de procura-
ción de justicia federal, proponen adicionar a este artículo
una fracción VI, recorriéndose las demás en su orden para
señalar que corresponde al Procurador General de la Repú-
blica el establecer medios de información a la comunidad,
en forma sistemática y directa, para dar cuenta de las acti-
vidades de la Institución. 

Por lo tanto, se sugiere la redacción siguiente: 

VI. Establecer medios de información a la comunidad, en
forma sistemática y directa, para dar cuenta de las activi-
dades de la Institución; 

Artículo 6.- Respecto a la fracción I, la redacción que pro-
pone la Iniciativa implicaría un contexto diferente al con-
templado en la actual Ley Orgánica, ya que el texto vigen-
te hace un puntual señalamiento a que en las
comparecencias ante cualquiera de la Cámaras y bajo su
responsabilidad el Procurador podrá reservarse la informa-
ción que ponga en riesgo alguna investigación y en el tex-
to de la Iniciativa se contempla una hipótesis más genéri-
ca, no sólo ante las Cámaras, sino ante quien lo solicite. 

Por lo anterior, es necesario modificar la fracción I en el
sentido que se ha mencionado, más aún si se parte de que
el Congreso de la Unión tiene entre sus funciones la de
control y la de crear comisiones especiales, que en algunas
ocasiones exigen contar con determinada información. 

Toda vez que se trata de un artículo que señala atribuciones
indelegables del Procurador General de la República, se
consideró procedente, incorporar una fracción más a este
artículo, recorriendo la actual fracción X para pasar a ser
XI. 

Se sugiere la redacción siguiente: 

I. Comparecer ante cualquiera de las Cámaras del Congre-
so de la Unión, a citación de éstas, para informar cuando se
discuta una ley o se estudie un negocio concerniente a las
actividades de la Procuraduría General de la República. En
esas comparecencias y bajo la responsabilidad del Procura-
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dor General de la República sólo podrá reservarse la infor-
mación que ponga en riesgo alguna investigación, confor-
me lo que dispongan las leyes sobre la reserva de las ac-
tuaciones relativas a la averiguación previa; 

X. Celebrar acuerdos, bases de colaboración, convenios y
demás instrumentos jurídicos, con autoridades federales y
con los gobiernos del Distrito Federal, de los Estados inte-
grantes de la Federación y municipios, así como con orga-
nizaciones de los sectores social y privado, y 

XI. Las demás que prevean otras disposiciones aplicables.

Artículo 7.- Con la finalidad de proporcionar las herra-
mientas jurídicas necesarias para la actividad administrati-
va de la Procuraduría General de la República, se propone
para este artículo, la siguiente redacción: 

Los servidores públicos que determine el Reglamento de
esta Ley, podrán emitir o suscribir instrumentos jurídicos
que faciliten el funcionamiento y operación de la Procura-
duría General de la República, siempre que no sean de los
previstos en el artículo anterior. 

Artículo 13.- Segundo párrafo, se señala que el Procurador
General de la República podrá crear unidades administrati-
vas especializadas para la investigación y persecución de
géneros de delitos, es contradictoria la palabra podrá, dado
que en el propio proyecto (art. 11, fracción l) establece que
deberá crear las unidades y no “podrá contar”, por lo que
se sugiere que para evitar confusiones, al poder distinguir-
se entre las unidades administrativas especializadas con-
templadas en el Reglamento de la Ley Orgánica y las que
el Procurador General mediante Acuerdo pueda crear, por
lo que es necesario establecer en el segundo párrafo del ar-
tículo 13 la redacción siguiente: 

El Procurador General de la República, de conformidad
con las disposiciones presupuestales, podrá crear unidades
administrativas especializadas distintas a las previstas en el
Reglamento de esta Ley, para la investigación y persecu-
ción de géneros de delitos, atendiendo a las necesidades del
servicio, así como fiscalías especiales para el conocimien-
to, atención y persecución de delitos específicos que por su
trascendencia, interés y características así lo ameriten. 

Artículo 17.- Se consideró adecuado sustituir, el terminó
Ejecutivo Federal, porque no existió acuerdo en la distin-
ción entre Ejecutivo Federal, Administración Pública Fe-
deral y la titularidad del primero. 

También se estimó adecuado establecer en la ley los requi-
sitos para ser Subprocurador, Oficial Mayor y Visitador
General, ya que estos cargos implican relevancia y no sería
adecuado que los requisitos para su nombramiento queda-
ran establecidos en reglamento. 

Los dictaminadores consideraron que debía eliminarse el
requisito consistente en escuchar la opinión del Consejero
Jurídico del Gobierno federal, previo a proponer el nom-
bramiento de quien deba suplir al Procurador. Toda vez que
ya ha quedado señalado en el párrafo respectivo que los
subprocuradores que suplan al procurador deberán reunir
los requisitos establecidos en el artículo 102, Apartado A
de la Constitución, referentes al Procurador, luego enton-
ces, no existe motivo para que sea escuchada la opinión del
Consejero Jurídico del Gobierno federal. 

Por lo anterior, se sugiere la redacción siguiente: 

Artículo 17.- Los Subprocuradores, Oficial Mayor y Visi-
tador General deberán reunir los requisitos que se establez-
can en el Reglamento de esta Ley y serán nombrados y re-
movidos libremente por el Presidente de la República, a
propuesta del Procurador General de la República. 

Para ser Subprocurador, Oficial Mayor o Visitador Gene-
ral, se deberá cumplir con los siguientes requisitos: ser ciu-
dadano mexicano por nacimiento; tener cuando menos
treinta y cinco años cumplidos el día de la designación;
contar, con antigüedad mínima de diez años, con título pro-
fesional de licenciado en derecho, salvo el caso del Oficial
Mayor, quien deberá tener el nivel licenciatura en una ca-
rrera acorde a las funciones que desempeñará; gozar de
buena reputación y no haber sido condenado por delito do-
loso. 

Los subprocuradores, para que estén en capacidad de suplir
al Procurador General de la República de conformidad con
lo dispuesto en el Capítulo IV de esta Ley, deberán reunir
los requisitos que para éste se establecen en el artículo 102,
apartado A, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. 

.......... 

Artículo 21.- Último párrafo, debe precisarse que la doc-
trina internacional de la protección a los derechos humanos
versa actualmente en que las leyes “amparan” estos derechos
y no los “otorgan”, tan es así que en el orden jurídico mexi-
cano, el cambio reciente a la Constitución en el artículo
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102 apartado B entre otras cosas, se sustituyo la expresión
“ampara” por “otorga”. 

Por otra parte, se considera procedente una adición para in-
corporar a los tratados internacionales en la materia de los
que México será parte, y que también sean ratificados, con
la idea de dar certeza jurídica de que ya se cumplió inter-
nacionalmente con el proceso de firma de tratados y ratifi-
cación por el Senado de la República. Respecto a esta últi -
ma parte, y a fin de evitar referirse a los tratados
internacionales de diversa forma, es conveniente uniformar
en los diversos artículos de la ley la misma referencia, co-
mo sucede con los artículos 4, fracción II, inciso d) y frac-
ción III del mismo artículo. 

Por lo que se propone la siguiente redacción: 

Artículo 21.- ........ 

......... 

.......... 

En todo caso, dicha policía actuará con respeto a los dere-
chos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los
tratados internacionales en la materia en que los Estados
Unidos Mexicanos sea parte, así como las normas que rijan
esas actuaciones. 

Artículo 28.- Contempla la suplencia de los Subprocura-
dores, el Oficial Mayor y el Visitador General, lo cual es
correcto, sin embargo no debemos dejar pasar inadvertido
de que dicha disposición legal no contempla la suplencia
de otros servidores públicos que forman parte de la estruc-
tura orgánica de la Procuraduría General de la República,
tal es el caso de los Coordinadores, Directores Generales,
entre otros, lo que puede originar incertidumbre ante el ca-
so de ausencia. 

Es por ello, que se sugiere la siguiente redacción: 

Artículo 28.- Los Subprocuradores, Oficial Mayor, Visita-
dor General y demás servidores públicos serán suplidos en
los términos que establezca el Reglamento de esta Ley. 

Artículos 31, 32 y 33.- Respecto de la fracción I, inciso i),
en estos tres artículos, se sugiere eliminar “o por delito cul-
poso calificado como grave por la ley”, lo anterior en vir-
tud de que se considera excesivo el imponer esta obliga-
ción, dado que gran parte de la población está expuesta a

cometer delitos culposos, tal es el caso de un accidente au-
tomovilístico. 

Se sugiere la redacción siguiente en los mencionados artí-
culos, fracciones e incisos: 

Ser de notoria buena conducta y no haber sido condenado
por sentencia irrevocable como responsable de un delito
doloso; 

Artículo 35.- Se señala que el Procurador en casos excep-
cionales podrá designar agentes del Ministerio Público, po-
licías o peritos dispensándoles los requisitos del concurso
de ingreso; entendemos que en caso de algunos altos man-
dos dicha disposición es aceptable dado que el Procurador
requiere de personal de su más cercana confianza, no así
para en caso de funcionarios de rango menor dado que se
atentaría en contra de los principios del servicio de carrera. 

Al respecto, es de señalarse que en la Iniciativa el Titular
de la Institución tiene la facultad de crear unidades espe-
cializadas para la persecución de géneros de delitos, por lo
que se hace necesario, en casos excepcionales, se tenga la
facultad de designar excepcionalmente a personas con am-
plia experiencia profesional, a fin de cumplir con las fun-
ciones encomendadas a la Institución por la Constitución y
demás ordenamientos legales, más aún si se considera que
la creación de las unidades referidas, no necesariamente
coincidirá con la convocatoria de selección, formación e
ingreso de aspirantes. 

Además, en el párrafo segundo del artículo 35 se establece
que estos servidores públicos no serán miembros del Ser-
vicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, por lo
que no se entorpece ni se contraría el Servicio de Carrera. 

Sin embargo, se considera procedente que en los regla-
mentos de la Ley y del Servicio de Carrera de Procuración
de Justicia Federal se señalen los supuestos específicos en
que el Procurador General de la República podrá hacer uso
de la facultad de nombrar, por designación especial, agen-
tes del Ministerio Público de la Federación, así como per-
sonal policial y pericial, a fin de dar mayor transparencia al
servicio de carrera. 

De esta manera, quedarían comprendidos, entre otros, los
casos en que ante la creación de unidades administrativas
necesarias para el despacho de los asuntos de la Procura-
duría, se cubran las plazas correspondientes, no obstante
que aún no hubiere egresado la generación de servidores
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públicos respectivos de los cursos de capacitación, así co-
mo aquellos en que ante la ausencia de aspirantes a con-
cursos para ascender a categorías superiores en el mismo
servicio de carrera, éstas deban quedar acéfalas. 

Por lo anterior, se propone la redacción siguiente para el ar-
tículo 35: 

Artículo 35.- Tratándose de personas con amplia experien-
cia profesional, el Procurador General de la República, de
conformidad con lo que establezcan las disposiciones relati-
vas al Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Fede-
ral podrá, en casos excepcionales, designar agentes del Mi-
nisterio Público de la Federación, especiales o visitadores,
así como agentes de la policía federal investigadora o peri-
tos especiales, dispensando la presentación de los concursos
de ingreso. Dichas personas deberán estar en pleno ejercicio
de sus derechos y satisfacer los requisitos siguientes: 

Artículo 40.- Con relación al Consejo de Profesionaliza-
ción, se considera adecuado que no sea el Procurador Gene-
ral de la República quien presida el Consejo de Profesiona-
lización, lo anterior para dar mayor transparencia al
mencionado Consejo. Por lo que se propone que el Consejo
sea presidido por un Subprocurador nombrado en el Regla-
mento de la Ley Orgánica que expida el Ejecutivo Federal. 

Se propone que el artículo 40, en su fracción I, quede re-
dactado como sigue: 

Un Subprocurador que determinará el Reglamento, quien
lo presidirá; 

Artículo 43.- Establece la terminación del servicio, enu-
merándose en dos fracciones las causas ordinarias y ex-
traordinarias, en la fracción I, inciso b), se refiere como
causa de terminación del servicio la incapacidad perma-
nente, consideramos procedente agregar “para el desempe-
ño de sus funciones.” En razón de que la incapacidad pue-
de ser permanente pero al mismo tiempo puede ser parcial,
como es el caso de la pérdida del sentido auditivo o la am-
putación de un dedo o brazo y no obstante ello, no se limi-
ta al servidor público para el desempeño de sus funciones.
Al respecto se propone la siguiente redacción: 

La incapacidad permanente para el desempeño de sus fun-
ciones; 

Artículo 48.- Referente a los exámenes que comprenderán
el proceso de evaluación se sugiere incorporar un segundo

párrafo para establecer que los exámenes se evaluarán en
conjunto, salvo el toxicológico, lo anterior para evitar pro-
puestas de los servidores públicos que hayan sido sujetos a
evaluaciones y que aleguen violaciones a los derechos hu-
manos, particularmente en la aplicación del examen poli-
gráfico; el segundo párrafo que se propone quedaría de la
siguiente forma: 

Los exámenes se evaluarán en conjunto, salvo el examen
toxicológico que se presentará y calificará por separado. 

Artículo 64.- Se excluye la posibilidad de que para la de-
terminación de la responsabilidad se pueda proceder de ofi-
cio. Consideramos que ello debe ser de oficio para evitar
esperar a la denuncia presentada por cualquier servidor pú-
blico; por lo que se sugiere, para la fracción I de este artí-
culo, la redacción siguiente: 

Se iniciará de oficio o por denuncia presentada por los ser-
vidores públicos a que se refiere el artículo 62 de esta Ley
ante el órgano del Consejo de Profesionalización a cargo
de la instrucción del procedimiento; 

En la fracción V de este mismo artículo se suprimió la
obligación de notificar la resolución al interesado, cosa que
nos parece fuera de lógica dado que en efecto todo proce-
dimiento y los actos de éste deben contar con plazos fata-
les, por lo que se sugiere la redacción siguiente: 

V. Una vez verificada la audiencia y desahogadas las prue-
bas, el Consejo de Profesionalización resolverá en sesión
sobre la inexistencia de la responsabilidad o imponiendo al
responsable la sanción de remoción. La resolución se noti-
ficará al interesado; 

Asimismo, se propone agregar un último párrafo a la frac-
ción VII del mismo artículo, para establecer que si el ser-
vidor público suspendido, conforme a esta fracción no re-
sultare responsable, será restituido en el goce de sus
derechos. Por lo que se sugiere la siguiente redacción: 

Si el servidor público suspendido conforme a esta fracción
no resultare responsable será restituido en el goce de sus
derechos. 

Artículo 65.- Dado que desaparecen los Comités de Zona
que contempla la Ley Orgánica de la Procuraduría General
de la República vigente, el órgano que debe resolver los as-
pectos referentes al Servicio de Carrera de Procuración de
Justicia Federal es el Consejo de Profesionalización. 
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Por ello, procederá recurso contra las resoluciones que im-
pongan como sanciones las de amonestación pública o pri-
vada y suspensión, pues el superior jerárquico impone la
sanción y el recurso lo resolverá el Consejo de Profesiona-
lización, como instancia superior. 

Por lo que respecta a la remoción, no se podría interponer
recurso alguno, en virtud de que la misma autoridad a car-
go de imponer la sanción, tendría que resolver el recurso,
por lo que se colocaría al Consejo de Profesionalización en
calidad de juez y parte. 

Lo anterior, sin perjuicio de que contra la remoción proce-
dería el amparo y, en su caso, la suspensión del acto recla-
mado, por lo que se sugiere adicionar un artículo 65 al tex-
to de la Iniciativa, recorriéndose los demás en su orden,
para establecer un procedimiento de rectificación, en con-
tra de las sanciones de amonestación pública o privada o
suspensión, el cual se presentaría ante el Consejo de Profe-
sionalización. 

Asimismo, se establece un procedimiento de la tramitación
del recurso de rectificación, lo cual traerá como conse-
cuencia seguridad jurídica a los miembros del Servicio de
Carrera de Procuración de Justicia Federal. 

El contenido del artículo que se propone es: 

Artículo 65.- En contra de las resoluciones por las que se
imponga alguna de las sanciones previstas en las fracciones
I y II del artículo 56 del presente ordenamiento, se podrá
interponer recurso de rectificación ante el Consejo de Pro-
fesionalización, dentro de los cinco días hábiles siguientes
a la notificación de la resolución. 

En el escrito correspondiente se expresarán los agravios y
se aportarán las pruebas que se estimen pertinentes. 

El recurso se resolverá en la siguiente sesión del Consejo
de Profesionalización, y la resolución se agregará al expe-
diente u hoja de servicio correspondiente. 

Si el servidor público no resultare responsable de las san-
ciones previstas en las fracciones I y II del artículo 56 del
presente ordenamiento, será restituido en el goce de sus de-
rechos. 

Artículo 68.- La redacción del proyecto de dictamen, en
este artículo hace mención a la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, lo que se consideró inexacto, ya

que esta disposición se refiere al órgano de control interno,
el cual se rige y ejerce sus facultades conforme a la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos, además que dicho órgano, no puede tener
mayores facultades que las dispuestas en dicha ley u otra
aplicable, ni tampoco puede el reglamento de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de la República otorgarles
funciones específicas, por lo que la referencia debe ser eli-
minada. Se propone para dicho artículo, el siguiente texto: 

Artículo 68.- El órgano de control interno en la Procura-
duría General de la República ejercerá las funciones que le
otorga la Ley Federal de Responsabilidades Administrati-
vas de los Servidores Públicos y demás disposiciones apli-
cables. 

Artículo Quinto Transitorio.- Toda vez que este artícu-
lo no establece plazo en que deba ser expedido el regla-
mento interno de la Ley; se consideró adecuado fijar un
término perentorio de ciento ochenta días para que con-
forme al artículo 89 constitucional el Ejecutivo Federal,
una vez entrado en vigor la presente ley, expida el referi -
do reglamento. 

Para el caso, se propone la siguiente redacción: 

Quinto.- En tanto se expide el reglamento de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría General de la República, el cual de-
berá expedirse en un plazo no mayor de ciento ochenta dí-
as naturales a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se
aplicará el Reglamento publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 27 de agosto de 1996 y sus reformas, en to-
do aquello que no se oponga a las disposiciones de la pre-
sente Ley. 

Por lo anteriormente expuesto, con el propósito de elevar la
eficiencia en lo niveles de procuración de justicia en nues-
tro país, los integrantes de las Comisiones Unidas de Justi-
cia y Derechos Humanos y de Gobernación y Seguridad
Pública sometemos a la consideración de esta H. Asamblea
el siguiente proyecto de 

DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO: Se expide la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de la República para quedar como
sigue: 
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LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA
GENERAL DE LA REPÚBLICA 

CAPITULO I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1.- Esta Ley tiene por objeto organizar la Procu-
raduría General de la República, ubicada en el ámbito del
Poder Ejecutivo Federal para el despacho de los asuntos
que al Ministerio Público de la Federación y al Procurador
General de la República le atribuyen la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, este ordenamiento
y demás disposiciones aplicables. 

La certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad y profe-
sionalismo serán principios rectores en el ejercicio de las
funciones y acciones en materia de procuración de justicia. 

Artículo 2.- Al frente de la Procuraduría General de la Re-
pública estará el Procurador General de la República, quien
presidirá al Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 3.- El Procurador General de la República inter-
vendrá por sí o por conducto de agentes del Ministerio Pú-
blico de la Federación en el ejercicio de las atribuciones
conferidas por la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, este ordenamiento y demás disposiciones
aplicables. 

Artículo 4.- Corresponde al Ministerio Público de la Fede-
ración: 

I. Investigar y perseguir los delitos del orden federal. El
ejercicio de esta atribución comprende: 

A) En la averiguación previa: 

a) Recibir denuncias o querellas sobre acciones u omisio-
nes que puedan constituir delito; 

b) Investigar los delitos del orden federal, así como los de-
litos del fuero común respecto de los cuales ejercite la fa-
cultad de atracción, conforme a las normas aplicables con
la ayuda de los auxiliares a que se refiere el artículo 20 de
esta Ley, y otras autoridades, tanto federales como del Dis-
trito Federal y de los Estados integrantes de la Federación,
en los términos de las disposiciones aplicables y de los
convenios de colaboración e instrumentos que al efecto se
celebren; 

c) Practicar las diligencias necesarias para la acreditación
del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del in-
diciado, así como para la reparación de los daños y perjui-
cios causados; 

d) Ordenar la detención y, en su caso, retener a los proba-
bles responsables de la comisión de delitos, en los términos
previstos por el artículo 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 

e) Realizar el aseguramiento de bienes de conformidad con
las disposiciones aplicables; 

f) Restituir provisionalmente al ofendido en el goce de sus
derechos, en los términos del Código Federal de Procedi-
mientos Penales y demás disposiciones aplicables; 

g) Conceder la libertad provisional a los indiciados en los
términos previstos por el artículo 20, apartado A, fracción
I y último párrafo, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 

h) Solicitar al órgano jurisdiccional las órdenes de cateo,
las medidas precautorias de arraigo, el aseguramiento o el
embargo precautorio de bienes que resulten indispensables
para los fines de la averiguación previa, así como, en su ca-
so y oportunidad, para el debido cumplimiento de la sen-
tencia que se dicte; 

i) En aquellos casos en que la ley lo permita, el Ministerio
Público de la Federación propiciará conciliar los intereses
en conflicto, proponiendo vías de solución que logren la
avenencia; 

j) Determinar la incompetencia y remitir el asunto a la au-
toridad que deba conocer, así como la acumulación de las
averiguaciones previas cuando sea procedente; 

k) Determinar la reserva de la averiguación previa, confor-
me a las disposiciones aplicables; 

l) Determinar el no ejercicio de la acción penal, cuando: 

1. Los hechos de que conozca no sean constitutivos de de-
lito; 

2. Una vez agotadas todas las diligencias y los medios de
prueba correspondientes, no se acredite el cuerpo del deli-
to o la probable responsabilidad del indiciado; 
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3. La acción penal se hubiese extinguido en los términos de
las normas aplicables; 

4. De las diligencias practicadas se desprenda plenamente
la existencia de una causa de exclusión del delito, en los
términos que establecen las normas aplicables; 

5. Resulte imposible la prueba de la existencia de los he-
chos constitutivos de delito por obstáculo material insupe-
rable, y 

6. En los demás casos que determinen las normas aplica-
bles. 

m) Poner a disposición de la autoridad competente a los
menores de edad que hubieren incurrido en acciones u
omisiones correspondientes a ilícitos tipificados por las le-
yes penales federales; 

n) Poner a los inimputables mayores de edad a disposición
del órgano jurisdiccional, cuando se deban aplicar medidas
de seguridad, ejerciendo las acciones correspondientes en
los términos establecidos en las normas aplicables, y 

ñ) Las demás que determinen las normas aplicables.

Cuando el Ministerio Público de la Federación tenga cono-
cimiento por sí o por conducto de sus auxiliares de la pro-
bable comisión de un delito cuya persecución dependa de
querella o de cualquier otro acto equivalente, que deba for-
mular alguna autoridad, lo comunicará por escrito y de in-
mediato a la autoridad competente, a fin de que resuelva
con el debido conocimiento de los hechos lo que a sus fa-
cultades o atribuciones corresponda. Las autoridades harán
saber por escrito al Ministerio Público de la Federación la
determinación que adopten. 

En los casos de detenciones en delito flagrante, en los que
se inicie averiguación previa con detenido, el Agente del
Ministerio Público de la Federación solicitará por escrito y
de inmediato a la autoridad competente que presente la
querella o cumpla el requisito equivalente, dentro del pla-
zo de retención que establece el artículo 16, párrafo sépti-
mo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos. 

B) Ante los órganos jurisdiccionales: 

a) Ejercer la acción penal ante el órgano jurisdiccional
competente por los delitos del orden federal cuando exista

denuncia o querella, esté acreditado el cuerpo del delito de
que se trate y la probable responsabilidad de quien o quie-
nes en él hubieren intervenido, solicitando las órdenes de
aprehensión o de comparecencia, en su caso; 

b) Solicitar al órgano jurisdiccional las órdenes de cateo,
las medidas precautorias de arraigo, de aseguramiento o
embargo precautorio de bienes, los exhortos o la constitu-
ción de garantías para los efectos de la reparación de los
daños y perjuicios, salvo que el inculpado los hubiese ga-
rantizado previamente; 

c) Poner a disposición de la autoridad judicial a las perso-
nas detenidas y aprehendidas dentro de los plazos estable-
cidos por la ley; 

d) Aportar las pruebas y promover las diligencias condu-
centes para la debida comprobación de la existencia del de-
lito, las circunstancias en que hubiese sido cometido y las
peculiares del inculpado, de la responsabilidad penal, de la
existencia de los daños y perjuicios así como para la fija-
ción del monto de su reparación; 

e) Formular las conclusiones en los términos señalados por
la ley y solicitar la imposición de las penas y medidas de
seguridad que correspondan y el pago de la reparación de
los daños y perjuicios o, en su caso, plantear las causas de
exclusión del delito o las que extinguen la acción penal; 

f) Impugnar, en los términos previstos por la ley, las reso-
luciones judiciales, y 

g) En general, promover lo conducente al desarrollo de los
procesos y realizar las demás atribuciones que le señalen
las normas aplicables. 

C) En materia de atención a la víctima o el ofendido por al-
gún delito: 

a) Proporcionar asesoría jurídica a la víctima u ofendido e
informarle de los derechos que en su favor establece la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y,
cuando lo solicite, sobre el desarrollo del procedimiento
penal; 

b) Recibir todos los elementos de prueba que la víctima u
ofendido le aporte en ejercicio de su derecho de coadyu-
vancia, para la comprobación del cuerpo del delito y la pro-
bable responsabilidad del inculpado, así como para deter-
minar, en su caso, la procedencia y monto de la reparación
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del daño. Cuando el Ministerio Público de la Federación
considere que no es necesario el desahogo de la diligencia,
deberá fundar y motivar su negativa; 

c) Otorgar las facilidades para identificar al probable res-
ponsable y, en los casos de delitos contra la libertad y el
normal desarrollo psicosexual, privación ilegal de la liber-
tad, o cuando así lo considere procedente, dictar todas las
medidas necesarias para evitar que se ponga en peligro la
integridad física y psicológica de la víctima u ofendido; 

d) Informar a la víctima u ofendido que desee otorgar el
perdón en los casos procedentes, el significado y trascen-
dencia jurídica de dicho acto; 

e) Dictar las medidas necesarias y que estén a su alcance
para que la víctima u ofendido reciba atención médica y
psicológica de urgencia. Cuando el Ministerio Público de
la Federación lo estime necesario, tomará las medidas con-
ducentes para que la atención médica y psicológica se ha-
ga extensiva a otras personas; 

f) Solicitar a la autoridad judicial, en los casos en que sea
procedente, la reparación del daño, y 

g) Informar a la víctima o al ofendido menor de edad, que
no está obligado a carearse con el inculpado cuando se tra-
te de los delitos de violación o secuestro. En estos casos,
las declaraciones respectivas se efectuarán conforme lo es-
tablezcan las disposiciones aplicables. 

II. Vigilar la observancia de la constitucionalidad y legali-
dad en el ámbito de su competencia, sin perjuicio de las
atribuciones que legalmente correspondan a otras autorida-
des jurisdiccionales o administrativas. En ejercicio de esta
atribución el Ministerio Público de la Federación deberá: 

a) Intervenir como parte en el juicio de amparo, en los tér-
minos previstos por el artículo 107 constitucional y en los
demás casos en que la Ley de Amparo, Reglamentaria de
los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, disponga o autorice esta inter-
vención; 

b) Intervenir como representante de la Federación en todos
los negocios en que ésta sea parte o tenga interés jurídico.
Esta atribución comprende las actuaciones necesarias para
el ejercicio de las facultades que confiere al Procurador
General de la República la fracción III del artículo 105 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Tratándose de asuntos que revistan interés y trascendencia
para la Federación, el Procurador General de la República
mantendrá informado al Presidente de la República de los
casos relevantes, y requerirá de su acuerdo por escrito pa-
ra el desistimiento; 

c) Intervenir como coadyuvante en los negocios en que las
entidades paraestatales de la Administración Pública Fede-
ral sean parte o tengan interés jurídico, a solicitud del co-
ordinador de sector correspondiente. El Procurador Gene-
ral de la República acordará lo pertinente tomando en
cuenta la importancia que el asunto revista para el interés
público. 

Los coordinadores de sector y, por acuerdo de éstos las en-
tidades paraestatales, conforme a lo que establezca la ley
respectiva, por conducto de los órganos que determine su
régimen de gobierno, deberán hacer del conocimiento de la
Institución los casos en que dichas entidades figuren como
partes o como coadyuvantes, o de cualquier otra forma que
comprometa sus funciones o su patrimonio ante órganos
extranjeros dotados de atribuciones jurisdiccionales. En es-
tos casos la Institución se mantendrá al tanto de los proce-
dimientos respectivos y requerirá la información corres-
pondiente. Si a juicio del Procurador General de la
República el asunto reviste importancia para el interés pú-
blico, formulará las observaciones o sugerencias que esti-
me convenientes, y 

d) Intervenir en las controversias en que sean parte los di-
plomáticos y los cónsules generales, precisamente en vir-
tud de esta calidad. Cuando se trate de un procedimiento
penal y no aparezcan inmunidades que respetar, el Minis-
terio Público de la Federación procederá en cumplimiento
estricto de sus obligaciones legales, observando las dispo-
siciones contenidas en los tratados internacionales en que
los Estados Unidos Mexicanos sea parte. 

III. Intervenir en la extradición o entrega de indiciados,
procesados, sentenciados, en los términos de las disposi-
ciones aplicables, así como en el cumplimiento de los tra-
tados internacionales en que los Estados Unidos Mexica-
nos sea parte; 

IV. Requerir informes, documentos, opiniones y elementos
de prueba en general a las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, a las correspondientes al
Distrito Federal y a los Estados integrantes de la Federación,
y a otras autoridades y personas que puedan suministrar ele-
mentos para el debido ejercicio de dichas atribuciones. 
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Es obligatorio proporcionar los informes que solicite el Mi-
nisterio Público de la Federación en ejercicio de sus fun-
ciones. El incumplimiento a los requerimientos que formu-
le el Ministerio Público de la Federación será causa de
responsabilidad en términos de la legislación aplicable; 

V. Promover la pronta, expedita y debida procuración e im-
partición de justicia, y 

VI. Las demás que las leyes determinen.

Artículo 5.- Corresponde a la Procuraduría General de la
República: 

I. Participar en el Sistema Nacional de Seguridad Pública
de conformidad con la Ley General que Establece las Ba-
ses de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y demás disposiciones aplicables. En el ejercicio
de esta atribución la Procuraduría deberá: 

a) En el ámbito de su competencia, promover, celebrar, eje-
cutar y dar seguimiento a los acuerdos que se adopten en el
marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de con-
formidad con la ley de la materia; 

b) Participar en las instancias y servicios a que se refiere la
Ley General que Establece las Bases de Coordinación del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, y 

c) Participar en las acciones de suministro, intercambio y
sistematización de información, en los términos previstos
por la Ley General que Establece las Bases de Coordina-
ción del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

II. Velar por el respeto de las garantías individuales y los
derechos humanos en la esfera de su competencia. En el
ejercicio de esta atribución la Procuraduría deberá: 

a) Fomentar entre los servidores públicos de la Institución
una cultura de respeto a las garantías individuales y los de-
rechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano y
los tratados internacionales en que los Estados Unidos Me-
xicanos sea parte, y 

b) Atender las visitas, quejas, propuestas de conciliación y
recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos y de organismos internacionales de protección de
derechos humanos cuya competencia haya sido reconocida
por el Estado Mexicano, conforme a las normas aplicables. 

III. Participar en el Sistema Nacional de Planeación De-
mocrática, en los términos que prevea la Ley de Planeación
y demás disposiciones aplicables. 

Para los efectos de la participación de la Procuraduría Ge-
neral de la República en el Sistema Nacional de Planeación
Democrática, ésta realizará los estudios, elaborará los pro-
yectos y promoverá ante el Ejecutivo Federal los conteni-
dos que en las materias de su competencia se prevea incor-
porar al Plan Nacional de Desarrollo, así como a los
programas que del mismo se deriven; 

IV. Promover la celebración de tratados, acuerdos e instru-
mentos de alcance internacional, así como darles segui-
miento, en asuntos concernientes a las atribuciones de la
Institución, con la intervención que en su caso corresponda
a las dependencias de la Administración Pública Federal; 

V. Opinar y participar en los proyectos de iniciativas de ley
o de reformas legislativas para la exacta observancia de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
que estén vinculadas con las materias que sean competen-
cia de la Institución, de conformidad con las disposiciones
aplicables; 

VI. Establecer medios de información a la comunidad, en
forma sistemática y directa, para dar cuenta de las activi-
dades de la Institución; 

VII. Orientar a los particulares respecto de asuntos que pre-
senten ante el Ministerio Público de la Federación que no
constituyan delitos del orden federal o que no sean compe-
tencia de la Institución, sobre el trámite que legalmente co-
rresponda al asunto de que se trate, y 

VIII. Las demás que prevean otras disposiciones aplica-
bles.

Artículo 6.- Son atribuciones indelegables del Procurador
General de la República: 

I. Comparecer ante cualquiera de las Cámaras del Congre-
so de la Unión, a citación de éstas, para informar cuando se
discuta una ley o se estudie un negocio concerniente a las
actividades de la Procuraduría General de la República. En
esas comparecencias y bajo la responsabilidad del Procura-
dor General de la República sólo podrá reservarse la infor-
mación que ponga en riesgo alguna investigación, o aque-
lla que conforme a la ley se encuentre sujeta a reserva; 
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II. Intervenir en las controversias y acciones a que se refie-
re el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en los términos previstos en dicho pre-
cepto y en las leyes aplicables; 

III. Formular petición a la Suprema Corte de Justicia de la
Nación para que conozca de los amparos directos o en re-
visión que por su interés y trascendencia así lo ameriten, de
conformidad con el artículo 107, fracciones V y VIII de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

IV. Denunciar ante la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción la sustentación de tesis que estime contradictorias con
motivo de los juicios de amparo de la competencia de las
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los
Tribunales Colegiados de Circuito, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 107, fracción XIII de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

V. Proponer al Ejecutivo Federal los proyectos de iniciati-
vas de ley o de reformas legislativas para la exacta obser-
vancia de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y que estén vinculadas con las materias que se-
an competencia de la Institución, de conformidad con las
disposiciones aplicables; 

VI. Someter a consideración del Ejecutivo Federal el pro-
yecto de Reglamento de esta Ley, así como el de las refor-
mas al mismo, que juzgue necesarias; 

VII. Presentar al Ejecutivo Federal propuestas de instru-
mentos internacionales en el ámbito de su competencia, sin
perjuicio de las atribuciones que correspondan a las depen-
dencias de la Administración Pública Federal; 

VIII. Concurrir en la integración y participar en la instan-
cia superior de coordinación del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública, de conformidad con la legislación aplica-
ble; 

IX. Celebrar convenios de colaboración con los gobiernos
del Distrito Federal y de los estados integrantes de la Fe-
deración, de conformidad con el artículo 119 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
acuerdos interinstitucionales con órganos gubernamentales
extranjeros u organismos internacionales, en términos de la
Ley sobre la Celebración de Tratados; 

X. Celebrar acuerdos, bases de colaboración, convenios y
demás instrumentos jurídicos con autoridades federales y

con los gobiernos del Distrito Federal, de los Estados inte-
grantes de la Federación y municipios, así como con orga-
nizaciones de los sectores social y privado, y 

XI. Las demás que prevean otras disposiciones aplicables.

Artículo 7.- Los servidores públicos que determine el Re-
glamento de esta Ley, podrán emitir o suscribir instrumen-
tos jurídicos que faciliten el funcionamiento y operación de
la Procuraduría General de la República, siempre que no
sean de los previstos en el artículo anterior. 

Artículo 8.- El Procurador General de la República, así co-
mo los servidores públicos en quienes delegue la facultad
y los que autorice el Reglamento de esta Ley, resolverán en
definitiva: 

I. El no ejercicio de la acción penal; 

II. La solicitud de cancelación o reclasificación de órdenes
de aprehensión, de conformidad con el Código Federal de
Procedimientos Penales; 

III. La formulación de conclusiones no acusatorias, y 

IV. Las consultas que agentes del Ministerio Público de la
Federación formulen o las prevenciones que la autoridad
judicial acuerde en los términos que la ley prevenga, res-
pecto de la omisión de formular conclusiones en el térmi-
no legal, de conclusiones presentadas en un proceso penal
o de actos cuya consecuencia sea el sobreseimiento del
proceso o la libertad absoluta del inculpado antes de que se
pronuncie sentencia.

CAPITULO II 

Bases de Organización 

Artículo 9.- El Procurador General de la República ejerce-
rá autoridad jerárquica sobre todo el personal de la Procu-
raduría. 

El Procurador General de la República emitirá los acuer-
dos, circulares, instructivos, bases y demás normas admi-
nistrativas necesarias que rijan la actuación de las unidades
administrativas y órganos técnicos, centrales y desconcen-
trados de la Institución, así como de agentes del Ministerio
Público de la Federación, policía federal investigadora y
peritos. 
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Artículo 10.- Para el despacho de los asuntos que compe-
ten a la Procuraduría General de la República y al Ministe-
rio Público de la Federación conforme a la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el presente or-
denamiento y demás disposiciones aplicables, el Procura-
dor General de la República se auxiliará de: 

I. Subprocuradores; 

II. Oficial Mayor; 

III. Visitador General; 

IV. Coordinadores; 

V. Titulares de Unidades Especializadas; 

VI. Directores Generales; 

VII. Delegados; 

VIII. Agregados; 

IX. Agentes del Ministerio Público de la Federación, agen-
tes de la policía federal investigadora y peritos, y 

X. Directores, Subdirectores, Subagregados, jefes de de-
partamento, titulares de órganos y unidades técnicos y ad-
ministrativos, centrales y desconcentrados, y demás servi-
dores públicos que establezca el Reglamento de esta Ley y
otras disposiciones aplicables.

Artículo 11.- Para el desarrollo de las funciones de la Pro-
curaduría General de la República y del Ministerio Público
de la Federación, se contará con un sistema de especializa-
ción y desconcentración territorial y funcional, sujeto a las
siguientes bases generales: 

I. Sistema de especialización: 

a) La Procuraduría General de la República contará con
unidades administrativas especializadas en la investigación
y persecución de géneros de delitos, atendiendo a las for-
mas de manifestación de la delincuencia organizada, así
como a la naturaleza, complejidad e incidencia de los deli-
tos federales; 

b) Las unidades administrativas especializadas actuarán en
todo el territorio nacional en coordinación con los órganos
y unidades desconcentrados, y 

c) Las unidades administrativas especializadas, según su
nivel orgánico, funcional y presupuestal, podrán contar con
direcciones, subdirecciones y demás unidades que esta-
blezcan las disposiciones aplicables. 

II. Sistema de desconcentración: 

a) Las delegaciones serán órganos desconcentrados de la
Procuraduría General de la República en las entidades fe-
derativas. Al frente de cada Delegación habrá un Delega-
do, quien ejercerá el mando y autoridad jerárquica sobre
los agentes del Ministerio Público de la Federación, de la
policía federal investigadora y peritos, así como demás
personal que esté adscrito al órgano desconcentrado; 

b) Las sedes de las delegaciones serán definidas atendien-
do a la incidencia delictiva, densidad de población, las ca-
racterísticas geográficas de las entidades federativas y la
correcta distribución de las cargas de trabajo; 

c) La Procuraduría podrá contar con unidades administrati-
vas a cargo de la coordinación, supervisión y evaluación de
las delegaciones. En su caso, el Procurador determinará
mediante Acuerdo el número de unidades administrativas y
delegaciones que les estén adscritas; 

d) Las delegaciones de la Procuraduría contarán con sub-
delegaciones y agencias del Ministerio Público de la Fede-
ración, que ejercerán sus funciones en la circunscripción
territorial que determine el Procurador mediante Acuerdo,
así como jefaturas regionales y demás unidades adminis-
trativas que establezcan las disposiciones aplicables; 

e) Las delegaciones atenderán los asuntos en materia de
averiguación previa, ejercicio de la acción penal, reserva,
incompetencia, acumulación, no ejercicio de la acción pe-
nal, control de procesos, amparo, prevención del delito,
servicios a la comunidad, servicios administrativos y otros,
de conformidad con las facultades que les otorgue el Re-
glamento de esta Ley y el Procurador mediante Acuerdo; 

f) Las delegaciones preverán medidas para la atención de
los asuntos a cargo del Ministerio Público de la Federación
en las localidades donde no exista agencia permanente; 

g) El Procurador General de la República expedirá las nor-
mas necesarias para la coordinación y articulación de las
delegaciones con los órganos centrales y unidades especia-
lizadas, a efecto de garantizar la unidad de actuación y de-
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pendencia jerárquica del Ministerio Público de la Federa-
ción, y 

h) Se dispondrá de un sistema de información que permita
a la unidad responsable que determine el Reglamento de
esta Ley, el conocimiento oportuno de la legislación estatal
o del Distrito Federal, a efecto de que, en su caso, el Pro-
curador General de la República esté en aptitud de ejercer
la acción prevista por la fracción II, inciso c) del artículo
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como la participación que le corresponda en
las controversias a que se refiere la fracción I del mismo ar-
tículo. 

El sistema a que se refiere el párrafo que antecede también
abarcará la información para que dicha Unidad tenga opor-
tunamente conocimiento de las tesis contradictorias que se
emitan por el Poder Judicial de la Federación, a fin de que
el Titular de la Institución esté en condiciones de ejercitar
la facultad de denuncia de tesis contradictorias a que alude
la fracción XIII del artículo 107 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 12.- Los agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración, de la policía federal investigadora y los peritos se
organizarán de conformidad con el Reglamento de esta Ley
y los Acuerdos que emita el Procurador General de la Re-
pública al efecto, en los cuales se deberán tomar en consi-
deración las categorías del Servicio de Carrera de Procura-
ción de Justicia Federal, sin perjuicio de lo dispuesto por el
artículo 35 de esta Ley. 

Artículo 13.- El Reglamento de esta Ley establecerá las
unidades y órganos técnicos y administrativos, centrales y
desconcentrados, de la Procuraduría General de la Repú-
blica, así como sus atribuciones. 

El Procurador General de la República, de conformidad
con las disposiciones presupuestales, podrá crear unida-
des administrativas especializadas distintas a las previstas
en el en el Reglamento de esta Ley, para la investigación
y persecución de géneros de delitos, atendiendo a las ne-
cesidades del servicio, así como fiscalías especiales para
el conocimiento, atención y persecución de delitos espe-
cíficos que por su trascendencia, interés y características
así lo ameriten. 

Artículo 14.- El Procurador General de la República, para
la mejor organización y funcionamiento de la Institución,
podrá delegar facultades, excepto aquellas que por disposi-

ción de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, la presente Ley y demás ordenamientos aplica-
bles, deban ser ejercidas por el propio Procurador. Asimis-
mo, podrá adscribir orgánicamente las unidades y órganos
técnicos y administrativos que establezca el Reglamento de
esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 15.- Los acuerdos por los cuales se disponga la
creación de unidades administrativas especializadas y fis-
calías especiales, se deleguen facultades o se adscriban los
órganos y unidades, se publicarán en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo 16.- El Procurador General de la República será
designado y removido de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 102 apartado A de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 17.- Los Subprocuradores, Oficial Mayor y Visi-
tador General deberán reunir los requisitos que establezca
esta Ley y serán nombrados y removidos libremente por el
Presidente de la República, a propuesta del Procurador Ge-
neral de la República. 

Para ser Subprocurador, Oficial Mayor o Visitador Gene-
ral, se deberá cumplir con los siguientes requisitos: ser ciu-
dadano mexicano por nacimiento; tener cuando menos
treinta y cinco años cumplidos el día de la designación;
contar, con antigüedad mínima de diez años, con título pro-
fesional de licenciado en derecho, salvo el caso del Oficial
Mayor, quien deberá tener el nivel licenciatura en una ca-
rrera acorde a las funciones que desempeñará; gozar de
buena reputación y no haber sido condenado por delito do-
loso. 

Los Subprocuradores, para que estén en capacidad de su-
plir al Procurador General de la República de conformidad
con lo dispuesto en el Capítulo IV de esta Ley, deberán
reunir los requisitos que para éste se establecen en el artí-
culo 102, Apartado A, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 18.- Los Coordinadores Generales, titulares de
Unidades Especializadas, Directores Generales, Delegados
y Agregados de la Institución en el extranjero deberán reu-
nir los requisitos que se establezcan en el Reglamento de
esta Ley y demás disposiciones aplicables, y serán desig-
nados y removidos libremente por el Procurador General
de la República. 
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Artículo 19.- El Reglamento de esta Ley señalará los ser-
vidores públicos que sin tener el nombramiento de agente
del Ministerio Público de la Federación, pero que por la na-
turaleza de sus funciones, deban ejercer dichas atribucio-
nes, no serán considerados como miembros del Servicio de
Carrera de Procuración de Justicia Federal. 

Los agentes del Ministerio Público de la Federación, de la
policía federal investigadora y los peritos, serán nombra-
dos y removidos de conformidad con el Capítulo Quinto de
esta Ley. Los demás servidores públicos serán nombrados
y removidos en los términos del presente ordenamiento, su
Reglamento y demás disposiciones aplicables. 

CAPITULO III 

De los Auxiliares del Ministerio Público 
de la Federación 

Artículo 20.- Son auxiliares del Ministerio Público de la
Federación: 

I. Directos: 

a) La policía federal investigadora, y 

b) Los servicios periciales. 

II. Suplementarios: 

a) La Policía Federal Preventiva; 

b) Los agentes del Ministerio Público del fuero común, de
las policías en el Distrito Federal, en los Estados integran-
tes de la Federación y en los Municipios, así como los pe-
ritos, en las instituciones de procuración de justicia de las
entidades federativas, en términos de las disposiciones le-
gales aplicables y los acuerdos respectivos; 

c) El personal del Servicio Exterior Mexicano acreditado
en el extranjero; 

d) Los capitanes, patrones o encargados de naves o aero-
naves nacionales, y 

e) Los funcionarios de las entidades y dependencias de la
Administración Pública Federal, en términos de las dispo-
siciones aplicables.

El Ministerio Público de la Federación ordenará la activi-
dad de los auxiliares suplementarios en lo que corresponda
exclusivamente a las actuaciones que practiquen en auxilio
de la Institución. 

Artículo 21.- La policía federal investigadora actuará bajo
la autoridad y el mando inmediato del Ministerio Público
de la Federación, en términos de lo dispuesto por el artícu-
lo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y demás ordenamientos aplicables, y lo auxiliará
en la investigación de los delitos del orden federal. 

La policía federal investigadora podrá recibir denuncias
sólo cuando por la urgencia del caso no sea posible la pre-
sentación directa de aquéllas ante el Ministerio Público de
la Federación, pero deberá dar cuenta sin demora a éste pa-
ra que acuerde lo que legalmente proceda. 

Conforme a las instrucciones que dicte el Ministerio Públi-
co de la Federación, la policía federal investigadora des-
arrollará las diligencias que deban practicarse durante la
averiguación previa y, exclusivamente para los fines de és-
ta, cumplirá las citaciones, notificaciones y presentaciones
que se le ordenen y ejecutará las órdenes de aprehensión,
los cateos y otros mandamientos que emita la autoridad ju-
dicial, así como las órdenes de detención que, en los casos
a que se refiere el párrafo quinto del artículo 16 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dicte el
propio Ministerio Público de la Federación. 

En todo caso, dicha policía actuará con respeto a los dere-
chos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los
tratados internacionales en que los Estados Unidos Mexi-
canos sea parte, así como las normas que rijan esas actua-
ciones. 

Artículo 22.- Los peritos actuarán bajo la autoridad y
mando inmediato del Ministerio Público de la Federación,
sin perjuicio de la autonomía técnica e independencia de
criterio que les corresponde en el estudio de los asuntos
que se sometan a su dictamen. 

Artículo 23.- El Ejecutivo Federal, en su caso, determina-
rá las entidades paraestatales de la Administración Pública
Federal que deban quedar sujetas a la coordinación de la
Procuraduría General de la República, en cuyo supuesto
serán aplicables a ésta las disposiciones que para las de-
pendencias coordinadoras de sector establecen la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal
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de Entidades Paraestatales y demás ordenamientos que re-
sulten procedentes. 

Artículo 24.- El Procurador General de la República o los
servidores públicos en quienes delegue esta función, po-
drán autorizar al personal del Ministerio Público de la Fe-
deración para auxiliar a otras autoridades que lo requieran
en el desempeño de una o varias funciones, que sean com-
patibles con las que corresponden a la procuración de jus-
ticia federal. 

El auxilio se autorizará mediante la expedición del acuerdo
correspondiente, tomando en cuenta los recursos y las ne-
cesidades del Ministerio Público de la Federación. 

El personal autorizado en los términos de este artículo no
quedará, por ese hecho, subordinado a las autoridades a
quienes auxilie. 

Artículo 25.- De conformidad con los artículos 21 y 119 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
el Procurador General de la República convendrá con las
autoridades locales competentes la forma en que deban
desarrollarse las funciones de auxilio local al Ministerio
Público de la Federación. 

Sujetándose a las disposiciones constitucionales y legales
aplicables, cuando los agentes del Ministerio Público del
fuero común auxilien al Ministerio Público de la Federa-
ción, recibirán denuncias y querellas por delitos federales,
practicarán las diligencias de averiguación previa que sean
urgentes, resolverán sobre la detención o libertad del in-
culpado, bajo caución o con las reservas de ley, y enviarán
sin dilación alguna el expediente y el detenido, en su caso,
al Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 26.- Los auxiliares del Ministerio Público de la
Federación deberán, bajo su responsabilidad, dar aviso de
inmediato a éste, en todos los casos sobre los asuntos en
que intervengan con ese carácter, haciendo de su conoci-
miento los elementos que conozcan con motivo de su in-
tervención. 

CAPITULO IV 

De la Suplencia y Representación del Procurador 
General de la República 

Artículo 27.- El Procurador General de la República será
suplido en sus excusas, ausencias o faltas temporales por

los Subprocuradores, en los términos que disponga el Re-
glamento de esta Ley. 

El Subprocurador que supla al Procurador General de la
República ejercerá las atribuciones que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Ley y
demás normas aplicables otorgan a aquél, con excepción
de lo dispuesto por la fracción I del artículo 6 de esta Ley. 

Artículo 28.- Los Subprocuradores, Oficial Mayor, Visita-
dor General y demás servidores públicos serán suplidos en
los términos que establezca el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 29.- El Procurador General de la República será
representado ante las autoridades judiciales, administrati-
vas y del trabajo por los servidores públicos que determine
el Reglamento de esta Ley o por los agentes del Ministerio
Público de la Federación que se designen para el caso con-
creto.

CAPITULO V 

Del Servicio de Carrera de Procuración de
Justicia Federal 

Artículo 30.- El Servicio de Carrera de Procuración de
Justicia Federal comprende lo relativo a agente del Minis-
terio Público de la Federación, agente de la policía federal
investigadora y Perito Profesional y Técnico, y se sujetará
a las bases siguientes: 

I. Se compondrá de las etapas de ingreso, desarrollo y ter-
minación del servicio: 

a) El ingreso comprenderá los requisitos y procedimientos
de selección, formación, capacitación y adscripción inicial; 

b) El desarrollo comprenderá los requisitos y procedimien-
tos de actualización, especialización, estímulos y reconoci-
mientos, cambios de adscripción, desarrollo humano, eva-
luaciones de control de confianza y del desempeño,
ascensos y sanciones, y 

c) La terminación comprenderá las causas y procedimien-
tos de separación del servicio, de conformidad con lo dis-
puesto en esta Ley y en las disposiciones reglamentarias de
Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal. 

II. Se organizará tomando en consideración lo dispuesto en
la Ley General que Establece las Bases de Coordinación
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del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás dispo-
siciones aplicables, así como en los convenios de colabo-
ración, acuerdos y resoluciones que en su caso se celebren
con los gobiernos del Distrito Federal, de los Estados inte-
grantes de la Federación, los Municipios y demás autorida-
des competentes, de conformidad con los ordenamientos
correspondientes; 

III. Tendrá carácter obligatorio y permanente y abarcará los
programas, cursos, exámenes y concursos correspondien-
tes a las diversas etapas de las ramas ministerial, policial y
pericial, los cuales se realizarán por las unidades y órganos
que determinen las disposiciones aplicables, sin prejuicio
de que se establezcan mecanismos de coadyuvancia con
instituciones públicas o privadas; 

IV. Se regirá por los principios de legalidad, eficiencia,
profesionalismo, honradez, lealtad e imparcialidad y de
respeto a los derechos humanos. El contenido teórico y
práctico de los programas de capacitación, actualización y
especialización fomentará que los agentes del Ministerio
Público de la Federación y sus auxiliares ejerzan sus atri-
buciones con base en los referidos principios y promoverán
el efectivo aprendizaje y el pleno desarrollo de los conoci-
mientos y habilidades necesarios para el desempeño del
servicio; 

V. Contará con un sistema de rotación de agentes del Mi-
nisterio Público de la Federación, de la policía federal in-
vestigadora y de peritos profesionales y técnicos, dentro de
la Institución, y 

VI. Determinará los perfiles, categorías y funciones de los
agentes del Ministerio Público de la Federación, de la po-
licía federal investigadora y de peritos profesionales y téc-
nicos.

rtículo 31.- Para ingresar y permanecer como Agente del
Ministerio Público de la Federación de carrera, se requiere: 

I. Para ingresar: 

a) Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejer-
cicio de sus derechos y que no adquiera otra nacionalidad; 

b) Contar con título de Licenciado en Derecho expedido y
registrado legalmente, y con la correspondiente cédula pro-
fesional; 

c) Tener por lo menos un año de experiencia profesional
como Licenciado en Derecho; 

d) En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacio-
nal; 

e) Aprobar el proceso de evaluación inicial de control de
confianza; 

f) Cumplir satisfactoriamente los requisitos y procedimien-
tos de ingreso a que se refiere esta Ley y las disposiciones
aplicables conforme a ésta; 

g) No estar sujeto a proceso penal; 

h) No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabili-
tado por resolución firme como servidor público, en los
términos de las normas aplicables; 

i) Ser de notoria buena conducta y no haber sido condena-
do por sentencia irrevocable como responsable de un deli-
to doloso; 

j) No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupe-
facientes u otras que produzcan efectos similares, ni pade-
cer alcoholismo, y 

k) Los demás requisitos que establezcan otras disposicio-
nes aplicables. 

II. Para permanecer: 

a) Seguir los programas de actualización y profesionaliza-
ción que establezcan las disposiciones aplicables; 

b) Aprobar los procesos de evaluación de control de con-
fianza y de evaluación del desempeño, permanentes, perió-
dicos y obligatorios que establezcan el Reglamento de esta
Ley y demás disposiciones aplicables; 

c) No ausentarse del servicio sin causa justificada por un
periodo de tres días consecutivos, o de cinco días dentro de
un término de treinta días; 

d) Participar en los procesos de ascenso que se convoquen
conforme a las disposiciones aplicables; 

e) Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio, y 
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f) Los demás requisitos que establezcan las disposiciones
aplicables.

Artículo 32.- Para ingresar y permanecer como Agente de
la policía federal investigadora de carrera, se requiere: 

I. Para ingresar: 

a) Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejer-
cicio de sus derechos y que no adquiera otra nacionalidad; 

b) Acreditar que se han concluido por lo menos los estu-
dios correspondientes a la enseñanza preparatoria o equi-
valente; 

c) Contar con la edad y el perfil físico, médico, ético y de
personalidad que las disposiciones aplicables establezcan
como necesarias para realizar actividades policiales; 

d) En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacio-
nal; 

e) Aprobar el proceso de evaluación inicial de control de
confianza; 

f) Cumplir satisfactoriamente los demás requisitos y pro-
cedimientos de ingreso a que se refiere esta Ley y las dis-
posiciones aplicables conforme a ésta; 

g) No estar sujeto a proceso penal; 

h) No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabili-
tado por resolución firme como servidor público, en los
términos de las normas aplicables; 

i) Ser de notoria buena conducta y no haber sido condena-
do por sentencia irrevocable como responsable de un deli-
to doloso; 

j) No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupe-
facientes u otras que produzcan efectos similares, ni pade-
cer alcoholismo, y 

k) Los demás requisitos que establezcan otras disposicio-
nes aplicables. 

II. Para permanecer: 

a) Seguir los programas de actualización y profesionaliza-
ción que establezcan las disposiciones aplicables; 

b) Aprobar los procesos de evaluación de control de con-
fianza y de evaluación del desempeño, permanentes, perió-
dicos y obligatorios que establezcan el Reglamento de esta
Ley y demás disposiciones aplicables; 

c) No ausentarse del servicio sin causa justificada por un
periodo de tres días consecutivos, o de cinco días dentro de
un término de treinta días; 

d) Participar en los procesos de ascenso que se convoquen
conforme a las disposiciones aplicables; 

e) Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio, y 

f) Los demás requisitos que establezcan las disposiciones
aplicables.

Artículo 33.- Para ingresar y permanecer como Perito de
carrera, se requiere: 

I. Para ingresar: 

a) Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejer-
cicio de sus derechos y que no adquiera otra nacionalidad; 

b) Acreditar que se han concluido por lo menos los estu-
dios correspondientes a la enseñanza preparatoria o equi-
valente; 

c) Tener título legalmente expedido y registrado por la au-
toridad competente que lo faculte para ejercer la ciencia,
técnica, arte o disciplina de que se trate, o acreditar plena-
mente los conocimientos correspondientes a la disciplina
sobre la que deba dictaminar, cuando de acuerdo con las
normas aplicables no necesite título o cédula profesional
para su ejercicio; 

d) En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacio-
nal; 

e) Aprobar el proceso de evaluación inicial de control de
confianza; 

f) Cumplir satisfactoriamente los demás requisitos y pro-
cedimientos de ingreso a que se refiere esta Ley y las dis-
posiciones aplicables conforme a ésta; 

g) No estar sujeto a proceso penal; 
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h) No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabili-
tado por resolución firme como servidor público, en los
términos de las normas aplicables; 

i) Ser de notoria buena conducta y no haber sido condena-
do por sentencia irrevocable como responsable de un deli-
to doloso; 

j) No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupe-
facientes u otras que produzcan efectos similares, ni pade-
cer alcoholismo, y 

k) Los demás requisitos que establezcan otras disposicio-
nes aplicables. 

II. Para permanecer: 

a) Seguir los programas de actualización y profesionaliza-
ción que establezcan las disposiciones aplicables; 

b) Aprobar los procesos de evaluación de control de con-
fianza y de evaluación del desempeño, permanentes, perió-
dicos y obligatorios que establezcan el Reglamento de esta
Ley y demás disposiciones aplicables; 

c) No ausentarse del servicio sin causa justificada por un
periodo de tres días consecutivos, o de cinco días dentro de
un término de treinta días; 

d) Participar en los procesos de ascenso que se convoquen
conforme a las disposiciones aplicables; 

e) Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio, y 

f) Los demás requisitos que establezcan las disposiciones
aplicables.

Artículo 34.- El Ministerio Público de la Federación esta-
rá integrado por agentes de carrera, así como por agentes
de designación especial o visitadores. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por agentes de de-
signación especial aquellos que sin ser de carrera, son
nombrados por el Procurador General de la República para
atender asuntos que por sus circunstancias especiales así lo
requieran. 

La policía federal investigadora y los servicios periciales
estarán integrados por agentes y peritos de carrera, así co-
mo por agentes y peritos de designación especial. 

Artículo 35.- En tratándose de personas con amplia expe-
riencia profesional, el Procurador General de la República,
de conformidad con el Reglamento de esta Ley y lo que es-
tablezcan las disposiciones relativas al Servicio de Carrera
de Procuración de Justicia Federal podrá, en casos excep-
cionales, designar agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración, especiales o visitadores, así como agentes de la
policía federal investigadora o peritos especiales, dispen-
sando la presentación de los concursos de ingreso. Dichas
personas deberán estar en pleno ejercicio de sus derechos y
satisfacer los requisitos siguientes: 

I. Para Agente del Ministerio Público de la Federación, los
señalados en el artículo 31, fracción I, incisos a), b), c), d),
e), g), h), i) y j); 

II. Para Agente de la policía federal investigadora, los se-
ñalados en el artículo 32, fracción I, incisos a), b), c), d), e),
g), h), i) y j), y 

III. Para Perito, los señalados en el artículo 33, fracción I,
incisos b), c), d), e), g), h), i) y j).

Los agentes del Ministerio Público de la Federación, espe-
ciales o visitadores, así como agentes de la policía federal in-
vestigadora o peritos especiales, no serán miembros del Ser-
vicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, a menos
que acrediten los concursos y evaluaciones que se les prac-
tiquen, en los términos de las disposiciones aplicables. 

En cualquier momento, se podrán dar por terminados los
efectos del nombramiento de las personas designadas con-
forme a este artículo, sin que para ello sea necesario agotar
el procedimiento a que se refiere el artículo 44 de esta Ley. 

Artículo 36.- Previo al ingreso como Agente del Ministe-
rio Público de la Federación, de la policía federal investi -
gadora o Perito, incluyendo los casos a que se refiere el ar-
tículo anterior, será obligatorio que la Institución consulte
los requisitos y antecedentes de la persona respectiva en el
Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, en
los términos previstos en la Ley General que Establece las
Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad
Pública. 

Artículo 37.- Para el ingreso a la categoría básica de Agen-
te del Ministerio Público de la Federación, de Agente de la
policía federal investigadora y de Perito Profesional y Téc-
nico, se realizará concurso de ingreso por oposición inter-
na o libre. 
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En igualdad de circunstancias, en los concursos de ingreso
para Agente del Ministerio Público de la Federación y de
la policía federal investigadora, se preferirá a los oficiales
secretarios del Ministerio Público de la Federación, con su-
jeción a las condiciones y características que determine el
Consejo de Profesionalización. 

Artículo 38.- Los agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración, de la policía federal investigadora y peritos serán
adscritos por el Procurador o por otros servidores públicos
de la Institución en quienes delegue esta función, a las di-
versas unidades administrativas de la Procuraduría General
de la República, de conformidad con las disposiciones
aplicables. 

Igualmente, se les podrá encomendar el estudio, dictamen
y actuaciones que en casos especiales se requieran de
acuerdo con su categoría y especialidad. 

Artículo 39.- Los ascensos a las categorías superiores del
Ministerio Público de la Federación, de la policía federal
investigadora y Perito, se realizarán por concurso de opo-
sición, de conformidad con las disposiciones reglamenta-
rias del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Fe-
deral y los acuerdos del Consejo de Profesionalización. 

Artículo 40.- El Consejo de Profesionalización será la ins-
tancia normativa, así como de desarrollo y evaluación del
Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal y se
integrará por: 

I. Un Subprocurador que determinará el Reglamento, quien
lo presidirá; 

II. El Oficial Mayor; 

III. El Visitador General; 

IV. El Contralor Interno; 

V. El Titular a cargo de la policía federal investigadora; 

VI. El Titular de los Servicios Periciales; 

VII. El Titular del área a cargo del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal, quien fungirá como Secre-
tario Técnico del Consejo; 

VIII. El Director General del Instituto Nacional de Cien-
cias Penales; 

IX. El Director General del órgano a cargo de la capacita-
ción del personal policial en la Procuraduría General de la
República; 

X. Dos agentes del Ministerio Público de la Federación de
reconocido prestigio profesional, buena reputación y des-
empeño excelente en la Institución, y cuya designación es-
tará a cargo del Procurador; 

XI. Dos agentes de la policía federal investigadora, de re-
conocido prestigio, buena reputación y desempeño exce-
lente en la corporación y cuya designación estará a cargo
del Procurador; 

XII. Dos peritos de reconocido prestigio, buena reputación
y desempeño excelente y cuya designación estará a cargo
del Procurador, y 

XIII. Los demás funcionarios que, en su caso, determinen las
disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera de Pro-
curación de Justicia Federal o el Procurador por Acuerdo.

Artículo 41.- El Consejo de Profesionalización tendrá las
funciones siguientes: 

I. Normar, desarrollar y evaluar el Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal, y establecer políticas y cri-
terios generales para tal efecto; 

II. Aprobar las convocatorias para ingreso o ascenso del
personal de carrera; 

III. Aprobar los resultados de los concursos de ingreso y de
ascensos del personal de carrera; 

IV. Recomendar al Procurador General de la República la
adscripción inicial y los cambios de adscripción del perso-
nal de carrera; 

V. Resolver en única instancia los procedimientos de sepa-
ración del servicio de carrera y de remoción a que se refie-
re los artículos 44 y 65 de esta ley; 

VI. Establecer criterios y políticas generales de capacita-
ción, formación, actualización, especialización del perso-
nal de carrera; 
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VII. Dictar las normas necesarias para la regulación de su
organización y funcionamiento; 

VIII. Establecer los órganos y comisiones que deban auxi-
liarlo en el desempeño de sus funciones, y 

IX. Las demás que le otorguen las disposiciones reglamen-
tarias del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia
Federal.

Artículo 42.- El funcionamiento del Consejo de Profesio-
nalización será determinado por las normas reglamentarias
del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal,
las cuales deberán establecer los órganos que habrán de au-
xiliarlo en el cumplimiento de sus funciones. 

Artículo 43.- La terminación del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal será: 

I. Ordinaria que comprende: 

a) La renuncia; 

b) La incapacidad permanente para el desempeño de sus
funciones; 

c) La jubilación, y 

d) La muerte del miembro del Servicio de Carrera de Pro-
curación de Justicia Federal. 

II. Extraordinaria que comprende: 

a) La separación del servicio por el incumplimiento de los
requisitos de ingreso y permanencia en la Institución, y 

b) La remoción.

Artículo 44.- La separación del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal, por el incumplimiento de
los requisitos de ingreso y permanencia, se realizará como
sigue: 

I. El superior jerárquico deberá presentar queja fundada y
motivada ante el Consejo de Profesionalización, en la cual
deberá señalar el requisito de ingreso o permanencia que
presuntamente haya sido incumplido por el miembro del

Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal de
que se trate, adjuntando los documentos y demás pruebas
que considere pertinentes; 

II. El Consejo de Profesionalización notificará la queja al
miembro del Servicio de Carrera de Procuración de Justi-
cia Federal de que se trate y lo citará a una audiencia para
que manifieste lo que a su derecho convenga, adjuntando
los documentos y demás elementos probatorios que estime
procedentes; 

III. El superior jerárquico podrá suspender al miembro del
Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal has-
ta en tanto el Consejo de Profesionalización resuelva lo
conducente; 

IV. Una vez desahogada la audiencia y agotadas las dili-
gencias correspondientes, el Consejo de Profesionalización
resolverá sobre la queja respectiva. El Presidente del Con-
sejo de Profesionalización podrá convocar a sesiones ex-
traordinarias cuando lo estime pertinente, y 

V. Contra la resolución del Consejo de Profesionalización
no procederá recurso administrativo alguno.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se en-
tenderá por superior jerárquico a los servidores públicos a
que se refiere el artículo 62 de esta Ley. 

Artículo 45.- Los Procedimientos a que se refiere el artí-
culo anterior, así como el de remoción previsto en el artí-
culo 64, serán substanciados por los órganos auxiliares del
Consejo de Profesionalización, cuya integración, opera-
ción y funcionamiento se definirán en las disposiciones re-
glamentarias del Servicio de Carrera de Procuración de
Justicia Federal. 

Artículo 46.- Los miembros del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal que estén sujetos a proceso
penal como probables responsables de delito doloso, o cul-
poso calificado como grave por la ley, serán suspendidos
por los servidores públicos a que se refiere el artículo 62 de
esta Ley, desde que se dicte el auto de formal prisión o de
sujeción a proceso y hasta que se emita sentencia ejecuto-
riada. En caso de que ésta fuese condenatoria serán desti-
tuidos; si por el contrario, fuese absolutoria, se les restitui-
rá en sus derechos. 
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CAPITULO VI 

De los Procesos de Evaluación de los 
Servidores Públicos 

Artículo 47.- Los miembros del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal y demás servidores públi-
cos que determine el Procurador mediante Acuerdo, debe-
rán someterse y aprobar los procesos de evaluación de con-
trol de confianza y del desempeño, los cuales serán
iniciales, permanentes, periódicos y obligatorios de con-
formidad con las disposiciones aplicables. 

Los procesos de evaluación tendrán por objeto comprobar
que los servidores públicos a que se refiere el párrafo ante-
rior dan debido cumplimiento a los principios de legalidad,
eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad e imparciali-
dad y de respeto a los derechos humanos. 

Artículo 48.- El Reglamento de esta Ley establecerá los
exámenes que comprenderán los procesos de evaluación, en-
tre los cuales deberá incluirse el toxicológico, así como los
procedimientos conforme a los cuales se llevarán a cabo. 

Los exámenes se evaluarán en conjunto, salvo el examen
toxicológico que se presentará y calificará por separado. 

Artículo 49.- Los servidores públicos serán citados a la
práctica de los exámenes respectivos. En caso de no pre-
sentarse sin mediar causa justificada, se les tendrá por no
aptos. 

Artículo 50.- Los resultados de los procesos de evaluación
serán confidenciales con excepción de lo que establezcan
las disposiciones legales aplicables, así como en aquellos
casos en que deban presentarse en procedimientos admi-
nistrativos o judiciales. 

Artículo 51.- Los miembros del Servicio de Carrera de
Procuración de Justicia Federal que resulten no aptos en los
procesos de evaluación a que se refiere este Capítulo, deja-
rán de prestar sus servicios en la Procuraduría General de
la República, previo desahogo del procedimiento que esta-
blece el artículo 44 de esta Ley. 

En los casos en que los demás servidores públicos de la
Institución respecto de los cuales el Procurador General de
la República haya determinado su sujeción a los procesos
de evaluación, resulten no aptos, dejarán de prestar sus ser-

vicios en la Institución, de conformidad con las disposicio-
nes legales aplicables. 

CAPITULO VII 

De los Derechos de los Agentes del Ministerio Público
de la Federación, de la Policía Federal

Investigadora y Peritos 

Artículo 52.- Los agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración, de la policía federal investigadora y peritos ten-
drán los siguientes derechos: 

I. Participar en los cursos de capacitación, actualización y
especialización correspondientes, así como en aquellos que
se acuerden con otras instituciones académicas, nacionales
y del extranjero, que tengan relación con sus funciones, sin
perder sus derechos y antigüedad, sujeto a las disposicio-
nes presupuestales y a las necesidades del servicio; 

II. Sugerir al Consejo de Profesionalización las medidas
que estimen pertinentes para el mejoramiento del Servicio
de Carrera de Procuración de Justicia Federal, por conduc-
to de sus representantes; 

III. Percibir prestaciones acordes con las características del
servicio de conformidad con el presupuesto de la Procura-
duría y demás normas aplicables; 

IV. Gozar de las prestaciones que establezca la Ley del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado y demás disposiciones aplicables; 

V. Acceder al sistema de estímulos económicos y sociales,
cuando su conducta y desempeño así lo ameriten y de
acuerdo con las normas aplicables y las disponibilidades
presupuestales; 

VI. Participar en los concursos de ascenso a que se convo-
que; 

VII. Gozar de un trato digno y decoroso por parte de sus
superiores jerárquicos; 

VIII. Recibir el equipo de trabajo sin costo alguno; 

IX. Recibir oportuna atención médica sin costo alguno,
cuando sean lesionados en cumplimiento de su deber; 
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X. Gozar de los beneficios que establezcan las disposicio-
nes aplicables una vez terminado de manera ordinaria el
Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal; 

XI. Gozar de permisos y licencias sin goce de sueldo en
términos de las disposiciones aplicables, y 

XII. Los demás que establezcan las disposiciones aplica-
bles.

Los agentes del Ministerio Público de la Federación de de-
signación especial o visitadores, así como los agentes de la
policía federal investigadora y peritos de designación espe-
cial, participarán en los programas de capacitación, actua-
lización y especialización, y gozarán de los derechos a que
se refiere este artículo, salvo los contenidos en las fraccio-
nes II, VI y X. 

CAPITULO VIII 

De las Causas de Responsabilidad de los Agentes 
del Ministerio Público de la Federación, 

Agentes de la Policía Federal Investigadora 
y Peritos 

Artículo 53.- Son causas de responsabilidad de los agentes
del Ministerio Público de la Federación y, en lo conducen-
te, de los agentes de la policía federal investigadora y de
los peritos: 

I. No cumplir, retrasar o perjudicar por negligencia la de-
bida actuación del Ministerio Público de la Federación; 

II. Realizar o encubrir conductas que atenten contra la au-
tonomía del Ministerio Público de la Federación, tales co-
mo aceptar o ejercer consignas, presiones, encargos, comi-
siones o cualquier otra acción que genere o implique
subordinación indebida respecto de alguna persona o auto-
ridad; 

III. Distraer de su objeto, para uso propio o ajeno, el equi-
po, elementos materiales o bienes asegurados bajo su cus-
todia o de la Institución; 

IV. No solicitar los dictámenes periciales correspondientes; 

V. No trabar el aseguramiento de bienes, objetos, instru-
mentos o productos de delito y, en su caso, no solicitar el
decomiso cuando así proceda en los términos que establez-
can las leyes penales; 

VI. Omitir la práctica de las diligencias necesarias en cada
asunto; 

VII. Incumplir cualquiera de las obligaciones a que se re-
fiere el siguiente artículo, y 

VIII. Las demás que establezcan otras disposiciones apli-
cables.

Artículo 54.- Son obligaciones de los agentes del Ministe-
rio Público de la Federación, de los agentes de la policía fe-
deral investigadora y de los peritos, para salvaguardar la le-
galidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad,
imparcialidad y de respeto a los derechos humanos en el
desempeño de su función, las siguientes: 

I. Conducirse siempre con apego al orden jurídico y respe-
to a los derechos humanos; 

II. Prestar auxilio a las personas que hayan sido víctimas de
algún delito, así como brindar protección a sus bienes y de-
rechos, cuando resulte procedente. Su actuación deberá ser
congruente, oportuna y proporcional al hecho; 

III. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad, sin
discriminar a persona alguna por su raza, religión, sexo,
condición económica o social, preferencia sexual, ideolo-
gía política o por algún otro motivo; 

IV. Impedir, por los medios que tuvieren a su alcance y en
el ámbito de sus atribuciones, que se infrinjan, toleren o
permitan actos de tortura física o psicológica u otros tratos
o sanciones crueles, inhumanos o degradantes. Los servi-
dores públicos que tengan conocimiento de ello deberán
denunciarlo inmediatamente ante la autoridad competente; 

V. Abstenerse de ejercer empleo, cargo o comisión y demás
actividades a que se refiere el artículo siguiente de esta
Ley; 

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas de-
biendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar inde-
bidamente las acciones o manifestaciones que en ejercicio
de sus derechos constitucionales y con carácter pacífico re-
alice la población; 

VII. Desempeñar su función sin solicitar ni aceptar com-
pensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las previs-
tas legalmente. En particular se opondrán a cualquier acto
de corrupción; 
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VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención o reten-
ción de persona alguna sin cumplir con los requisitos pre-
vistos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en los ordenamientos legales aplicables; 

IX. Velar por la vida e integridad física y psicológica de las
personas detenidas o puestas a su disposición; 

X. Participar en operativos de coordinación con otras auto-
ridades o corporaciones policiales, así como brindarles, en
su caso, el apoyo que conforme a derecho proceda; 

XI. Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos y
cumplir con todas sus obligaciones, siempre y cuando sean
conforme a derecho; 

XII. Preservar el secreto de los asuntos que por razón del
desempeño de su función conozcan, con las excepciones
que determinen las leyes; 

XIII. Abstenerse en el desempeño de sus funciones de au-
xiliarse por personas no autorizadas por la ley; 

XIV. Usar el equipo a su cargo con el debido cuidado y
prudencia en el cumplimiento de sus funciones, así como
conservarlo; 

XV. Abstenerse de abandonar sin causa justificada las fun-
ciones, comisión o servicio que tengan encomendado; 

XVI. Someterse a los procesos de evaluación de control de
confianza y del desempeño de conformidad con las dispo-
siciones aplicables, y 

XVII. Las demás que se establezcan en las disposiciones
aplicables.

El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar a la
sanción correspondiente en los términos de este Capítulo. 

Artículo 55.- Los agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración, así como los agentes de la policía federal inves-
tigadora y peritos no podrán: 

I. Desempeñar empleo, cargo o comisión de cualquier na-
turaleza en la Administración Pública Federal, en los go-
biernos del Distrito Federal o de los Estados integrantes de
la Federación y municipios, así como trabajos o servicios
en instituciones privadas, salvo los de carácter docente y

aquellos que autorice la Institución, siempre y cuando no
sean incompatibles con sus funciones en la misma; 

II. Ejercer la abogacía por sí o por interpósita persona, sal-
vo en causa propia, de su cónyuge, concubina o concubi-
nario, de sus ascendientes o descendientes, de sus herma-
nos o de su adoptante o adoptado; 

III. Ejercer las funciones de tutor, curador o albacea judi-
cial, a no ser que tenga el carácter de heredero o legatario,
o se trate de sus ascendientes, descendientes, hermanos,
adoptante o adoptado, y 

IV. Ejercer ni desempeñar las funciones de depositario o
apoderado judicial, síndico, administrador, interventor en
quiebra o concurso, notario, corredor, comisionista, árbitro
o arbitrador. 

CAPITULO IX 

De las Sanciones de los Agentes del Ministerio 
Público de la Federación, Agentes de la Policía 

Federal Investigadora y Peritos 

Artículo 56.- Las sanciones por incurrir en causas de res-
ponsabilidad o incumplir las obligaciones a que se refieren
los artículos 53 y 54 de esta Ley, respectivamente, serán: 

I. Amonestación pública o privada; 

II. Suspensión, o 

III. Remoción.

Además de las sanciones contempladas en las fracciones
anteriores, se podrá imponer a los agentes de la policía fe-
deral investigadora correctivos disciplinarios que podrán
consistir en arresto y retención en el servicio o privación de
permisos de salida. 

Artículo 57.- La amonestación es el acto mediante el cual
se le llama la atención al servidor público por la falta o fal-
tas no graves cometidas en el desempeño de sus funciones
y lo conmina a rectificar su conducta. 

La amonestación podrá ser pública o privada dependiendo
de las circunstancias específicas de la falta y, en ambos ca-
sos, se comunicará por escrito al infractor, en cuyo expe-
diente personal se archivará una copia de la misma. 
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Artículo 58.- La suspensión es la interrupción temporal de
los efectos del nombramiento, la cual podrá ser hasta por
quince días a juicio del superior jerárquico, cuando la falta
cometida no amerite remoción. 

Artículo 59.- El arresto es la internación del Agente de la
policía federal investigadora por no más de treinta y seis
horas en el lugar destinado al efecto, con pleno respeto a
sus derechos humanos. 

La retención en el servicio o la privación de servicios de
salida es el impedimento hasta por quince días naturales
para que el Agente de la policía federal investigadora aban-
done el lugar de su adscripción. 

Toda orden de arresto, de retención en el servicio o privación
de permisos de salida será decretada por el superior jerár-
quico, deberá constar por escrito y contendrá el motivo y
fundamento legal, así como la duración y el lugar en que de-
berá cumplirse. La orden respectiva pasará a formar parte
del expediente personal del servidor público de que se trate. 

Artículo 60.- En contra de los correctivos disciplinarios a
que se refiere el artículo anterior se podrá interponer el re-
curso de rectificación ante el Consejo de Profesionaliza-
ción, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notifi-
cación de la imposición del correctivo disciplinario. En el
escrito correspondiente se expresarán los agravios y se
aportarán las pruebas que se estimen pertinentes. El recur-
so se resolverá en la siguiente sesión del Consejo de Profe-
sionalización. 

La interposición del recurso no suspenderá los efectos del
correctivo disciplinario, pero tendrá por objeto que éstos
no aparezcan en el expediente u hoja de servicios del ser-
vidor público de que se trate. 

Artículo 61.- Procederá la remoción de los miembros del
Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal en los
casos de infracciones graves, a juicio del Consejo de Profe-
sionalización. En todo caso, se impondrá la remoción por el
incumplimiento de las obligaciones previstas en las fraccio-
nes IV, V, VII, VIII, XII, XIII, XV y XVI del artículo 54 de
esta Ley. 

Artículo 62.- Las sanciones a que se refiere el artículo 56,
fracciones I y II del presente ordenamiento, podrán ser im-
puestas por: 

I. El Procurador General de la República; 

II. Los Subprocuradores; 

III. El Oficial Mayor; 

IV. El Visitador General; 

V. Los Coordinadores; 

VI. Los Directores Generales; 

VII. Los Delegados; 

VIII. Los Agregados, y 

IX. Los titulares de las unidades administrativas equiva-
lentes.

El Consejo de Profesionalización, a petición de los servi-
dores públicos a que se refiere el presente artículo, podrá
determinar la remoción. 

Artículo 63.- Las sanciones se impondrán tomando en
cuenta los siguientes elementos: 

I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra; 

II. La necesidad de suprimir prácticas que vulneren el fun-
cionamiento de la Institución; 

III. La reincidencia del responsable; 

IV. El nivel jerárquico, el grado académico y la antigüedad
en el servicio; 

V. Las circunstancias y medios de ejecución; 

VI. Las circunstancias socioeconómicas del servidor públi-
co, y 

VII. En su caso, el monto del beneficio, daño o perjuicio
económicos derivado del incumplimiento de obligaciones.

Artículo 64.- La determinación de la remoción se hará
conforme al siguiente procedimiento: 

I. Se iniciará de oficio o por denuncia presentada por los
servidores públicos a que se refiere el artículo 62 de esta
Ley ante el órgano del Consejo de Profesionalización a car-
go de la instrucción del procedimiento; 
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II. Las denuncias que se formulen deberán estar apoyadas
en pruebas documentales o elementos probatorios suficien-
tes para presumir la responsabilidad del servidor público
denunciado; 

III. Se enviará una copia de la denuncia y sus anexos al ser-
vidor público, para que en un término de quince días hábi-
les formule un informe sobre los hechos y rinda las prue-
bas correspondientes. El informe deberá referirse a todos y
cada uno de los hechos comprendidos en la denuncia, afir-
mándolos, negándolos, expresando los que ignore por no
ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar.
Se presumirán confesados los hechos de la denuncia sobre
los cuales el denunciado no suscitare explícitamente con-
troversia, salvo prueba en contrario; 

IV. Se citará al servidor público a una audiencia en la que
se desahogarán las pruebas respectivas, si las hubiere, y se
recibirán sus alegatos, por sí o por medio de su defensor; 

V. Una vez verificada la audiencia y desahogadas las prue-
bas, el Consejo de Profesionalización resolverá en sesión
sobre la inexistencia de la responsabilidad o imponiendo al
responsable la sanción de remoción. La resolución se noti-
ficará al interesado; 

VI. Si del informe o de los resultados de la audiencia no se
desprenden elementos suficientes para resolver o se ad-
vierten otros que impliquen nueva responsabilidad a cargo
del presunto responsable o de otras personas, se podrá dis-
poner la práctica de investigaciones y acordar, en su caso,
la celebración de otra u otras audiencias, y 

VII. En cualquier momento, previo o posterior a la cele-
bración de la audiencia, los servidores públicos a que se re-
fiere el artículo 62 de esta Ley, podrán determinar la sus-
pensión temporal del presunto responsable, siempre que a
su juicio así convenga para la conducción o continuación
de las investigaciones, la cual cesará si así lo resuelve el
Consejo de Profesionalización, independientemente de la
iniciación, continuación o conclusión del procedimiento a
que se refiere este artículo. La suspensión no prejuzga so-
bre la responsabilidad que se impute, lo cual se hará cons-
tar expresamente en la determinación de la misma. 

Si el servidor público suspendido conforme a esta fracción
no resultare responsable será restituido en el goce de sus
derechos.

Artículo 65.- En contra de las resoluciones por las que se
imponga alguna de las sanciones previstas en las fracciones
I y II del artículo 56 del presente ordenamiento, se podrá
interponer recurso de rectificación ante el Consejo de Pro-
fesionalización, dentro de los cinco días hábiles siguientes
a la notificación de la resolución. 

En el escrito correspondiente se expresarán los agravios y
se aportarán las pruebas que se estimen pertinentes. 

El recurso se resolverá en la siguiente sesión del Consejo
de Profesionalización, y la resolución se agregará al expe-
diente u hoja de servicio correspondiente. 

Si el servidor público no resultare responsable de las san-
ciones previstas en las fracciones I y II del artículo 56 del
presente ordenamiento, será restituido en el goce de sus de-
rechos. 

Artículo 66.- Las demás sanciones previstas en este Capí-
tulo serán impuestas por los servidores públicos a que se
refiere el artículo 62 de esta Ley, quienes deberán observar,
en lo conducente, el procedimiento que establece el artícu-
lo anterior. 

CAPITULO X 

Disposiciones Finales 

Artículo 67.- Para los efectos del Título Cuarto de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Pro-
curaduría General de la República se considera integrante
de la Administración Pública Federal centralizada y en
consecuencia, sus servidores públicos y en general toda
persona que desempeñe un cargo, comisión o empleo de
cualquier naturaleza en la Institución, está sujeto al régi-
men de responsabilidades a que se refiere dicho Título y la
legislación aplicable. 

Artículo 68.- El órgano de control interno en la Procuradu-
ría General de la República ejercerá las funciones que le
otorga la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 69.- En el ejercicio de sus funciones, los agentes
del Ministerio Público de la Federación, los agentes de la
policía federal investigadora y los peritos observarán las
obligaciones inherentes a su calidad de servidores públicos
y actuarán con la diligencia necesaria para la pronta, com-
pleta y debida procuración de justicia. 
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Artículo 70.- Se podrán imponer a los servidores públicos
de la Procuraduría General de la República, por las faltas
en que incurran en el desempeño de su empleo, cargo o co-
misión, las sanciones disciplinarias previstas en los orde-
namientos legales en materia de responsabilidades de los
servidores públicos, mediante el procedimiento que en los
mismos se establezcan. 

Artículo 71.- Los agentes del Ministerio Público de la Fe-
deración no son recusables, pero bajo su más estricta res-
ponsabilidad deben excusarse del conocimiento de los ne-
gocios en que intervengan, cuando exista alguna de las
causas de impedimento que la ley señala en el caso de Mi-
nistros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ma-
gistrados de Circuito y Jueces de Distrito y las demás dis-
posiciones aplicables, haciéndolo del conocimiento por
escrito de su superior inmediato. 

Si el Agente del Ministerio Público de la Federación, sabe-
dor de que no debe conocer del asunto, aún así lo hiciera,
será sancionado conforme a las disposiciones de esta Ley y
demás que resulten aplicables. 

Artículo 72.- La desobediencia o resistencia a las órdenes
legalmente fundadas del Ministerio Público de la Federa-
ción dará lugar al empleo de medidas de apremio o a la im-
posición de correcciones disciplinarias, según sea el caso,
en los términos que previenen las normas aplicables. Cuan-
do la desobediencia o resistencia constituyan delito, se ini-
ciará la averiguación previa respectiva. 

Artículo 73.- Cuando se impute la comisión de un delito al
Procurador General de la República, sin perjuicio de lo dis-
puesto por el artículo 111 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y por la ley en materia de res-
ponsabilidades de los servidores públicos, se procederá de
la siguiente manera: 

I. Conocerá de la denuncia y se hará cargo de la averigua-
ción previa respectiva el Subprocurador a quien correspon-
da actuar como suplente del Procurador General de la Re-
pública de conformidad con esta Ley y su Reglamento, y 

II. El servidor público suplente del Procurador General de
la República resolverá sobre el inicio del procedimiento
para la declaración de procedencia ante la Cámara de Di-
putados, previo acuerdo con el Ejecutivo Federal.

Artículo 74.- El Procurador General de la República podrá
crear consejos asesores y de apoyo que coadyuven en la so-

lución de la problemática que implica las distintas activi-
dades de la Institución. 

El Procurador General de la República determinará me-
diante acuerdos la integración, facultades y funcionamien-
to de los consejos a que se refiere este artículo. 

Artículo 75.- El personal que preste sus servicios en la Ins-
titución se regirá por las disposiciones del apartado B del
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Ar-
tículo 123 Constitucional. Dicho personal quedará incor-
porado al régimen del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Serán considerados trabajadores de confianza los servido-
res públicos, distintos de los miembros del Servicio de Ca-
rrera de Procuración de Justicia Federal, de las categorías y
funciones previstas en la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y demás disposiciones aplicables.” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Se abroga la Ley Orgánica de la Procuradu-
ría General de la República publicada en el Diario Oficial
de la Federación el día 10 de mayo de 1996, con excepción
de lo dispuesto en los artículos transitorios siguientes. Con-
tinuarán vigentes las normas expedidas con apoyo en la
Ley que se abroga, cuando no se opongan a la presente. 

TERCERO.- Se abrogan los Reglamentos de la Carrera de
Agente del Ministerio Público Federal y de la Carrera de
Policía Judicial Federal, publicados en el Diario Oficial de
la Federación el 17 de mayo de 1993 y 26 de marzo de
1993, respectivamente. 

CUARTO.- Los procedimientos de responsabilidad admi-
nistrativa y de remoción iniciados con antelación a la en-
trada en vigor de la presente Ley serán resueltos por el
Consejo de Profesionalización, de conformidad con lo dis-
puesto en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 10 de mayo de 1996. 
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QUINTO.- En tanto se expide el Reglamento de la Ley Or-
gánica de la Procuraduría General de la República, el cual
deberá expedirse en un plazo no mayor de ciento ochenta
días naturales a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se
aplicará el Reglamento publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 27 de agosto de 1996 y sus reformas, en to-
do aquello que no se oponga a las disposiciones de la pre-
sente Ley. 

SEXTO.- En tanto se expiden las disposiciones reglamen-
tarias del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia
Federal, el Consejo de Profesionalización estará facultado
para emitir normas generales relativas al desarrollo y ope-
ración de dicho Servicio. 

SÉPTIMO.- Los agentes del Ministerio Público, de la poli-
cía federal investigadora y peritos que a la entrada en vigor
del presente ordenamiento se encuentren laborando en la
Procuraduría General de la República, se someterán a las
disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera de Pro-
curación de Justicia Federal que se expidan para tal efecto. 

OCTAVO.- Las referencias que se hagan en otras disposi-
ciones legales a la Policía Judicial Federal, se entenderán
hechas a la policía federal investigadora. 

NOVENO.- Cuando se expida el Reglamento de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la República, las
menciones a la unidad especializada a que se refiere el ar-
tículo 8º de la Ley Federal contra la Delincuencia Organi-
zada, se entenderán hechas a la unidad administrativa que
se establezca en dicho ordenamiento reglamentario. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, México Distrito Federal,
a los veinticuatro días del mes de octubre de dos mil dos. 

Comisión de Justicia y Derechos Humanos:

Diputados: José Elías Romero Apis (rúbrica), Presidente;
Roberto Zavala Echavarría (rúbrica), secretario; Fernando
Pérez Noriega, secretario; Germán Arturo Pellegrini Pérez
(rúbrica), secretario; David Augusto Sotelo Rosas (rúbri-
ca), secretario; Eduardo Andrade Sánchez, Flor Añorve
Ocampo, Francisco Cárdenas Elizondo, Manuel Galán Ji-
ménez, Rubén García Farías, Ranulfo Márquez Hernández,
José Manuel Medellín Milán, Enrique Garza Tamez (rúbri-
ca), José de Jesús Reyna García, Juan Manuel Sepúlveda
Fayad (rúbrica), Benjamín Avila Márquez, Gina Andrea
Cruz Blackledge (rúbrica), Lucio Fernández González (rú-
brica), Alejandro Enrique Gutiérrez Gutiérrez, Silvia Amé-

rica López Escoffie (rúbrica), Arturo Escobar y Vega, Ma-
ría Guadalupe López Mares (rúbrica), Vicente Pacheco
Castañeda, Nelly Campos Quiroz (rúbrica), Víctor Hugo
Sondón Saavedra (rúbrica), Martha Ruth del Toro Gaytán
(rúbrica), Genoveva Domínguez Rodríguez, Tomás Torres
Mercado, José Manuel del Río Virgen (rúbrica), Norma Pa-
tricia Riojas Santana (rúbrica), Enrique Priego Oropeza. 

Comisión de Gobernación y Seguridad Pública 

Diputados: Armando Salinas Torre (rúbrica), Presidente;
José Antonio Hernández Fraguas (rúbrica), secretario; Víc-
tor Manuel Gandarilla Carrasco (rúbrica), secretario; Luis
Miguel Gerónimo Barbosa Huerta, secretario; Manuel
Añorve Baños, José Francisco Blake Mora (rúbrica), To-
más Coronado Olmos (rúbrica), Gina Andrea Cruz Blac-
kledge (rúbrica), Graciela Cuevas Barrón, Arturo Escobar
y Vega (rúbrica), Omar Fayad Meneses, María Teresa Gó-
mez Mont y Urueta (rúbrica), Federico Granja Ricalde (rú-
brica), Lorenso Rafael Hernández Estrada, Efrén Leyva
Acevedo, Jaime Mantecón Rojo, Miguel Angel Martínez
Cruz, Rodrigo David Mireles Pérez, José Narro Céspedes,
Ricardo Augusto Ocampo Fernández, Germán Arturo Pe-
llegrini Pérez (rúbrica), José Jesús Reyna García, Eduardo
Rivera Pérez (rúbrica), Jorge Esteban Sandoval Ochoa, Cé-
sar Augusto Santiago Ramírez, David Augusto Sotelo Ro-
sas (rúbrica), Ricardo Torres Origel (rúbrica), Néstor Villa-
rreal Castro (rúbrica), Roberto Zavala Echavarría
(rúbrica).» 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Dado que se ha distribuido, además de instruir que se
publique íntegramente en la Gaceta Parlamentaria, que-
da de primera lectura.

DONACION DE ORGANOS

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se ofrece el uso de la palabra al diputado Sergio Acosta Sa-
lazar, del grupo parlamentario del PRD, para presentar una
proposición con punto de acuerdo para solicitar la confor-
mación de un fideicomiso por parte de la Secretaría de Sa-
lud para el pago de gastos de hospitalización y funeral de
todos aquellos que donen sus órganos.
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El diputado Sergio Acosta Salazar: 

Gracias, diputada Presidenta; compañeras y compañeros
legisladores:

De acuerdo a la información oficial, en nuestro país exis-
ten aproximadamente 100 mil personas con enfermedades
crónicas degenerativas, de ellas, más de 18 mil se encuen-
tran registradas en la lista de espera de recibir un órgano o
tejido. El órgano supervisor encargado de llegar el control
de los trasplantes, como bien sabemos, es el Consejo Na-
cional de Trasplantes, creado por la Secretaría de Salubri-
dad en 1999.

Por otra parte, el Programa Nacional de Salud 2001-2006
establece una línea de acción que pretende promover el
trasplante como una alternativa accesible, marcando la ne-
cesidad de avanzar en torno al Programa Nacional de Tras-
plantes, el cual busca actualizar la legislación vigente para
permitir de forma más ágil la donación de órganos. Tam-
bién se requiere implantar una cultura de donación altruis-
ta.

Básicamente hacen referencia a la donación de corneas y
de riñones y a pesar, en el caso de las primeras, de 1 mil
426 a 4 mil y de las segundas, de 1 mil 342 a 3 mil 500, ci-
fras bastante optimistas si tomamos en cuenta que en Mé-
xico no existe una cultura de donación y lamentablemente
hablar de cultura es introducirnos al entramado de tradicio-
nes e ideologías que permean a nuestra sociedad en cuanto
a la donación de órganos y otros muy diversos temas.

Es preciso señalar que aun cuando se ha experimentado un
avance científico y tecnológico muy importante respecto a
los trasplantes, no todos los órganos pueden cambiar de
dueño, sólo riñones, pulmones, corazón, intestino e hígado.
También es posible donar, sin ser contemplados como ór-
ganos, sangre, corneas, epitelio y médula osea. 

Existen estimaciones de que cada año se requiere de 5 mil
a 6 mil trasplantes de riñón, 7 mil de corneas, 4 mil de co-
razón y 4 mil de hígado. Bajo el lema "Dale Vida a Otra Vi-
da". Se plantea la donación voluntaria y con ello que cada
día sean menos las personas que tienen que morir a falta de
un trasplante por no existir donadores, y según la cifra pre-
viamente mencionada, existen más personas que requieren
un trasplante que aquellas que están dispuestas a donarlos.

El trasfondo de la asignación de órganos es todavía más
complicado en la medida que las personas a las que se les

va a implantar deben de cumplir con una serie de requisi-
tos que van desde tiempo de espera, es decir, las institucio-
nes encargadas...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Diputado. Correcto, continúe, diputado.

El diputado Sergio Acosta Salazar: 

...tal es el caso de la salud pública, deberán dar preferencia
a aquella persona que tenga más tiempo en la lista de espe-
ra. En las instituciones de salud privada es diferente; si
existe un donador y si se tienen los recursos económicos
para pagar el implante, no habrá listas de espera como en
el primer caso, aunque es necesario recordar que el mayor
número de trasplantes se hace en instituciones públicas,
siendo alrededor de ocho por cada diez personas.

También en la asignación es sumamente importante que el
órgano a implantar cumpla con los requerimientos para que
le permita adaptarse al nuevo organismo, de lo contrario
puede peligrar la vida del receptor. 

Sabemos que es necesario sumarnos al esfuerzo de otras
fracciones parlamentarias, las cuales en días pasados pre-
sentaron una propuesta con punto de acuerdo para estable-
cer una jornada de información en el Palacio Legislativo,
para facilitar la inscripción de los diputados al Registro Na-
cional Voluntario de donación de órganos y tejidos, ha-
biendo presentado previamente una modificación a la Ley
General de Salud y a la Ley General de Población “a fin de
que se adicionen los preceptos y se asienten en las cédulas
de identificación personal, una leyenda en la que se invite
a la persona si desea o no, donar sus órganos expresando
así su voluntad ciudadana por escrito”. 

No obstante, es necesario voltear a mirar a los otros, a los
donadores, pues en las semanas pasadas nos enteramos, a
través de los medios masivos de comunicación, que gracias
a un donador se salvaron, no una sino varias vidas, actitud
loable. No obstante, resulta trágico y conmovedor que sus
familiares no contaran con recursos económicos para hacer
frente a los gastos hospitalarios y de funeraria.

Es por ello que un servidor considera que se debe prever el
pago de los gastos funerarios y hospitalarios de todos aque-
llos donadores de escasos recursos a través de la confor-
mación de un fideicomiso por parte de la Secretaría de Sa-
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lud con aportaciones públicas y de los particulares recepto-
res de los órganos.

Por lo anteriormente expuesto y con base al artículo 58 del
Reglamento para Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, el suscrito integrante del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática propone el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Que la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, acuerde proponer la conformación de un
fideicomiso por parte de la Secretaría de Salud con aporta-
ciones públicas y de los particulares receptores de los ór-
ganos transplantados. Cuyos fondos serán destinados para
el pago de los gastos hospitalarios y funerarios de todos
aquellos donadores de órganos que salven la vida de otra
persona y cuyos familiares carezcan de recursos.

Y finalmente como colofón, invitar a los compañeros di-
putados a que nos sumemos precisamente a esta loable la-
bor en la cual es necesario que se donen los órganos para
que se le pueda dar vida a otra vida.

Gracias, muy amables.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Diputado, el diputado Barbosa había solicitado hacerle una
interpelación, ¿la acepta usted?

El diputado Sergio Acosta Salazar: 

Sí, una pregunta, sí con todo gusto.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Activen el sonido en la curul en donde está el diputado
Barbosa.

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta
(desde su curul): 

Señor diputado, hemos escuchado con atención su plantea-
miento muy actual, muy interesante, la pregunta es muy
sencilla. ¿Si usted, al fallecer, estaría dispuesto a donar sus
órganos y en caso de ser así, cuándo iniciaría los trámites
para dejar constancia de ello?

El diputado Sergio Acosta Salazar: 

Muy buena pregunta, yo indiscutiblemente que lo he pen-
sado, hemos visto que es necesario donarlo, nosotros va-
mos a hacer la tramitación correspondiente y aquí delante
de todos los compañeros, nosotros vamos a hacer la dona-
ción de nuestros órganos respectivos, compañeros, nos su-
mamos, queremos ver nada más cuál sería el trámite aquí
en la Cámara de Diputados, pero que no nada más fuera
Sergio Acosta, que fuéramos la mayoría de compañeros,
porque la verdad es necesario que se le dé mayor énfasis a
esto y que al final de cuentas sea un relevo nuestros órga-
nos para los que necesitan de ello y que puedan seguir sub-
sistiendo.

El compromiso es que no únicamente lo digo, no única-
mente lo estoy denotando, sino simplemente haremos no-
sotros el trámite para dar la donación de nuestro órgano.

Gracias, muy amables.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Se turna la anterior proposición del diputado Sergio
Acosta Salazar a las comisiones de Hacienda y Crédito
Público y de Salud.

ESTADO DE COAHUILA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Armín José Valdés Torres, del
grupo parlamentario del PRI, para presentar una proposi-
ción con punto de acuerdo, para solicitar a la Comisión Na-
cional del Agua que se realicen las obras de rehabilitación
del distrito de riego 06, de Coahuila.

El diputado Armín José Valdés Torres: 

Con su anuencia, señora Presidenta; compañeros diputados:

Los agricultores y ganaderos del distrito de riego 06 Pales-
tina que se ubica en los municipios de Acuña y Jiménez en-
frentan serios problemas ante los embates del Poder Ejecu-
tivo, que tienen como propósito doblegar su voluntad para
entregar agua a nuestros vecinos del norte en cumplimien-
to de su supuesto adeudo.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 31 de octubre de 2002229



El distrito de riego se nutre de las aguas provenientes del
manantial denominado "cabeceras" que da orígenes en sus
inmediaciones a una presa derivadora del mismo nombre,
construida en el año de 1928. El agua se deriva a las presas
de almacenamiento Centenario y San Miguel, para de ahí
ser distribuidas a través de canales de riego a los diferentes
campos agrícolas y abrevaderos.

En el mes de enero del año 2000, se entregó a los usuarios
del distrito de riego a que me refiero, el cual se divide en
tres módulos: el San Carlos, el Del Valle y el módulo nú-
mero uno Palestina; este último lo administra la Asociación
de Productores Agrícolas y Ganaderos de Palestina, Aso-
ciación Civil. El distrito se entregó seriamente dañado en la
infraestructura hidráulica y los recursos que por concepto
de cuotas capta la asociación, sólo permiten realizar un
40% de los trabajos de mantenimiento de la referida in-
fraestructura, además de que la maquinaria que se les en-
tregó a los usuarios era usada con poca vida útil.

La Comisión Nacional del Agua expidió a la asociación un
título de concesión por 25 millones de metros cúbicos de
agua anuales, para regar 3 mil hectáreas, cuando que debió
de expedir un título por 44 millones de metros cúbicos pa-
ra regar una superficie de 6 mil 831 hectáreas que tiene el
módulo número uno Palestina.

Con fecha 30 de septiembre del presente año, el Gobierno
Federal a través del jefe del distrito de riego, dependiente
de Conagua, pretendió que el consejo directivo y consejo
de vigilancia de la asociación, signara un convenio de in-
corporación al Programa Uso Sustentable del Agua en la
Cuenca del Río San Diego, que tiene por objeto diversas
acciones para ahorrar volúmenes de agua por medio del in-
cremento de eficacias de conducción y parcelarias, para lo
cual se realizarían diversas obras con recursos 100% del
Gobierno Federal.

Dentro del convenio, la asociación concesionaria renuncia-
ría a favor de la Conagua, aparte de los volúmenes de agua
de su actual título y se compromete a entregar agua para
compromisos internacionales que no están incluidos dentro
del Tratado de 1944, ya que las aguas del Río San Diego
comprometidas, deben de computarse después de la corti -
na de la presa derivadora de "cabeceras"; esto es, después
de haberse efectuado todos los aprovechamientos posibles
de las aguas de dicho afluente en territorio nacional. El
agua comprometida en el tratado, es la tercera parte de la
que llegue al río Bravo, de conformidad con su artículo 4o.,
apartado B, inciso c.

En los últimos días, con engaños e induciendo error, per-
sonal de la Conagua ha logrado que los socios de los mó-
dulos San Carlos y Del Valle firmen este convenio de in-
corporación al programa mencionado. Esos convenios
firmados no tienen validez debido a que el jefe del distrito
de riego no tiene capacidad jurídica y presupuestal para
asignar los mismos. 

El Ejecutivo del estado, en diferentes ocasiones ha mani-
festado que no se sacará una sola gota del estado, fuera de
la ya comprometida en el tratado, no consultándose a éste
para darle legitimidad a este acuerdo.

El Presidente Bush y el Presidente Fox, en el rancho remo-
delado de San Cristóbal, acordaron que México entregaría
volúmenes de agua, puntualizándose esto en el acta 307 de
la Comisión Internacional de Límites de Aguas. Así se va-
ció subrepticiamente la presa Venustiano Carranza, acor-
dándose asimismo que los faltantes de podrían cubrir con
aguas provenientes de otras presas, entre ellas la presa
Centenario y la presa San Miguel. Esto no se ha hecho de-
bido a los bajos volúmenes de la misma por la sequía que
redujo a un 30% el manantial de "cabeceras".

Por otra parte, el titular de la Comisión Nacional del Agua
en declaración dada ante la prensa el día 15 de octubre del
presente año en la ciudad de Saltillo, sostuvo que el Go-
bierno de Vicente Fox, está dispuesto a invertir unos 120
millones de dólares en los próximos tres años en Ciudad
Acuña y Piedras Negras, Coahuila; de signar Coahuila el
acuerdo con la Federación para reorganizar la cuenca del
río Bravo, abarcándose en este monto, obras ya realizadas
o por realizarse, de conformidad con el compromiso ins-
crito dentro del Tratado de Libre Comercio y la Comisión
de Cooperación Ecológica Fronteriza.

No nos dejaremos chantajear en el sentido de que si no en-
tregamos agua para cumplir compromisos internacionales
no pactados, no se llevarán a cabo ningún tipo de obras en
el distrito de riego o en los municipios fronterizos. De esta
manera, mejor déjennos como estamos. 

Por otra parte, los usuarios del distrito de riego, estamos
dispuestos a que después de que se realicen las obras, cu-
biertas nuestras necesidades, entregaremos los ahorros que
de volúmenes de agua...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Diputado, se ha excedido. 
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El diputado Armín José Valdés Torres: 

Termino.

Los ahorros que de volúmenes de agua se hayan hecho.
Primeramente las daremos para cumplir las necesidades
nacionales y si sobra, cumpliremos los compromisos inter-
nacionales que tanto le interesan a nuestro Presidente. 

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Se solicita a la Comisión Nacional del Agua, reali-
ce las obras proyectadas en el distrito de riego 06 y los mu-
nicipios fronterizos de Coahuila, sin condicionar las mis-
mas a la entrega de agua para cumplir compromisos inter-
nacionales. 

Es cuanto, señora Presidenta. 

Esto mismo está sucediendo también en el estado de Chi-
huahua. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Gracias, señor diputado. 

Túrnese a la Comisión de Recursos Hidráulicos. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se están recibiendo minutas del Senado con proyecto de
decreto que conceden permiso al Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos, Vicente Fox Quesada, para aceptar y
usar la condecoración de la Orden Real del Serafín, que
confiere el Gobierno del Reino de Suecia e igual minuta
proyecto de decreto que concede permiso a la señora Mar-
tha Sahagún de Fox, para aceptar y usar la condecoración
de la Orden Real de la Estrella Polar, en grado de Gran
Cruz, que le confiere el Gobierno del Reino de Suecia. 

REINO DE SUECIA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes minuta proyecto de decreto que concede
permiso al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,
Vicente Fox Quesada, para aceptar y usar la condecoración
de la Orden Real de Serafín, que le confiere el Gobierno
del Reino de Suecia.

Atentamente.

México, DF, a 31 de octubre de 2002.-—Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al Presidente de los
Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox Quesada, para
aceptar y usar la condecoración de la Orden Real de Sera-
fín, que le confiere el Gobierno de Suecia.

Salón de Sesiones de la Cámara de Senadores — México,
DF, a 31 de octubre de 2002.— Senadores, Enrique Jack-
son Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Hernández
Secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— Arturo Garita Alonso, secretario general de
Servicios Parlamentarios.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

Ciudadanos Secretarios de la Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto que concede permiso a la señora Martha Saha-
gún de Fox, para aceptar y usar la condecoración de la Or-
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den Real de la Estrella Polar, en grado de Gran Cruz, que
le confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Atentamente .

México, DF, a 31 de octubre de 2002.— Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores .— México, DF. 

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso a la señora Martha
Sahagún de Fox, para aceptar y usar la condecoración de
Orden Real de la Estrella Polar, en grado de Gran Cruz, que
le confiere el Gobierno del Reino de Suecia.

Salón de Sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF, a 31 de octubre de 2002.— Senadores; Enrique Jack-
son Ramírez, Presidente y Yolanda E. González Hernán-
dez, Secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los efectos cons-
titucionales.— Arturo Garita Alonso, secretario general de
Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Túrnese a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica. 

En virtud de que se ha terminado concluir la sesión a las
15:00 de la tarde, le ruego a la Secretaría dar lectura al or-
den del día de la próxima sesión. 

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.-—Tercer Año.—
LVIII Legislatura.

Orden del día

Martes 5 de noviembre de 2002.

Acta de la sesión anterior.

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público con pro-
yecto de decreto por el que se establecen las características
de diversas monedas conmemorativas de la unión de los es-
tados de la República Mexicana en una Federación, de con-
formidad con el inciso c del artículo 2o. de la Ley Moneta-
ria de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público con pro-
yecto de decreto por el que se autoriza la emisión de una
quinta moneda de plata conmemorativa del V Centenario
del Encuentro de Dos Mundos, de conformidad con lo dis-
puesto por el inciso c del artículo 2o. de la Ley Monetaria
de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público con pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley de Sistemas de
Pagos.

De la Comisión de Relaciones Exteriores con proyecto de
decreto que concede autorización al Presidente Constitu-
cional de los Estados Unidos Mexicanos, para ausentarse
del territorio nacional del 10 al 16 de noviembre de 2002,
para realizar visitas oficiales y de trabajo a Estados Unidos
de América, Reino Unido de la Gran Bretaña, Irlanda del
Norte, República de Francia y República Dominicana.

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel
(a las 15:00 horas):

Se levanta la sesión y se cita para que tendrá lugar el
próximo martes 5 de noviembre a las 10:00 horas. Re-
cordándoles que vamos a cerrar el registro de asisten-
cia a las 10:30 horas. 
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 4 horas 5 minutos.

• Quórum a la  apertura de sesión: 267 diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 406 diputados.

• Acuerdo de la Mesa Directiva: 1.

• Excitativas a comisiones: 2.

• Proposiciones con punto de acuerdo: 4.

• Oradores en tribuna: 20
PRI-5; PAN-8; PRD-5; PVEM-2.

Se recibió:

• 2 comunicaciones de los congresos de los estados de Colima y Sonora;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite el Informe trimestral de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales;

• 1 iniciativa del Ejecutivo;

• 3 iniciativas del PAN;

• 3 iniciativas del PRD;

• 2 minutas. 

Dictámenes de primera lectura:

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se establecen
las características de 32 monedas bimetálicas conmemorativas de la unión de los estados de la Repú-
blica Mexicana en una Federación, de conformidad con lo dispuesto por el inciso c, del artículo 2o,
de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se autoriza la
emisión de una quinta moneda de plata conmemorativa del Quinto Centenario del Encuentro de Dos
Mundos;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se expide la
Ley de los Sistemas de Pagos;

• 1 de la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de decreto que concede autorización al Pre-
sidente de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox Quesada, para ausentarse del territorio nacio-
nal del 10 al 16 de noviembre de 2002, con el fin de participar en el Quinto aniversario de la Cumbre
de Microcrédito, a realizarse en Nueva York, Estados Unidos de América, el 10 de noviembre; del 11
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al 15 con objeto de efectuar una gira de trabajo por Europa, que incluye visitas oficiales y de traba-
jo al Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte el 11 y 12 de noviembre; a la República de
Irlanda el 13 de noviembre, así como a la República de Francia el 14 y 15 de noviembre; y el 16 de
noviembre para participar en la XII Conferencia Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno,
en Bávaro, República Dominicana;

• 1 de las comisiones unidas de Justicia y Derechos Humanos y de Gobernación y Seguridad Públi-
ca, con proyecto de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Dictámenes aprobados:

• 1 de la Comisión de Marina, con proyecto de Ley de Disciplina para el Personal de la Armada de
México;

• 1 de las comisiones unidas de Justicia y Derechos Humanos y de Hacienda y Crédito Público, con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal para la Administración y Enajenación de
Bienes del Sector Público, y que adiciona el Código Federal de Procedimientos Penales;

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de decreto que concede per-
miso al ciudadano Adrián Franco Zevada para prestar servicios en la Embajada de Bulgaria en Mé-
xico;

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de decreto que concede per-
misos a seis ciudadanos para prestar servicios en la Embajada de los Países Bajos en México.
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• Acosta Salazar, Sergio (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Alcocer Flores, Juan (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Cobo Terrazas, Diego (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cosío Gaona, Salvador (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Cova Brindis, Eréndira Olimpia (PRI). . . . . . . . . . . . 

• Chávez Palacios, María Elena (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Domínguez Rodríguez, Genoveva (PRD). . . . . . . . . . 

• Lizárraga López, Julio César (PAN). . . . . . . . . . . . . . 

• López Escoffie, Silvia América (PAN) . . . . . . . . . . . 

• Lozano Pardinas, José Tomás (PAN) . . . . . . . . . . . . .

• Ochoa Camposeco, Víctor Manuel (PRD) . . . . . . . . . 

• Pallares Bueno, Juan Carlos (PAN) . . . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Noriega, Fernando (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Prieto Fuhrken, Julieta (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Reyes Roel, César Patricio (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Rodríguez Cabrera, Rufino (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

Donación de órganos: 228

Sistema de Bibliotecas del Congreso de
la Unión: 71

Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Pú-
blico: 168

Ley Federal de Juegos con Apuesta, Sor-
teos y Casinos: 178

Ley de Disciplina para el Personal de la
Armada de México: 125

Artículo 89 Constitucional: 182

Ley de Coordinación Fiscal: 75

Ley de Disciplina para el Personal de la
Armada de México: 119

Pensiones alimenticias: 183

Ley para el Fomento y Desarrollo de la
Marina Mercante Mexicana: 60

Materia Laboral: 69

Libertad de Expresión: 54

Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Pú-
blico: 167

Ley de Disciplina para el Personal de la
Armada de México: 120

Ley de Disciplina para el Personal de la
Armada de México: 123

Ley de Disciplina para el Personal de la
Armada de México: 121

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Romero Apis, José Elías (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Torres Mercado, Tomás (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Valdés Torres, Armín José (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Yunes Zorrilla, José Francisco (PRI). . . . . . . . . . . . . . 

Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Pú-
blico: 162

Ley Federal para la Administración y
Enajenación de Bienes del Sector Pú-
blico: 164

Estado de Coahuila: 229

Fondo de Aportaciones para la Infraes-
tructura Social: 185



«Iniciativas de decreto por el que se reforman, derogan y
adicionan diversas disposiciones de los artículos 74, 78, 102,
115, 116 y 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia laboral, y de reforma integral
a la Ley Federal del Trabajo, presentada por el diputado Víc-
tor Manuel Ochoa Camposeco, del grupo parlamentario del
PRD.

Los suscritos, diputados y diputadas a la LVIII Legislatura
del H. Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que
nos otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, presentamos
Iniciativa de decreto por el que se reforman, derogan y adi-
cionan diversas disposiciones de los artículos 74, 78, 102,
115, 116 y 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

I

México ha sido escenario de grandes luchas de los trabaja-
dores del campo y la ciudad por mejorar sus condiciones de
vida. En los momentos cruciales de nuestra historia los tra-
bajadores mexicanos y sus organizaciones sindicales han si-
do precursores o protagonistas del cambio político. Así ocu-
rrió con las huelgas de Cananea y Río Blanco que antici-
paron el movimiento revolucionario de 1910 y el nacimien-
to del derecho del trabajo que fue concebido por el Consti-
tuyente de Querétaro en 1917. El constitucionalismo social
fue resultado, entre otras causas, de la lucha tenaz y heroica
de la clase trabajadora por el respeto a la dignidad del traba-
jo y a quien lo realiza, a lo largo de muchas décadas.

Con la creación del artículo 123 constitucional se materia-
lizó la existencia de un derecho del trabajo que robusteció
el conjunto de derechos sociales plasmados en la Constitu-
ción. Un derecho protector de la clase trabajadora susten-
tado en principios básicos e irrenunciables: la concepción
del trabajo como un derecho y un deber sociales, la liber-
tad e igualdad en el trabajo, la irrenunciabilidad de los de-
rechos que la Constitución y las leyes otorgan y la estabili-
dad en el empleo. La defensa de estos principios ha sido el
motor de las luchas de los trabajadores y de las organiza-
ciones sindicales de perfil democrático.

El derecho del trabajo surge como un conjunto de normas
cuyo objeto principal es garantizar el equilibrio y la justi-

cia social en las relaciones obrero-patronales. Está consti-
tuido por un mínimo de garantías sociales para los trabaja-
dores y trabajadoras, susceptibles de ser mejoradas, nunca
reducidas o negadas, a través de contratación individual o
colectiva.

A 85 años de haberse creado, el artículo 123 constitucional
ha sido reformado en diversas ocasiones, no siempre para
conservar el espíritu del Constituyente. Durante los 12
años que siguieron a su aprobación, el texto original se
conservó intacto. Fue hasta septiembre de 1929 cuando se
publicaron en el Diario Oficial las primeras reformas; a
partir de ese momento el artículo 123 ha sido objeto de 38
modificaciones.

Entre las reformas más importantes al artículo 123 se en-
cuentran la relativa a declarar de utilidad social a la Ley del
Seguro Social en 1929; la incorporación de los trabajado-
res al servicio de los poderes de la Unión, del gobierno del
Distrito Federal y territorios federales al marco constitu-
cional por medio de la adición de catorce fracciones que in-
tegraron el apartado B al texto ya existente, que se le de-
nominó apartado A en 1960; el aumento de la edad mínima
para ingresar a trabajar de 12 a 14 años y la pormenoriza-
ción de un nuevo sistema para la participación de los tra-
bajadores en las utilidades de las empresas en 1962; el
otorgamiento del derecho a la vivienda para los trabajado-
res al servicio del Estado en 1972; la prohibición de algu-
nas labores para las mujeres en 1974; el derecho a la capa-
citación y adiestramiento en 1978; la incorporación al
apartado B de las instituciones que prestan el servicio pú-
blico de banca y crédito en 1982; la inclusión de los traba-
jadores de la banca comercial en 1990; y, por último, en
1998 se reformó la fracción XIII del apartado B para esta-
blecer que los policías de los municipios, entidades federa-
tivas, del Distrito Federal y de la Federación que sean re-
movidos de sus cargos no tienen derecho a la reinstalación.

Las críticas a las reformas que ha tenido la Constitución
han sido más que al fondo a su gran número. Algunos tra-
tadistas de derecho constitucional consideran que sólo de-
ben ser válidas aquellas reformas constitucionales que re-
flejen un cambio social trascendente, o que pretendan
inducirlo.

Las y los legisladores que suscriben la presente,  estamos
conscientes de ello, por tal motivo y ante la necesidad de
dar un nuevo impulso a la transición democrática del Esta-
do mexicano, sostenemos que la transformación del mun-
do del trabajo es una condición para alcanzar ese objetivo.
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Si bien hoy en día nadie podría afirmar que el artículo 123
constitucional es obsoleto, sí podemos decir que en algu-
nos temas ha sido rebasado por la realidad, ya que las dis-
posiciones de este artículo, y posteriormente de la Ley Fe-
deral del Trabajo de 1931, fueron creadas en los albores del
Estado corporativo autoritario y en el contexto de un mo-
delo de desarrollo económico que ya ha sido abandonado.

Las sucesivas reformas constitucionales y a la legislación
reglamentaria no hicieron más que reafirmar el modelo de
regulación laboral adoptado en aquella época –en esencia
autoritario y corporativo, con una fuerte y discrecional in-
tervención del Estado–, aun cuando fueron integradas di-
versas disposiciones en beneficio de los trabajadores.

II

La presente iniciativa de reformas a la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos formaliza la visión de
reforma estructural en materia laboral que presentó a la na-
ción la Unión Nacional de Trabajadores en junio de 2002 e
integra el anteproyecto de reforma laboral del Partido de la
Revolución Democrática dado a conocer en 1998, en un
solo documento enriquecido con visiones convergentes.

Los diputados federales firmantes la hemos hecho nuestra,
unos como grupo parlamentario del partido a que pertene-
cemos, otros con independencia de nuestro respectivo gru-
po y todos como resultado de un esfuerzo de convergencia
y recuperación de la función del Poder Legislativo como
representante de los legítimos intereses de la sociedad, en
este caso, en busca de una regulación de los derechos de los
trabajadores que haga posible la consecución del desarro-
llo económico nacional y la justicia social en las nuevas
circunstancias políticas y económicas del país.

La iniciativa constituye la primera propuesta integral de re-
formas a la legislación laboral en la historia legislativa del
país generada por una multitud de sindicatos de diversas
ramas de la producción y los servicios organizados en la
Unión Nacional de Trabajadores y en la Federación de Sin-
dicatos de Empresas de Bienes y Servicios. En ella se arti-
culan las propuestas del sindicalismo democrático que ya
desde los años setenta habían planteado la Tendencia De-
mocrática de los Electricistas así como otros contingentes
de trabajadores que consiguieron independizarse del sindi-
calismo corporativo, como es el caso de los telefonistas y
universitarios, o se formaron fuera de él, como es el caso
del FAT. Hoy, las asociaciones que confluyen en la organi-
zación más numerosa fuera de las filas del Congreso del

Trabajo, la UNT, han actualizado aquellas demandas, dan-
do también voz a los trabajadores sometidos involuntaria-
mente a la inmovilidad y al silencio por sindicatos corpo-
rativos, blancos o simulados así como al resto de
trabajadores no afiliados formalmente a ningún tipo de or-
ganización, los cuales constituyen la mayoría en el país.

En la iniciativa se incorporan, también, antecedentes legis-
lativos internacionales en la materia, normas de conven-
ciones internacionales de carácter laboral así como pro-
puestas de distinguidos laboralistas mexicanos formuladas
en sus tratados e investigaciones académicas, y algunos
planteamientos contenidos en la iniciativa de reformas del
Partido Acción Nacional presentada en 1995.

El punto de partida de las reformas que se proponen, en el
marco de la transición del país a la democracia y de una
nueva inserción de México en la economía mundial, es la
necesidad de introducir cambios sustanciales al viejo siste-
ma de protección a los trabajadores con dos propósitos
principalmente. Por una parte se busca eliminar la discre-
cionalidad gubernamental, asegurar el libre ejercicio de los
derechos colectivos y, más en general, fortalecer el Estado
de Derecho. Se trata, en consecuencia, de ofrecer un nuevo
marco institucional para las relaciones entre los trabajado-
res, sus organizaciones, las autoridades laborales y los em-
pleadores acorde con las transformaciones que ya experi -
mentó el régimen presidencial en otros ámbitos, en aras de
establecer una auténtica división de poderes y garantizar la
pluralidad y la transparencia del sistema de representación
política, llevando la transición democrática al mundo del
trabajo. 

Cabe señalar el enorme rezago que experimenta en este as-
pecto el sistema de representación de los asalariados, des-
pués de tantas décadas de subordinación de los sindicatos
al Estado Mexicano y de las complicidades generadas bajo
una supuesta “alianza histórica” que terminó vulnerando el
ejercicio de libertades fundamentales y cobijando una in-
conmensurable corrupción, bajo una casi total impunidad y
una ausencia generalizada de democracia en las organiza-
ciones, sin que existan las garantías jurídicas para que los
trabajadores acaben con dichas perversiones. 

El segundo propósito de la reforma constitucional, relacio-
nado estrechamente con el anterior, es el de crear las con-
diciones institucionales para reorientar el rumbo de la com-
petitividad del país por la vía de la productividad y los
compromisos entre los interlocutores del mundo del traba-
jo. Esta meta, de interés para la sociedad en su conjunto, no
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podrá jamás alcanzarse sin dejar atrás la simulación y sin
que existan la confianza y la transparencia que den legiti-
midad y fuerza a los acuerdos entre dichos interlocutores.
Cuando el Estado ha perdido, en razón de la globalización,
gran parte de su anterior capacidad para asignar ganancias
y pérdidas y se requiere, más que nunca antes, de actores
sociales fuertes, dotados de autonomía y capacidades de
negociación equilibradas, la mayor parte de los trabajado-
res del país no tiene organizaciones auténticas que repre-
senten sus intereses a la hora de tomar decisiones funda-
mentales en diversos ámbitos: desde la empresa hasta el
sector, la región o a nivel nacional. Sin embargo, la bús-
queda de soluciones equitativas a los complejos problemas
de la competencia y a la necesidad de adaptar las empresas
a las exigencias de los mercados abiertos no podrá tener
éxito sin esa representación, como lo prueba la experiencia
de países altamente competitivos que supieron combinar la
flexibilidad laboral con la bilateralidad y la protección so-
cial. Aunque es cierto que los caminos institucionales pue-
den ser muy variados, hay suficientes evidencias acerca de
la importancia de la cooperación y la inclusión social como
principales ingredientes del éxito económico en países con
regímenes democráticos.

El actual marco constitucional, que llegó en su momento a
constituirse en la prueba del compromiso del Estado Mexi-
cano surgido de la Revolución a favor del mejoramiento de
las condiciones de vida y de trabajo de los asalariados del
país, requiere en consecuencia ser actualizado para cumplir
sus intenciones originales. Dejarlo en el estado en que se
encuentra, pretextando la ausencia de consenso entre quie-
nes se siguen beneficiando de la falta de democracia, la co-
rrupción, la simulación y la complicidad, no sólo sería un
error sino una grave irresponsabilidad. Y es que, de este
modo, se conservarían instituciones que atentan contra la
posibilidad de atender en mejores condiciones los rezagos
en la generación de empleos de calidad y la distribución de
los ingresos que hoy afectan no sólo a los trabajadores asa-
lariados, sino a la gran mayoría de los mexicanos. 

La presentación de esta iniciativa considera que no es con-
vincente el argumento de que hay que renunciar a los cam-
bios constitucionales por la necesidad de avanzar gradual-
mente en las transformaciones del mundo del trabajo, ya
que de este modo se pretende encubrir, sin lograrlo, la de-
fensa del statu quo. Si bien es cierto que hay principios
fundamentales que deben ser conservados, como lo es la
aspiración a asegurar mínimos de protección a los trabaja-
dores frente a las consecuencias adversas derivadas de las
incertidumbres y riesgos derivados de su condición y a me-

jorar su situación a través del ejercicio de los correspon-
dientes derechos colectivos, no puede aceptarse que se si-
gan protegiendo intereses ilegítimos ni mantener por más
tiempo instituciones que no han servido para asegurar, des-
pués de casi un siglo de vigencia, la efectividad de los de-
rechos fundamentales. En todo caso, los riesgos y la inse-
guridad no tendrían porqué derivarse de un cambio de
mayor envergadura que busque poner estos derechos, tan-
to los que corresponden a los trabajadores como a cual-
quier otro ciudadano, a salvo de los criterios de oportuni-
dad del Poder Ejecutivo. Más aún, cualquier propuesta de
reforma laboral que deje en pie los pilares de la discrecio-
nalidad gubernamental y no ofrezca la oportunidad de re-
novar y fortalecer en forma pacífica el sistema de repre-
sentación de los trabajadores, de manera que la democracia
penetre a las organizaciones también en este ámbito y les
otorgue la legitimidad derivada del verdadero respaldo de
sus miembros, no estará a la altura de las circunstancias por
las que hoy atraviesa el país. Llevará, en cambio, a apunta-
lar estilos de representación y de intervención guberna-
mental que resultan incompatibles con la democracia y, de
subsistir junto con ella,  tenderían a erosionarla.  No es
tampoco con acciones punitivas personalistas y selectivas
como el Estado podrá enfrentar con eficacia los vicios que
aquejan a los sindicatos o a la justicia laboral tripartita. Se
requiere de la acción cotidiana de los trabajadores y el ejer-
cicio de sus libertades en el marco de reglas y garantías que
permitan conseguir ese imperativo de transparencia y justi-
cia, sin sacrificar la paz que se requiere para avanzar en el
desarrollo económico.

Por estas razones, la iniciativa da forma a un nuevo pacto
social entre capital y trabajo bajo el amparo de un auténti-
co Estado de Derecho y del pleno reconocimiento de los
derechos individuales y colectivos de los trabajadores, asu-
miendo a los sindicatos como los principales interlocutores
del cambio en las relaciones laborales. Este pacto se pro-
pone acabar con la impunidad de quienes violan el orden
jurídico, propiciar el incremento de la productividad y la
competitividad de las empresas a través la reorganización
del trabajo y la innovación tecnológica y asegurar las con-
diciones para el reparto justo de los resultados, tocando los
linderos de la reforma del Estado y, al mismo tiempo,
abriendo el cauce para la participación de los trabajadores
y de sus legítimos representantes en la reforma económica. 

En suma, se trata de abrir nuevos cauces para atender las
viejas aspiraciones que dieron origen a la protección de los
trabajadores. Estas aspiraciones deben atenderse en cir-
cunstancias muy distintas de aquellas en que se llevaron al
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texto constitucional, pero no por ello menos adversas. Y es
que en México, como en cualquier otra parte del mundo,
las fuertes presiones competitivas asociadas a la liberaliza-
ción comercial y la globalización amenazan gravemente la
supervivencia de los derechos fundamentales de los traba-
jadores. Las reformas que se proponen a continuación,
constituyen la vía para ratificar el compromiso de la nación
con estos derechos, al inicio de un nuevo siglo y en el mar-
co de un nuevo régimen político.

La iniciativa de reformas y adiciones a la Constitución
comprende contenidos esenciales en materia laboral, tanto
en lo sustantivo como en la institución de nuevas autorida-
des en substitución de autoridades que han completado su
ciclo histórico y constituyen desde hace décadas un pesado
lastre para el país. Las sustantivas son necesarias para la
reestructuración moderna y democrática del modelo labo-
ral mexicano. 

III

Contenido de la reforma

Derogación del apartado B y de otros apartados de excep-
ción

Esta iniciativa propone derogar el apartado B del artículo
123 constitucional en virtud de que la existencia de una
norma sin apartados es condición fundamental para erradi-
car la discriminación de los trabajadores, entre quienes tie-
nen derechos plenos y quienes no los tienen. Cuando el
Constituyente de 1917 creó el artículo 123 constitucional,
no hizo distinción alguna entre los trabajadores; fue hasta
1931 cuando la primera Ley Federal del Trabajo estableció
que los trabajadores al servicio del Estado se regirían por
sus propios estatutos, excluyéndolos desde ese momento
de los beneficios del artículo 123. La controversia de si es-
tos trabajadores estaban o no considerados en ese precepto
constitucional la resolvió la Suprema Corte de Justicia, de-
clarando que no quedaban incluidos.

La lucha de los trabajadores de este sector consiguió que en
1960 se adicionara el apartado B al artículo 123 constitu-
cional, pero no logró evitar que se realizara con una visión
excluyente y discriminatoria. Con esta reforma se recono-
cieron en la Constitución sus derechos laborales; sin em-
bargo, quedaron en desventaja por lo que hace a sus dere-
chos colectivos, porque las causales establecidas para el
derecho de huelga resultaron de imposible realización, lo

cual los orilló a estallar huelgas por la vía de los hechos,
mediante paros, sin las garantías que debe otorgar la ley.

La premisa para la creación del apartado B fue mejorar el
cúmulo de derechos individuales en relación con los traba-
jadores en general, coartando sus derechos colectivos. Hoy
en día, cuando la democratización se abre paso en el país,
no encontramos justificación alguna para conservar el
apartado B, por ello proponemos la existencia de un artí-
culo 123 sin apartados. Como diría el maestro Mario de la
Cueva: “…se les olvida que la ley debe ser igual para to-
dos, pues la necesidad es la misma, independientemente de
las personas a la que se preste el trabajo (…) todas las per-
sonas son iguales, porque la igualdad es atributo de la na-
turaleza humana y no puede ser destruida por el género de
la actividad que se desempeñe”.

También se incluye en el artículo 123 a los trabajadores al
servicio de los estados y los municipios, quienes por dis-
posición de los artículos 115 y 116 de la propia Constitu-
ción vigente se rigen por sus propias leyes. Estos artículos
constitucionales facultan a las legislaturas de los estados
para expedir las leyes que regirán las relaciones laborales
de los estados y municipios con sus trabajadores, tomando
como base el artículo 123 constitucional. Esto ha traído co-
mo consecuencia que algunos trabajadores se rijan por el
apartado A de ese artículo, otros por el B y un tercer tipo
por leyes que son una mezcla del apartado A y el B. Para
tales efectos se requiere, además de incluirlos en el texto
del artículo 123, derogar las menciones respectivas en los
artículos 115 y 116.

Es conveniente que al igual que se hizo en 1931, se expida
una sola Ley Federal del Trabajo por el Congreso de la
Unión, cuya aplicación corresponderá a las autoridades fe-
derales y locales, pues nada justifica que se dé tratamiento
diferente a los trabajadores.

No pretendemos negar que el trabajo que realizan los traba-
jadores al servicio de las entidades federativas y del Estado
en general, tiene particularidades que deben ser tomadas en
consideración. Por esa razón, en la ley reglamentaria, éstos
serán considerados trabajos especiales, con la característica
de que verán ampliados sus derechos colectivos y, desde la
Constitución, se preservarán sus derechos adquiridos.

El artículo 123 incluirá, asimismo, a los trabajadores al ser-
vicio del banco central y las entidades que formen parte del
sistema bancario mexicano. Este trabajo, que actualmente
se rige por la fracción XIII bis del apartado B, será consi-
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derado en la ley reglamentaria como parte de los trabajos
especiales, pero sus trabajadores tendrán mayores derechos
y seguirán conservando todos aquellos que sus condiciones
de trabajo y reglamentos otorgan.

Los asuntos de los trabajadores al servicio de los poderes
de la Unión, del gobierno del Distrito Federal, de las insti-
tuciones que presten el servicio público de banca y crédito
y el Banco de México serán competencia exclusiva de las
autoridades federales.

Derechos colectivos y libertad sindical

El derecho colectivo del trabajo –integrado por la sindica-
lización, la negociación colectiva y la huelga– constituye
en la actualidad el instrumento mediante el cual la clase
trabajadora puede lograr el establecimiento de condiciones
laborales que le permitan elevar su calidad de vida y tener
acceso a la justicia social. En atención a ello, un postulado
básico para los legisladores proponentes es la eliminación
del corporativismo sindical, que fomenta relaciones autori-
tarias y de sumisión y estimula que las organizaciones de
los trabajadores sometan sus intereses a los del Estado. En
estas circunstancias, se requiere dar paso a organizaciones
sindicales libres, a un modelo de relaciones laborales en
donde la injerencia estatal o de los patrones en la vida in-
terna de los sindicatos esté prohibida y sea sancionada con-
forme a la ley reglamentaria. Estos postulados representan
no sólo viejos anhelos de la clase trabajadora, sino también
el cumplimiento de compromisos y obligaciones que en el
ámbito internacional ha adquirido nuestro país, concreta-
mente con la ratificación del Convenio 87 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo relativo a la libertad sindical. 

Por ello, en la fracción XIX del artículo 123 se estipula que
tanto los trabajadores como los empresarios tendrán dere-
cho para coaligarse en defensa de sus respectivos intereses,
y en ejercicio de su libertad positiva de afiliación sindical,
podrán integrar sindicatos, federaciones, confederaciones,
uniones, o cualquier otra forma de asociación profesional.
Que la ley reglamentaria proveerá lo necesario para garan-
tizar el libre ejercicio de estos derechos y sancionará con
rigor cualquier impedimento para su ejercicio o cualquier
intervención en las asociaciones constituidas, de parte de
autoridad o persona física o moral.

Lograr la erradicación de la afiliación obligatoria de los
trabajadores o sus sindicatos a un determinado partido po-
lítico es una de las finalidades de esta iniciativa. Actual-
mente, existen sindicatos, federaciones y confederaciones

que en sus estatutos establecen la obligación de los sindi-
calizados de afiliarse a determinado partido político, hecho
que los trabajadores realizaban en la mayoría de los casos
contra su voluntad. Disposiciones como las que se comen-
tan, violan flagrantemente una de las prerrogativas de los
ciudadanos mexicanos establecidas en el artículo 35 de la
Constitución, consistente en asociarse individual y libre-
mente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos
políticos del país. En atención a lo anterior, consideramos
un imperativo establecer en el artículo 123 la prohibición
de afiliar obligatoriamente a los trabajadores o empresa-
rios, ya sea individual o colectivamente, a los partidos po-
líticos.

En la fracción XX se eleva a rango constitucional del dere-
cho a la contratación colectiva. En el texto se señala que
contrato colectivo de trabajo es el acuerdo celebrado entre
uno o varios sindicatos de trabajadores y uno o varios pa-
trones, o uno o varios sindicatos de patrones, con objeto de
establecer las condiciones según las cuales debe prestarse
el trabajo en una o más empresas o establecimientos. Cuan-
do la contratación colectiva se extienda a una rama de ac-
tividad económica o a una cadena productiva se denomina-
rá contrato colectivo sectorial. La contratación colectiva,
en cualquiera de sus modalidades, será un instrumento nor-
mativo complementario de las garantías sociales y princi-
pios generales establecidos en la Constitución y en la ley
reglamentaria. Además de las condiciones de trabajo, el
contrato colectivo o, en su caso, el contrato colectivo sec-
torial deberán contener las normas relativas a la capacita-
ción y adiestramiento de los trabajadores, las que estén en-
caminadas a aumentar la productividad, así como aquellas
que permitan medirla y asegurar un reparto justo de los re-
sultados alcanzados.

En la fracción XXI se instituye el Registro Público Nacio-
nal de Organizaciones Sindicales y Contratos Colectivos
de Trabajo, como organismo público y descentralizado con
personalidad jurídica y patrimonio propios, facultado para
operar nacionalmente el registro de sindicatos y contratos
colectivos y competente para decidir en los conflictos de ti-
tularidad de los contratos colectivos. Dicho organismo se
regirá bajo los principios de certeza, legalidad, indepen-
dencia, profesionalismo, imparcialidad, objetividad y pu-
blicidad en el desempeño de sus funciones. El titular del
Registro Público será un profesional de reconocido presti-
gio, cuyo nombramiento recaerá en Ejecutivo Federal
quien lo designará de entre una terna integrada por la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, por el voto
de la mayoría absoluta de los miembros presentes.
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Esta instancia plenamente imparcial, ha sido concebida co-
mo un instrumento eficaz para cerrar el paso a la generali-
zada corrupción y simulación en el mundo sindical, deri-
vadas de los viejos mecanismos de control corporativo de
los sindicatos y la degradación de la contratación colectiva
a través de los contratos de protección celebrados entre em-
pleadores y falsos sindicatos con la intención de impedir a
los trabajadores el ejercicio de la libertad sindical y la au-
téntica bilateralidad en la determinación de las condiciones
de trabajo. Está inspirada en la institución del Registro Pú-
blico de Sindicatos de la Constitución de la República Es-
pañola de 1931, existente actualmente en diversas provin-
cias españolas, en Chile y en Guatemala. Sin embargo, hay
que reconocer que la creación de un Registro Público Na-
cional de Organizaciones Sindicales y Contratos Colecti-
vos es evidentemente una solución excepcional, lo que se
explica por la igualmente excepcional desnaturalización
del contrato colectivo en México, la más importante de las
instituciones de nuestro derecho colectivo. Esta propuesta,
cercana a la que dio lugar en su momento a la creación de
un Instituto Federal Electoral plenamente independiente
como alternativa para garantizar la imparcialidad en el pro-
ceso de reconocimiento de los partidos políticos y en las
contiendas electorales, no resulta sin embargo ajena a las
organizaciones sindicales. Por el contrario, se planteó por
primera vez como parte de un proyecto de reformas a la
Ley Federal del Trabajo en el Consejo de Representantes
de la Coalición Autónoma de Sindicatos de la Industria
Automotriz (CASIA) de los sindicatos de Volkswagen,
Nissan, Dina y General Motors, celebrado el 23 de enero
de 1990 y fue publicado íntegramente en el número 3008
del periódico Cambio de Puebla, el 31 de enero de 1990.
Posteriormente fue retomada por la FESEBS y más tarde
por la UNT, además de haberse incluido en el Anteproyec-
to de reformas del PRD.

Erradicar la aplicación de la requisa y de cualquier otra fi-
gura administrativa o judicial que atente contra la huelga
lícita es una tarea que hay que acometer en beneficio de la
libertad de sindicalización y, por ende, de huelga. Una de
las mayores agresiones a los sindicatos y coaliciones que
llevan a cabo una suspensión legal de actividades es la lla-
mada requisa, prevista en las leyes de Aviación Civil, Re-
glamentaria del Servicio Ferroviario, de Aeropuertos, Fe-
deral de Telecomunicaciones y de Registro Nacional de
Vehículos; requisición, establecida en la Ley de Vías Ge-
nerales de Comunicación, e intervención administrativa,
regulada en Ley de Expropiación. Un nuevo orden laboral,
en donde el gobierno “saque las manos” de los sindicatos,

tiene que empezar por respetar los derechos sociales cons-
titucionales de los trabajadores.

Por ello, se propone establecer en el propio artículo 123
que la huelga no podrá afectarse por medida administrati-
va alguna, quedando consideradas no sólo la requisa, la re-
quisición y la intervención administrativa sino cualquier
otro acto administrativo que vulnere los derechos de una
asociación de trabajadores. Ninguna medida administrativa
o judicial debe ser obstáculo en el ejercicio del derecho de
huelga.

Los derechos colectivos de los trabajadores al servicio del
Estado, concretamente el ejercicio del derecho de huelga,
se encuentra vedado para éstos. De acuerdo con el texto ac-
tual de la Constitución, sólo podrá ejercerse cuando se vio-
len de manera general y sistemática los derechos que a fa-
vor de éstos consagra el apartado B del artículo 123. El
contexto histórico de un Estado autoritario y corporativo en
el que se creó el apartado B del artículo 123, permitió la
imposición de trabas insuperables para el ejercicio del de-
recho de huelga. Sin embargo, la democratización del Es-
tado a la que aspiramos se encuentra confrontada con la
existencia de relaciones laborales maniatadas. El sacrificio
de los derechos colectivos a cambio de derechos indivi-
duales más favorables debe empezar a formar parte del pa-
sado.

Otorgar a los trabajadores al servicio del Estado el derecho
al ejercicio de la huelga, permitirá dar paso a un nuevo mo-
delo de relaciones laborales entre el Estado y sus servido-
res. Dar un paso tan importante como liberar el derecho de
huelga para estos trabajadores debe ser tomado con caute-
la y analizando las consecuencias que ésta puede ocasionar
para el servicio que se presta. Así, se plantea la necesidad
de que en la ley reglamentaria se estipule un arbitraje obli -
gatorio que dé por terminado el conflicto por una resolu-
ción del juez laboral.

Por otra parte, con el propósito de proveer al Estado de per-
sonal que preste su servicio con calidad y eficiencia, así co-
mo de profesionalizar el trabajo del servidor público, se
propone la creación de un servicio civil de carrera. Servi-
cio que estimule la permanencia y compromiso institucio-
nal del servidor público y genere mecanismos transparen-
tes de ingreso, promoción y ascenso. El servicio civil de
carrera es una añeja aspiración del servidor público, com-
patible con la indispensable modernización de la adminis-
tración pública. Hoy más que nunca es necesario acabar
con designaciones por “compadrazgo” que en nada bene-
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fician a la importante función que desempeña el Estado y
reconocer a quienes se han comprometido con la cosa pú-
blica.

Fijación de los salarios mínimos

Una de las principales preocupaciones planteadas en la ini-
ciativa es la relacionada con el salario de los trabajadores.
De acuerdo con la fracción VI del artículo 123 vigente, los
salarios mínimos generales deberán ser suficientes para sa-
tisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en
el orden material, social y cultural, y promover la educa-
ción obligatoria de los hijos.

Actualmente los salarios mínimos se fijan por una comi-
sión nacional integrada por representantes de los patrones,
de los trabajadores y del gobierno. Aparentemente, la fór-
mula de su integración resulta muy interesante: “los repre-
sentantes de los trabajadores integrarán esta autoridad del
trabajo”. Sin embargo, los resultados no son alentadores:
hoy en día vemos que los incrementos acordados por esta
comisión en nada han beneficiado a los trabajadores. La
correlación de fuerzas en este organismo opera en contra
del trabajador, ya que en la mayoría de los casos el voto de
los representantes del gobierno y el de los representantes
del capital es en el mismo sentido. Los resultados son tan-
gibles, cada vez nos alejamos más del salario constitucio-
nal, y la miseria impera entre las familias de los trabajado-
res que reciben el salario mínimo. Las cifras oficiales lo
demuestran: el salario mínimo ha perdido 73 por ciento de
su poder adquisitivo respecto a 1977 y 21.7 por ciento res-
pecto a 1994. Estas cifras a simple vista representan sólo
una parte de la gravedad de la situación.

El problema se advierte más claramente si comparamos el
salario mínimo con el costo de la canasta básica. En 1994,
con 1.6 salarios mínimos (trece horas de trabajo al día) un
trabajador podía obtener la canasta básica. En marzo de
2002, necesita 2.3 salarios mínimos, es decir, 18.4 horas de
trabajo para adquirirla.

De acuerdo con los datos oficiales, de los trabajadores con
empleo formal, la mayoría apenas recibe dos salarios míni-
mos en promedio. Si tomamos en consideración que para
adquirir la canasta básica alimentaria se requiere lo equi-
valente a 2.3 salarios mínimos, en consecuencia, para so-
brevivir los trabajadores se ven orillados a incorporar a
otros miembros de su familia a las labores productivas o de
servicios del país o incluso al empleo informal, lo cual oca-
siona diversos problemas al núcleo familiar.

La dramática caída de los salarios mínimos pone en evi-
dencia que los procedimientos establecidos para la revisión
de éstos son inaplicables, sobre todo cuando se encuentran
en juego intereses ajenos a los trabajadores. Asimismo, la
composición tripartita de la autoridad encargada de fijar y
revisar los salarios mínimos posibilita la asociación de los
representantes de los patrones y del gobierno en contra del
voto de los representantes de los trabajadores.

Con objeto de eliminar el control gubernamental corporati-
vo sobre la determinación de los salarios mínimos se pro-
pone que la decisión de fijar los montos de éstos, sea una
facultad exclusiva de la Cámara de Diputados, por ser un
órgano de poder en el que se encuentran representados los
intereses de toda la nación. Para apoyar los trabajos de la
Cámara, se crea un organismo autónomo, descentralizado
del Estado, denominado Instituto Nacional de Salarios Mí-
nimos, Productividad y Reparto de Utilidades, el cual ten-
drá a su cargo realizar los estudios para presentar a la Cá-
mara de Diputados la propuesta de incremento de los
salarios, así como del porcentaje de utilidades repartible.
Los incrementos que se conciben en la iniciativa serán
anuales, pero el Instituto podrá proponer a la Cámara de
Diputados un ajuste en algún otro momento del año, en
función del deterioro salarial sufrido por el incremento del
costo de la vida. A este incremento se sumará otro, por
concepto de aumento de la productividad promedio de la
economía, a propuesta del Instituto.

Para tales efectos, se requiere modificar el artículo 74
constitucional con el propósito de establecer que la Cáma-
ra de Diputados fijará los salarios mínimos y la participa-
ción de los trabajadores en las utilidades de las empresas a
propuesta del Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Pro-
ductividad y Reparto de Utilidades. Asimismo este órgano
legislativo nombrará a los miembros del cuerpo colegiado
de dicho instituto. Cuando la Cámara de Diputados no se
encuentre sesionando, será facultad de la Comisión Perma-
nente del Congreso determinar, en su caso, el aumento del
salario mínimo a propuesta del Instituto Nacional de Sala-
rios Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades, lo
que implica reformar el artículo 78 constitucional.

Los salarios mínimos, de acuerdo con la fracción VI del
apartado A del artículo 123 constitucional vigente, serán
generales o profesionales. Respecto a los primeros, de
acuerdo con dicha fracción regirán en las áreas geográficas
que se determinen. El término “áreas geográficas” fue in-
troducido en la Constitución mediante reforma publicada
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en el Diario Oficial de la Federación el 23 de diciembre de
1986, lo que es ya insostenible e injustificable.

De conformidad con la ley reglamentaria, quedó a cargo
del consejo de representantes “Conocer el dictamen formu-
lado por la Dirección Técnica y dictar resolución en la que
se determinen o modifiquen las áreas geográficas en las
que regirán los salarios mínimos”.

Esta resolución –publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración– dividió la república en tres áreas geográficas, “A”,
“B” y “C”. En consecuencia, existen tres diferentes salarios
mínimos generales y profesionales; estos últimos toman
como referencia, además de la división en áreas, el oficio,
profesión o trabajo que se preste. Por su parte, al área geo-
gráfica “C” le corresponde el salario más bajo, y así suce-
sivamente hasta llegar al área “A”.

Nada justifica que a trabajadores que realizan la misma ac-
tividad se les paguen diferentes salarios. Así, resulta a to-
das luces injusta una medida de este tipo, que asigna a las
zonas con mayor pobreza el salario más bajo. Si la Ley Fe-
deral del Trabajo se federalizó para evitar los tratos diver-
sos que daban las diferentes leyes de los estados a trabaja-
dores que realizaban la misma actividad, resulta de
elemental justicia desaparecer los criterios de área geográ-
fica.

Recientemente el Ejecutivo Federal aceptó a través de sus
dependencias la necesidad de homologar por la vía de los
hechos las áreas geográficas, reconociendo públicamente
lo injusto de tal disposición. Por tales razones la iniciativa
propone la supresión de las áreas geográficas, de tal mane-
ra que el salario mínimo sea igual para todos lo trabajado-
res que lo perciben.

Derechos individuales

El cúmulo de derechos individuales de los trabajadores no
podía quedar intacto ante una reforma de esta envergadura.
Por lo que hace a la jornada de trabajo se rescata una vieja
demanda de la clase trabajadora: jornada de 40 horas con
pago de 56, sin alterar de manera alguna la duración de la
jornada máxima, diurna, nocturna o mixta diaria. No obs-
tante, se establece que en el contrato colectivo de trabajo
podrán pactarse otras modalidades, a condición de que la
duración máxima de la jornada semanal sea de 40 horas.

La razón de estas modificaciones se sustenta en la inten-
ción de humanizar el trabajo y aprovechar los avances de

la tecnología que permiten producir lo mismo en un menor
tiempo, medida acorde con la duración de la jornada en los
países de la región latinoamericana. Aunado a lo anterior
se encuentra el incremento de los días de descanso obliga-
torio; así, por cada cinco días de trabajo, disfrutará el tra-
bajador de dos de descanso. Esto, al igual que la reducción
de la jornada, constituye un inveterado anhelo de la clase
trabajadora.

El derecho a vacaciones de los trabajadores es tan impor-
tante como el día de descanso semanal, por ello es impres-
cindible que esté considerado en el texto constitucional y
así se propone en la fracción IV. 

En materia de reparto de utilidades también se realiza una
propuesta encaminada a obtener el respeto íntegro de ese
importante derecho para los trabajadores. A raíz de la ju-
risprudencia que emitió la Suprema Corte de Justicia, de-
clarando inconstitucional el artículo 14 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, se modificó por la vía de los hechos
la base para calcular el pago de utilidades. La jurispruden-
cia afectó directamente el monto correspondiente a las uti-
lidades que recibirían los trabajadores, quienes en algunos
casos veían disminuida la cantidad por recibir hasta en 80
por ciento. En atención a ello, se pretende devolver al re-
parto de utilidades el sentido que tenía cuando se creó, por
ello se propone que a la renta gravable a la que se refiere el
artículo 123 constitucional vigente se le agreguen todos
aquellos conceptos que durante un año fiscal pueden incre-
mentar la ganancia de la empresa. En este entendido, a la
renta gravable se le suman los ingresos por dividendos o
utilidades en acciones, los intereses devengados a favor del
contribuyente en el ejercicio, la fluctuación de la moneda
extranjera, cuando se contraten deudas o créditos que no se
paguen al momento de su exigibilidad y cualquier otro con-
cepto que pueda incrementar la ganancia de la empresa en
un año fiscal, de acuerdo con la situación económica del
país. Por lo tanto, es necesario modificar la redacción del
artículo 123, en la fracción que lo considera, en el sentido
que lo aprobó la Cámara de Diputados durante la pasada le-
gislatura y cuya minuta se encuentra pendiente de dictamen
en el Senado de la República.

La prevención consignada en el inciso f) de la vigente frac-
ción IX, XII en la presente iniciativa, que establece que el
derecho de los trabajadores a participar en las utilidades no
implica la facultad de intervenir en la dirección o adminis-
tración de las empresas, se deroga porque a su amparo se ha
obstaculizado indebidamente a las organizaciones de los tra-
bajadores la participación que legalmente les corresponde
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en la negociación bilateral de las cuestiones colectivas e in-
dividuales derivadas de las relaciones de trabajo y porque
se considera que esta disposición inhibe la creación de es-
pacios y mecanismos de participación de los trabajadores
para la adopción de nuevos procedimientos de trabajo y
tecnologías que mejoren la gestión productiva y propicien
más ingreso para los trabajadores así como otras forma
idóneas de democracia industrial.

Un cambio importante que se propone es la sustitución de
las juntas de Conciliación y Arbitraje por jueces laborales
dependientes del Poder Judicial federal o local según su
competencia. No es concebible que hoy en día, cuando se
ha fortalecido la división de poderes, tengamos tribunales
que realizan funciones jurisdiccionales y dependan del Po-
der Ejecutivo. Esa subordinación está en correspondencia
con la época en que se creó el artículo 123 constitucional,
en la que el Ejecutivo fue diseñado para ejercer un poder
omnímodo. Hoy los conflictos laborales requieren tribuna-
les independientes que impartan justicia laboral en forma
eficaz.

Por su estructura actual las juntas de Conciliación y Arbi-
traje dan la idea de ser tribunales democráticos, en los cua-
les se encuentran representados los trabajadores, los patro-
nes y el gobierno –que aparentemente es el miembro
imparcial. Sin embargo, en la práctica podemos cerciorar-
nos de que en la gran mayoría de los casos el representan-
te del gobierno, presidente de la Junta, no actúa con la im-
parcialidad que debiera y se suma al voto del representante
del capital; por lo tanto, esa estructura tripartita se convier-
te en bipartita en perjuicio del trabajador. Si a ello agrega-
mos la presencia de líderes venales, se configura un cuadro
desalentador para quienes mayoritariamente esperan justi-
cia en los laudos de dichas juntas.

El derecho laboral requiere tribunales independientes, que
pertenezcan al órgano de poder encargado de dirimir las di-
ferencias entre los particulares, es decir, al Poder Judicial.
El elemento que diferenciará a los jueces laborales de los
demás jueces es el conjunto de principios de derecho tanto
sustantivo como procesal bajo el que se regirán. En ningún
momento podrá aplicarse el principio de igualdad de las
partes, pues partimos de la concepción de que el trabajador
y el patrón no son ni serán iguales; por eso, tanto las nor-
mas sustantivas como procesales serán tutelares de la clase
trabajadora, aplicándose el principio de suplencia de la
queja y todos los demás que han caracterizado al derecho
laboral. Los jueces de lo laboral conocerán no sólo de los
conflictos entre el trabajo y el capital, sino también de los

conflictos individuales, colectivos o sindicales de los tra-
bajadores al servicio del Estado, entidades federativas o
municipios, y formarán parte del Poder Judicial federal o
local según corresponda. Los jueces laborales federales co-
nocerán, además, de cualquier conflicto derivado del régi-
men de seguridad social, con las excepciones competen-
ciales reservadas al Registro Público Nacional de
Organizaciones Sindicales y Contratos Colectivos de Tra-
bajo.

Trabajo de mujeres

En cuanto al trabajo de mujeres se refiere, si bien la Cons-
titución otorgó determinados beneficios a éstas, la mayoría
se refiere a la protección de la maternidad y muy pocos a
lo relacionado con otros ámbitos de su condición de mujer
trabajadora, con presencia creciente en el mundo laboral.
Reconocer las condiciones de desigualdad y discrimina-
ción en que la mujer realiza sus labores en la actualidad y
atacar las causas desde la ley, es una tarea inaplazable. Por
ello desde el proemio del artículo 123 se precisa que no po-
drán establecerse distinciones, exclusiones, preferencias o
restricciones basadas en: sexo, género, edad, credo religio-
so, doctrina política, condición social, condición física,
preferencia sexual, estado civil, etnia, discapacidad y con-
diciones de salud, que tengan por efecto anular o alterar la
igualdad de oportunidades y de trato en el empleo o la ocu-
pación, la formación profesional, las condiciones y la ad-
misión al trabajo.

Además que el Congreso de la Unión, deberá expedir leyes
sobre el trabajo, las cuales regirán entre las personas obre-
ras, jornaleras, artesanas y del empleo del hogar; así como
entre las personas trabajadoras y empleadas al servicio de
los municipios, de los poderes de cada una de las entidades
federativas, además de los poderes de la Unión; y, de ma-
nera general, todo contrato y relación de trabajo. Buscando
eliminar con ello todo sesgo discriminatorio hacia la mujer
en la aplicación de las normas del trabajo.

En la fracción XVII se señala que los patrones serán res-
ponsables de crear un ambiente laboral libre de riesgos y
violencia y establecer condiciones, mecanismos e instan-
cias para impedir el acoso o el hostigamiento sexual en el
lugar de trabajo.

Sin duda alguna la maternidad debe ser protegida, pero con
una visión mucho más amplia en donde se haga responsa-
ble a la propia sociedad. En tal virtud se incrementa de 12
a 16 semanas el periodo que por licencia de maternidad se
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otorgará a las trabajadoras embarazadas, cuyo inicio será
determinado por la propia trabajadora. Un ejemplo de la in-
justicia de la actual rigidez de la Constitución, que con la
iniciativa se pretende acabar, consiste en impedirles a todas
aquellas madres trabajadoras a quienes se les adelanta la
fecha del parto, la utilización del periodo prenatal, per-
diendo por ese solo hecho todo o parte del periodo prena-
tal de licencia.

En la iniciativa se adiciona que en los supuestos de parto
múltiple, el período de recuperación posnatal se incremen-
tará en dos semanas.

En el periodo de lactancia se otorga a la trabajadora, a su
elección, el derecho de elegir si quiere utilizar los dos pe-
riodos de media hora para amamantar a sus hijos, por un
lapso de seis meses, o reducir su jornada diaria en una ho-
ra.

Las y los legisladores suscritos proponemos que se garan-
tice a la trabajadora el ejercicio de sus derechos reproduc-
tivos en el momento de su elección, protegiéndose su salud
y la del producto. Asimismo, que toda trabajadora que de-
cida ejercer este derecho conservará su empleo y puesto de
trabajo, y sólo podrá ser despedida por causas graves o que
hagan imposible la continuación de la relación de trabajo.

Por otra parte, que la ley reglamentaria deberá estipular la
protección de las trabajadoras y trabajadores con responsa-
bilidades familiares, asegurando la igualdad de trato y
oportunidades;

La iniciativa pretende proteger a la mujer no sólo en la ma-
ternidad sino también respecto a otros ámbitos de su con-
dición de mujer. La discriminación hacia la mujer está pre-
sente en el trabajo; partiendo de esa premisa la iniciativa
busca promover la participación de la mujer en el centro la-
boral. Por ello impone en la ley reglamentaria la obligación
de adoptar las medidas de acción afirmativa para garantizar
las condiciones efectivas de igualdad entre el hombre y la
mujer, en un tema tan importante como es la capacitación.

Trabajo y discapacidad

La iniciativa también reconoce la importancia de incorpo-
rar al mundo laboral de manera plena a las personas que
padezcan alguna discapacidad. Por ello se establecen me-
didas para que puedan ejercer su derecho al trabajo e in-
cluso en algunos casos serán preferidos respecto a otros
trabajadores. La ley reglamentaria desarrollará de manera

más completa una serie de derechos para este sector de tra-
bajadores.

Seguridad social 

La derogación del apartado B del artículo 123 constitucio-
nal obliga a unificar en una sola fracción las disposiciones
relativas a la seguridad social, que conserva en nuestra pro-
puesta su carácter público, solidario, redistributivo e inte-
gral. Orientación necesaria ante la privatización de los fon-
dos de pensiones de que ha sido objeto el Seguro Social y
la amenaza que se cierne sobre esta noble institución. Así
se indica que la seguridad social es un derecho de los tra-
bajadores del campo y la ciudad, eventuales y permanen-
tes, no asalariados y otros sectores sociales y sus familias,
estará a cargo íntegramente de organismos públicos des-
centralizados y se organizará conforme a las siguientes ba-
ses mínimas:

a) Prevendrá los accidentes y enfermedades profesionales
y cubrirá las obligaciones derivadas de los riesgos de tra-
bajo, mediante un seguro pagado por el patrón.

b) Proporcionará servicios integrales que incluyen la pre-
vención, curación y rehabilitación, así como los medios
diagnósticos y terapéuticos requeridos en cada caso.

c) En caso de accidente o enfermedad se conservará el de-
recho al trabajo por el tiempo que determine la Ley.

d) Proporcionará seguridad económica al trabajador y su
familia mediante los seguros de invalidez y vida; retiro, ce-
santía en edad avanzada, jubilación, vejez y cualquier otro
encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores,
de conformidad con las leyes de seguridad social.

e) Proporcionará guarderías con servicios integrales y per-
sonal especializado a los hijos de las trabajadoras, así co-
mo de los trabajadores que tengan a su cargo exclusivo el
cuidado de los hijos. Además proporcionará asistencia mé-
dica y obstétrica, medicinas y ayuda para la lactancia.

f) Proporcionará las demás prestaciones sociales especifi-
cadas en las leyes reglamentarias correspondientes inclu-
yendo centros deportivos, vacacionales y para recupera-
ción, así como tiendas económicas para beneficio de los
trabajadores y sus familias.
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Se ratifica que las leyes de seguridad social son de utilidad
pública.

Agentes del ministerio público y miembros de institucio-
nes policiales

La iniciativa propone reconocer a los agentes del ministe-
rio público y a los miembros de las instituciones policiales
de los municipios, entidades federativas y federación la ca-
lidad de trabajadores que actualmente se les tiene negada.
Si bien es cierto que la labor que realizan estos trabajado-
res dista de ser la que el Estado y la sociedad requieren, no
podemos negarles todo derecho como trabajadores ni este
camino es el adecuado para lograr la profesionalización del
servicio que prestan. Actualmente, estos servidores pueden
ser removidos en cualquier momento de su cargo, si no
cumplen con los requisitos que las leyes vigentes al mo-
mento de su remoción señalen para permanecer en dichas
instituciones, sin que proceda su restitución, cualquiera
que sea el juicio o medio de defensa para combatir su re-
moción. El trato que la fracción XIII del apartado B del ar-
tículo 123 vigente le da a estos servidores públicos es in-
humano. Este precepto contradice diversas garantías
individuales como la irretroactividad y atenta contra el jui-
cio de amparo al impedir que restituya al individuo el goce
de la garantía violada, a pesar de que se acredite la exis-
tencia de dicha violación. Sin embargo, no podemos decir
que la disposición es inconstitucional, porque está precisa-
mente en la propia Constitución. La iniciativa propone re-
conocerles la calidad de trabajador y permite la creación de
una ley laboral que contenga normas claras de ingreso, pro-
moción, capacitación, permanencia y causales de cese.

Derechos laborales y derechos humanos

Finalmente con la iniciativa se propone facultar a la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos para conocer de
los asuntos laborales, atribución que se hace extensiva a las
comisiones estatales de derechos humanos, a través de la
reforma al artículo 102 constitucional. Específicamente,
estos organismos podrán conocer de quejas contra actos u
omisiones de naturaleza administrativa o jurisdiccional
cuando se trate de asuntos laborales. Con la reforma se per-
sigue superar una absurda limitación que contraviene al re-
conocimiento internacional contenido en diversos instru-
mentos jurídicos de derechos humanos, en el sentido de
que un elemento esencial de los mismos está en las reglas
laborales que dan derecho al salario suficiente, al empleo y
a la organización sindical.

Régimen transitorio

En los artículos transitorios se señala que en un plazo no
mayor de seis meses contados a partir de la vigencia del
presente decreto, el Congreso de la Unión modificará la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para ade-
cuarla a las disposiciones previstas en el artículo 123 cons-
titucional y demás relativas a los jueces laborales. Que en
tanto se reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación para adecuarla a las disposiciones previstas en
el presente decreto, la Junta Federal de Conciliación y Ar-
bitraje y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje
continuará ejerciendo las facultades legales que le corres-
pondan en materia laboral. Asimismo, que en tanto se re-
forman las leyes orgánicas de los poderes judiciales de las
entidades federativas para adecuarlas a las disposiciones
previstas en el decreto propuesto, las juntas locales de Con-
ciliación y Arbitraje continuarán ejerciendo las facultades
legales que les correspondan en materia laboral.

Una disposición importante es que tanto el Poder Ejecuti-
vo Federal como el Poder Judicial Federal, en los ámbitos
de su competencia, procederán a realizar los trámites,
asignaciones y modificaciones presupuestales, así como a
designar o, según proceda, a proponer la designación de
los funcionarios que les corresponda, en términos de las
reformas, a efecto de que se constituyan y operen a la pro -
mulgación de las leyes reglamentarias, el Instituto Nacio-
nal de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de Uti-
lidades, el Registro Público Nacional de Organizaciones
Sindicales y Contratos Colectivos de Trabajo y los jueces
laborales.

Se precisa que los derechos, beneficios y prestaciones ad-
quiridos por los trabajadores de los municipios, de los po-
deres de cada una de las entidades federativas y de los po-
deres de la Unión quedarán salvaguardados en un capítulo
especial de la ley reglamentaria del artículo 123 constitu-
cional. La misma disposición se establece para trabajado-
res de las instituciones que presten el servicio público de
banca y crédito y Banco de México.

Por último se dispone que en tanto se crean el Instituto Na-
cional de Salarios Mínimos, Productividad y Reparto de
Utilidades y el Registro Público Nacional de Organizacio-
nes Sindicales y Contratos Colectivos de Trabajo, estable-
cidos en el artículo 123 constitucional, la Comisión Nacio-
nal de Salarios Mínimos, la Secretaría de Trabajo y
Previsión Social continuarán ejerciendo sus facultades le-
gales en la materia.
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Por lo antes expuesto solicitamos a la presidencia de esta
H. Cámara de Diputados turne a las comisiones de Puntos
Constitucionales y de Trabajo y Previsión Social la si-
guiente

INICIATIVA 

De decreto por el que se reforman, derogan y adicionan di-
versas disposiciones de los artículos 74, 78, 102, 115, 116
y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Artículo primero. Se reforman, derogan y adicionan di-
versas disposiciones del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:

TITULO SEXTO

Del Trabajo y de la Previsión Social

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de
empleos y la organización social para el trabajo, conforme
a la ley.

No podrán establecerse distinciones, exclusiones, preferen-
cias o restricciones basadas en: sexo, género, edad, credo
religioso, doctrina política, condición social, condición fí-
sica, preferencia sexual, estado civil, etnia, discapacidad y
condiciones de salud, que tengan por efecto anular o alte-
rar la igualdad de oportunidades y de trato en el empleo o
la ocupación, la formación profesional, las condiciones y la
admisión al trabajo.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases que
anteceden ni a las siguientes, deberá expedir leyes sobre el
trabajo, las cuales regirán entre las personas obreras, jorna-
leras, artesanas y del empleo del hogar; así como entre las
personas trabajadoras y empleadas al servicio de los muni-
cipios, de los poderes de cada una de las entidades federa-
tivas, además de los poderes de la Unión; y, de manera ge-
neral, todo contrato y relación de trabajo:

I. La duración máxima de la jornada diaria será de ocho ho-
ras. En el contrato colectivo de trabajo podrán pactarse
otras modalidades, a condición de que la duración máxima
de la jornada semanal sea de cuarenta horas;

II. La jornada máxima de trabajo nocturno será de siete ho-
ras. Quedan prohibidas: las labores insalubres o peligrosas,
el trabajo nocturno industrial y todo otro trabajo después de
las diez de la noche, de los menores de dieciséis años;

III. Queda prohibida la utilización del trabajo de los meno-
res de catorce años. Los mayores de esta edad y menores
de dieciséis tendrán como jornada máxima diaria la de cin-
co horas;

IV. Por cada cinco días de trabajo deberá disfrutar el traba-
jador de dos días de descanso, cuando menos.

Los trabajadores disfrutarán de las vacaciones que señale la
ley;

V. Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos
que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peli-
gro para su salud en relación con la gestación; gozarán for-
zosamente de un descanso de dieciséis semanas durante el
periodo previo y posterior al parto, cuyo inicio será deter-
minado por la trabajadora. Durante este periodo, las muje-
res deberán percibir su salario íntegro y conservar su em-
pleo además de los derechos que hubieren adquirido por la
relación de trabajo. En los supuestos de parto múltiple, el
periodo de recuperación posnatal se incrementará en dos
semanas.

En el periodo de lactancia tendrán derecho, a su elección, a
dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada
uno, por un lapso de seis meses, para alimentar a su hijo en
el lugar adecuado e higiénico que designe el patrón, o bien
a la reducción de su jornada diaria una hora; 

VI. Se garantizará a la trabajadora el ejercicio de sus dere-
chos reproductivos en el momento de su elección, prote-
giéndose su salud y la del producto. Toda trabajadora que
decida ejercer este derecho conservará su empleo y puesto
de trabajo, y sólo podrá ser despedida por causas graves o
que hagan imposible la continuación de la relación de tra-
bajo.

La ley reglamentaria deberá estipular la protección de las
trabajadoras y trabajadores con responsabilidades familia-
res, asegurando la igualdad de trato y oportunidades;

VII. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los traba-
jadores serán generales o profesionales. Los primeros regi-
rán para todo el país, y los segundos se aplicarán en ramas
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determinadas de la actividad económica o en profesiones,
oficios o trabajos especiales.

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes pa-
ra satisfacer las necesidades normales de un jefe de fami-
lia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a
la educación obligatoria de los hijos. Los salarios mínimos
profesionales se fijarán considerando, además, las condi-
ciones de las distintas actividades económicas.

Los salarios mínimos se fijarán por la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión en forma anual y podrán re-
visarse e incrementarse en cualquier momento en el curso
de su vigencia, de conformidad con la Ley, a propuesta del
Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productividad y
Reparto de Utilidades, que será un organismo público au-
tónomo, independiente en sus decisiones y funcionamien-
to, con personalidad jurídica y patrimonio propios.

El Instituto está facultado para realizar los estudios y diag-
nósticos en el nivel nacional necesarios para determinar los
salarios mínimos, dictar las bases normativas de los pro-
gramas nacional y sectoriales en materia de conservación y
creación de empleos adecuadamente remunerados, así co-
mo las bases normativas aplicables al reparto de utilidades
entre patrones y trabajadores. Las bases de integración y
funcionamiento del Instituto deberán establecerse en la ley
reglamentaria de conformidad con los principios y funcio-
nes establecidos en este precepto;

VIII. Los salarios de los trabajadores al servicio de los mu-
nicipios, de los poderes de cada una de las entidades fede-
rativas y de los poderes de la Unión serán fijados en los
presupuestos respectivos, sin que su cuantía pueda ser dis-
minuida durante la vigencia de éstos.

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mínimo
para los trabajadores en general.

Los incrementos de los salarios de los trabajadores al ser-
vicio de los municipios, de los poderes de cada una de las
entidades federativas y de los poderes de la Unión que se-
an iguales al mínimo se sujetarán a lo establecido en el úl-
timo párrafo de la fracción anterior;

IX. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin
tener en cuenta género ni nacionalidad;

X. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo,
compensación o descuento;

XI. Los trabajadores tendrán derecho a una participación
en las utilidades de las empresas, regulada de conformidad
con las siguientes normas:

a) El Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productivi-
dad y Reparto de Utilidades propondrá cada cinco años a la
Cámara de Diputados el porcentaje de utilidades que deba
repartirse anualmente entre los trabajadores.

b) El Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Productivi-
dad y Reparto de Utilidades practicará las investigaciones
y realizará los estudios necesarios y apropiados para cono-
cer las condiciones generales de la economía nacional. To-
mará asimismo en consideración la necesidad de fomentar
el desarrollo industrial del país, el interés razonable que
debe percibir el capital y la necesidad de reinversión de ca-
pitales.

c) La ley podrá exceptuar de la obligación de repartir utili-
dades a las empresas de nueva creación durante un núme-
ro determinado y limitado de años, a los trabajos de explo-
ración y a otras actividades cuando lo justifique su
naturaleza y condiciones particulares.

d) Para determinar el monto de las utilidades de cada em-
presa se tomará como base la renta gravable de conformi-
dad con las disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, más los ingresos por dividendos o utilidades en ac-
ciones, los intereses devengados a favor del contribuyente
en el ejercicio, la fluctuación de moneda extranjera cuando
se contratan deudas o créditos que no se pagan en el mo-
mento de su exigibilidad y cualquier otro concepto que
pueda incrementar la ganancia de una empresa en un año
fiscal, de acuerdo con la situación económica del país.

Los trabajadores podrán formular ante la oficina corres-
pondiente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
las objeciones que juzguen convenientes, ajustándose al
procedimiento que determine la ley.

Quedan exceptuados de la participación en las utilidades
los trabajadores de los servicios de asistencia social, salvo
en el caso en que se generen utilidades, así como los traba-
jadores de los municipios, de los poderes de cada una de las
entidades federativas y de los poderes de la Unión;

XII. El salario deberá pagarse precisamente en moneda de
curso legal, no siendo permitido hacerlo efectivo con mer-
cancías, ni con vales, fichas o cualquier otro signo repre-
sentativo con que se pretenda sustituir la moneda;
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XIII. Cuando, por circunstancias extraordinarias, deban au-
mentarse las horas de jornada, se abonará como salario por
el tiempo excedente un cien por ciento más de lo fijado por
las horas normales. En ningún caso el trabajo extraordina-
rio será obligatorio ni podrá exceder de tres horas diarias,
ni de tres veces consecutivas. Queda prohibido el trabajo
extraordinario para los menores de dieciséis años;

XIV. Toda empresa agrícola, industrial, minera o de cual-
quier otra clase de trabajo, estará obligada, según lo deter-
minen las leyes reglamentarias, a proporcionar a los traba-
jadores habitaciones cómodas e higiénicas. Esta obligación
se cumplirá mediante las aportaciones que las empresas
hagan a un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir
depósitos en favor de sus trabajadores y establecer un sis-
tema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito
barato y suficiente para que adquieran en propiedad tales
habitaciones.

Se considera de utilidad social la expedición de una ley pa-
ra la creación de un organismo integrado por representan-
tes del gobierno federal, de los trabajadores y de los patro-
nes, que administre los recursos del fondo nacional de la
vivienda. Dicha ley regulará las formas y procedimientos
conforme a los cuales los trabajadores podrán adquirir en
propiedad las habitaciones antes mencionadas.

Las negociaciones a que se refiere el párrafo primero de es-
ta fracción, situadas fuera de las poblaciones, están obliga-
das a establecer escuelas, enfermerías y demás servicios
necesarios a la comunidad.

Además, en esos mismos centros de trabajo, cuando su po-
blación exceda de doscientos habitantes, deberá reservarse
un espacio de terreno, que no será menor de cinco mil me-
tros cuadrados, para el establecimiento de mercados públi-
cos, instalación de edificios destinados a los servicios mu-
nicipales y centros recreativos.

Queda prohibido en todo centro de trabajo, el estableci-
miento de expendios de bebidas embriagantes y de casas de
juegos de azar;

Los trabajadores de los municipios, de los poderes de cada
una de las entidades federativas y de los poderes de la
Unión tendrán derecho a habitaciones baratas, en arrenda-
miento o venta, conforme lo dispongan las leyes respecti-
vas y los programas previamente aprobados. 

En el caso de los trabajadores de los poderes de la Unión y
del Distrito Federal, el Estado, mediante las aportaciones
que haga, establecerá un fondo nacional de la vivienda a
fin de constituir depósitos en favor de dichos trabajadores
y establecer un sistema de financiamiento que permita
otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que adquie-
ran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien
para construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos
adquiridos por estos conceptos.

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán entera-
das al organismo encargado de la seguridad social regulán-
dose en su ley, la forma y el procedimiento conforme a los
cuales se administrará el citado fondo y se otorgarán y ad-
judicarán los créditos respectivos;

XV. Las empresas, cualquiera que sea su actividad, estarán
obligadas a proporcionar a sus trabajadores, capacitación o
adiestramiento para el trabajo. La ley reglamentaria deter-
minará los sistemas, métodos y procedimientos conforme a
los cuales los patrones deberán cumplir con dicha obliga-
ción, adoptando las medidas de acción afirmativa para ga-
rantizar condiciones efectivas de igualdad entre el hombre
y la mujer en el ejercicio de este derecho.

En áreas laborales en donde la cuota de empleo de mujeres
sea menor que la de los varones, aquéllas tendrán acceso a
una cuota equitativa de participación para lograr las mis-
mas oportunidades de empleo a determinados puestos de
trabajo.

Igualmente desde la ley reglamentaria se promoverá que en
los planes y programas de capacitación sectoriales y en el
nivel de las empresas, se establezcan oportunidades de ca-
pacitación y adiestramiento para los trabajadores por tiem-
po u obra determinada;

XVI. El ingreso, la capacitación, la promoción o escalafón,
la permanencia y la separación de los trabajadores al servi-
cio de los municipios, de los poderes de cada una de las en-
tidades federativas y de los poderes de la Unión se regirán
por un conjunto de normas y procedimientos tendentes a
garantizar el Servicio Civil de Carrera. En el ingreso y la
promoción se considerarán los conocimientos, las aptitudes
y, en su caso, la antigüedad; en igualdad de condiciones, y
de acuerdo con la ley reglamentaria, tendrá prioridad quien
represente la única fuente de ingreso en su familia; si sub-
siste la igualdad, se preferirá a quien padezca de alguna
discapacidad.
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El Servicio Civil de Carrera considerará un sistema nacio-
nal de capacitación y formación, para lo cual el Estado or-
ganizará escuelas de Administración Pública;

XVII. Los patrones serán responsables de los accidentes
del trabajo y de las enfermedades profesionales de los tra-
bajadores, sufridas con motivo o en ejercicio de la profe-
sión o trabajo que ejecuten; por lo tanto, los patrones de-
berán pagar la indemnización correspondiente, según que
haya traído como consecuencia la muerte o simplemente
incapacidad temporal o permanente para trabajar, de acuer-
do con lo que las leyes determinen. Esta responsabilidad
subsistirá aun en el caso de que el patrón contrate el traba-
jo por un intermediario.

Asimismo los patrones serán responsables de crear un am-
biente laboral libre de riesgos y violencia laboral y de esta-
blecer condiciones, mecanismos e instancias para impedir
el acoso o el hostigamiento sexual en el lugar de trabajo;

XVIII. El patrón estará obligado a observar, de acuerdo con
la naturaleza de su negociación, los preceptos legales sobre
higiene y seguridad en las instalaciones de su estableci-
miento, y a adoptar las medidas adecuadas para prevenir
accidentes en el uso de las máquinas, instrumentos y mate-
riales de trabajo, así como a organizar de tal manera éste,
que resulte la mayor garantía para la salud y la vida de los
trabajadores, y del producto de la concepción, cuando se
trate de mujeres embarazadas. Las leyes contendrán, al
efecto, las sanciones procedentes en cada caso;

XIX. Tanto los trabajadores como los empresarios tendrán
derecho para coaligarse en defensa de sus respectivos inte-
reses, y en ejercicio de su libertad positiva de afiliación
sindical, podrán integrar sindicatos, federaciones, confede-
raciones, uniones , o cualquier otra forma de asociación
profesional. La ley reglamentaria proveerá lo necesario pa-
ra garantizar el libre ejercicio de estos derechos y sancio-
nará con rigor cualquier impedimento para su ejercicio o
cualquier intervención en las asociaciones constituidas, de
parte de autoridad o persona física o moral.

Queda prohibida la afiliación obligatoria de los trabajado-
res y de los empresarios, individual o colectivamente, a los
partidos políticos;

XX. Contrato colectivo de trabajo es el acuerdo celebrado
entre uno o varios sindicatos de trabajadores y uno o varios
patrones, o uno o varios sindicatos de patrones, con objeto
de establecer las condiciones según las cuales debe pres-

tarse el trabajo en una o más empresas o establecimientos.
Cuando la contratación colectiva se extienda a una rama de
actividad económica o a una cadena productiva se denomi-
nará contrato colectivo sectorial. La contratación colectiva,
en cualquiera de sus modalidades, será un instrumento
normativo complementario de las garantías sociales y prin-
cipios generales establecidos en esta Constitución y en la
ley reglamentaria. Además de las condiciones de trabajo, el
contrato colectivo o, en su caso, el contrato colectivo sec-
torial deberán contener las normas relativas a la capacita-
ción y adiestramiento de los trabajadores, las que estén en-
caminadas a aumentar la productividad, así como aquellas
que permitan medirla y asegurar un reparto justo de los re-
sultados alcanzados;

XXI. Las organizaciones sindicales de trabajadores y de
empresarios deberán inscribirse en el Registro Público Na-
cional de Organizaciones Sindicales y Contratos Colecti-
vos de Trabajo, que deberá constituirse como organismo
público descentralizado de carácter federal, con personali-
dad jurídica y patrimonio propios y que se regirá por los
principios de independencia, certeza, legalidad, imparciali-
dad, profesionalismo, objetividad y publicidad. Para el
nombramiento de su director general, la Cámara de Dipu-
tados, por votación de la mayoría absoluta, deberá integrar
una terna de candidatos mediante el procedimiento que es-
tablezca la ley, que presentará al Ejecutivo Federal a efec-
to de que designe a alguno de los propuestos. El director
general deberá reunir los requisitos que señale la Ley. 

Esta autoridad será competente en todo el territorio nacio-
nal para registrar en expedientes individualizados las orga-
nizaciones a que se refiere esta fracción, sus estatutos, di-
rectivas y actualizaciones, así como para registrar las
cancelaciones decretadas por el juez laboral. Le correspon-
derá, también, recibir en depósito y registrar en expedien-
tes individualizados, los contratos colectivos de trabajo, los
contratos colectivos sectoriales y los convenios de revisión
de éstos, celebrados en todo el territorio nacional, así como
anotar la cancelación de los contratos colectivos que termi-
nen por las causas establecidas en la Ley. El Registro Pú-
blico Nacional de Organizaciones Sindicales y Contratos
Colectivos de Trabajo en todo tiempo permitirá la consulta
pública de los índices actualizados que lleve y deberá emi-
tir las certificaciones de los expedientes de registro que se
le soliciten. Será la autoridad competente para decidir en
los conflictos de titularidad de los contratos colectivos.
Tendrá su domicilio en el Distrito Federal y establecerá
unidades de recepción de documentación y entrega de
constancias, así como de trámite en los juicios de titulari -
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dad contractual, en cada una de las capitales de las entida-
des federativas;

XXII. Las leyes reconocerán como un derecho de los tra-
bajadores y de los empresarios las huelgas y los paros;

XXIII. Las huelgas serán lícitas cuando tengan por objeto
conseguir el equilibrio entre los diversos factores de la pro-
ducción, armonizando los derechos del trabajo con los del
capital. En los servicios públicos será obligatorio para los
trabajadores dar aviso con diez días de anticipación, al juez
laboral, de la fecha señalada para la suspensión del trabajo.
Las huelgas serán consideradas como ilícitas únicamente
cuando la mayoría de los huelguistas ejerciere actos vio-
lentos contra las personas o las propiedades, o en caso de
guerra, cuando aquéllos pertenezcan a los establecimientos
y servicios que dependan del gobierno.

Los trabajadores de los municipios, de los poderes de cada
una de las entidades federativas y de los poderes de la
Unión podrán hacer uso del derecho de huelga, respecto de
una o varias dependencias de los poderes públicos, en los
términos y modalidades consignados en la ley.

La huelga lícita no podrá ser afectada por medida adminis-
trativa o judicial alguna;

XXIV. Los paros serán lícitos únicamente cuando el exce-
so de producción haga necesario suspender el trabajo para
mantener los precios en un límite costeable, previa aproba-
ción del juez laboral;

XXV. Las diferencias o los conflictos entre el capital y el
trabajo, así como los conflictos individuales, colectivos o
sindicales derivados de las relaciones laborales de los tra-
bajadores de los municipios, de los poderes de la Unión y
de cada una de las entidades federativas se sujetarán a la
decisión del juez laboral, que formará parte del Poder Ju-
dicial Federal o local, según corresponda.

Los jueces laborales federales serán competentes para co-
nocer de los conflictos derivados del régimen de seguridad
social;

XXVI. Si el patrón se negare a someter sus diferencias al
juicio laboral o aceptar la sentencia pronunciada por el juez
laboral, éste dará por terminado el contrato de trabajo y el
patrón quedará obligado, a solicitud del trabajador, a in-
demnizarlo con el importe de tres meses de salario, además
de la responsabilidad que le resulte del conflicto. Esta dis-

posición no será aplicable en los casos de las acciones con-
signadas en la fracción siguiente. Si la negativa fuere de los
trabajadores, se dará por terminado el contrato de trabajo;

XXVII. El patrón que despida a un trabajador sin causa
justificada o por haber ingresado a una asociación o sindi-
cato, o por haber tomado parte en una huelga lícita, estará
obligado, a elección del trabajador, a cumplir el contrato o
a indemnizarlo con el importe de tres meses de salario. La
Ley determinará los casos en que el patrón podrá ser exi-
mido de la obligación de cumplir el contrato mediante el
pago de una indemnización. Igualmente tendrá la obliga-
ción de indemnizar al trabajador con el importe de tres me-
ses de salario cuando se retire del servicio por falta de pro-
bidad del patrón o por recibir de él malos tratamientos, ya
sea en su persona o en la de su cónyuge, padres, hijos o
hermanos. El patrón no podrá eximirse de esta responsabi-
lidad cuando los malos tratamientos provengan de depen-
dientes o familiares que obren con el consentimiento o to-
lerancia de él;

XXVIII. Los trabajadores de los municipios, de los pode-
res de cada una de las entidades federativas y de los pode-
res de la Unión sólo podrán ser suspendidos o cesados por
causa justificada, en los términos que fije la Ley.

En caso de separación injustificada, tendrán derecho a op-
tar por la reinstalación en su trabajo o por la indemnización
correspondiente, previo el procedimiento legal. En los ca-
sos de supresión de plazas, los trabajadores afectados ten-
drán derecho a que se les otorgue otra equivalente a la su-
primida o a la indemnización de ley; 

XXIX. Los créditos en favor de los trabajadores por sala-
rio o sueldos devengados en el último año, y por indemni-
zaciones, tendrán preferencia sobre cualesquiera otros en
los casos de concurso o de quiebra;

XXX. De las deudas contraídas por los trabajadores a favor
de sus patrones, de sus asociados, familiares o dependien-
tes, sólo será responsable el mismo trabajador, y en ningún
caso y por ningún motivo se podrá exigir a los miembros
de su familia, ni serán exigibles dichas deudas por la can-
tidad excedente del sueldo del trabajador en un mes;

XXXI. El servicio para la colocación de los trabajadores
será gratuito para éstos, ya se efectúe por oficinas munici-
pales, bolsas de trabajo o por cualquier otra institución ofi-
cial o particular. 
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En la prestación de este servicio se tomará en cuenta la de-
manda de trabajo y, en igualdad de condiciones, tendrá
prioridad quien represente la única fuente de ingresos en su
familia, y si subsiste la igualdad, se preferirá a quien pa-
dezca alguna discapacidad;

XXXII. Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexi-
cano y un empresario extranjero deberá ser legalizado por
el juez laboral o el inspector del Trabajo y visado por el
cónsul de la nación adonde el trabajador tenga que ir, en el
concepto de que, además de cláusulas ordinarias, se espe-
cificará claramente que los gastos de repatriación quedan a
cargo del empresario contratante;

XXXIII. Serán condiciones nulas y no obligarán a los con-
tratantes, aunque se expresen en el contrato:

a) Las que estipulen una jornada inhumana, por lo notoria-
mente excesiva, dada la índole del trabajo.

b) Las que fijen un salario que no sea remunerador a juicio
del juez laboral competente.

c) Las que estipulen un plazo mayor de una semana para el
pago del salario tratándose de trabajadores no calificados y
de quince días tratándose de trabajadores calificados.

d) Las que señalen un lugar de recreo, fonda, café, taberna,
cantina o tienda para efectuar el pago del salario, cuando
no se trate de empleados en esos establecimientos.

e) Las que entrañen obligación directa o indirecta de ad-
quirir los artículos de consumo en tiendas o lugares deter-
minados.

f) Las que permitan retener el salario en concepto de multa.

g) Las que constituyan renuncia hecha por el trabajador de
las indemnizaciones a que tenga derecho por accidente del
trabajo, y enfermedades profesionales, perjuicios ocasiona-
dos por el incumplimiento del contrato o por despedírsele
del trabajo.

h) Todas las demás estipulaciones que impliquen renuncia
de algún derecho consagrado a favor del trabajador en las
leyes de protección y auxilio vigentes;

XXXIV. Las leyes determinarán los bienes que constituyan
el patrimonio de la familia, bienes que serán inalienables,
no podrán sujetarse a gravámenes reales ni embargo, y se-

rán transmisibles a título de herencia con simplificación de
las formalidades de los juicios sucesorios;

XXXV. La seguridad social es un derecho de los trabaja-
dores del campo y la ciudad, eventuales y permanentes, no
asalariados y otros sectores sociales y sus familias, estará a
cargo íntegramente de organismos públicos descentraliza-
dos y se organizará conforme a las siguientes bases míni-
mas:

a) Prevendrá los accidentes y enfermedades profesionales
y cubrirá las obligaciones derivadas de lo establecido en la
fracción XVI de este artículo mediante un seguro de ries-
gos de trabajo pagado por el patrón.

b) Proporcionará servicios integrales que incluyen la pre-
vención, curación y rehabilitación, así como los medios
diagnósticos y terapéuticos requeridos en cada caso;

c) En caso de accidente o enfermedad se conservará el de-
recho al trabajo por el tiempo que determine la Ley;

d) Proporcionará seguridad económica al trabajador y su
familia mediante los seguros de invalidez y vida; retiro, ce-
santía en edad avanzada, jubilación, vejez y cualquier otro
encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores,
de conformidad con las leyes de seguridad social;

e) Proporcionará guarderías con servicios integrales y per-
sonal especializado a los hijos de las trabajadoras, así co-
mo de los trabajadores que tengan a su cargo exclusivo el
cuidado de los hijos. Además proporcionará asistencia mé-
dica y obstétrica, medicinas y ayuda para la lactancia.

f) Proporcionará las demás prestaciones sociales especifi-
cadas en las leyes reglamentarias correspondientes inclu-
yendo centros deportivos, vacacionales y para recupera-
ción, así como tiendas económicas para beneficio de los
trabajadores y sus familias.

Las leyes de seguridad social son de utilidad pública.

XXXVI. Serán consideradas de utilidad social, las socieda-
des cooperativas para la construcción de casas baratas e hi-
giénicas, destinadas a ser adquiridas en propiedad por los
trabajadores en plazos determinados;

XXXVII. La aplicación de las leyes del trabajo correspon-
de a las autoridades de los estados, en sus respectivas ju-
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risdicciones, pero es de la competencia exclusiva de las au-
toridades federales en los asuntos relativos a:

a) Ramas industriales y servicios:

1. Textil;

2. Eléctrica;

3. Cinematográfica;

4. Hulera;

5. Azucarera;

6. Minera;

7. Metalúrgica y siderúrgica, abarcando la explotación de
los minerales básicos, el beneficio y la fundición de los
mismos, así como la obtención de hierro metálico y acero
a todas sus formas y ligas y los productos laminados de los
mismos;

8. De hidrocarburos;

9. Petroquímica;

10. Cementera;

11. Calera;

12. Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctri-
cas;

13. Química, incluyendo la química farmacéutica y medi-
camentos;

14. De celulosa y papel;

15. De aceites y grasa vegetales;

16. Productora de alimentos, abarcando exclusivamente la
fabricación de los que sean empacados, enlatados o enva-
sados o que se destinen a ello;

17. Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas
o que se destinen a ello;

18. Ferrocarrilera;

19. Maderera básica, que comprende la producción de ase-
rradero y la fabricación de triplay o aglutinados de madera;

20. Vidriera, exclusivamente por lo que toca a la fabrica-
ción de vidrio plano, liso o labrado, o de envases de vidrio; 

21. Tabacalera, que comprende el beneficio o fabricación
de productos de tabaco;

22. Servicios de banca y crédito; 

23. Los servicios prestados a los poderes de la Unión, a las
instituciones que proporcionen el servicio público de ban-
ca y crédito y el Banco de México;

b) Empresas:

1. Aquellas que sean administradas en forma directa o des-
centralizada por el gobierno federal;

2. Aquellas que actúen en virtud de un contrato o conce-
sión federal y las industrias que les sean conexas; y

3. Aquellas que ejecuten trabajos en zonas federales o que
se encuentren bajo jurisdicción federal, en las aguas terri-
toriales o en las comprendidas en la zona económica ex-
clusiva de la nación.

También será competencia exclusiva de las autoridades fe-
derales, la aplicación de las disposiciones de trabajo en los
asuntos relativos a conflictos que afecten a dos o más enti-
dades federativas; contratos colectivos que hayan sido de-
clarados obligatorios en más de una entidad federativa;
obligaciones patronales en materia educativa, en los térmi-
nos de ley; y respecto a las obligaciones de los patrones en
materia de capacitación y adiestramiento de sus trabajado-
res, así como de seguridad e higiene en los centros de tra-
bajo, para lo cual las autoridades federales contarán con el
auxilio de las estatales, cuando se trate de ramas o activi-
dades de jurisdicción local, en los términos de la ley regla-
mentaria correspondiente; 

XXXVIII. Los conflictos entre el Poder Judicial de la Fe-
deración y sus servidores serán resueltos por el Consejo de
la Judicatura Federal; los que se susciten entre la Suprema
Corte de Justicia y sus empleados serán resueltos por esta
última;

XXXIX. Los militares, marinos y miembros de los cuerpos
de seguridad pública se regirán por sus propias leyes.
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El Estado proporcionará a los miembros en el activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que se
refieren los últimos dos párrafos de la fracción XIV de es-
te artículo, en términos similares y a través del organismo
encargado de la seguridad social de los componentes de di-
chas instituciones.

Los agentes del Ministerio Público y los miembros de las
instituciones policiales de los municipios, entidades fede-
rativas y de la Federación se sujetarán a un régimen labo-
ral especial. La ley reglamentaria contendrá normas sobre
ingreso, promoción, capacitación, permanencia, causales
de cese, así como de retiro de estos trabajadores, con el fin
de establecer un servicio civil de carrera regido por los
principios de actuación a los que se refiere el párrafo cuar-
to del artículo 21 de esta Constitución.

Artículo segundo. Se reforman, derogan y adicionan di-
versas disposiciones de los artículos 74, 78, 102, 115 y 116
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de
Diputados:

I. Expedir el bando solemne para dar a conocer en toda la
república la declaración de presidente electo que hubiere
hecho el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración;

II. Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autonomía téc-
nica y de gestión, el desempeño de las funciones de la en-
tidad de fiscalización superior de la Federación, en los tér-
minos que disponga la ley;

III. Fijar los salarios mínimos, sus incrementos y la partici-
pación de los trabajadores en las utilidades de las empresas
a propuesta del Instituto Nacional de Salarios Mínimos,
Productividad y Reparto de Utilidades, así como nombrar
a los miembros del cuerpo colegiado de dicho instituto. La
ley regulará el ejercicio de estas atribuciones;

IV. Examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupues-
to de Egresos de la Federación, discutiendo primero las
contribuciones que, a su juicio, deben decretarse para cu-
brirlo, así como revisar la Cuenta Publica del año anterior.

El Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la iniciativa de
Ley de Ingresos y el proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación a más tardar el día 15 del mes de noviem-

bre o hasta el día 15 de diciembre cuando inicie su encar-
go en la fecha prevista por el artículo 83, debiendo compa-
recer el secretario del despacho correspondiente a dar
cuenta de los mismos.

No podrá haber otras partidas secretas, fuera de las que se
consideren necesarias con ese carácter, en el mismo presu-
puesto, las que emplearán los secretarios por acuerdo es-
crito del presidente de la república.

La revisión de la Cuenta Pública tendrá por objeto conocer
los resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha
ajustado a los criterios señalados por el presupuesto y el
cumplimiento de los objetivos contenidos en los progra-
mas.

Para la revisión de la Cuenta Pública, la Cámara de Dipu-
tados se apoyará en la entidad de fiscalización superior de
la Federación. Si del examen que ésta realice aparecieran
discrepancias entre las cantidades correspondientes a los
ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las
partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación
en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se de-
terminarán las responsabilidades de acuerdo con la ley.

La Cuenta Pública del año anterior deberá ser presentada a
la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión den-
tro de los 10 primeros días del mes de junio.

Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de la inicia-
tiva de Ley de Ingresos y del proyecto de Presupuesto de
Egresos, así como de la Cuenta Pública, cuando medie so-
licitud del Ejecutivo suficientemente justificada a juicio de
la Cámara o de la Comisión Permanente, debiendo compa-
recer en todo caso el secretario del despacho correspon-
diente a informar de la razones que lo motiven;

V. Declarar si ha o no lugar a proceder penalmente contra
los servidores públicos que hubieren incurrido en delito en
los términos del artículo 111 de esta Constitución.

Conocer de las imputaciones que se hagan a los servidores
públicos a que se refiere el artículo 110 de esta Constitu-
ción y fungir como órgano de acusación en los juicios po-
líticos que contra éstos se instauren;

VI. Integrar la terna de candidatos a director general del
Registro Público Nacional de Organizaciones Sindicales y
Contratos Colectivos de Trabajo, que presentará al Ejecuti-
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vo Federal a efecto de que éste designe a alguno de los pro-
puestos;

VII. Derogada;

VIII. Las demás que le confiere expresamente esta Consti-
tución.

Artículo 78. Durante los recesos del Congreso de la Unión
habrá una Comisión Permanente compuesta de 37 miem-
bros de los que 19 serán diputados y 18 senadores, nom-
brados por sus respectivas cámaras la víspera de la clausu-
ra de los períodos ordinarios de sesiones. Para cada titular
las Cámaras nombrarán, de entre sus miembros en ejerci-
cio, un sustituto. 

La Comisión Permanente, además de las atribuciones que
expresamente le confiere esta Constitución, tendrá las si-
guientes: 

I. Prestar su consentimiento para el uso de la Guardia Na-
cional en los casos de que habla el artículo 76 fracción IV; 

II. Recibir, en su caso, la protesta del presidente de la re-
pública; 

III. Resolver los asuntos de su competencia; recibir duran-
te el receso del Congreso de la Unión las iniciativas de ley
y proposiciones dirigidas a las cámaras y turnarlas para
dictamen a las comisiones de la Cámara a la que vayan di -
rigidas, a fin de que se despachen en el inmediato periodo
de sesiones; 

IV. Acordar por sí o a propuesta del Ejecutivo, la convoca-
toria del Congreso o de una sola cámara a sesiones ex-
traordinarias, siendo necesario en ambos casos el voto de
las dos terceras partes de los individuos presentes. La con-
vocatoria señalará el objeto u objetos de las sesiones ex-
traordinarias; 

V. Otorgar o negar su ratificación a la designación del pro-
curador general de la república, que le someta el titular del
Ejecutivo Federal; 

VI. Conceder licencia hasta por treinta días al presidente de
la república y nombrar el interino que supla esa falta; 

VII. Ratificar los nombramientos que el presidente haga de
ministros, agentes diplomáticos, cónsules generales, em-
pleados superiores de Hacienda, coroneles y demás jefes

superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Naciona-
les, en los términos que la ley disponga; y 

VIII. Conocer y resolver sobre las solicitudes de licencia
que le sean presentadas por los legisladores. 

IX. Determinar, en su caso, los salarios mínimos y sus au-
mentos, a propuesta del Instituto Nacional de Salarios Mí-
nimos, Productividad y Reparto de Utilidades.

Artículo 102.

A. La ley organizará el Ministerio Público de la Federa-
ción, cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por
el Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectiva. El Ministe-
rio Público de la Federación estará presidido por un procu-
rador general de la república, designado por el titular del
Ejecutivo Federal con ratificación del Senado o, en sus re-
cesos, de la Comisión Permanente. Para ser procurador se
requiere: ser ciudadano mexicano por nacimiento; tener
cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la
designación; contar, con antigüedad mínima de diez años,
con título profesional de licenciado en derecho; gozar de
buena reputación y no haber sido condenado por delito do-
loso. El procurador podrá ser removido libremente por el
Ejecutivo. 

Incumbe al Ministerio Público de la Federación, la perse-
cución, ante los tribunales, de todos los delitos del orden
federal; y por lo mismo, a él le corresponderá solicitar las
órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y
presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de
éstos; hacer que los juicios se sigan con toda regularidad
para que la administración de justicia sea pronta y expedi-
ta; pedir la aplicación de la penas e intervenir en todos los
negocios que la ley determine. 

El procurador general de la república intervendrá personal-
mente en las controversias y acciones a que se refiere el ar-
tículo 105 de esta Constitución. 

En todos los negocios en que la Federación fuese parte, en
los casos de los diplomáticos y los cónsules generales y en
los demás en que deba intervenir el Ministerio Público de
la Federación, el procurador general lo hará por sí o por
medio de sus agentes. 

El procurador general de la república y sus agentes, serán
responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en
que incurran con motivo de sus funciones. 
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La función de consejero jurídico del Gobierno, estará a car-
go de la dependencia del Ejecutivo Federal que, para tal
efecto, establezca la ley. 

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entida-
des federativas, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, establecerán organismos de protección de los dere-
chos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los
que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de
naturaleza administrativa, así como de naturaleza laboral,
provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con
excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que
violen estos derechos. 

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formu-
larán recomendaciones públicas, no vinculatorias y denun-
cias y quejas ante las autoridades respectivas.

Estos organismos no serán competentes tratándose de
asuntos electorales y jurisdiccionales.

Estos organismos podrán conocer de quejas contra actos u
omisiones de naturaleza administrativa o jurisdiccional
cuando se trate de asuntos laborales.

El organismo que establezca el Congreso de la Unión se
denominará Comisión Nacional de los Derechos Humanos;
contará con autonomía de gestión y presupuestaria, perso-
nalidad jurídica y patrimonio propios. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá un
Consejo Consultivo integrado por diez consejeros que se-
rán elegidos por el voto de las dos terceras partes de los
miembros presentes de la Cámara de Senadores o, en sus
recesos, por la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, con la misma votación calificada. La ley determi-
nará los procedimientos a seguir para la presentación de las
propuestas por la propia Cámara. Anualmente serán subs-
tituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el car-
go, salvo que fuesen propuestos y ratificados para un se-
gundo periodo. 

El presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, quien lo será también del Consejo Consultivo, será
elegido en los mismos términos del párrafo anterior. Dura-
rá en su encargo cinco años, podrá ser reelecto por una so-
la vez y sólo podrá ser removido de sus funciones en los
términos del título cuarto de esta Constitución. 

El presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos presentará anualmente a los poderes de la Unión un
informe de actividades. Al efecto comparecerá ante las cá-
maras del Congreso en los términos que disponga la ley. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos conoce-
rá de las inconformidades que se presenten en relación con
las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organis-
mos equivalentes en las entidades federativas. 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen inte-
rior, la forma de gobierno republicano, representativo, po-
pular, teniendo como base de su división territorial y de su
organización política y administrativa, el municipio libre
conforme a las bases siguientes: 

I. Cada municipio será gobernado por un ayuntamiento de
elección popular directa, integrado por un presidente mu-
nicipal y el número de regidores y síndicos que la ley de-
termine. La competencia que esta Constitución otorga al
gobierno municipal se ejercerá por el ayuntamiento de ma-
nera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna en-
tre éste y el gobierno del estado. 

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los
ayuntamientos, electos popularmente por elección directa,
no podrán ser reelectos para el periodo inmediato. 

Las personas que por elección indirecta, o por nombra-
miento o designación de alguna autoridad desempeñen las
funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea la de-
nominación que se les dé, no podrán ser electas para el pe-
riodo inmediato. Todos los funcionarios antes menciona-
dos, cuando tengan el carácter de propietarios, no podrán
ser electos para el periodo inmediato con el carácter de su-
plentes, pero los que tengan el carácter de suplentes sí po-
drán ser electos para el periodo inmediato como propieta-
rios a menos que hayan estado en ejercicio. 

Las legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras
partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos,
declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar
el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las
causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando
sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para
rendir las pruebas y hacer los alegatos que a su juicio con-
vengan. 
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Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo,
será sustituido por su suplente, o se procederá según lo dis-
ponga la ley. 

En caso de declararse desaparecido un ayuntamiento o
por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miem-
bros, si conforme a la ley no procede que entren en fun-
ciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones,
las legislaturas de los estados designarán de entre los ve-
cinos a los concejos municipales que concluirán los pe-
riodos respectivos; estos concejos estarán integrados por
el número de miembros que determine la ley, quienes de-
berán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos
para los regidores; 

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurí-
dica y manejarán su patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de
acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán
expedir las legislaturas de los estados, los bandos de poli-
cía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones
administrativas de observancia general dentro de sus res-
pectivas jurisdicciones, que organicen la administración
pública municipal, regulen las materias, procedimientos,
funciones y servicios públicos de su competencia y asegu-
ren la participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior se-
rá establecer: 

a) Las bases generales de la administración pública muni-
cipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los
medios de impugnación y los órganos para dirimir las con-
troversias entre dicha administración y los particulares, con
sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia
y legalidad; 

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos ter-
ceras partes de los miembros de los ayuntamientos para
dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario
municipal o para celebrar actos o convenios que compro-
metan al municipio por un plazo mayor al periodo del
ayuntamiento; 

c) Las normas de aplicación general para celebrar los con-
venios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de es-
te artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del
artículo 116 de esta Constitución; 

d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno es-
tatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no
existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal
considere que el municipio de que se trate esté imposibili-
tado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesa-
ria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada
por cuando menos las dos terceras partes de sus integran-
tes; y 

e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que
no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas que establez-
can los procedimientos mediante los cuales se resolverán
los conflictos que se presenten entre los municipios y el go-
bierno del estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos
derivados de los incisos c) y d) anteriores; 

III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y ser-
vicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y dis-
posición de sus aguas residuales; 

b) Alumbrado público; 

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición
final de residuos; 

d) Mercados y centrales de abasto; 

e) Panteones; 

f) Rastro; 

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de es-
ta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e 

i) Los demás que las legislaturas locales determinen se-
gún las condiciones territoriales y socioeconómicas de los
municipios, así como su capacidad administrativa y fi -
nanciera. 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el des-
empeño de las funciones o la prestación de los servicios a
su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las le-
yes federales y estatales. 
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Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos,
podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz presta-
ción de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las
funciones que les correspondan. En este caso y tratándose
de la asociación de municipios de dos o más estados, de-
berán contar con la aprobación de las legislaturas de los es-
tados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayunta-
miento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios
con el estado para que éste, de manera directa o a través del
organismo correspondiente, se haga cargo en forma tempo-
ral de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordi -
nadamente por el estado y el propio municipio; 

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal,
podrán coordinarse y asociarse en los términos y para los
efectos que prevenga la ley. 

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda,
la cual se formará de los rendimientos de los bienes que
les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros in-
gresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en to-
do caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicio-
nales, que establezcan los estados sobre la propiedad in-
mobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación,
traslación y mejora así como las que tengan por base el
cambio de valor de los inmuebles. 

Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado
para que éste se haga cargo de algunas de las funciones re-
lacionadas con la administración de esas contribuciones. 

b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la
Federación a los municipios con arreglo a las bases, mon-
tos y plazos que anualmente se determinen por las legisla-
turas de los estados. 

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios pú-
blicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de los estados
para establecer las contribuciones a que se refieren los in-
cisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las
mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o
subsidios en favor de persona o institución alguna respecto
de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes
de dominio público de la Federación, de los estados o los
municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por enti-
dades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título,

para fines administrativos o propósitos distintos a los de su
objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, pro-
pondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas apli-
cables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y
las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones
que sirvan de base para el cobro de las contribuciones so-
bre la propiedad inmobiliaria. 

Las legislaturas de los estados aprobarán las leyes de ingre-
sos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas
públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por
los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles. 

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejer-
cidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por
quien ellos autoricen, conforme a la ley; 

V. Los municipios, en los términos de las leyes federales y
estatales relativas, estarán facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes
de desarrollo urbano municipal; 

b) Participar en la creación y administración de sus reser-
vas territoriales; 

c) Participar en la formulación de planes de desarrollo re-
gional, los cuales deberán estar en concordancia con los
planes generales de la materia. Cuando la Federación o los
estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán
asegurar la participación de los municipios; 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en
el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territo-
riales; 

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra
urbana; 

f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 

g) Participar en la creación y administración de zonas de
reservas ecológicas y en la elaboración y aplicación de pro-
gramas de ordenamiento en esta materia; 

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas
de transporte público de pasajeros cuando aquellos afecten
su ámbito territorial; e 
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i) Celebrar convenios para la administración y custodia de
las zonas federales. 

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en
el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, ex-
pedirán los reglamentos y disposiciones administrativas
que fueren necesarios; 

VI. Cuando dos o más centros urbanos situados en territo-
rios municipales de dos o más entidades federativas formen
o tiendan a formar una continuidad demográfica, la Fede-
ración, las entidades federativas y los municipios respecti-
vos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regula-
rán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de
dichos centros con apego a la ley federal de la materia; 

VII. La policía preventiva municipal estará al mando del
presidente municipal, en los términos del reglamento co-
rrespondiente. Aquélla acatará las órdenes que el goberna-
dor del estado le transmita en aquellos casos que éste juz-
gue como de fuerza mayor o alteración grave del orden
público. 

El Ejecutivo Federal tendrá el mando de la fuerza pública
en los lugares donde resida habitual o transitoriamente; 

VIII. Las leyes de los estados introducirán el principio de
la representación proporcional en la elección de los ayun-
tamientos de todos los municipios. 

IX. Derogada; y 

X. Derogada.

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá,
para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no
podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola per-
sona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un so-
lo individuo. 

Los poderes de los estados se organizarán conforme a la
Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las si-
guiente normas: 

I. Los gobernadores de los estados no podrán durar en su
encargo más de seis años. 

La elección de los gobernadores de los estados y de las le-
gislaturas locales será directa y en los términos que dis-
pongan las leyes electorales respectivas. 

Los gobernadores de los estados, cuyo origen sea la elec-
ción popular, ordinaria o extraordinaria, en ningún caso y
por ningún motivo podrán volver a ocupar ese cargo, ni aun
con el carácter de interinos, provisionales, sustitutos o en-
cargados del despacho. 

Nunca podrán ser electos para el periodo inmediato: 

a) El gobernador sustituto constitucional, o el designado
para concluir el periodo en caso de falta absoluta del cons-
titucional, aun cuando tenga distinta denominación. 

b) El gobernador interino, el provisional o el ciudadano
que, bajo cualquier denominación supla las faltas tempora-
les del gobernador, siempre que desempeñe el cargo los
dos últimos años del periodo. 

Sólo podrá ser gobernador constitucional de un estado un
ciudadano mexicano por nacimiento y nativo de él, o con
residencia efectiva no menor de cinco años inmediatamen-
te anteriores al día de la elección; 

II. El número de representantes en las legislaturas de los
estados será proporcional al de habitantes de cada uno; pe-
ro, en todo caso, no podrá ser menor de siete diputados en
los estados cuya población no llegue a 400 mil habitantes;
de nueve, en aquéllos cuya población excede este número
y no llegue a 800 mil habitantes, y de 11 en los estados cu-
ya población sea superior a esta última cifra. 

Los diputados a las legislaturas de los estados no podrán
ser reelectos para el periodo inmediato. Los diputados su-
plentes podrán ser electos para el periodo inmediato con el
carácter de propietarios, siempre que no hubieren estado en
ejercicio, pero los diputados propietarios no podrán ser
electos para el periodo inmediato con el carácter de su-
plentes. 

Las legislaturas de los estados se integrarán con diputados
electos, según los principios de mayoría relativa y de re-
presentación proporcional, en los términos que señalen sus
leyes; 

III. El Poder Judicial de los estados se ejercerá por los tri-
bunales que establezcan las Constituciones respectivas. 

La independencia de los magistrados y jueces en el ejerci-
cio de sus funciones deberá estar garantizada por las Cons-
tituciones y las leyes orgánicas de los estados, las cuales
establecerán las condiciones para el ingreso, formación y
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permanencia de quienes sirvan a los poderes judiciales de
los estados. 

Los magistrados integrantes de los poderes judiciales loca-
les, deberán reunir los requisitos señalados por las fraccio-
nes I a V del artículo 95 de esta Constitución. No podrán
ser magistrados las personas que hayan ocupado el cargo
de secretario o su equivalente, procurador de Justicia o di-
putado local, en sus respectivos estados, durante el año pre-
vio al día de la designación. 

Los nombramientos de los magistrados y jueces integran-
tes de los poderes judiciales locales serán hechos prefe-
rentemente entre aquellas personas que hayan prestado
sus servicios con eficiencia y probidad en la administra-
ción de justicia o que lo merezcan por su honorabilidad,
competencia y antecedentes en otras ramas de la profe-
sión jurídica. 

Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el
tiempo que señalen las Constituciones locales, podrán ser
reelectos, y si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus
puestos en los términos que determinen las Constituciones
y las leyes de responsabilidad de los servidores públicos de
los estados. 

Los magistrados y los jueces percibirán una remuneración
adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida
durante su encargo. 

IV. Las Constituciones y leyes de los estados en materia
electoral garantizarán que: 

a) Las elecciones de los gobernadores de los estados, de los
miembros de las legislaturas locales y de los integrantes de
los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal,
libre, secreto y directo; 

b) En el ejercicio de la función electoral a cargo de las au-
toridades electorales sean principios rectores los de legali-
dad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia; 

c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de
las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las con-
troversias en la materia, gocen de autonomía en su funcio-
namiento e independencia en sus decisiones; 

d) Se establezca un sistema de medios de impugnación pa-
ra que todos los actos y resoluciones electorales se sujeten
invariablemente al principio de legalidad; 

e) Se fijen los plazos convenientes para el desahogo en to-
das las instancias impugnativas, tomando en cuenta el prin-
cipio de definitividad de las etapas de los procesos electo-
rales; 

f) De acuerdo con las disponibilidades presupuestales, los
partidos políticos reciban, en forma equitativa, financia-
miento público para su sostenimiento y cuenten durante los
procesos electorales con apoyos para sus actividades ten-
dientes a la obtención del sufragio universal; 

g) Se propicien condiciones de equidad para el acceso de
los partidos políticos a los medios de comunicación social; 

h) Se fijen los criterios para determinar los límites a las
erogaciones de los partidos políticos en sus campañas elec-
torales, así como los montos máximos que tengan las apor-
taciones pecuniarias de sus simpatizantes y los procedi-
mientos para el control y vigilancia del origen y uso de
todos los recursos con que cuenten los partidos políticos; se
establezcan, asimismo, las sanciones por el incumplimien-
to a las disposiciones que se expidan en estas materias, e 

i) Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en mate-
ria electoral, así como las sanciones que por ellos deban
imponerse; 

V. Las Constituciones y las leyes de los estados podrán ins-
tituir tribunales de lo contencioso-administrativo dotados
de plena autonomía para dictar sus fallos, que tengan a su
cargo dirimir las controversias que se susciten entre la ad-
ministración pública estatal y los particulares, establecien-
do las normas para su organización, su funcionamiento, el
procedimiento y los recursos contra sus resoluciones;

VI. Se deroga.

VII. La Federación y los estados, en los términos de ley,
podrán convenir la asunción por parte de éstos del ejercicio
de sus funciones, la ejecución y operación de obras y la
prestación de servicios públicos cuando el desarrollo eco-
nómico y social lo haga necesario. 

Los estados estarán facultados para celebrar estos conve-
nios con sus municipios, a efecto de que éstos asuman la
prestación de los servicios o la atención de las funciones a
las que se refiere el párrafo anterior. 
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ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. En un plazo no mayor de seis meses contados a
partir de la vigencia del presente decreto, el Congreso de la
Unión modificará la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación para adecuarla a las disposiciones previstas en
la fracción XXV del artículo 123 constitucional y demás
relativas a los jueces laborales.

Tercero. En tanto se reforma la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación para adecuarla a las disposiciones
previstas en el presente decreto, la Junta Federal de Conci-
liación y Arbitraje y el Tribuna Federal de Conciliación y
Arbitraje continuarán ejerciendo las facultades legales que
le correspondan en materia laboral.

Cuarto. En tanto se reforman las leyes orgánicas de los po-
deres judiciales de las entidades federativas para adecuar-
las a las disposiciones previstas en el presente decreto, las
juntas locales de Conciliación y Arbitraje continuarán ejer-
ciendo las facultades legales que les correspondan en ma-
teria laboral.

Quinto. Tanto el Poder Ejecutivo Federal como el Poder
Judicial Federal en los ámbitos de su competencia proce-
derán a realizar los trámites, asignaciones y modificaciones
presupuestales, así como a designar o, según proceda, a
proponer la designación de los funcionarios que les corres-
ponda, en términos de estas reformas, a efecto de que se
constituyan y operen a la promulgación de las leyes regla-

mentarias, el Instituto Nacional de Salarios Mínimos, Pro-
ductividad y Reparto de Utilidades, el Registro Público
Nacional de Organizaciones Sindicales y Contratos Colec-
tivos de Trabajo y los jueces laborales.

Sexto. Los derechos, beneficios y prestaciones adquiridos
por los trabajadores de los municipios, de los poderes de
cada una de las entidades federativas y de los poderes de la
Unión quedarán salvaguardados en un capítulo especial de
la ley reglamentaria del artículo 123 constitucional.

Séptimo. Los derechos, beneficios y prestaciones adquiri-
dos por los trabajadores de las instituciones que presten el
servicio público de banca y crédito y Banco de México
quedarán salvaguardados en un capítulo especial de la ley
reglamentaria del artículo 123 constitucional.

Octavo. En tanto se crean el Instituto Nacional de Salarios
Mínimos, Productividad y Reparto de Utilidades y el Re-
gistro Público Nacional de Organizaciones Sindicales y
Contratos Colectivos de Trabajo, establecidos en el artícu-
lo 123 constitucional, la Comisión Nacional de Salarios
Mínimos y la Secretaría de Trabajo y Previsión Social con-
tinuarán ejerciendo sus facultades legales en la materia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de octubre de
2002.»

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

Insértese el texto íntegro de la iniciativa en el Diario de
los Debates, publíquese en la Gaceta Parlamentaria y
túrnese a las comisiones de Puntos Constitucionales y
de Trabajo y Previsión Social.
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